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TEMAS GENERALES

Tema 1

La Constitución Española de 1978. Título preliminar. La organización 
territorial del Estado: principios generales, de la Administración local. 

Procedimiento de reforma de la Constitución.

Constitución Española

CE · BOE-A-1978-31229 · arts. 1 a 9 · arts. 137 a 142 · arts. 166 a 169 — 19 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.
1. España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores
de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político.
2. La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado.
3. La forma política del Estado español es la Monarquía parlamentaria.

Artículo 2.
La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de
todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la
integran y la solidaridad entre todas ellas.

Artículo 3.
1. El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles tienen el deber de conocerla y el
derecho a usarla.
2. Las demás lenguas españolas serán también oficiales en las respectivas Comunidades Autónomas de
acuerdo con sus Estatutos.
3. La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es un patrimonio cultural que será objeto de
especial respeto y protección.

Artículo 4.
1. La bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja, siendo la amarilla de
doble anchura que cada una de las rojas.
2. Los Estatutos podrán reconocer banderas y enseñas propias de las Comunidades Autónomas. Estas se
utilizarán junto a la bandera de España en sus edificios públicos y en sus actos oficiales.

Artículo 5.
La capital del Estado es la villa de Madrid.

Artículo 6.
Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y manifestación de la voluntad
popular y son instrumento fundamental para la participación política. Su creación y el ejercicio de su actividad
son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser
democráticos.
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Artículo 7.
Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales contribuyen a la defensa y promoción de los
intereses económicos y sociales que les son propios. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro
del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

Artículo 8.
1. Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del Aire, tienen como
misión garantizar la soberanía e independencia de España, defender su integridad territorial y el
ordenamiento constitucional.
2. Una ley orgánica regulará las bases de la organización militar conforme a los principios de la presente
Constitución.

Artículo 9.
1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico.
2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del
individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o
dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica,
cultural y social.
3. La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la
irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la
seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.

TÍTULO VIII De la Organización Territorial del Estado

CAPÍTULO PRIMERO Principios generales

Artículo 137.
El Estado se organiza territorialmente en municipios, en provincias y en las Comunidades Autónomas que se
constituyan. Todas estas entidades gozan de autonomía para la gestión de sus respectivos intereses.

Artículo 138.
1. El Estado garantiza la realización efectiva del principio de solidaridad consagrado en el artículo 2 de la
Constitución, velando por el establecimiento de un equilibrio económico, adecuado y justo entre las diversas
partes del territorio español, y atendiendo en particular a las circunstancias del hecho insular.
2. Las diferencias entre los Estatutos de las distintas Comunidades Autónomas no podrán implicar, en ningún
caso, privilegios económicos o sociales.

Artículo 139.
1. Todos los españoles tienen los mismos derechos y obligaciones en cualquier parte del territorio del Estado.
2. Ninguna autoridad podrá adoptar medidas que directa o indirectamente obstaculicen la libertad de
circulación y establecimiento de las personas y la libre circulación de bienes en todo el territorio español.

CAPÍTULO SEGUNDO De la Administración Local

Artículo 140. La Constitución garantiza la autonomía de los municipios.
Estos gozarán de personalidad jurídica plena. Su gobierno y administración corresponde a sus respectivos
Ayuntamientos, integrados por los Alcaldes y los Concejales. Los Concejales serán elegidos por los vecinos del
municipio mediante sufragio universal, igual, libre, directo y secreto, en la forma establecida por la ley. Los
Alcaldes serán elegidos por los Concejales o por los vecinos. La ley regulará las condiciones en las que proceda
el régimen del concejo abierto.

Artículo 141.
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1. La provincia es una entidad local con personalidad jurídica propia, determinada por la agrupación de
municipios y división territorial para el cumplimiento de las actividades del Estado. Cualquier alteración de los
límites provinciales habrá de ser aprobada por las Cortes Generales mediante ley orgánica.
2. El gobierno y la administración autónoma de las provincias estarán encomendados a Diputaciones u otras
Corporaciones de carácter representativo.
3. Se podrán crear agrupaciones de municipios diferentes de la provincia.
4. En los archipiélagos, las islas tendrán además su administración propia en forma de Cabildos o Consejos.

Artículo 142.
Las Haciendas locales deberán disponer de los medios suficientes para el desempeño de las funciones que la
ley atribuye a las Corporaciones respectivas y se nutrirán fundamentalmente de tributos propios y de
participación en los del Estado y de las Comunidades Autónomas.

TÍTULO X De la reforma constitucional

Artículo 166.
La iniciativa de reforma constitucional se ejercerá en los términos previstos en los apartados 1 y 2 del artículo
87.

Artículo 167.
1. Los proyectos de reforma constitucional deberán ser aprobados por una mayoría de tres quintos de cada
una de las Cámaras. Si no hubiera acuerdo entre ambas, se intentará obtenerlo mediante la creación de una
Comisión de composición paritaria de Diputados y Senadores, que presentará un texto que será votado por el
Congreso y el Senado.
2. De no lograrse la aprobación mediante el procedimiento del apartado anterior, y siempre que el texto
hubiere obtenido el voto favorable de la mayoría absoluta del Senado, el Congreso, por mayoría de dos tercios,
podrá aprobar la reforma.
3. Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para su ratificación cuando así lo
soliciten, dentro de los quince días siguientes a su aprobación, una décima parte de los miembros de
cualquiera de las Cámaras.

Artículo 168.
1. Cuando se propusiere la revisión total de la Constitución o una parcial que afecte al Título preliminar, al
Capítulo segundo, Sección primera del Título I, o al Título II, se procederá a la aprobación del principio por
mayoría de dos tercios de cada Cámara, y a la disolución inmediata de las Cortes.
2. Las Cámaras elegidas deberán ratificar la decisión y proceder al estudio del nuevo texto constitucional, que
deberá ser aprobado por mayoría de dos tercios de ambas Cámaras.
3. Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para su ratificación.

Artículo 169.
No podrá iniciarse la reforma constitucional en tiempo de guerra o de vigencia de alguno de los estados
previstos en el artículo 116.
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PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 1

1. ¿Cuál de los siguientes principios no aparece expresamente en el artículo 1 de la Constitución Española?

A) Estado social y democrático de Derecho

B) Separación de poderes

C) Pluralismo político

D) Libertad

2. Según el artículo 142 de la Constitución Española:

A) Las Haciendas locales deberán disponer de los medios necesarios para el desempeño de las funciones que la 
ley atribuye a las Corporaciones respectivas y se nutrirán fundamentalmente de tributos propios y de 
participación en los del Estado y de las provincias.

B) Las Haciendas locales deberán disponer de los medios suficientes para el desempeño de las funciones que la 
ley atribuye a las Corporaciones respectivas y se nutrirán fundamentalmente de tributos propios y de 
participación en los del Estado y de las Comunidades Autónomas.

C) Las Haciendas locales deberán disponer de los medios suficientes para el desempeño de las funciones que los 
Estatutos de Autonomía atribuyen a las Corporaciones respectivas y se nutrirán fundamentalmente de tributos 
propios y de participación en los del Estado y de las Comunidades Autónomas.

D) Las Haciendas locales deberán disponer de los medios necesarios para el desempeño de las funciones que la 
ley atribuye a las Corporaciones respectivas y se nutrirán fundamentalmente de impuestos propios y de 
participación en los de las Comunidades Autónomas y de las provincias.

3. Las Haciendas locales deberán disponer, de acuerdo con el artículo 142 de la Constitución Española.

A) De los medios suficientes para el desempeño de las funciones que la ley atribuye a las Corporaciones 
respectivas y se nutrirán fundamentalmente de tributos propios y de participación en los del Estado y de las 
Comunidades Autónomas

B) De los medios suficientes para el desempeño de las funciones que la ley atribuye a las Corporaciones 
respectivas y se nutrirán fundamentalmente de tributos propios y de participación en los del Estado

C) De los medios suficientes para el desempeño de las funciones que la ley atribuye a las Corporaciones 
respectivas y se nutrirán de los tributos propios

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

4. Cualquier alteración de los límites de una provincia tendrá que ser aprobada por

A) Ley de la Comunidad Autónoma a la que pertenezca la provincia

B) Ley Ordinaria por el Congreso

C) Ley Orgánica por las Cortes Generales

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

5. ¿Cuál de los siguientes principios no está expresamente garantizado en el artículo 9.3 de la Constitución 
española de 1978?

A) Publicidad de las normas.

B) Seguridad jurídica.

C) Jerarquía normativa.

D) Pluralismo político.
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6. ¿Puede una Comunidad Autónoma definirse como nación en su Estatuto de Autonomía?

A) Sí, ya que los términos nación, nacionalidad y región se consideran realidades jurídicas equivalente.

B) No, ya que los términos nación, nacionalidad y región se consideran realidades jurídicas claramente 
diferenciadas.

C) Sí, ya que así lo ha declarado el Tribunal Constitucional en sentencia

D) Sí, ya que así sucede en el derecho constitucional comparado de los Estados de nuestro entorno cultural.

7. Según el artículo 142 de la Constitución, las haciendas locales se nutrirán fundamentalmente:

A) De sus propios tributos y de la participación que tengan en los tributos de las comunidades autónomas.

B) Ninguna de las respuestas es correcta.

C) De sus tributos propios y de la participación en los del Estado y de las comunidades autónomas.

D) Sólo de sus propios tributos.

8. Cuando se proponga la revisión total de la Constitución o de una parcial que afecte al Título Preliminar, al 
Capítulo Segundo, Sección 1ª del Título I, o al Título II, se procederá a la aprobación del principio por:

A) Mayoría de 2/3 de cada cámara, y a la disolución inmediata de las Cortes.

B) Mayoría de 3/5 de cada cámara, y a la creación de una Comisión de composición paritaria de Diputados y 
Senadores.

C) Mayoría de 2/3 de cada Cámara, y a la creación de una Comisión de composición paritaria de Diputados y 
Senadores.

D) Mayoría de 3/5 de cada cámara, y a la disolución inmediata de las Cortes.

9. Según el artículo 1.1 de la Constitución Española, son valores superiores del ordenamiento jurídico español

A) La libertad, la justicia, la equidad y el pluralismo político

B) La libertad, la justicia, la igualdad y la fraternidad

C) La libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político y sindical

D) La libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político

10. ¿Cuáles de los siguientes principios generales del Derecho aparecen en el artículo 9.3 de la Constitución 
Española de 1978?

A) La autonomía y la solidaridad.

B) La buena fe y la equidad.

C) La publicidad de las normas, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.

D) La eficacia y la jerarquía.

SOLUCIONES 1 B · 2 B · 3 A · 4 C · 5 D · 6 B · 7 C · 8 A · 9 D · 10 C

Te quedan 451 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 1, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 2

Ley 8/2015, de 1 de abril, de Cabildos Insulares: objeto de la ley; 
naturaleza de los cabildos insulares; competencias de los cabildos 

insulares; ámbitos materiales de competencias de los cabildos 
insulares.

Ley 3/2026, de 16 de junio, de Cabildos Insulares de Canarias

L3-2026-CAN · BOE-A-2026-17189 · arts. 1 a 2 · arts. 5 a 7 — 5 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto de la ley.
1. Es objeto de la presente ley la regulación de los cabildos insulares de acuerdo con la Constitución española y
el Estatuto de Autonomía de Canarias, en el marco de la legislación básica estatal sobre régimen jurídico del
sector público y la legislación básica de régimen local, estableciendo:

a) Las competencias y su régimen jurídico.
b) La organización de gobierno y administrativa.
c) El funcionamiento, información y transparencia.
d) El ejercicio de la potestad reglamentaria.
e) Las relaciones de la comunidad autónoma y los cabildos insulares.

2. Asimismo, se regula la Conferencia de Presidentes y presidentas como foro institucional de colaboración de
la Comunidad Autónoma de Canarias y los cabildos insulares.

Artículo 2. Naturaleza de los cabildos insulares.
1. Los cabildos insulares, conforme al Estatuto de Autonomía de Canarias, son instituciones de la Comunidad
Autónoma de Canarias, así como órganos de gobierno, representación y administración de cada isla. Gozarán
de autonomía en la gestión de sus intereses y en el ejercicio de sus competencias, de acuerdo con la
Constitución, el Estatuto de Autonomía y las leyes.
2. Los cabildos insulares asumen en la isla la representación ordinaria del Gobierno y de la Administración
autonómica y desempeñan las funciones administrativas autonómicas previstas en el Estatuto de Autonomía y
en las leyes, así como las que les sean atribuidas, transferidas o delegadas.

TÍTULO I Competencias de los cabildos insulares

CAPÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 5. Competencias de los cabildos insulares.
1. Los cabildos insulares como órganos de gobierno, administración y representación de cada isla, ejercen las
competencias propias que corresponden a las islas como entidad local y las que les sean delegadas por otras
Administraciones públicas, de acuerdo con lo establecido en la Constitución y la legislación de régimen local.
2. Como instituciones de la Comunidad Autónoma de Canarias, corresponde a los cabildos insulares el
ejercicio de las funciones, competencias y facultades que se determinan en el Estatuto de Autonomía de
Canarias, así como las competencias autonómicas que les sean atribuidas, transferidas o delegadas de entre las
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asumidas por la Comunidad Autónoma de Canarias, de acuerdo con el Estatuto de Autonomía de Canarias y el
resto del ordenamiento jurídico.

Artículo 6. Ámbitos materiales de competencias de los cabildos insulares como instituciones de la 
Comunidad Autónoma de Canarias.
1. En el marco de las competencias asumidas por la Comunidad Autónoma de Canarias, los cabildos insulares
ejercerán las competencias en los ámbitos materiales que se determinen en el Estatuto de Autonomía y por ley
del Parlamento de Canarias o, en su caso, por decreto ley.
2. En todo caso, en los términos de la presente ley y de la legislación reguladora de los distintos sectores de
actuación pública, en las materias que siguen se atribuirán a los cabildos insulares competencias y funciones
ejecutivas de carácter insular, en el marco y dentro de los límites de la legislación aplicable, en las siguientes
materias:

a) Demarcaciones territoriales, alteración de términos y denominación oficial de los municipios.
b) Ordenación del territorio.
c) Carreteras, salvo las que se declaren de interés autonómico, en el marco de lo que disponga la legislación
territorial canaria.
d) Transporte por carretera, por cable y ferrocarril.
e) Gestión de puertos de refugio y deportivos, salvo que se declaren de interés autonómico.
f) Turismo.
g) Ferias y mercados insulares.
h) Defensa del consumidor.
i) Asistencia social y servicios sociales.
j) Policía de vivienda. Conservación y administración del parque público de viviendas. Promover la
construcción de viviendas protegidas y coordinar la intervención municipal en la gestión del parque
público de viviendas.
k) Las funciones propias de la Agencia de Extensión Agraria. Infraestructura rural de carácter insular.
Granjas experimentales.
l) Campañas de saneamiento zoosanitario.
m) Servicios forestales, vías pecuarias y pastos.
n) Protección del medio ambiente y espacios naturales protegidos. ñ) Acuicultura y cultivos marinos.
o) Artesanía.
p) Cultura, deportes, ocio y esparcimiento. Patrimonio histórico-artístico insular. Museos, bibliotecas y
archivos que no se reserve la comunidad autónoma.
q) Caza.
r) Residencias de estudiantes en la isla.
s) Promoción de residencias de estudiantes universitarios y de otras enseñanzas de grado superior en el
resto del archipiélago siempre que concurra un interés insular singular no susceptible de ser prestado en el
territorio de la isla y no se produzca afectación a las competencias propias de la Administración de la
Comunidad Autónoma de Canarias o de otros cabildos en su interés territorial insular.
t) Espectáculos.
u) Actividades clasificadas.
v) Igualdad de género.
w) Políticas públicas de inclusión y diversidad.
x) Aguas, en los términos que se establezcan en la legislación sectorial.

3. En las leyes reguladoras de los distintos sectores de la actuación pública sobre materias atribuidas a los
cabildos insulares en su condición de instituciones de la Comunidad Autónoma de Canarias, podrá
determinarse el ejercicio de la competencia atribuida por el cabildo insular en el resto del archipiélago
siempre que concurra un interés insular singular no susceptible de ser prestado en el territorio de la
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respectiva isla y no se produzca afectación a las competencias propias de la Administración de la Comunidad
Autónoma de Canarias o de otros cabildos en su interés territorial insular. Sin perjuicio de lo que establezcan
las leyes reguladoras, cuando el ejercicio de la competencia del cabildo en su condición de instituciones de la
Comunidad Autónoma de Canarias pueda desplegarse fuera del ámbito de su respectiva isla, deberá mediar
comunicación a la consejería competente en la materia del Gobierno de Canarias y al cabildo de la isla
afectada y, si transcurridos dos meses no se manifiesta objeción, podrá llevarse a cabo la actuación. En el caso
de formularse objeción, corresponderá al Gobierno de Canarias coordinar la actividad de los cabildos
afectados de acuerdo con los artículos 122, 123 y 124 de la presente ley.

Artículo 7. Ejercicio de las competencias.
Todas las competencias de los cabildos se ejercen de acuerdo con el principio de lealtad institucional y con el
régimen jurídico que rige las relaciones entre Administraciones públicas y pueden ser objeto de coordinación
por parte del Gobierno de Canarias en cuanto afecte al interés general de la Comunidad Autónoma de
Canarias, de conformidad con el Estatuto de Autonomía y las leyes.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 2
Preguntas de refuerzo generadas con IA y revisadas a mano: este tema todavía no tiene preguntas de examen oficial en el banco. 
No proceden de un examen real.

1. El ejercicio de todas las competencias de los cabildos insulares se realiza de acuerdo con:

A) El principio de autonomía institucional y el régimen jurídico propio de las relaciones entre órganos 
constitucionales.

B) El principio de coordinación administrativa y el régimen jurídico aplicable exclusivamente a las relaciones 
entre entidades locales.

C) El principio de lealtad institucional y el régimen jurídico específico de las relaciones entre órganos de la 
Comunidad Autónoma.

D) El principio de lealtad institucional y el régimen jurídico que rige las relaciones entre Administraciones 
públicas.

2. ¿Qué modalidades de transporte se atribuyen a los cabildos insulares como instituciones de la Comunidad 
Autónoma de Canarias?

A) Transporte por carretera, marítimo y aéreo

B) Transporte por carretera, por cable y ferrocarril

C) Transporte marítimo, por cable y ferroviario urbano

D) Transporte aéreo, ferroviario y de mercancías peligrosas

3. La coordinación de las competencias de los cabildos insulares por parte del Gobierno de Canarias debe 
efectuarse:

A) De acuerdo exclusivamente con las instrucciones que dicte la Administración General del Estado.

B) Conforme a los reglamentos aprobados por cada cabildo insular en el ejercicio de sus competencias.

C) Atendiendo únicamente a los acuerdos adoptados por la Conferencia de Presidentes de Canarias.

D) De conformidad con el Estatuto de Autonomía y las leyes.
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4. Entre las materias en las que se atribuyen a los cabildos insulares competencias y funciones ejecutivas de 
carácter insular se encuentra:

A) La protección civil y la coordinación de los servicios de emergencia de ámbito autonómico.

B) La defensa del consumidor.

C) La sanidad pública y la ordenación de los servicios sanitarios insulares.

D) La seguridad ciudadana y la dirección de las policías locales.

5. Las competencias autonómicas que pueden corresponder a los cabildos insulares proceden de las 
asumidas por:

A) La Administración General del Estado, con arreglo exclusivamente a la legislación de régimen local.

B) Los municipios de la isla, conforme a lo dispuesto en la Constitución y en el ordenamiento jurídico.

C) La Comunidad Autónoma de Canarias, de acuerdo con su Estatuto de Autonomía y el resto del ordenamiento 
jurídico.

D) Las entidades locales de la isla, mediante acuerdo adoptado por sus órganos de gobierno y representación.

6. La autonomía de los cabildos insulares se reconoce para:

A) La gestión exclusiva de los servicios de titularidad autonómica y el ejercicio de las competencias delegadas 
por el Gobierno de Canarias.

B) La gestión de los intereses propios de cada isla y el ejercicio de las competencias atribuidas por el Estatuto de 
Autonomía de Canarias.

C) La gestión de sus intereses y el ejercicio de sus competencias, sin sujeción a la Constitución ni a las leyes.

D) La gestión de sus intereses y el ejercicio de sus competencias, de acuerdo con la Constitución, el Estatuto de 
Autonomía de Canarias y las leyes.

7. La regulación de los cabildos insulares se lleva a cabo de acuerdo con la Constitución española y el Estatuto 
de Autonomía de Canarias, en el marco de:

A) La legislación autonómica sobre régimen jurídico del sector público y la legislación básica estatal de régimen 
local.

B) La legislación básica estatal sobre régimen jurídico del sector público y la legislación autonómica de régimen 
local.

C) La legislación básica estatal sobre régimen jurídico del sector público y la legislación básica de régimen local.

D) La legislación estatal y autonómica sobre organización territorial y la legislación básica de régimen jurídico 
de las Administraciones públicas.

8. El ejercicio de las competencias de los cabildos insulares se realiza de conformidad con:

A) El principio de autonomía local y el régimen jurídico propio de las relaciones interadministrativas.

B) El principio de cooperación territorial y el régimen jurídico aplicable a las relaciones entre órganos de la 
Administración autonómica.

C) El principio de coordinación administrativa y el régimen jurídico que regula las relaciones entre entidades 
locales.

D) El principio de lealtad institucional y el régimen jurídico que rige las relaciones entre Administraciones 
públicas.

9. En el marco de las competencias asumidas por la Comunidad Autónoma de Canarias, ¿cómo se determinan 
los ámbitos materiales en los que los cabildos insulares ejercerán sus competencias?

A) Por el Estatuto de Autonomía y por decreto del Gobierno de Canarias, exclusivamente.

B) Por la legislación básica estatal y por las ordenanzas aprobadas por cada cabildo insular.

C) Por el Estatuto de Autonomía y por ley del Parlamento de Canarias o, en su caso, por decreto ley.

D) Por acuerdo conjunto del Gobierno de Canarias y de los ayuntamientos de la respectiva isla.
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10. Las competencias autonómicas que pueden ejercer los cabildos insulares como instituciones de la 
Comunidad Autónoma de Canarias son aquellas que:

A) Les sean atribuidas, transferidas o delegadas por el Estado, con independencia de su asunción por la 
Comunidad Autónoma de Canarias.

B) Les sean atribuidas, transferidas o delegadas de entre las asumidas por la Comunidad Autónoma de Canarias, 
de acuerdo con su Estatuto de Autonomía y el resto del ordenamiento jurídico.

C) Les sean encomendadas exclusivamente por los ayuntamientos de la isla, conforme a la legislación de 
régimen local.

D) Les correspondan únicamente por su condición de órganos de representación de cada isla, sin necesidad de 
atribución autonómica.

SOLUCIONES 1 D · 2 B · 3 D · 4 B · 5 C · 6 D · 7 C · 8 D · 9 C · 10 B

Sigue practicando este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 2, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 3

Reglamento orgánico del Cabildo Insular de Fuerteventura: órganos de 
gobierno. El Pleno: naturaleza y composición, atribuciones, sesiones, 

tipo de sesiones, celebración y convocatoria de las sesiones. La 
presidencia: atribuciones, formas de las normas, actos y decisiones de 

la presidencia, delegación de atribuciones.

Ley 3/2026, de 16 de junio, de Cabildos Insulares de Canarias

L3-2026-CAN · BOE-A-2026-17189 · arts. 50 a 53 · arts. 62 a 64 · art. 82 · arts. 86 a 87 — 10 incluidos

TÍTULO II Organización de los cabildos insulares

CAPÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 50. Clases de órganos de los cabildos insulares.
La organización de los cabildos insulares se estructura en órganos de representación política y órganos de
gobierno y administración, de acuerdo con lo establecido en esta ley.

CAPÍTULO II Órganos de representación política

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 51. Órganos de representación política de los cabildos insulares.
1. Son órganos de representación política de los cabildos insulares:

a) El Pleno.
b) Las comisiones del Pleno.

2. Asimismo, ostenta la representación política externa la Presidencia de la Corporación Insular.

Sección 2.ª El Pleno del cabildo insular

Artículo 52. Composición, naturaleza y organización.
1. El Pleno está integrado por todos los consejeros y consejeras insulares electos. Es el órgano de máxima
representación política de la ciudadanía en el gobierno insular, asume el superior gobierno de la corporación y
es el órgano de control y fiscalización de los restantes órganos del cabildo insular.
2. El órgano de dirección del Pleno es el presidente o presidenta del cabildo, que en el desarrollo de sus
funciones cuenta con la asistencia de la Junta de Portavoces, sin perjuicio de las funciones que la legislación de
régimen local atribuya a otros órganos.
3. El Pleno dispondrá de las comisiones que se determinen, en cuya composición se integrarán los miembros
que designen los grupos políticos, en proporción al número de consejeros y consejeras insulares que tengan
en el Pleno.
4. La organización del Pleno se regirá por lo establecido en esta ley y en el reglamento orgánico
correspondiente.

Artículo 53. Atribuciones del Pleno.
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1. El Pleno de cabildo insular tiene las siguientes atribuciones:
a) El control y fiscalización de los órganos de gobierno del cabildo insular.
b) La votación de la moción de censura a la Presidencia y la cuestión de confianza planteada por esta, que
será pública y se realizará mediante llamamiento nominal en todo caso, y se regirá en todos sus aspectos
por lo dispuesto en la legislación electoral general.
c) La aprobación, modificación y derogación de los reglamentos orgánicos, que deben incluir los criterios
básicos de estructuración de la Administración del cabildo insular.
d) La aprobación, modificación y derogación de las ordenanzas y reglamentos insulares.
e) La determinación del número y denominación de las comisiones permanentes del Pleno y la
constitución de comisiones especiales, conforme a las previsiones del reglamento orgánico.
f) El ejercicio de las competencias que correspondan a la entidad insular relativas a la creación y supresión
de municipios y a la alteración y deslinde de los términos municipales, así como del cambio del nombre y
capitalidad de los municipios, excepto los informes y la aprobación del restablecimiento de líneas límites
jurisdiccionales entre términos municipales.
g) La adopción o modificación de la bandera, enseña o escudo de la isla, así como otros símbolos distintivos.
h) Los acuerdos relativos a la aprobación de la participación en consorcios u otras entidades públicas
asociativas.
i) La determinación de los recursos de carácter tributario propios y otras prestaciones patrimoniales
públicas.
j) La aprobación y modificación de los presupuestos del cabildo insular, así como la autorización de gastos
en las materias de su competencia. Asimismo, aprobará la cuenta general del ejercicio correspondiente, así
como el reconocimiento extrajudicial de créditos, siempre y cuando no exista dotación presupuestaria u
operaciones especiales de crédito.
k) La aprobación, modificación y revisión, inicial y definitiva, del plan insular de ordenación y restantes
planes territoriales de ordenación, así como la aprobación, modificación y revisión, que ponga fin a la
tramitación insular, de los planes y demás instrumentos de ordenación previstos en la normativa territorial
y urbanística cuya aprobación definitiva le corresponda al cabildo insular.
l) La aprobación de las transferencias, delegaciones o encomiendas de gestión de competencias, funciones,
servicios o actividades a otras Administraciones públicas, así como la aceptación de las que se realicen a
favor del cabildo insular, salvo que se impongan obligatoriamente por ley.
m) La aprobación de la memoria justificativa del costo de funcionamiento y del rendimiento y eficacia de
los servicios transferidos, así como la liquidación de sus presupuestos.
n) La creación, modificación y supresión de los servicios públicos de competencia del cabildo insular, la
determinación de las formas de gestión de los mismos, y la aprobación de los expedientes de insularización
de servicios y/o actividades económicas. ñ) La creación de organismos autónomos, entidades públicas
empresariales, fundaciones y sociedades mercantiles para la gestión de los servicios de competencia
insular.
o) La aprobación del plan insular de obras y servicios.
p) La aprobación de las proposiciones de ley que, en el ejercicio de la iniciativa legislativa otorgada a los
cabildos insulares por el Estatuto de Autonomía, hayan de remitirse al Parlamento de Canarias.
q) Las facultades de revisión de oficio de sus propios actos y disposiciones de carácter general, así como de
los actos dictados por las comisiones del Pleno cuando tengan facultades decisorias.
r) El ejercicio de acciones judiciales y administrativas y la defensa jurídica del Pleno en las materias de su
competencia, sin perjuicio de las atribuciones del presidente o presidenta del cabildo en caso de urgencia.
s) El establecimiento del régimen retributivo de los miembros del Pleno, de quien ostente la Secretaría
General, del presidente o presidenta, de los miembros del Consejo de Gobierno y de los órganos directivos
insulares.
t) La alteración de la calificación jurídica de los bienes y la cesión gratuita de bienes inmuebles.
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u) El planteamiento de conflictos de competencia a otras entidades locales y otras Administraciones
públicas.
v) La aprobación de los proyectos de interés insular.
w) El establecimiento de precios públicos.
x) La declaración de la compatibilidad o incompatibilidad del presidente o presidenta, de los miembros del
Pleno y de los titulares de los órganos de gobierno.
y) Aprobar la plantilla de personal del cabildo, así como la de los organismos autónomos y entidades
públicas empresariales, fijar la cuantía anual de las retribuciones complementarias de los funcionarios y
funcionarias y aprobar anualmente la masa salarial del personal laboral del sector público insular.
z) La aprobación de operaciones financieras o de crédito y conceder quitas o esperas si el importe excede
del diez por ciento de los recursos ordinarios del presupuesto, así como autorizar las operaciones de
crédito previstas excepcionalmente para financiar operaciones corrientes, a excepción de las operaciones
de tesorería. aa) El ejercicio de otras atribuciones que le asignen expresamente esta u otras leyes o el
reglamento orgánico.

2. El Pleno podrá delegar las atribuciones señaladas en las letras d), f), n), ñ), r), u), w) y x) en la Presidencia, en
el Consejo de Gobierno Insular o en las comisiones del Pleno. No obstante, las atribuciones recogidas en las
letras d), n), ñ), r) y u) solo podrán ser delegadas en las comisiones del Pleno.
3. En el reglamento orgánico se pueden desconcentrar las atribuciones del Pleno en las comisiones del artículo
siguiente, con las mismas limitaciones establecidas para la delegación de competencias.

CAPÍTULO III Órganos de gobierno y administración

Sección 2.ª La Presidencia del cabildo insular

Artículo 62. Composición de la Presidencia.
La Presidencia del cabildo insular está compuesta por el presidente o presidenta del mismo, así como por los
órganos de apoyo que se determinen en el reglamento orgánico y en los decretos de la Presidencia a que se
refiere el artículo 64 g) de esta ley.

Artículo 63. Naturaleza, responsabilidad política y cese del presidente o presidenta del cabildo insular.
1. El presidente o presidenta del cabildo insular es el órgano de gobierno y de representación máxima de la
institución insular.
2. El presidente o presidenta del cabildo es responsable de su gestión política ante el Pleno de la institución
insular.
3. El presidente o presidenta del cabildo insular cesa por las siguientes causas:

a) Finalización del mandato, de acuerdo con la legislación electoral.
b) Aprobación de una moción de censura.
c) Denegación de una cuestión de confianza.
d) Renuncia comunicada por escrito al Pleno, con toma de razón por este órgano.
e) Constitución mediante resolución judicial de una curatela con facultades representativas.
f) Inhabilitación para ejercer el cargo declarada por sentencia judicial firme.
g) Pérdida de la condición de miembro del cabildo insular.
h) Declaración de incompatibilidad adoptada por el Pleno.
i) Fallecimiento. En las causas previstas en las letras a) y c), el presidente o presidenta del cabildo debe
continuar en el ejercicio del cargo hasta que su sucesor haya tomado posesión. En el supuesto de que
prospere una moción de censura, el presidente o presidenta del cabildo cesa en el momento de la adopción
del acuerdo.

Artículo 64. Atribuciones del presidente o presidenta del cabildo insular.
1. Corresponden al presidente o presidenta del cabildo insular las atribuciones siguientes:
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a) La dirección y coordinación de la política, el gobierno y la Administración de la isla, estableciendo las
directrices e impartiendo las instrucciones que sean precisas a los consejeros y consejeras insulares
responsables de las áreas o departamentos insulares y a los demás órganos directivos de la Administración
insular.
b) La representación del cabildo insular.
c) La libre designación y cese de los miembros del Consejo de Gobierno Insular, sin necesidad de que sean
miembros electos del cabildo, así como el libre nombramiento de los vicepresidentes o vicepresidentas y
del consejero o consejera-secretario del mismo. Asimismo, la propuesta al Consejo de Gobierno Insular del
nombramiento y cese de las personas titulares de los órganos directivos de la Administración insular.
d) La dirección y coordinación de la actuación del Consejo de Gobierno Insular.
e) La convocatoria y presidencia de las sesiones del Pleno y del Consejo de Gobierno Insular, así como
decidir los empates con voto de calidad.
f) El establecimiento de las directrices generales de la acción de gobierno insular y asegurar su continuidad.
g) La determinación, en el marco del reglamento orgánico, del número, denominación y competencias de
las áreas de gobierno o departamentos, así como de la organización y estructura de la Administración
insular.
h) La propuesta al Pleno del número, denominación y ámbito de actuación de las comisiones permanentes
del Pleno.
i) La superior dirección del personal al servicio de la Administración insular.
j) El nombramiento y cese del personal eventual.
k) El planteamiento de la cuestión de confianza ante el Pleno y la propuesta de debates generales ante este.
l) El desarrollo de la gestión económica, la autorización de gastos y la realización de cualquier otro acto de
gestión presupuestaria en el ámbito de su competencia y de acuerdo con el presupuesto. La aprobación de
la liquidación del presupuesto.
m) El ejercicio de las acciones judiciales y administrativas en materia de su competencia y, en caso de
urgencia, en materias de la competencia del Pleno y del Consejo de Gobierno Insular, dando cuenta a los
mismos para su ratificación.
n) La facultad de revisión de oficio de sus propios actos. ñ) La firma de los convenios y los contratos que se
formalicen en el ámbito de las competencias del Pleno o del Consejo de Gobierno Insular, salvo que el
reglamento orgánico disponga otra cosa.
o) La resolución de los conflictos de atribuciones que se puedan plantear entre los miembros del Consejo
de Gobierno Insular.
p) Las demás que le atribuyan expresamente las leyes o el reglamento orgánico.

2. El presidente o presidenta del cabildo puede delegar el ejercicio de sus atribuciones en un vicepresidente o
vicepresidenta, en el Consejo de Gobierno Insular o en alguno de sus miembros. Sin embargo, no pueden ser
objeto de delegación las atribuciones que señalan las letras a), c), d), f), g) y k) del apartado anterior.
3. En el reglamento orgánico se pueden desconcentrar las atribuciones del presidente o presidenta del cabildo
en el Consejo de Gobierno Insular o en sus miembros, con las mismas limitaciones establecidas para la
delegación de competencias.

TÍTULO III Régimen jurídico, control, información y transparencia

CAPÍTULO I Régimen de las normas y de los actos de los órganos de los cabildos insulares

Artículo 82. Forma de las normas y de los actos de los cabildos insulares.
1. La forma de las normas y de los actos que dicten los órganos de gobierno y administración de los cabildos
insulares será la siguiente:

a) Las normas y actos que dicte el Pleno del cabildo insular adoptarán la forma de reglamento orgánico,
ordenanza, reglamento o acuerdo plenario, según corresponda.
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b) Los actos del Consejo de Gobierno Insular adoptarán la forma de acuerdo del Consejo de Gobierno
Insular.
c) Las normas y actos del presidente o presidenta del cabildo insular adoptarán la forma de decretos de la
Presidencia del cabildo insular.
d) Adoptarán la forma de resolución los actos de los consejeros o consejeras insulares en el ejercicio de sus
competencias.

2. Los actos administrativos de los órganos directivos de los cabildos insulares adoptarán la forma de
resolución.
3. Los decretos y resoluciones de los órganos unipersonales de los cabildos insulares deberán registrarse en el
libro de decretos y resoluciones.

CAPÍTULO II Régimen de funcionamiento de los cabildos insulares

Artículo 86. Régimen general de funcionamiento.
1. Los cabildos insulares adecúan su funcionamiento a lo dispuesto en este título y en el reglamento orgánico
respectivo, respetando la legislación básica de régimen jurídico del sector público y la legislación básica de
régimen local, según se dispone en el artículo siguiente.
2. En todo caso, se garantizará el ejercicio de la acción de gobierno y el respeto de las minorías políticas en sus
órganos representativos, conforme al principio de legitimación democrática de los mismos.

Artículo 87. Reglas específicas de funcionamiento.
1. El Pleno del cabildo insular y las comisiones del Pleno ejercen sus funciones de acuerdo con la legislación
básica de régimen local y el reglamento orgánico, el cual asegurará la periodicidad, el principio de
contradicción, el carácter público de las sesiones y la transparencia de los acuerdos. Sin perjuicio de lo
anterior, los consejeros o consejeras no electos que sean miembros del Consejo de Gobierno pueden intervenir
en las sesiones del Pleno y de las comisiones, con voz y sin voto, en asuntos relacionados con el departamento
respectivo.
2. El funcionamiento del Consejo de Gobierno Insular, de acuerdo con la legislación básica de régimen jurídico
del sector público y el reglamento orgánico, se adecúa a las siguientes reglas:

a) Las sesiones son convocadas por la Presidencia y a la convocatoria se adjuntará el orden del día. La
documentación correspondiente a los asuntos que se tratarán estará previamente a disposición de los
miembros del órgano.
b) Las sesiones pueden ser ordinarias o extraordinarias y estas últimas pueden tener o no carácter urgente,
cuando no sea posible convocarlas con la antelación establecida normativamente. La urgencia se ratificará
por la mayoría de los miembros del Consejo de Gobierno que estén presentes.
c) La constitución del Consejo de Gobierno es válida si asisten la persona titular de la Presidencia y la de la
secretaría, o las personas que las sustituyan, y la mitad, como mínimo, de los consejeros y consejeras
miembros del Consejo de Gobierno.
d) Los acuerdos del Consejo de Gobierno se adoptan por mayoría simple de los miembros presentes. La
Presidencia dirime con su voto los empates.
e) Solo se pueden adoptar acuerdos sobre los asuntos que figuren en el orden del día. Sin embargo, por
razones de urgencia, se pueden adoptar acuerdos sobre otros asuntos, siempre que la urgencia sea
acordada por la mayoría absoluta de los miembros del Consejo de Gobierno.
f) Las sesiones del Consejo de Gobierno no son públicas, pero lo serán, al menos, cuando se debatan
asuntos en los que este órgano ejerza competencias por delegación del Pleno. No obstante, se puede
convocar a otros miembros del cabildo insular que sean titulares de órganos directivos, empleadas o
empleados públicos o personas expertas cuyo parecer se considere necesario.

3. Las personas titulares de los órganos directivos de la Administración del cabildo insular y, en todo caso, los
viceconsejeros y viceconsejeras insulares, los coordinadores o coordinadoras insulares, directores o directoras

Temario en formato ley · Técnico Administración Especial (Temas Generales) · Cabildo Insular de 17

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



insulares y quien, en su caso, tenga atribuidas las funciones de formulación del presupuesto del cabildo
insular podrán intervenir en las sesiones del Pleno, con voz y sin voto, en asuntos estrictamente relacionados
con su respectiva área y a requerimiento de la Presidencia del cabildo insular.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 3
Preguntas de refuerzo generadas con IA y revisadas a mano: este tema todavía no tiene preguntas de examen oficial en el banco. 
No proceden de un examen real.

1. En relación con la delegación de atribuciones del Pleno de un cabildo insular, señale la opción correcta:

A) El Pleno puede delegar todas sus atribuciones en la Presidencia, en el Consejo de Gobierno Insular o en las 
comisiones del Pleno, sin limitación material.

B) Las atribuciones relativas a la aprobación de ordenanzas y reglamentos insulares solo pueden delegarse en la 
Presidencia del cabildo insular.

C) Las atribuciones relativas a la creación de organismos autónomos y entidades públicas empresariales pueden 
delegarse en el Consejo de Gobierno Insular.

D) Las atribuciones relativas a la aprobación de ordenanzas y reglamentos insulares, la creación y supresión de 
servicios públicos, la creación de entidades para su gestión, el ejercicio de acciones judiciales y administrativas 
y el planteamiento de conflictos de competencia solo pueden delegarse en las comisiones del Pleno.

2. La organización de los cabildos insulares se estructura en órganos:

A) De representación política y órganos de participación ciudadana, de acuerdo con lo establecido en esta ley.

B) De gobierno y administración y órganos de cooperación institucional, de acuerdo con lo establecido en esta 
ley.

C) De representación política y órganos de gobierno y administración, de acuerdo con lo establecido en esta ley.

D) De representación política, órganos de gobierno y administración y órganos consultivos, de acuerdo con lo 
establecido en esta ley.

3. La Presidencia del cabildo insular está compuesta por:

A) El presidente o presidenta del mismo, así como por los órganos de gobierno que determine el Pleno.

B) El presidente o presidenta del mismo y los consejeros insulares que integren la comisión de gobierno.

C) El presidente o presidenta del mismo, así como por los órganos de apoyo que se determinen en el reglamento 
orgánico y en los decretos de la Presidencia.

D) El presidente o presidenta del mismo, así como por los órganos directivos establecidos exclusivamente por la 
ley.

4. El presidente o presidenta del cabildo insular cesa por las siguientes causas:

A) Aprobación de una moción de censura.

B) Adopción de una cuestión de confianza por el Pleno.

C) Constitución mediante resolución administrativa de una curatela con facultades representativas.

D) Declaración de incompatibilidad adoptada por el Gobierno de Canarias.
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5. En relación con el Pleno del cabildo insular, señale la opción CORRECTA:

A) Es el órgano de máxima representación administrativa de la ciudadanía y ejerce únicamente funciones de 
control sobre los restantes órganos.

B) Está integrado por todos los consejeros y consejeras insulares electos y constituye el órgano de máxima 
representación política de la ciudadanía en el gobierno insular.

C) Está integrado por los consejeros y consejeras designados por los grupos políticos en proporción a su 
representación en el Pleno.

D) Su órgano de dirección es la Junta de Portavoces, que actúa con la asistencia del presidente o presidenta del 
cabildo.

6. ¿Cuál de las siguientes circunstancias constituye una causa de cese del presidente o presidenta del cabildo 
insular?

A) La aprobación de una moción de censura.

B) La aprobación de una cuestión de confianza.

C) La renuncia comunicada verbalmente al Pleno.

D) La declaración de incompatibilidad adoptada por la presidencia.

7. En relación con el Pleno del cabildo insular, señale la afirmación correcta:

A) Está integrado únicamente por los consejeros y consejeras insulares que formen parte de los grupos políticos 
con representación en el cabildo.

B) Es el órgano de máxima representación política de la ciudadanía en el gobierno insular, asume el superior 
gobierno de la corporación y controla y fiscaliza a los restantes órganos del cabildo insular.

C) Su órgano de dirección es la Junta de Portavoces, que ejerce sus funciones con la asistencia del presidente o 
presidenta del cabildo.

D) Sus comisiones se integran exclusivamente por los consejeros y consejeras insulares designados por el 
presidente o presidenta, sin atender a la proporción de los grupos políticos.

8. La Presidencia del cabildo insular está compuesta por:

A) El presidente o presidenta, los vicepresidentes y los consejeros o consejeras delegados.

B) El presidente o presidenta y los órganos directivos de la Administración insular.

C) El presidente o presidenta y los órganos de apoyo que se determinen en el reglamento orgánico y en los 
decretos de la Presidencia correspondientes.

D) El presidente o presidenta y los órganos de gobierno que se establezcan exclusivamente mediante acuerdo 
del pleno.

9. Son órganos de representación política de los cabildos insulares:

A) El Pleno y las comisiones del Pleno, correspondiendo asimismo a la Presidencia de la Corporación Insular la 
representación política externa.

B) La Presidencia, el Pleno y las comisiones del Pleno, correspondiendo exclusivamente al Pleno la 
representación política externa.

C) El Pleno, la Presidencia y las comisiones informativas, correspondiendo asimismo a la Vicepresidencia la 
representación política externa.

D) La Presidencia y las comisiones del Pleno, correspondiendo al Pleno la representación política externa de la 
Corporación Insular.
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10. Respecto de la delegación de atribuciones del Pleno del cabildo insular, señale la opción correcta:

A) Puede delegar todas sus atribuciones en la Presidencia, en el Consejo de Gobierno Insular o en las 
comisiones del Pleno.

B) Puede delegar las atribuciones relativas a la aprobación de ordenanzas y reglamentos insulares únicamente 
en la Presidencia.

C) Puede delegar el establecimiento de precios públicos en la Presidencia o en el Consejo de Gobierno Insular, 
pero no en las comisiones del Pleno.

D) Puede delegar las atribuciones relativas a la aprobación de ordenanzas y reglamentos insulares, la creación y 
supresión de servicios públicos y el ejercicio de acciones judiciales en las comisiones del Pleno.

SOLUCIONES 1 D · 2 C · 3 C · 4 A · 5 B · 6 A · 7 B · 8 C · 9 A · 10 D

Sigue practicando este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 3, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 4

Reglamento orgánico del Cabildo Insular de Fuerteventura: 
organización ejecutiva.

Ley 3/2026, de 16 de junio, de Cabildos Insulares de Canarias

L3-2026-CAN · BOE-A-2026-17189 · arts. 60 a 61 · arts. 65 a 80 — 18 incluidos

TÍTULO II Organización de los cabildos insulares

CAPÍTULO III Órganos de gobierno y administración

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 60. Órganos de gobierno y administración de los cabildos insulares.
1. Considerando lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 52 de la presente ley, son órganos de gobierno de los
cabildos insulares el presidente o presidenta, el Consejo de Gobierno, los vicepresidentes o vicepresidentas y
los consejeros o consejeras titulares de los departamentos o áreas en que se organice el cabildo.
2. Son órganos directivos de la Administración de los cabildos insulares los que se establezcan con tal carácter
en sus reglamentos orgánicos en desarrollo de lo establecido en esta ley y en el marco de la legislación básica
de régimen jurídico de las Administraciones públicas. Asimismo, son órganos directivos los órganos de
dirección de los organismos autónomos y de las entidades públicas empresariales insulares.
3. En su caso, cuando existan, de acuerdo con sus respectivos reglamentos orgánicos, tendrán carácter
directivo horizontal los siguientes:

a) Secretaría general del Pleno y sus comisiones.
b) Órgano de apoyo al Consejo de Gobierno Insular y al titular de la secretaría del Consejo de Gobierno
Insular.
c) Dirección de la Asesoría Jurídica.
d) Intervención General.
e) Tesorería.
f) Oficina de Contabilidad.
g) Aquellos órganos a los que se atribuyan competencias directivas en materia de organización y gestión de
capital humano; modernización e innovación administrativa, transformación digital y nuevas tecnologías,
o contratación pública.

Artículo 61. Control de los órganos de gobierno y administración.
Los órganos de gobierno y administración de los cabildos insulares están sujetos al control del Pleno, de
acuerdo con lo establecido en la legislación básica estatal y en la presente ley, así como a lo que se prevea en el
reglamento orgánico.

Sección 3.ª Vicepresidencias

Artículo 65. Número y designación.
1. En cada cabildo insular existirá uno o varios vicepresidentes o vicepresidentas, de acuerdo con lo que se
establezca en su reglamento orgánico.
2. Los vicepresidentes o vicepresidentas son nombrados y separados libremente por el presidente o presidenta
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del cabildo de entre los consejeros o consejeras insulares que formen parte del Consejo de Gobierno, dando
cuenta al Pleno.

Artículo 66. Atribuciones de las vicepresidencias.
1. Los vicepresidentes o vicepresidentas sustituyen al presidente o presidenta del cabildo en los casos de
vacante, ausencia o enfermedad, siguiendo en su caso el orden que les atribuya su nombramiento.
2. Asimismo, el vicepresidente o vicepresidenta debe sustituir al presidente o presidenta del cabildo cuando,
durante la celebración de una sesión del Pleno, aquel tuviera que abstenerse de intervenir por un posible
conflicto de intereses en relación con algún punto del orden del día.
3. Corresponden a los vicepresidentes o vicepresidentas las funciones que les asigne el reglamento orgánico o
las que les delegue el presidente o la presidenta.

Sección 4.ª El Consejo de Gobierno Insular

Artículo 67. Carácter y composición.
1. El Consejo de Gobierno Insular es el órgano de gobierno que, a la cabeza de la Administración insular, ejerce
la función ejecutiva general en relación con las competencias del cabildo insular, sin perjuicio de las concretas
atribuciones conferidas a otros órganos.
2. El Consejo de Gobierno Insular está integrado por el presidente o presidenta del cabildo, la persona o las
personas titulares de las vicepresidencias y las personas titulares de las consejerías designadas por aquel como
miembros del Consejo de Gobierno. Tanto las personas titulares de vicepresidencias o consejerías designadas
pueden tener o no la condición de electas.
3. El número de miembros del Consejo de Gobierno Insular, además de la persona titular de la Presidencia, no
podrá exceder de un tercio más dos del número legal de miembros del Pleno, ni el número de consejeros y
consejeras que sean electos será inferior a la mitad de los mismos.

Artículo 68. Responsabilidad política e incompatibilidades.
1. El Consejo de Gobierno Insular responde políticamente ante el Pleno de su gestión de forma solidaria, sin
perjuicio de la responsabilidad directa de cada uno de sus miembros por su gestión.
2. Los miembros del Consejo de Gobierno Insular ejercen su cargo en régimen de dedicación exclusiva y están
sujetos al mismo régimen de incompatibilidades que se les aplica a los miembros del Gobierno de Canarias.

Artículo 69. Atribuciones del Consejo de Gobierno Insular.
1. Corresponden al Consejo de Gobierno Insular las siguientes atribuciones:

a) Dirigir y coordinar la Administración insular de acuerdo con las directrices del presidente o presidenta
del cabildo.
b) Los proyectos de proposiciones de ley a remitir al Parlamento de Canarias en el ejercicio de la iniciativa
legislativa conferida al Pleno en el Estatuto de Autonomía, así como el ejercicio de la iniciativa
reglamentaria ante el Gobierno de Canarias.
c) La aprobación de los proyectos de ordenanzas, reglamentos, incluidos los orgánicos, y planes insulares,
con excepción de las normas reguladoras del Pleno y sus comisiones.
d) La adopción del acuerdo de declaración de interés público o social cuando se pretendan realizar en suelo
rústico, no categorizado de protección ambiental ni de protección agraria, actos, construcciones y usos no
ordinarios que carezcan de cobertura expresa en el planeamiento o del grado suficiente de detalle.
e) La propuesta del plan insular de cooperación en obras y servicios municipales.
f) La aprobación de los planes y programas promovidos por las consejerías del cabildo, salvo que le
correspondan al Pleno, en cuyo caso le corresponderá la aprobación del proyecto y la propuesta al Pleno.
g) La aprobación del proyecto de presupuesto. La concertación de operaciones de crédito, de acuerdo con
el presupuesto y sus bases de ejecución.
h) El proyecto de la plantilla de personal del cabildo insular y de su modificación, así como la de sus

Temario en formato ley · Técnico Administración Especial (Temas Generales) · Cabildo Insular de 22

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



organismos autónomos y entidades públicas empresariales.
i) La concesión de cualquier tipo de licencia o autorización que le corresponda al cabildo insular, salvo que
la legislación sectorial o el reglamento orgánico la atribuya expresamente a otro órgano.
j) El desarrollo de la gestión económica, autorizar y disponer gastos en materia de su competencia,
disponer gastos previamente autorizados por el Pleno y la gestión del personal.
k) La aprobación de la relación de puestos de trabajo, las retribuciones del personal de acuerdo con el
presupuesto aprobado por el Pleno, la oferta de empleo público, las bases de las convocatorias de selección
y provisión de puestos de trabajo, el número y régimen del personal eventual, la separación del servicio del
personal funcionario del cabildo insular y el despido del personal laboral del mismo, el régimen
disciplinario y las demás decisiones en materia de personal que no estén expresamente atribuidas a otro
órgano.
l) El nombramiento y el cese de las personas titulares de los órganos directivos de la Administración
insular, sin perjuicio de lo dispuesto para los funcionarios y funcionarias de Administración local con
habilitación de carácter nacional.
m) La propuesta de nombramiento y cese de los representantes del cabildo insular en los órganos de
gobierno de sus entidades dependientes o de las que el mismo forme parte o en las que deba estar
representado, y cuyo nombramiento y cese no esté atribuido por ley al Pleno.
n) Ejercer las competencias de órgano de contratación con valor estimado superior a 400.000 euros en el
contrato de obras y en el resto de contratos que tengan un valor estimado superior a 100.000 euros, salvo
que el reglamento orgánico establezca otras cuantías. ñ) El ejercicio de las facultades de gestión,
adquisición y enajenación de bienes que no se encuentren atribuidas a otros órganos, así como la
aprobación de las cesiones gratuitas de uso de bienes inmuebles cuando dicha cesión no tenga por objeto la
propiedad del bien.
o) Aprobar las bases del otorgamiento de ayudas y subvenciones, así como la convocatoria de las mismas.
p) El ejercicio de las acciones judiciales y administrativas en materia de su competencia.
q) La revisión de oficio de sus propios actos.
r) El ejercicio de la potestad sancionadora cuando la sanción a imponer tenga un importe superior a
300.000 euros, salvo que el reglamento orgánico fije otra cantidad.
s) La adopción de los acuerdos en materia de expropiación forzosa que tengan el carácter de recurribles en
vía administrativa o contencioso-administrativa, conforme a la ley.
t) El acuerdo de adhesión a las organizaciones asociativas no públicas.
u) El ejercicio de las facultades de carácter ejecutivo que la legislación administrativa general o sectorial
encomienda al Gobierno de la comunidad autónoma en las competencias que le han sido transferidas o
delegadas al cabildo insular, salvo que una ley o el reglamento orgánico dispongan otra cosa.
v) El ejercicio de las atribuciones de carácter ejecutivo que la legislación del Estado o de la comunidad
autónoma asignen al cabildo insular sin atribuirlas expresamente a otros órganos.
w) La resolución de las reclamaciones de responsabilidad patrimonial de la Administración insular si
tienen un importe superior a 300.000 euros, salvo que el reglamento orgánico fije otra cantidad.
x) El ejercicio de cualquier otra atribución que le sea asignada en las leyes o en el reglamento orgánico.

2. El Consejo de Gobierno Insular puede delegar en alguno o algunos de sus miembros las atribuciones
señaladas en las letras i), k), ñ), o), v) y w).

Artículo 70. Gobierno en funciones.
1. El presidente o presidenta y los miembros del Consejo de Gobierno cesante continúan en funciones hasta la
constitución del nuevo gobierno insular.
2. En el periodo del Gobierno en funciones, el presidente o presidenta y los miembros del Consejo de Gobierno
están sometidos al control del Pleno, se limitan a la gestión ordinaria de los asuntos públicos y actúan de
acuerdo con los principios de neutralidad política, lealtad institucional, colaboración y transparencia.

Temario en formato ley · Técnico Administración Especial (Temas Generales) · Cabildo Insular de 23

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



3. Sin perjuicio de lo que dispone el apartado anterior, durante el periodo del Gobierno en funciones se
justificará debidamente la concurrencia de la urgencia o de razones de especial interés general para llevar a
cabo alguna de las siguientes actuaciones:

a) Revocación de las delegaciones acordadas en favor de otros órganos.
b) Modificación de la organización de la Administración insular.
c) Aprobación de convenios y acuerdos de colaboración y cooperación con otras Administraciones públicas.
d) Aprobación de contratos y concesiones por un valor superior a 100.000 euros y adquisición y
enajenación de bienes por el mismo importe.
e) Aprobación de ofertas de empleo público.
f) Concesión de subvenciones en los casos en que no haya habido concurrencia.

4. Las limitaciones establecidas en este artículo son también aplicables a los órganos de dirección de los entes
integrantes del sector público instrumental de los cabildos insulares.
5. En ningún caso podrán adoptarse acuerdos para los que legalmente se exija mayoría cualificada.

Sección 5.ª Los departamentos insulares o consejerías insulares

Artículo 71. Áreas, departamentos o consejerías insulares.
1. Para el desarrollo de la actividad administrativa correspondiente a sus funciones y competencias, los
cabildos insulares se organizarán en áreas o departamentos insulares, a los que se atribuirán sectores
funcionales homogéneos de la acción pública insular.
2. Por decreto del presidente o presidenta del cabildo se determinará el número, denominación y ámbito
funcional de las áreas o departamentos insulares en las que se organiza la Administración del cabildo, en el
marco de los criterios generales establecidos en el reglamento orgánico.
3. La dirección de las áreas o departamentos insulares corresponderá al miembro del Consejo de Gobierno
Insular que se designe por el presidente o presidenta del cabildo, aunque también podrán existir consejeros o
consejeras insulares con delegaciones expresas a los que no se les asigne la dirección de ninguna área o
departamento.

Artículo 72. Competencias de las personas titulares de las áreas, departamentos o consejerías insulares.
1. Bajo la superior dirección del presidente o presidenta del cabildo, los consejeros y consejeras insulares
titulares de las áreas o departamentos insulares ejercerán las funciones de dirección, planificación y
coordinación política de las mismas, correspondiéndoles las competencias que se determinen en el decreto
del presidente o presidenta del cabildo, en el marco del reglamento orgánico. Asimismo, les corresponde el
ejercicio de las competencias que les sean delegadas.
2. En todo caso, respecto de los servicios del área o departamento insular que dirigen y con sujeción a las
normas y directrices aprobadas por los órganos de gobierno, corresponde a los consejeros y consejeras
titulares del área o departamento insular:

a) Desarrollar la acción de gobierno en las áreas de su responsabilidad. Impulsar, dirigir e inspeccionar los
servicios de su departamento, así como de las entidades instrumentales que estén adscritas a él.
b) Velar por el cumplimiento de las disposiciones, los acuerdos y las resoluciones de los órganos superiores
de gobierno y administración del cabildo que afecten a su departamento.
c) Establecer los objetivos del departamento y formular programas de actuación. Impulsar la planificación
y dirección por objetivos en el seno de la consejería, así como la elaboración del anteproyecto de
presupuestos del departamento y el estudio de necesidades en materia de personal.
d) Proponer el nombramiento y cese de los altos cargos dependientes de su departamento.
e) Preparar y presentar para su aprobación por el órgano competente los proyectos de reglamentos, planes
y otras disposiciones relativas a materias propias de su departamento.
f) Formular, cuando proceda, las propuestas relativas a los acuerdos o a las resoluciones que tengan que
adoptar los órganos competentes en materias propias de su departamento.
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g) Dirigir el personal adscrito al departamento, de conformidad con el contenido de las plantillas orgánicas
y la relación de puestos de trabajo aprobados por el cabildo. Asimismo, le corresponde cualquier otra
función en relación con el personal de su departamento que no esté asignada a otros órganos del cabildo
insular.
h) Dirimir los conflictos entre los órganos de su departamento y suscitar conflictos de atribuciones con
otros departamentos.
i) Aprobar y firmar, en nombre del cabildo insular, los convenios con otras entidades relativos a asuntos de
su departamento respetando el límite de las cuantías que se establezcan en el decreto de creación del
departamento.
j) Ejercer las competencias de órgano de contratación en los contratos que afecten a su departamento
cuando no le corresponda al Consejo de Gobierno Insular.
k) Resolver las convocatorias de ayudas y subvenciones.
l) Autorizar gastos y realizar cualquier otro acto de gestión presupuestaria en el ámbito de su competencia y
de acuerdo con el presupuesto.
m) Otorgar concesiones sobre bienes cuando no le corresponda al Consejo de Gobierno Insular.
n) Conceder autorizaciones y licencias, siempre que no sea competencia de otros órganos. ñ) Responder,
cuando no corresponda a otro órgano del consejo, a las peticiones promovidas por la ciudadanía.
o) Ejercer la potestad sancionadora cuando la sanción a imponer tenga un importe igual o inferior a
300.000 euros, salvo que el reglamento orgánico fije otra cantidad.
p) Resolver las reclamaciones de responsabilidad patrimonial de la Administración insular cuando tengan
un importe igual o inferior a 300.000 euros, salvo que el reglamento orgánico fije otra cantidad.
q) En general, y de acuerdo con el reglamento orgánico, ejercer, en las materias atribuidas a su
departamento, las competencias que la legislación sectorial asigna a los consejeros y consejeras del
Gobierno de la comunidad autónoma, sin perjuicio de las competencias atribuidas a otros órganos del
cabildo.
r) Cualquier otra atribución que les sea conferida por alguna disposición legal o reglamentaria.

3. Las atribuciones señaladas en las letras i), k), l) y m) podrán corresponder a la persona titular de la
Presidencia de los cabildos insulares, de conformidad con lo que se disponga en sus respectivos reglamentos
orgánicos, sin perjuicio de su delegación.

Artículo 73. Organización de las áreas, departamentos o consejerías insulares.
1. Las áreas o departamentos insulares se podrán estructurar internamente en viceconsejerías insulares y
direcciones insulares. Asimismo, podrá disponerse la existencia de una coordinación insular para la dirección
y gestión de los servicios comunes del área o departamento insular, salvo que dichas funciones se asuman por
el consejero o consejera insular titular del área o departamento.
2. El reglamento orgánico del cabildo insular determinará los criterios mínimos de organización de las áreas o
departamentos insulares. Estos criterios serán desarrollados por decreto de la Presidencia, que establecerá
con precisión las atribuciones de los diversos órganos de cada departamento.

Artículo 74. Viceconsejerías insulares.
1. En el número que se determine en los respectivos reglamentos orgánicos, podrán crearse viceconsejerías
insulares para la gestión de áreas o grupos de materias traspasadas a los cabildos insulares por virtud de lo
previsto en el artículo 70.2 del Estatuto de Autonomía de Canarias y normativa de desarrollo. Los
viceconsejeros y las viceconsejeras insulares, órganos desconcentrados de la Administración insular, serán
designados y cesados libremente por la Presidencia, de entre personas que reúnan los requisitos que –en su
caso– se establezcan para los viceconsejeros de la Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias.
Los nombramientos surtirán efectos desde el día siguiente al de la fecha del decreto de la Presidencia, salvo
que en él se disponga otra cosa, sin perjuicio de su preceptiva publicación en el Boletín Oficial de la provincia,
debiéndose dar cuenta de los nombramientos al Pleno en la primera sesión que se celebre.

Temario en formato ley · Técnico Administración Especial (Temas Generales) · Cabildo Insular de 25

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



2. Cuando existan, podrán asistir al Consejo de Gobierno Insular con voz, pero sin voto.
3. En todo caso cesarán al finalizar el mandato de la corporación en que fueron designados.

Artículo 75. Direcciones insulares.
1. Las direcciones insulares, bajo la dirección del consejero o consejera respectiva, son órganos directivos para
la gestión de uno o varios sectores materiales homogéneos de las funciones atribuidas al área o departamento
insular.
2. Las personas titulares de las direcciones insulares serán nombradas y cesadas libremente por el Consejo de
Gobierno Insular, a propuesta de la Presidencia del cabildo insular de entre quienes reúnan los requisitos
previstos en el artículo 79 de esta ley.

Artículo 76. Competencias de las direcciones insulares.
1. Las direcciones insulares, bajo la superior dirección de la persona titular de la consejería del área o
departamento insular respectivo, con sujeción a las normas y directrices aprobadas por los órganos de
gobierno y administración del cabildo insular, dirigen y gestionan los servicios administrativos de los sectores
materiales que tengan adscritos.
2. Corresponden a los directores o directoras insulares las competencias que determine el decreto del
presidente o presidenta del cabildo insular y, entre ellas:

a) El impulso de la ejecución de las decisiones adoptadas por los órganos de gobierno de la Administración
del cabildo insular.
b) La planificación y coordinación de actividades.
c) La evaluación y propuesta de innovación y mejora en relación con los servicios y actividades de su
ámbito funcional.
d) La dirección del personal adscrito a la dirección, sin perjuicio de la jefatura superior que corresponde al
presidente o presidenta, de las competencias del consejero o consejera insular del área o departamento y
de la gestión del personal que se atribuya, en su caso, a la coordinación técnica.
e) La autorización y disposición de gastos y reconocimiento de obligaciones en su ámbito funcional y con
los límites que se establezcan en las normas de gestión de gastos del cabildo insular.

3. Asimismo, corresponden a las direcciones insulares las competencias que les sean delegadas por los demás
órganos del cabildo insular.

Artículo 77. Coordinaciones insulares.
1. Las coordinaciones insulares, bajo la autoridad de la persona titular de la consejería respectiva, son los
órganos directivos para la gestión de los servicios comunes del área o departamento insular de que se trate.
2. Los coordinadores o coordinadoras insulares serán nombrados y cesados libremente por el Consejo de
Gobierno Insular, a propuesta de la Presidencia del cabildo insular, de entre quienes reúnan los requisitos
previstos en el artículo 79.

Artículo 78. Competencias de las coordinaciones insulares.
1. Las coordinaciones insulares, bajo la superior dirección de quien ostente la titularidad de la consejería del
área o departamento insular respectivo, de acuerdo con las normas y directrices aprobadas por los órganos de
gobierno y administración del cabildo insular, dirigen y gestionan los servicios administrativos comunes del
área o departamento insular.
2. Corresponden a las coordinaciones insulares las competencias de gestión de los servicios comunes del área
o departamento insular que determine el reglamento orgánico del cabildo insular y, entre ellas, las siguientes:

a) La gestión presupuestaria.
b) La gestión e inventario de los bienes y medios materiales que tengan adscritos o sean precisos para el
desarrollo de las funciones del área o departamento insular.
c) La gestión del personal del área o departamento y de los gastos derivados de la misma.
d) La autorización y disposición de gastos y reconocimiento de obligaciones en su ámbito funcional y con
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los límites que se establezcan en las normas de gestión de gastos del cabildo insular.
3. Asimismo, respecto de los servicios administrativos que tengan adscritos, corresponden a las
coordinaciones insulares:

a) El impulso de la ejecución de las decisiones adoptadas por los órganos de gobierno y administración del
cabildo insular.
b) La planificación y coordinación de actividades.
c) La dirección del personal adscrito a los servicios comunes, sin perjuicio de la jefatura superior que
corresponde a la Presidencia y de las competencias de la persona que tenga atribuida la titularidad de la
consejería insular del área o departamento.

Artículo 79. Titulares de las direcciones y coordinaciones insulares de designación política.
1. El nombramiento de las personas titulares de las coordinaciones y direcciones insulares del cabildo insular
se efectuará por el Consejo de Gobierno Insular de acuerdo a criterios de formación, competencia profesional
y experiencia, entre el funcionariado de carrera del Estado, de las comunidades autónomas, de las entidades
locales o con habilitación de carácter nacional que pertenezcan a cuerpos o escalas clasificados en el subgrupo
A1.
2. No obstante lo anterior, el reglamento orgánico podrá permitir que, en atención a las características
específicas de las funciones de tales órganos, su titular pueda ser designado de entre personas que estén en
posesión del grado universitario que habilita para el acceso a los cuerpos y escalas clasificados en el
mencionado subgrupo A1, aunque no tengan la condición de funcionarios. A estos efectos, se considerará que
la titulación de diplomado, arquitecto técnico, ingeniero técnico o equivalente obtenida antes de la
implantación del Espacio Europeo de Educación Superior es equivalente a la actual titulación de graduado.
3. La persona titular de los citados órganos directivos, direcciones insulares y coordinaciones insulares, tiene
la consideración de alto cargo, de acuerdo con lo dispuesto en la disposición adicional tercera y, en
consecuencia, para su designación no es preciso que se lleven a cabo procedimientos que garanticen la
publicidad y concurrencia.

Artículo 80. Incompatibilidades de las personas titulares de los órganos de gobierno y administración.
Las personas titulares de los órganos de gobierno y administración de los cabildos insulares están sujetas al
régimen de incompatibilidades establecido en la legislación de incompatibilidades de los miembros del
Gobierno y de los altos cargos de la Comunidad Autónoma de Canarias.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 4
Preguntas de refuerzo generadas con IA y revisadas a mano: este tema todavía no tiene preguntas de examen oficial en el banco. 
No proceden de un examen real.

1. ¿En cuál de las siguientes atribuciones puede el Consejo de Gobierno Insular delegar en alguno o algunos 
de sus miembros?

A) La aprobación del proyecto de presupuesto y la concertación de operaciones de crédito.

B) La aprobación de las bases del otorgamiento de ayudas y subvenciones, así como su convocatoria.

C) La aprobación de los proyectos de ordenanzas, reglamentos y planes insulares.

D) La revisión de oficio de sus propios actos y el ejercicio de las acciones judiciales en materia de su 
competencia.

Temario en formato ley · Técnico Administración Especial (Temas Generales) · Cabildo Insular de 27

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



2. El Consejo de Gobierno Insular puede delegar en alguno o algunos de sus miembros las atribuciones 
relativas a:

A) La aprobación del proyecto de presupuesto, la concertación de operaciones de crédito y la aprobación de las 
bases del otorgamiento de ayudas y subvenciones.

B) La concesión de licencias o autorizaciones, la aprobación de la relación de puestos de trabajo, la gestión y 
enajenación de bienes no atribuidas a otros órganos y la resolución de reclamaciones de responsabilidad 
patrimonial superiores a 300.000 euros.

C) La aprobación de los proyectos de ordenanzas y reglamentos, la aprobación de los planes insulares y el 
ejercicio de acciones judiciales y administrativas.

D) El nombramiento y cese de las personas titulares de los órganos directivos, la aprobación del proyecto de 
presupuesto y la revisión de oficio de sus propios actos.

3. En relación con las viceconsejerías insulares, señale la afirmación correcta:

A) Las viceconsejerías insulares se crean en un número fijo establecido directamente por la ley para gestionar 
cualquier área de competencia del cabildo.

B) Los viceconsejeros y las viceconsejeras insulares son órganos centrales de la Administración insular y su 
nombramiento corresponde al Pleno.

C) Los nombramientos producen efectos el mismo día de la fecha del decreto de la Presidencia y deben 
publicarse en el Boletín Oficial de Canarias.

D) Los viceconsejeros y las viceconsejeras insulares son designados y cesados libremente por la Presidencia, 
entre personas que reúnan los requisitos que, en su caso, se establezcan para los viceconsejeros de la 
Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias.

4. Los órganos de gobierno y administración de los cabildos insulares están sujetos al control:

A) Del presidente del cabildo, de acuerdo exclusivamente con lo establecido en la legislación básica estatal.

B) Del Pleno, de acuerdo con la legislación básica estatal, la Ley de Cabildos Insulares de Canarias y el 
reglamento orgánico.

C) Del Gobierno de Canarias, de acuerdo con la legislación básica estatal y el reglamento orgánico del cabildo.

D) De la Administración General del Estado, de acuerdo con la legislación básica estatal, la ley autonómica y el 
reglamento orgánico.

5. El nombramiento de las personas titulares de las coordinaciones y direcciones insulares del cabildo insular 
se efectuará por:

A) La Presidencia del cabildo insular, atendiendo exclusivamente a criterios de confianza y oportunidad política.

B) El Consejo de Gobierno Insular, de acuerdo con criterios de formación, competencia profesional y 
experiencia.

C) El Pleno del cabildo insular, mediante convocatoria pública entre quienes pertenezcan al subgrupo A2.

D) La Administración de la Comunidad Autónoma, previa propuesta de la Presidencia del cabildo insular.

6. Respecto del Consejo de Gobierno Insular y de sus miembros, señale la opción correcta:

A) El Consejo de Gobierno Insular responde políticamente ante el Pleno de forma individual por la gestión de 
cada uno de sus miembros.

B) Los miembros del Consejo de Gobierno Insular ejercen su cargo en régimen de dedicación parcial, salvo que 
el Pleno acuerde lo contrario.

C) Los miembros del Consejo de Gobierno Insular están sujetos al régimen general de incompatibilidades 
aplicable a los empleados públicos de la Administración General del Estado.

D) El Consejo de Gobierno Insular responde políticamente ante el Pleno de su gestión de forma solidaria, sin 
perjuicio de la responsabilidad directa de cada miembro por su gestión.
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7. Respecto del Consejo de Gobierno Insular, señale la opción correcta:

A) Está integrado únicamente por la presidencia, las vicepresidencias y las consejerías que tengan la condición 
de electas.

B) El número de sus miembros, además de la presidencia, no podrá exceder de la mitad del número legal de 
miembros del Pleno, y todos los consejeros deberán ser electos.

C) El número de sus miembros, además de la presidencia, no podrá exceder de un tercio más dos del número 
legal de miembros del Pleno, y los consejeros electos no podrán ser menos de la mitad.

D) Está integrado por la presidencia, las vicepresidencias y las consejerías, que deberán tener en todo caso la 
condición de electas.

8. Respecto de los servicios del área o departamento insular que dirigen, las personas titulares de las áreas, 
departamentos o consejerías insulares ejercerán la potestad sancionadora cuando la sanción a imponer tenga 
un importe:

A) Igual o inferior a 100.000 euros, salvo que el reglamento orgánico fije otra cantidad.

B) Igual o inferior a 200.000 euros, sin que el reglamento orgánico pueda establecer otra cantidad.

C) Inferior a 300.000 euros, salvo que la legislación sectorial disponga otra cuantía.

D) Igual o inferior a 300.000 euros, salvo que el reglamento orgánico fije otra cantidad.

9. ¿Cuál de los siguientes tiene la consideración de órgano de gobierno de los cabildos insulares?

A) El consejero o consejera titular de un departamento o área en que se organice el cabildo.

B) La Secretaría general del Pleno y sus comisiones, cuando exista de acuerdo con el reglamento orgánico.

C) La Dirección de la Asesoría Jurídica, cuando tenga atribuidas funciones de organización y gestión de capital 
humano.

D) El órgano de dirección de una entidad pública empresarial insular, con independencia de su regulación 
orgánica.

10. En relación con las coordinaciones insulares, señale la afirmación correcta:

A) Son órganos superiores para la gestión de los servicios específicos del área o departamento insular, bajo la 
autoridad de la Presidencia del cabildo.

B) Sus titulares son nombrados y cesados por la Presidencia del cabildo insular, a propuesta del Consejo de 
Gobierno Insular, entre quienes reúnan los requisitos legalmente previstos.

C) Son órganos directivos para la gestión de los servicios comunes del área o departamento insular, bajo la 
autoridad de la persona titular de la consejería respectiva.

D) Sus titulares son nombrados y cesados libremente por la persona titular de la consejería respectiva, a 
propuesta de la Presidencia del cabildo insular.

SOLUCIONES 1 B · 2 B · 3 D · 4 B · 5 B · 6 D · 7 C · 8 D · 9 A · 10 C

Sigue practicando este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 4, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 5

Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común 
de las administraciones públicas. De los interesados en el 

procedimiento: la capacidad de obrar y el concepto de interesado. 
Identificación y firma de los interesados en el procedimiento 

administrativo.

Ley 39/2015 procedimiento administrativo común

LPACAP · BOE-A-2015-10565 · arts. 3 a 12 — 10 incluidos

TÍTULO I De los interesados en el procedimiento

CAPÍTULO I La capacidad de obrar y el concepto de interesado

Artículo 3. Capacidad de obrar.
A los efectos previstos en esta Ley, tendrán capacidad de obrar ante las Administraciones Públicas:
a) Las personas físicas o jurídicas que ostenten capacidad de obrar con arreglo a las normas civiles.
b) Los menores de edad para el ejercicio y defensa de aquellos de sus derechos e intereses cuya actuación esté
permitida por el ordenamiento jurídico sin la asistencia de la persona que ejerza la patria potestad, tutela o
curatela. Se exceptúa el supuesto de los menores incapacitados, cuando la extensión de la incapacitación
afecte al ejercicio y defensa de los derechos o intereses de que se trate.
c) Cuando la Ley así lo declare expresamente, los grupos de afectados, las uniones y entidades sin
personalidad jurídica y los patrimonios independientes o autónomos.

Artículo 4. Concepto de interesado.
1. Se consideran interesados en el procedimiento administrativo:

a) Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos individuales o colectivos.
b) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por la
decisión que en el mismo se adopte.
c) Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución
y se personen en el procedimiento en tanto no haya recaído resolución definitiva.

2. Las asociaciones y organizaciones representativas de intereses económicos y sociales serán titulares de
intereses legítimos colectivos en los términos que la Ley reconozca.
3. Cuando la condición de interesado derivase de alguna relación jurídica transmisible, el derecho-habiente
sucederá en tal condición cualquiera que sea el estado del procedimiento.

Artículo 5. Representación.
1. Los interesados con capacidad de obrar podrán actuar por medio de representante, entendiéndose con éste
las actuaciones administrativas, salvo manifestación expresa en contra del interesado.
2. Las personas físicas con capacidad de obrar y las personas jurídicas, siempre que ello esté previsto en sus
Estatutos, podrán actuar en representación de otras ante las Administraciones Públicas.
3. Para formular solicitudes, presentar declaraciones responsables o comunicaciones, interponer recursos,
desistir de acciones y renunciar a derechos en nombre de otra persona, deberá acreditarse la representación.
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Para los actos y gestiones de mero trámite se presumirá aquella representación.
4. La representación podrá acreditarse mediante cualquier medio válido en Derecho que deje constancia
fidedigna de su existencia. A estos efectos, se entenderá acreditada la representación realizada mediante
apoderamiento apud acta efectuado por comparecencia personal o comparecencia electrónica en la
correspondiente sede electrónica, o a través de la acreditación de su inscripción en el registro electrónico de
apoderamientos de la Administración Pública competente.
5. El órgano competente para la tramitación del procedimiento deberá incorporar al expediente administrativo
acreditación de la condición de representante y de los poderes que tiene reconocidos en dicho momento. El
documento electrónico que acredite el resultado de la consulta al registro electrónico de apoderamientos
correspondiente tendrá la condición de acreditación a estos efectos.
6. La falta o insuficiente acreditación de la representación no impedirá que se tenga por realizado el acto de
que se trate, siempre que se aporte aquélla o se subsane el defecto dentro del plazo de diez días que deberá
conceder al efecto el órgano administrativo, o de un plazo superior cuando las circunstancias del caso así lo
requieran.
7. Las Administraciones Públicas podrán habilitar con carácter general o específico a personas físicas o
jurídicas autorizadas para la realización de determinadas transacciones electrónicas en representación de los
interesados. Dicha habilitación deberá especificar las condiciones y obligaciones a las que se comprometen los
que así adquieran la condición de representantes, y determinará la presunción de validez de la representación
salvo que la normativa de aplicación prevea otra cosa. Las Administraciones Públicas podrán requerir, en
cualquier momento, la acreditación de dicha representación. No obstante, siempre podrá comparecer el
interesado por sí mismo en el procedimiento.

Artículo 6. Registros electrónicos de apoderamientos.
1. La Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales dispondrán de
un registro electrónico general de apoderamientos, en el que deberán inscribirse, al menos, los de carácter
general otorgados apud acta, presencial o electrónicamente, por quien ostente la condición de interesado en
un procedimiento administrativo a favor de representante, para actuar en su nombre ante las
Administraciones Públicas. También deberá constar el bastanteo realizado del poder. En el ámbito estatal, este
registro será el Registro Electrónico de Apoderamientos de la Administración General del Estado. Los registros
generales de apoderamientos no impedirán la existencia de registros particulares en cada Organismo donde se
inscriban los poderes otorgados para la realización de trámites específicos en el mismo. Cada Organismo
podrá disponer de su propio registro electrónico de apoderamientos.
2. Los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos pertenecientes a todas y cada una de
las Administraciones, deberán ser plenamente interoperables entre sí, de modo que se garantice su
interconexión, compatibilidad informática, así como la transmisión telemática de las solicitudes, escritos y
comunicaciones que se incorporen a los mismos. Los registros electrónicos generales y particulares de
apoderamientos permitirán comprobar válidamente la representación de quienes actúen ante las
Administraciones Públicas en nombre de un tercero, mediante la consulta a otros registros administrativos
similares, al registro mercantil, de la propiedad, y a los protocolos notariales. Los registros mercantiles, de la
propiedad, y de los protocolos notariales serán interoperables con los registros electrónicos generales y
particulares de apoderamientos.
3. Los asientos que se realicen en los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos
deberán contener, al menos, la siguiente información:

a) Nombre y apellidos o la denominación o razón social, documento nacional de identidad, número de
identificación fiscal o documento equivalente del poderdante.
b) Nombre y apellidos o la denominación o razón social, documento nacional de identidad, número de
identificación fiscal o documento equivalente del apoderado.
c) Fecha de inscripción.
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d) Período de tiempo por el cual se otorga el poder.
e) Tipo de poder según las facultades que otorgue.

4. Los poderes que se inscriban en los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos
deberán corresponder a alguna de las siguientes tipologías:

a) Un poder general para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante en cualquier actuación
administrativa y ante cualquier Administración.
b) Un poder para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante en cualquier actuación
administrativa ante una Administración u Organismo concreto.
c) Un poder para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante únicamente para la realización
de determinados trámites especificados en el poder. (Párrafo anulado) Cada Comunidad Autónoma
aprobará los modelos de poderes inscribibles en el registro cuando se circunscriba a actuaciones ante su
respectiva Administración.

5. El apoderamiento « apud acta» se otorgará mediante comparecencia electrónica en la correspondiente sede
electrónica haciendo uso de los sistemas de firma electrónica previstos en esta Ley, o bien mediante
comparecencia personal en las oficinas de asistencia en materia de registros.
6. Los poderes inscritos en el registro tendrán una validez determinada máxima de cinco años a contar desde
la fecha de inscripción. En todo caso, en cualquier momento antes de la finalización de dicho plazo el
poderdante podrá revocar o prorrogar el poder. Las prórrogas otorgadas por el poderdante al registro tendrán
una validez determinada máxima de cinco años a contar desde la fecha de inscripción.
7. Las solicitudes de inscripción del poder, de revocación, de prórroga o de denuncia del mismo podrán
dirigirse a cualquier registro, debiendo quedar inscrita esta circunstancia en el registro de la Administración u
Organismo ante la que tenga efectos el poder y surtiendo efectos desde la fecha en la que se produzca dicha
inscripción.
Se declara inconstitucional y nulo el segundo párrafo del apartado 4 por Sentencia del TC 55/2018, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2018-8574

Artículo 7. Pluralidad de interesados.
Cuando en una solicitud, escrito o comunicación figuren varios interesados, las actuaciones a que den lugar se
efectuarán con el representante o el interesado que expresamente hayan señalado, y, en su defecto, con el que
figure en primer término.

Artículo 8. Nuevos interesados en el procedimiento.
Si durante la instrucción de un procedimiento que no haya tenido publicidad, se advierte la existencia de
personas que sean titulares de derechos o intereses legítimos y directos cuya identificación resulte del
expediente y que puedan resultar afectados por la resolución que se dicte, se comunicará a dichas personas la
tramitación del procedimiento.

CAPÍTULO II Identificación y firma de los interesados en el procedimiento administrativo

Artículo 9. Sistemas de identificación de los interesados en el procedimiento.
1. Las Administraciones Públicas están obligadas a verificar la identidad de los interesados en el
procedimiento administrativo, mediante la comprobación de su nombre y apellidos o denominación o razón
social, según corresponda, que consten en el Documento Nacional de Identidad o documento identificativo
equivalente.
2. Los interesados podrán identificarse electrónicamente ante las Administraciones Públicas a través de los
sistemas siguientes:

a) Sistemas basados en certificados electrónicos cualificados de firma electrónica expedidos por
prestadores incluidos en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de servicios de certificación’’.
b) Sistemas basados en certificados electrónicos cualificados de sello electrónico expedidos por
prestadores incluidos en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de servicios de certificación’’.
c) Cualquier otro sistema que las Administraciones públicas consideren válido en los términos y
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condiciones que se establezca, siempre que cuenten con un registro previo como usuario que permita
garantizar su identidad y previa comunicación a la Secretaría General de Administración Digital del
Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital. Esta comunicación vendrá acompañada de
una declaración responsable de que se cumple con todos los requisitos establecidos en la normativa
vigente. De forma previa a la eficacia jurídica del sistema, habrán de transcurrir dos meses desde dicha
comunicación, durante los cuales el órgano estatal competente por motivos de seguridad pública podrá
acudir a la vía jurisdiccional, previo informe vinculante de la Secretaría de Estado de Seguridad, que deberá
emitir en el plazo de diez días desde su solicitud. Las Administraciones Públicas deberán garantizar que la
utilización de uno de los sistemas previstos en las letras a) y b) sea posible para todo procedimiento, aun
cuando se admita para ese mismo procedimiento alguno de los previstos en la letra c).

3. En relación con los sistemas de identificación previstos en la letra c) del apartado anterior, se establece la
obligatoriedad de que los recursos técnicos necesarios para la recogida, almacenamiento, tratamiento y
gestión de dichos sistemas se encuentren situados en territorio de la Unión Europea, y en caso de tratarse de
categorías especiales de datos a los que se refiere el artículo 9 del Reglamento (UE) 2016/679, del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta
al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva
95/46/CE, en territorio español. En cualquier caso, los datos se encontrarán disponibles para su acceso por
parte de las autoridades judiciales y administrativas competentes. Los datos a que se refiere el párrafo anterior
no podrán ser objeto de transferencia a un tercer país u organización internacional, con excepción de los que
hayan sido objeto de una decisión de adecuación de la Comisión Europea o cuando así lo exija el cumplimiento
de las obligaciones internacionales asumidas por el Reino de España.
4. En todo caso, la aceptación de alguno de estos sistemas por la Administración General del Estado servirá
para acreditar frente a todas las Administraciones Públicas, salvo prueba en contrario, la identificación
electrónica de los interesados en el procedimiento administrativo. Se modifica la letra c) del apartado 2 por la
disposición final 1.1 de la Ley 11/2022, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2022-10757#df Se modifica por el art. 3.1 del
Real Decreto-ley 14/2019, de 31 de octubre. Ref. BOE-A-2019-15790#a3 Téngase en cuenta para su aplicación la
disposición transitoria 1 del citado Real Decreto-Ley.

Artículo 10. Sistemas de firma admitidos por las Administraciones Públicas.
1. Los interesados podrán firmar a través de cualquier medio que permita acreditar la autenticidad de la
expresión de su voluntad y consentimiento, así como la integridad e inalterabilidad del documento.
2. En el caso de que los interesados optaran por relacionarse con las Administraciones Públicas a través de
medios electrónicos, se considerarán válidos a efectos de firma:

a) Sistemas de firma electrónica cualificada y avanzada basados en certificados electrónicos cualificados de
firma electrónica expedidos por prestadores incluidos en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de servicios
de certificación’’.
b) Sistemas de sello electrónico cualificado y de sello electrónico avanzado basados en certificados
electrónicos cualificados de sello electrónico expedidos por prestador incluido en la ‘‘Lista de confianza de
prestadores de servicios de certificación’’.
c) Cualquier otro sistema que las Administraciones públicas consideren válido en los términos y
condiciones que se establezca, siempre que cuenten con un registro previo como usuario que permita
garantizar su identidad y previa comunicación a la Secretaría General de Administración Digital del
Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital. Esta comunicación vendrá acompañada de
una declaración responsable de que se cumple con todos los requisitos establecidos en la normativa
vigente. De forma previa a la eficacia jurídica del sistema, habrán de transcurrir dos meses desde dicha
comunicación, durante los cuales el órgano estatal competente por motivos de seguridad pública podrá
acudir a la vía jurisdiccional, previo informe vinculante de la Secretaría de Estado de Seguridad, que deberá
emitir en el plazo de diez días desde su solicitud. Las Administraciones Públicas deberán garantizar que la
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utilización de uno de los sistemas previstos en las letras a) y b) sea posible para todos los procedimientos
en todos sus trámites, aun cuando adicionalmente se permita alguno de los previstos al amparo de lo
dispuesto en la letra c).

3. En relación con los sistemas de firma previstos en la letra c) del apartado anterior, se establece la
obligatoriedad de que los recursos técnicos necesarios para la recogida, almacenamiento, tratamiento y
gestión de dichos sistemas se encuentren situados en territorio de la Unión Europea, y en caso de tratarse de
categorías especiales de datos a los que se refiere el artículo 9 del Reglamento (UE) 2016/679, del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, en territorio español. En cualquier caso, los datos se
encontrarán disponibles para su acceso por parte de las autoridades judiciales y administrativas competentes.
Los datos a que se refiere el párrafo anterior no podrán ser objeto de transferencia a un tercer país u
organización internacional, con excepción de los que hayan sido objeto de una decisión de adecuación de la
Comisión Europea o cuando así lo exija el cumplimiento de las obligaciones internacionales asumidas por el
Reino de España.
4. Cuando así lo disponga expresamente la normativa reguladora aplicable, las Administraciones Públicas
podrán admitir los sistemas de identificación contemplados en esta Ley como sistema de firma cuando
permitan acreditar la autenticidad de la expresión de la voluntad y consentimiento de los interesados.
5. Cuando los interesados utilicen un sistema de firma de los previstos en este artículo, su identidad se
entenderá ya acreditada mediante el propio acto de la firma. Se modifica la letra c) del apartado 2 por la
disposición final 1.2 de la Ley 11/2022, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2022-10757#df Se modifica por el art. 3.2 del
Real Decreto-ley 14/2019, de 31 de octubre. Ref. BOE-A-2019-15790#a3 Téngase en cuenta para su aplicación la
disposición transitoria 1 del citado Real Decreto-Ley.

Artículo 11. Uso de medios de identificación y firma en el procedimiento administrativo.
1. Con carácter general, para realizar cualquier actuación prevista en el procedimiento administrativo, será
suficiente con que los interesados acrediten previamente su identidad a través de cualquiera de los medios de
identificación previstos en esta Ley.
2. Las Administraciones Públicas sólo requerirán a los interesados el uso obligatorio de firma para:

a) Formular solicitudes.
b) Presentar declaraciones responsables o comunicaciones.
c) Interponer recursos.
d) Desistir de acciones.
e) Renunciar a derechos.

Artículo 12. Asistencia en el uso de medios electrónicos a los interesados.
1. Las Administraciones Públicas deberán garantizar que los interesados pueden relacionarse con la
Administración a través de medios electrónicos, para lo que pondrán a su disposición los canales de acceso
que sean necesarios así como los sistemas y aplicaciones que en cada caso se determinen.
2. Las Administraciones Públicas asistirán en el uso de medios electrónicos a los interesados no incluidos en
los apartados 2 y 3 del artículo 14 que así lo soliciten, especialmente en lo referente a la identificación y firma
electrónica, presentación de solicitudes a través del registro electrónico general y obtención de copias
auténticas. Asimismo, si alguno de estos interesados no dispone de los medios electrónicos necesarios, su
identificación o firma electrónica en el procedimiento administrativo podrá ser válidamente realizada por un
funcionario público mediante el uso del sistema de firma electrónica del que esté dotado para ello. En este
caso, será necesario que el interesado que carezca de los medios electrónicos necesarios se identifique ante el
funcionario y preste su consentimiento expreso para esta actuación, de lo que deberá quedar constancia para
los casos de discrepancia o litigio.
3. La Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales mantendrán
actualizado un registro, u otro sistema equivalente, donde constarán los funcionarios habilitados para la
identificación o firma regulada en este artículo. Estos registros o sistemas deberán ser plenamente
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interoperables y estar interconectados con los de las restantes Administraciones Públicas, a los efectos de
comprobar la validez de las citadas habilitaciones. En este registro o sistema equivalente, al menos, constarán
los funcionarios que presten servicios en las oficinas de asistencia en materia de registros.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 5

1. Según el artículo 11 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, sólo requerirán a los interesados el uso obligatorio de firma para: Indique la 
respuesta incorrecta.

A) Formular solicitudes.

B) Subsanar solicitudes.

C) Desistir de acciones.

D) Renunciar a derechos.

2. Según la Ley 39/2015, de 1 de octubre del Procedimiento Administrativo Común, ¿cómo pueden los 
interesados identificarse electrónicamente ante las administraciones públicas?

A) A través de cualquier medio que cuente con un registro como usuario que permita garantizar su personalidad 
jurídica.

B) A través de sistemas basados en certificados electrónicos con un registro previo como usuario electrónico.

C) A través de cualquier sistema que cuente con un registro previo como usuario que permita garantizar su 
identidad.

D) A través de sistemas electrónicos basados en certificados con un registro previo como usuario electrónico.

3. Se consideran interesados en el procedimiento administrativo, entre otros:

A) Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos individuales o colectivos

B) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por la decisión 
que en el mismo se adopte

C) Las dos respuestas anteriores son correctas

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

4. En la Ley 39/2015, de 1 de octubre, se consideran interesados en el procedimiento administrativo, señale la 
incorrecta:

A) Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar

B) Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses ilegítimos individuales o colectivos.

C) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por la decisión 
que en el mismo se adopte.

D) Las asociaciones y organizaciones representativas de intereses económicos y sociales serán titulares de 
intereses legítimos colectivos en los términos que la Ley reconozca.

5. Para acceder a la administración electrónica, el ciudadano necesita autenticarse mediante sistemas 
oficiales. ¿Cuál de las siguientes opciones describe mejor cómo se garantiza un acceso seguro?

A) Permitiendo el acceso anónimo, siempre que el usuario declare bajo responsabilidad sus datos personales

B) Requiriendo identificación mediante Cl@ve, certificado digital o DNIe, asegurando así la autenticidad del 
usuario y la integridad del trámite

C) Utilizando únicamente contraseñas simples enviadas por correo electrónico para facilitar el acceso inmediato

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
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6. De acuerdo con la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, aquellas personas que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que 
puedan resultar afectados por la decisión que en el mismo se adopte:

A) No se les considerará interesados a no ser que soliciten justificadamente tal condición.

B) Se considerarán interesados en el procedimiento.

C) No se les considerará interesados, pero podrán impugnar la apertura del procedimiento.

D) Se considerarán interesados en el procedimiento siempre y cuando presenten el correspondiente recurso de 
revisión previo a la iniciación de las actuaciones.

7. El Título 1 de la Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común comprende los artículos:

A) 3 a 12.

B) 4 a 11.

C) 5 a 14.

D) 6 a 13.

8. Señale de las siguientes afirmaciones la incorrecta:

A) Se considerarán interesados en el procedimiento administrativo quienes lo promuevan como titulares de 
derechos o intereses legítimos individuales o colectivos.

B) Según Ley 39/2015, tendrán capacidad de obrar ante Administraciones Públicas los menores de edad para 
ejercicio y defensa de sus derechos e intereses cuya actuación esté permitida por el ordenamiento jurídico sin 
asistencia de patria potestad, tutela o curatela.

C) Para formular solicitudes en nombre de otra persona no deberá acreditarse la representación.

D) Las asociaciones y organizaciones representativas de intereses económicos y sociales serán titulares de 
intereses legítimos colectivos en los términos que la Ley reconozca.

9. Se considera interesado en el procedimiento administrativo, según la Ley 39/2015, de Procedimiento 
Administrativo Común de las AA.PP.:

A) Quienes lo promueven

B) Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución y 
aun cuando se personen después de dictarse aquella

C) Quienes lo promueven como titulares de derechos o intereses legítimos, individuales o colectivos

D) Quienes presenten una denuncia, por el solo hecho de presentarla

10. De acuerdo con la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, aquellas personas que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que 
puedan resultar afectados por la decisión que en el mismo se adopte:

A) No se les considerará interesados a no ser que soliciten justificadamente tal condición.

B) Se considerarán interesados en el procedimiento.

C) No se les considerará interesados, pero podrán impugnar la apertura del procedimiento.

D) Se considerarán interesados en el procedimiento siempre y cuando presenten el correspondiente recurso de 
revisión previo a la iniciación de las actuaciones.

SOLUCIONES 1 B · 2 C · 3 C · 4 B · 5 B · 6 B · 7 A · 8 C · 9 C · 10 B

Te quedan 167 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 5, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 6

Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común 
de las administraciones públicas: de las disposiciones sobre el 

procedimiento administrativo común: garantías del procedimiento. 
Iniciación del procedimiento. Ordenación del procedimiento.

Ley 39/2015 procedimiento administrativo común

LPACAP · BOE-A-2015-10565 · arts. 53 a 74 — 22 incluidos

TÍTULO IV De las disposiciones sobre el procedimiento administrativo común

CAPÍTULO I Garantías del procedimiento

Artículo 53. Derechos del interesado en el procedimiento administrativo.
1. Además del resto de derechos previstos en esta Ley, los interesados en un procedimiento administrativo,
tienen los siguientes derechos:

a) A conocer, en cualquier momento, el estado de la tramitación de los procedimientos en los que tengan la
condición de interesados; el sentido del silencio administrativo que corresponda, en caso de que la
Administración no dicte ni notifique resolución expresa en plazo; el órgano competente para su
instrucción, en su caso, y resolución; y los actos de trámite dictados. Asimismo, también tendrán derecho a
acceder y a obtener copia de los documentos contenidos en los citados procedimientos. Quienes se
relacionen con las Administraciones Públicas a través de medios electrónicos, tendrán derecho a consultar
la información a la que se refiere el párrafo anterior, en el Punto de Acceso General electrónico de la
Administración que funcionará como un portal de acceso. Se entenderá cumplida la obligación de la
Administración de facilitar copias de los documentos contenidos en los procedimientos mediante la puesta
a disposición de las mismas en el Punto de Acceso General electrónico de la Administración competente o
en las sedes electrónicas que correspondan.
b) A identificar a las autoridades y al personal al servicio de las Administraciones Públicas bajo cuya
responsabilidad se tramiten los procedimientos.
c) A no presentar documentos originales salvo que, de manera excepcional, la normativa reguladora
aplicable establezca lo contrario. En caso de que, excepcionalmente, deban presentar un documento
original, tendrán derecho a obtener una copia autenticada de éste.
d) A no presentar datos y documentos no exigidos por las normas aplicables al procedimiento de que se
trate, que ya se encuentren en poder de las Administraciones Públicas o que hayan sido elaborados por
éstas.
e) A formular alegaciones, utilizar los medios de defensa admitidos por el Ordenamiento Jurídico, y a
aportar documentos en cualquier fase del procedimiento anterior al trámite de audiencia, que deberán ser
tenidos en cuenta por el órgano competente al redactar la propuesta de resolución.
f) A obtener información y orientación acerca de los requisitos jurídicos o técnicos que las disposiciones
vigentes impongan a los proyectos, actuaciones o solicitudes que se propongan realizar.
g) A actuar asistidos de asesor cuando lo consideren conveniente en defensa de sus intereses.
h) A cumplir las obligaciones de pago a través de los medios electrónicos previstos en el artículo 98.2.
i) Cualesquiera otros que les reconozcan la Constitución y las leyes.
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2. Además de los derechos previstos en el apartado anterior, en el caso de procedimientos administrativos de
naturaleza sancionadora, los presuntos responsables tendrán los siguientes derechos:

a) A ser notificado de los hechos que se le imputen, de las infracciones que tales hechos puedan constituir y
de las sanciones que, en su caso, se les pudieran imponer, así como de la identidad del instructor, de la
autoridad competente para imponer la sanción y de la norma que atribuya tal competencia.
b) A la presunción de no existencia de responsabilidad administrativa mientras no se demuestre lo
contrario.

CAPÍTULO II Iniciación del procedimiento

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 54. Clases de iniciación.
Los procedimientos podrán iniciarse de oficio o a solicitud del interesado.

Artículo 55. Información y actuaciones previas.
1. Con anterioridad al inicio del procedimiento, el órgano competente podrá abrir un período de información
o actuaciones previas con el fin de conocer las circunstancias del caso concreto y la conveniencia o no de
iniciar el procedimiento.
2. En el caso de procedimientos de naturaleza sancionadora las actuaciones previas se orientarán a
determinar, con la mayor precisión posible, los hechos susceptibles de motivar la incoación del
procedimiento, la identificación de la persona o personas que pudieran resultar responsables y las
circunstancias relevantes que concurran en unos y otros. Las actuaciones previas serán realizadas por los
órganos que tengan atribuidas funciones de investigación, averiguación e inspección en la materia y, en
defecto de éstos, por la persona u órgano administrativo que se determine por el órgano competente para la
iniciación o resolución del procedimiento.

Artículo 56. Medidas provisionales.
1. Iniciado el procedimiento, el órgano administrativo competente para resolver, podrá adoptar, de oficio o a
instancia de parte y de forma motivada, las medidas provisionales que estime oportunas para asegurar la
eficacia de la resolución que pudiera recaer, si existiesen elementos de juicio suficientes para ello, de acuerdo
con los principios de proporcionalidad, efectividad y menor onerosidad.
2. Antes de la iniciación del procedimiento administrativo, el órgano competente para iniciar o instruir el
procedimiento, de oficio o a instancia de parte, en los casos de urgencia inaplazable y para la protección
provisional de los intereses implicados, podrá adoptar de forma motivada las medidas provisionales que
resulten necesarias y proporcionadas. Las medidas provisionales deberán ser confirmadas, modificadas o
levantadas en el acuerdo de iniciación del procedimiento, que deberá efectuarse dentro de los quince días
siguientes a su adopción, el cual podrá ser objeto del recurso que proceda. En todo caso, dichas medidas
quedarán sin efecto si no se inicia el procedimiento en dicho plazo o cuando el acuerdo de iniciación no
contenga un pronunciamiento expreso acerca de las mismas.
3. De acuerdo con lo previsto en los dos apartados anteriores, podrán acordarse las siguientes medidas
provisionales, en los términos previstos en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil:

a) Suspensión temporal de actividades.
b) Prestación de fianzas.
c) Retirada o intervención de bienes productivos o suspensión temporal de servicios por razones de
sanidad, higiene o seguridad, el cierre temporal del establecimiento por estas u otras causas previstas en la
normativa reguladora aplicable.
d) Embargo preventivo de bienes, rentas y cosas fungibles computables en metálico por aplicación de
precios ciertos.
e) El depósito, retención o inmovilización de cosa mueble.
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f) La intervención y depósito de ingresos obtenidos mediante una actividad que se considere ilícita y cuya
prohibición o cesación se pretenda.
g) Consignación o constitución de depósito de las cantidades que se reclamen.
h) La retención de ingresos a cuenta que deban abonar las Administraciones Públicas.
i) Aquellas otras medidas que, para la protección de los derechos de los interesados, prevean expresamente
las leyes, o que se estimen necesarias para asegurar la efectividad de la resolución.

4. No se podrán adoptar medidas provisionales que puedan causar perjuicio de difícil o imposible reparación a
los interesados o que impliquen violación de derechos amparados por las leyes.
5. Las medidas provisionales podrán ser alzadas o modificadas durante la tramitación del procedimiento, de
oficio o a instancia de parte, en virtud de circunstancias sobrevenidas o que no pudieron ser tenidas en cuenta
en el momento de su adopción. En todo caso, se extinguirán cuando surta efectos la resolución administrativa
que ponga fin al procedimiento correspondiente.

Artículo 57. Acumulación.
El órgano administrativo que inicie o tramite un procedimiento, cualquiera que haya sido la forma de su
iniciación, podrá disponer, de oficio o a instancia de parte, su acumulación a otros con los que guarde
identidad sustancial o íntima conexión, siempre que sea el mismo órgano quien deba tramitar y resolver el
procedimiento. Contra el acuerdo de acumulación no procederá recurso alguno.

Sección 2.ª Iniciación del procedimiento de oficio por la administración

Artículo 58. Iniciación de oficio.
Los procedimientos se iniciarán de oficio por acuerdo del órgano competente, bien por propia iniciativa o
como consecuencia de orden superior, a petición razonada de otros órganos o por denuncia.

Artículo 59. Inicio del procedimiento a propia iniciativa.
Se entiende por propia iniciativa, la actuación derivada del conocimiento directo o indirecto de las
circunstancias, conductas o hechos objeto del procedimiento por el órgano que tiene atribuida la competencia
de iniciación.

Artículo 60. Inicio del procedimiento como consecuencia de orden superior.
1. Se entiende por orden superior, la emitida por un órgano administrativo superior jerárquico del competente
para la iniciación del procedimiento.
2. En los procedimientos de naturaleza sancionadora, la orden expresará, en la medida de lo posible, la
persona o personas presuntamente responsables; las conductas o hechos que pudieran constituir infracción
administrativa y su tipificación; así como el lugar, la fecha, fechas o período de tiempo continuado en que los
hechos se produjeron.

Artículo 61. Inicio del procedimiento por petición razonada de otros órganos.
1. Se entiende por petición razonada, la propuesta de iniciación del procedimiento formulada por cualquier
órgano administrativo que no tiene competencia para iniciar el mismo y que ha tenido conocimiento de las
circunstancias, conductas o hechos objeto del procedimiento, bien ocasionalmente o bien por tener atribuidas
funciones de inspección, averiguación o investigación.
2. La petición no vincula al órgano competente para iniciar el procedimiento, si bien deberá comunicar al
órgano que la hubiera formulado los motivos por los que, en su caso, no procede la iniciación.
3. En los procedimientos de naturaleza sancionadora, las peticiones deberán especificar, en la medida de lo
posible, la persona o personas presuntamente responsables; las conductas o hechos que pudieran constituir
infracción administrativa y su tipificación; así como el lugar, la fecha, fechas o período de tiempo continuado
en que los hechos se produjeron.
4. En los procedimientos de responsabilidad patrimonial, la petición deberá individualizar la lesión producida
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en una persona o grupo de personas, su relación de causalidad con el funcionamiento del servicio público, su
evaluación económica si fuera posible, y el momento en que la lesión efectivamente se produjo.

Artículo 62. Inicio del procedimiento por denuncia.
1. Se entiende por denuncia, el acto por el que cualquier persona, en cumplimiento o no de una obligación
legal, pone en conocimiento de un órgano administrativo la existencia de un determinado hecho que pudiera
justificar la iniciación de oficio de un procedimiento administrativo.
2. Las denuncias deberán expresar la identidad de la persona o personas que las presentan y el relato de los
hechos que se ponen en conocimiento de la Administración. Cuando dichos hechos pudieran constituir una
infracción administrativa, recogerán la fecha de su comisión y, cuando sea posible, la identificación de los
presuntos responsables.
3. Cuando la denuncia invocara un perjuicio en el patrimonio de las Administraciones Públicas la no iniciación
del procedimiento deberá ser motivada y se notificará a los denunciantes la decisión de si se ha iniciado o no el
procedimiento.
4. Cuando el denunciante haya participado en la comisión de una infracción de esta naturaleza y existan otros
infractores, el órgano competente para resolver el procedimiento deberá eximir al denunciante del pago de la
multa que le correspondería u otro tipo de sanción de carácter no pecuniario, cuando sea el primero en
aportar elementos de prueba que permitan iniciar el procedimiento o comprobar la infracción, siempre y
cuando en el momento de aportarse aquellos no se disponga de elementos suficientes para ordenar la misma y
se repare el perjuicio causado. Asimismo, el órgano competente para resolver deberá reducir el importe del
pago de la multa que le correspondería o, en su caso, la sanción de carácter no pecuniario, cuando no
cumpliéndose alguna de las condiciones anteriores, el denunciante facilite elementos de prueba que aporten
un valor añadido significativo respecto de aquellos de los que se disponga. En ambos casos será necesario que
el denunciante cese en la participación de la infracción y no haya destruido elementos de prueba relacionados
con el objeto de la denuncia.
5. La presentación de una denuncia no confiere, por sí sola, la condición de interesado en el procedimiento.

Artículo 63. Especialidades en el inicio de los procedimientos de naturaleza sancionadora.
1. Los procedimientos de naturaleza sancionadora se iniciarán siempre de oficio por acuerdo del órgano
competente y establecerán la debida separación entre la fase instructora y la sancionadora, que se
encomendará a órganos distintos. Se considerará que un órgano es competente para iniciar el procedimiento
cuando así lo determinen las normas reguladoras del mismo.
2. En ningún caso se podrá imponer una sanción sin que se haya tramitado el oportuno procedimiento.
3. No se podrán iniciar nuevos procedimientos de carácter sancionador por hechos o conductas tipificadas
como infracciones en cuya comisión el infractor persista de forma continuada, en tanto no haya recaído una
primera resolución sancionadora, con carácter ejecutivo.

Artículo 64. Acuerdo de iniciación en los procedimientos de naturaleza sancionadora.
1. El acuerdo de iniciación se comunicará al instructor del procedimiento, con traslado de cuantas actuaciones
existan al respecto, y se notificará a los interesados, entendiendo en todo caso por tal al inculpado. Asimismo,
la incoación se comunicará al denunciante cuando las normas reguladoras del procedimiento así lo prevean.
2. El acuerdo de iniciación deberá contener al menos:

a) Identificación de la persona o personas presuntamente responsables.
b) Los hechos que motivan la incoación del procedimiento, su posible calificación y las sanciones que
pudieran corresponder, sin perjuicio de lo que resulte de la instrucción.
c) Identificación del instructor y, en su caso, Secretario del procedimiento, con expresa indicación del
régimen de recusación de los mismos.
d) Órgano competente para la resolución del procedimiento y norma que le atribuya tal competencia,
indicando la posibilidad de que el presunto responsable pueda reconocer voluntariamente su
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responsabilidad, con los efectos previstos en el artículo 85.
e) Medidas de carácter provisional que se hayan acordado por el órgano competente para iniciar el
procedimiento sancionador, sin perjuicio de las que se puedan adoptar durante el mismo de conformidad
con el artículo 56.
f) Indicación del derecho a formular alegaciones y a la audiencia en el procedimiento y de los plazos para
su ejercicio, así como indicación de que, en caso de no efectuar alegaciones en el plazo previsto sobre el
contenido del acuerdo de iniciación, éste podrá ser considerado propuesta de resolución cuando contenga
un pronunciamiento preciso acerca de la responsabilidad imputada.

3. Excepcionalmente, cuando en el momento de dictar el acuerdo de iniciación no existan elementos
suficientes para la calificación inicial de los hechos que motivan la incoación del procedimiento, la citada
calificación podrá realizarse en una fase posterior mediante la elaboración de un Pliego de cargos, que deberá
ser notificado a los interesados.

Artículo 65. Especialidades en el inicio de oficio de los procedimientos de responsabilidad patrimonial.
1. Cuando las Administraciones Públicas decidan iniciar de oficio un procedimiento de responsabilidad
patrimonial será necesario que no haya prescrito el derecho a la reclamación del interesado al que se refiere el
artículo 67.
2. El acuerdo de iniciación del procedimiento se notificará a los particulares presuntamente lesionados,
concediéndoles un plazo de diez días para que aporten cuantas alegaciones, documentos o información
estimen conveniente a su derecho y propongan cuantas pruebas sean pertinentes para el reconocimiento del
mismo. El procedimiento iniciado se instruirá aunque los particulares presuntamente lesionados no se
personen en el plazo establecido.

Sección 3.ª Inicio del procedimiento a solicitud del interesado

Artículo 66. Solicitudes de iniciación.
1. Las solicitudes que se formulen deberán contener:

a) Nombre y apellidos del interesado y, en su caso, de la persona que lo represente.
b) Identificación del medio electrónico, o en su defecto, lugar físico en que desea que se practique la
notificación. Adicionalmente, los interesados podrán aportar su dirección de correo electrónico y/o
dispositivo electrónico con el fin de que las Administraciones Públicas les avisen del envío o puesta a
disposición de la notificación.
c) Hechos, razones y petición en que se concrete, con toda claridad, la solicitud.
d) Lugar y fecha.
e) Firma del solicitante o acreditación de la autenticidad de su voluntad expresada por cualquier medio.
f) Órgano, centro o unidad administrativa a la que se dirige y su correspondiente código de identificación.
Las oficinas de asistencia en materia de registros estarán obligadas a facilitar a los interesados el código de
identificación si el interesado lo desconoce. Asimismo, las Administraciones Públicas deberán mantener y
actualizar en la sede electrónica correspondiente un listado con los códigos de identificación vigentes.

2. Cuando las pretensiones correspondientes a una pluralidad de personas tengan un contenido y fundamento
idéntico o sustancialmente similar, podrán ser formuladas en una única solicitud, salvo que las normas
reguladoras de los procedimientos específicos dispongan otra cosa.
3. De las solicitudes, comunicaciones y escritos que presenten los interesados electrónicamente o en las
oficinas de asistencia en materia de registros de la Administración, podrán éstos exigir el correspondiente
recibo que acredite la fecha y hora de presentación.
4. Las Administraciones Públicas deberán establecer modelos y sistemas de presentación masiva que permitan
a los interesados presentar simultáneamente varias solicitudes. Estos modelos, de uso voluntario, estarán a
disposición de los interesados en las correspondientes sedes electrónicas y en las oficinas de asistencia en
materia de registros de las Administraciones Públicas. Los solicitantes podrán acompañar los elementos que
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estimen convenientes para precisar o completar los datos del modelo, los cuales deberán ser admitidos y
tenidos en cuenta por el órgano al que se dirijan.
5. Los sistemas normalizados de solicitud podrán incluir comprobaciones automáticas de la información
aportada respecto de datos almacenados en sistemas propios o pertenecientes a otras Administraciones u
ofrecer el formulario cumplimentado, en todo o en parte, con objeto de que el interesado verifique la
información y, en su caso, la modifique y complete.
6. Cuando la Administración en un procedimiento concreto establezca expresamente modelos específicos de
presentación de solicitudes, éstos serán de uso obligatorio por los interesados.

Artículo 67. Solicitudes de iniciación en los procedimientos de responsabilidad patrimonial.
1. Los interesados sólo podrán solicitar el inicio de un procedimiento de responsabilidad patrimonial, cuando
no haya prescrito su derecho a reclamar. El derecho a reclamar prescribirá al año de producido el hecho o el
acto que motive la indemnización o se manifieste su efecto lesivo. En caso de daños de carácter físico o
psíquico a las personas, el plazo empezará a computarse desde la curación o la determinación del alcance de
las secuelas. En los casos en que proceda reconocer derecho a indemnización por anulación en vía
administrativa o contencioso-administrativa de un acto o disposición de carácter general, el derecho a
reclamar prescribirá al año de haberse notificado la resolución administrativa o la sentencia definitiva. En los
casos de responsabilidad patrimonial a que se refiere el artículo 32, apartados 4 y 5, de la Ley de Régimen
Jurídico del Sector Público, el derecho a reclamar prescribirá al año de la publicación en el «Boletín Oficial del
Estado» o en el «Diario Oficial de la Unión Europea», según el caso, de la sentencia que declare la
inconstitucionalidad de la norma o su carácter contrario al Derecho de la Unión Europea.
2. Además de lo previsto en el artículo 66, en la solicitud que realicen los interesados se deberán especificar las
lesiones producidas, la presunta relación de causalidad entre éstas y el funcionamiento del servicio público, la
evaluación económica de la responsabilidad patrimonial, si fuera posible, y el momento en que la lesión
efectivamente se produjo, e irá acompañada de cuantas alegaciones, documentos e informaciones se estimen
oportunos y de la proposición de prueba, concretando los medios de que pretenda valerse el reclamante.

Artículo 68. Subsanación y mejora de la solicitud.
1. Si la solicitud de iniciación no reúne los requisitos que señala el artículo 66, y, en su caso, los que señala el
artículo 67 u otros exigidos por la legislación específica aplicable, se requerirá al interesado para que, en un
plazo de diez días, subsane la falta o acompañe los documentos preceptivos, con indicación de que, si así no lo
hiciera, se le tendrá por desistido de su petición, previa resolución que deberá ser dictada en los términos
previstos en el artículo 21.
2. Siempre que no se trate de procedimientos selectivos o de concurrencia competitiva, este plazo podrá ser
ampliado prudencialmente, hasta cinco días, a petición del interesado o a iniciativa del órgano, cuando la
aportación de los documentos requeridos presente dificultades especiales.
3. En los procedimientos iniciados a solicitud de los interesados, el órgano competente podrá recabar del
solicitante la modificación o mejora voluntarias de los términos de aquélla. De ello se levantará acta sucinta,
que se incorporará al procedimiento.
4. Si alguno de los sujetos a los que hace referencia el artículo 14.2 y 14.3 presenta su solicitud
presencialmente, las Administraciones Públicas requerirán al interesado para que la subsane a través de su
presentación electrónica. A estos efectos, se considerará como fecha de presentación de la solicitud aquella en
la que haya sido realizada la subsanación.

Artículo 69. Declaración responsable y comunicación.
1. A los efectos de esta Ley, se entenderá por declaración responsable el documento suscrito por un interesado
en el que éste manifiesta, bajo su responsabilidad, que cumple con los requisitos establecidos en la normativa
vigente para obtener el reconocimiento de un derecho o facultad o para su ejercicio, que dispone de la
documentación que así lo acredita, que la pondrá a disposición de la Administración cuando le sea requerida,
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y que se compromete a mantener el cumplimiento de las anteriores obligaciones durante el período de tiempo
inherente a dicho reconocimiento o ejercicio. Los requisitos a los que se refiere el párrafo anterior deberán
estar recogidos de manera expresa, clara y precisa en la correspondiente declaración responsable. Las
Administraciones podrán requerir en cualquier momento que se aporte la documentación que acredite el
cumplimiento de los mencionados requisitos y el interesado deberá aportarla.
2. A los efectos de esta Ley, se entenderá por comunicación aquel documento mediante el que los interesados
ponen en conocimiento de la Administración Pública competente sus datos identificativos o cualquier otro
dato relevante para el inicio de una actividad o el ejercicio de un derecho.
3. Las declaraciones responsables y las comunicaciones permitirán, el reconocimiento o ejercicio de un
derecho o bien el inicio de una actividad, desde el día de su presentación, sin perjuicio de las facultades de
comprobación, control e inspección que tengan atribuidas las Administraciones Públicas. No obstante lo
dispuesto en el párrafo anterior, la comunicación podrá presentarse dentro de un plazo posterior al inicio de la
actividad cuando la legislación correspondiente lo prevea expresamente.
4. La inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, de cualquier dato o información que se incorpore a
una declaración responsable o a una comunicación, o la no presentación ante la Administración competente
de la declaración responsable, la documentación que sea en su caso requerida para acreditar el cumplimiento
de lo declarado, o la comunicación, determinará la imposibilidad de continuar con el ejercicio del derecho o
actividad afectada desde el momento en que se tenga constancia de tales hechos, sin perjuicio de las
responsabilidades penales, civiles o administrativas a que hubiera lugar. Asimismo, la resolución de la
Administración Pública que declare tales circunstancias podrá determinar la obligación del interesado de
restituir la situación jurídica al momento previo al reconocimiento o al ejercicio del derecho o al inicio de la
actividad correspondiente, así como la imposibilidad de instar un nuevo procedimiento con el mismo objeto
durante un período de tiempo determinado por la ley, todo ello conforme a los términos establecidos en las
normas sectoriales de aplicación.
5. Las Administraciones Públicas tendrán permanentemente publicados y actualizados modelos de
declaración responsable y de comunicación, fácilmente accesibles a los interesados.
6. Únicamente será exigible, bien una declaración responsable, bien una comunicación para iniciar una
misma actividad u obtener el reconocimiento de un mismo derecho o facultad para su ejercicio, sin que sea
posible la exigencia de ambas acumulativamente.

CAPÍTULO III Ordenación del procedimiento

Artículo 70. Expediente Administrativo.
1. Se entiende por expediente administrativo el conjunto ordenado de documentos y actuaciones que sirven de
antecedente y fundamento a la resolución administrativa, así como las diligencias encaminadas a ejecutarla.
2. Los expedientes tendrán formato electrónico y se formarán mediante la agregación ordenada de cuantos
documentos, pruebas, dictámenes, informes, acuerdos, notificaciones y demás diligencias deban integrarlos,
así como un índice numerado de todos los documentos que contenga cuando se remita. Asimismo, deberá
constar en el expediente copia electrónica certificada de la resolución adoptada.
3. Cuando en virtud de una norma sea preciso remitir el expediente electrónico, se hará de acuerdo con lo
previsto en el Esquema Nacional de Interoperabilidad y en las correspondientes Normas Técnicas de
Interoperabilidad, y se enviará completo, foliado, autentificado y acompañado de un índice, asimismo
autentificado, de los documentos que contenga. La autenticación del citado índice garantizará la integridad e
inmutabilidad del expediente electrónico generado desde el momento de su firma y permitirá su recuperación
siempre que sea preciso, siendo admisible que un mismo documento forme parte de distintos expedientes
electrónicos.
4. No formará parte del expediente administrativo la información que tenga carácter auxiliar o de apoyo, como
la contenida en aplicaciones, ficheros y bases de datos informáticas, notas, borradores, opiniones, resúmenes,
comunicaciones e informes internos o entre órganos o entidades administrativas, así como los juicios de valor
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emitidos por las Administraciones Públicas, salvo que se trate de informes, preceptivos y facultativos,
solicitados antes de la resolución administrativa que ponga fin al procedimiento.

Artículo 71. Impulso.
1. El procedimiento, sometido al principio de celeridad, se impulsará de oficio en todos sus trámites y a través
de medios electrónicos, respetando los principios de transparencia y publicidad.
2. En el despacho de los expedientes se guardará el orden riguroso de incoación en asuntos de homogénea
naturaleza, salvo que por el titular de la unidad administrativa se dé orden motivada en contrario, de la que
quede constancia. El incumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior dará lugar a la exigencia de
responsabilidad disciplinaria del infractor y, en su caso, será causa de remoción del puesto de trabajo.
3. Las personas designadas como órgano instructor o, en su caso, los titulares de las unidades administrativas
que tengan atribuida tal función serán responsables directos de la tramitación del procedimiento y, en
especial, del cumplimiento de los plazos establecidos.

Artículo 72. Concentración de trámites.
1. De acuerdo con el principio de simplificación administrativa, se acordarán en un solo acto todos los trámites
que, por su naturaleza, admitan un impulso simultáneo y no sea obligado su cumplimiento sucesivo.
2. Al solicitar los trámites que deban ser cumplidos por otros órganos, deberá consignarse en la comunicación
cursada el plazo legal establecido al efecto.

Artículo 73. Cumplimiento de trámites.
1. Los trámites que deban ser cumplimentados por los interesados deberán realizarse en el plazo de diez días a
partir del siguiente al de la notificación del correspondiente acto, salvo en el caso de que en la norma
correspondiente se fije plazo distinto.
2. En cualquier momento del procedimiento, cuando la Administración considere que alguno de los actos de
los interesados no reúne los requisitos necesarios, lo pondrá en conocimiento de su autor, concediéndole un
plazo de diez días para cumplimentarlo.
3. A los interesados que no cumplan lo dispuesto en los apartados anteriores, se les podrá declarar decaídos en
su derecho al trámite correspondiente. No obstante, se admitirá la actuación del interesado y producirá sus
efectos legales, si se produjera antes o dentro del día que se notifique la resolución en la que se tenga por
transcurrido el plazo.

Artículo 74. Cuestiones incidentales.
Las cuestiones incidentales que se susciten en el procedimiento, incluso las que se refieran a la nulidad de
actuaciones, no suspenderán la tramitación del mismo, salvo la recusación.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 6
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1. En relación con las previsiones relativas a la ordenación del procedimiento contenidas en la Ley 39/2015, 
de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, señale la 
afirmación INCORRECTA:

A) En el despacho de los expedientes se guardará el orden riguroso de incoación en asuntos de homogénea 
naturaleza, salvo que por el titular de la unidad administrativa se dé orden motivada en contrario, de la que 
quede constancia.

B) Las personas designadas como órgano instructor o, en su caso, los titulares de las unidades administrativas 
que tengan atribuida tal función serán responsables directos de la tramitación del procedimiento y, en especial, 
del cumplimiento de los plazos establecidos.

C) De acuerdo con el principio de simplificación administrativa, se acordarán en un solo acto todos los trámites 
que, por su naturaleza, admitan un impulso simultáneo y no sea obligado su cumplimiento sucesivo.

D) Las cuestiones incidentales que se susciten en el procedimiento, incluso las que se refieran a la nulidad de 
actuaciones suspenderán la tramitación del mismo, salvo la recusación.

2. Según lo dispuesto en el artículo 63 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, los procedimientos de naturaleza sancionadora se iniciarán:

A) Por orden superior o denuncia, salvo excepciones.

B) Siempre de oficio.

C) Siempre de oficio o a solicitud del interesado.

D) Siempre de oficio, a solicitud del interesado, por orden superior, denuncia o a petición razonada de otros 
órganos.

3. De acuerdo con el artículo 71 de la Ley 39/2015, el procedimiento, sometido al principio de celeridad, se 
impulsará de oficio en todos sus trámites y a través de medios electrónicos, respetando los principios de:

A) Transparencia y proporcionalidad.

B) Proporcionalidad y publicidad.

C) Transparencia y publicidad.

D) Eficacia, igualdad y transparencia.

4. El derecho a reclamar los daños causados por la caída de un árbol de un parque municipal prescribirá en el 
siguiente plazo desde la caída:

A) A los seis meses.

B) Al año.

C) A los dos años.

D) Ese derecho de reclamación nunca prescribe. Artículo 67 Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento 
Administrativo Común de la Administraciones Públicas.

5. En el caso de procedimientos administrativos de naturaleza sancionadora según la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, los presuntos 
responsables tendrán derecho

A) Ser notificado de los hechos que se le imputen, de las infracciones que tales hechos puedan constituir y de las 
sanciones que, en su caso, se les pudieran imponer.

B) Ser notificado de la identidad del instructor, de la autoridad competente para imponer la sanción y de la 
norma que atribuya tal competencia.

C) A la presunción de no existencia de responsabilidad administrativa mientras no se demuestre lo contrario.

D) Todas son correctas.
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6. La Ley del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, al regular la ordenación 
del procedimiento administrativo, dispone que las cuestiones incidentales que se susciten en el 
procedimiento, incluso las que se refieran a la nulidad de actuaciones:

A) No suspenderán en ningún caso la tramitación del mismo.

B) No suspenderán la tramitación del mismo, salvo la recusación.

C) Suspenderán en todo caso la tramitación del mismo.

D) Suspenderán la tramitación del mismo, salvo la recusación.

7. Las solicitudes por el interesado para el inicio de un procedimiento administrativo:

A) Deberán contener el nombre y apellidos del interesado así como su dirección de correo electrónico y/o 
dispositivo electrónico con el fin de que las Administraciones Públicas les avisen del envío o puesta a 
disposición de la notificación electrónica

B) Deberán formularse a través de los modelos específicos de presentación de solicitudes cuando hayan sido 
establecidos expresamente por la Administración

C) No podrán presentarse en las oficinas de Correos

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

8. Todos los documentos que son presentados por la ciudadanía así como los que emite el órgano 
administrativo para resolver un mismo asunto se recogen y ordenan en…

A) La solicitud.

B) La compulsa.

C) El expediente.

D) El cotejo.

9. Según la Ley 39/2015, el procedimiento administrativo puede iniciarse:

A) Únicamente de oficio.

B) Únicamente a solicitud del interesado.

C) De oficio o a solicitud del interesado.

D) Solo por denuncia.

10. Según el artículo 64 Ley 39/2015, el acuerdo de iniciación, en los procedimientos sancionadores deberá 
contener al menos, señale la respuesta incorrecta:

A) Identificación de la persona o personas presuntamente responsables.

B) Los hechos que motivan la incoación del procedimiento, su posible calificación y las sanciones que pudieran 
corresponder, sin perjuicio de lo que resulte de la instrucción.

C) Identificación del instructor y, en su caso, el tramitador del procedimiento, con expresa indicación del 
régimen de recusación de los mismos.

D) Órgano competente para la resolución del procedimiento y norma que le atribuya tal competencia, indicando 
la posibilidad de que el presunto responsable pueda reconocer voluntariamente su responsabilidad.

SOLUCIONES 1 D · 2 B · 3 C · 4 B · 5 D · 6 B · 7 B · 8 C · 9 C · 10 C

Te quedan 316 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 6, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 7

Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común 
de las administraciones públicas: de la actividad de las 

administraciones públicas.

Ley 39/2015 procedimiento administrativo común

LPACAP · BOE-A-2015-10565 · arts. 13 a 33 — 21 incluidos

TÍTULO II De la actividad de las Administraciones Públicas

CAPÍTULO I Normas generales de actuación

Artículo 13. Derechos de las personas en sus relaciones con las Administraciones Públicas.
Quienes de conformidad con el artículo 3, tienen capacidad de obrar ante las Administraciones Públicas, son
titulares, en sus relaciones con ellas, de los siguientes derechos:
a) A comunicarse con las Administraciones Públicas a través de un Punto de Acceso General electrónico de la
Administración.
b) A ser asistidos en el uso de medios electrónicos en sus relaciones con las Administraciones Públicas.
c) A utilizar las lenguas oficiales en el territorio de su Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo previsto en
esta Ley y en el resto del ordenamiento jurídico.
d) Al acceso a la información pública, archivos y registros, de acuerdo con lo previsto en la Ley 19/2013, de 9 de
diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno y el resto del Ordenamiento
Jurídico.
e) A ser tratados con respeto y deferencia por las autoridades y empleados públicos, que habrán de facilitarles
el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.
f) A exigir las responsabilidades de las Administraciones Públicas y autoridades, cuando así corresponda
legalmente.
g) A la obtención y utilización de los medios de identificación y firma electrónica contemplados en esta Ley.
h) A la protección de datos de carácter personal, y en particular a la seguridad y confidencialidad de los datos
que figuren en los ficheros, sistemas y aplicaciones de las Administraciones Públicas.
i) Cualesquiera otros que les reconozcan la Constitución y las leyes. Estos derechos se entienden sin perjuicio
de los reconocidos en el artículo 53 referidos a los interesados en el procedimiento administrativo.

Artículo 14. Derecho y obligación de relacionarse electrónicamente con las Administraciones Públicas.
1. Las personas físicas podrán elegir en todo momento si se comunican con las Administraciones Públicas
para el ejercicio de sus derechos y obligaciones a través de medios electrónicos o no, salvo que estén obligadas
a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas. El medio elegido por la
persona para comunicarse con las Administraciones Públicas podrá ser modificado por aquella en cualquier
momento.
2. En todo caso, estarán obligados a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones
Públicas para la realización de cualquier trámite de un procedimiento administrativo, al menos, los siguientes
sujetos:

a) Las personas jurídicas.
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b) Las entidades sin personalidad jurídica.
c) Quienes ejerzan una actividad profesional para la que se requiera colegiación obligatoria, para los
trámites y actuaciones que realicen con las Administraciones Públicas en ejercicio de dicha actividad
profesional. En todo caso, dentro de este colectivo se entenderán incluidos los notarios y registradores de la
propiedad y mercantiles.
d) Quienes representen a un interesado que esté obligado a relacionarse electrónicamente con la
Administración.
e) Los empleados de las Administraciones Públicas para los trámites y actuaciones que realicen con ellas
por razón de su condición de empleado público, en la forma en que se determine reglamentariamente por
cada Administración.

3. Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de relacionarse con ellas a través
de medios electrónicos para determinados procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas que
por razón de su capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede acreditado que
tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios.

Artículo 15. Lengua de los procedimientos.
1. La lengua de los procedimientos tramitados por la Administración General del Estado será el castellano. No
obstante lo anterior, los interesados que se dirijan a los órganos de la Administración General del Estado con
sede en el territorio de una Comunidad Autónoma podrán utilizar también la lengua que sea cooficial en ella.
En este caso, el procedimiento se tramitará en la lengua elegida por el interesado. Si concurrieran varios
interesados en el procedimiento, y existiera discrepancia en cuanto a la lengua, el procedimiento se tramitará
en castellano, si bien los documentos o testimonios que requieran los interesados se expedirán en la lengua
elegida por los mismos.
2. En los procedimientos tramitados por las Administraciones de las Comunidades Autónomas y de las
Entidades Locales, el uso de la lengua se ajustará a lo previsto en la legislación autonómica correspondiente.
3. La Administración Pública instructora deberá traducir al castellano los documentos, expedientes o partes de
los mismos que deban surtir efecto fuera del territorio de la Comunidad Autónoma y los documentos dirigidos
a los interesados que así lo soliciten expresamente. Si debieran surtir efectos en el territorio de una
Comunidad Autónoma donde sea cooficial esa misma lengua distinta del castellano, no será precisa su
traducción.

Artículo 16. Registros.
1. Cada Administración dispondrá de un Registro Electrónico General, en el que se hará el correspondiente
asiento de todo documento que sea presentado o que se reciba en cualquier órgano administrativo, Organismo
público o Entidad vinculado o dependiente a éstos. También se podrán anotar en el mismo, la salida de los
documentos oficiales dirigidos a otros órganos o particulares. Los Organismos públicos vinculados o
dependientes de cada Administración podrán disponer de su propio registro electrónico plenamente
interoperable e interconectado con el Registro Electrónico General de la Administración de la que depende. El
Registro Electrónico General de cada Administración funcionará como un portal que facilitará el acceso a los
registros electrónicos de cada Organismo. Tanto el Registro Electrónico General de cada Administración como
los registros electrónicos de cada Organismo cumplirán con las garantías y medidas de seguridad previstas en
la legislación en materia de protección de datos de carácter personal. Las disposiciones de creación de los
registros electrónicos se publicarán en el diario oficial correspondiente y su texto íntegro deberá estar
disponible para consulta en la sede electrónica de acceso al registro. En todo caso, las disposiciones de
creación de registros electrónicos especificarán el órgano o unidad responsable de su gestión, así como la
fecha y hora oficial y los días declarados como inhábiles. En la sede electrónica de acceso a cada registro
figurará la relación actualizada de trámites que pueden iniciarse en el mismo.
2. Los asientos se anotarán respetando el orden temporal de recepción o salida de los documentos, e indicarán
la fecha del día en que se produzcan. Concluido el trámite de registro, los documentos serán cursados sin
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dilación a sus destinatarios y a las unidades administrativas correspondientes desde el registro en que
hubieran sido recibidas.
3. El registro electrónico de cada Administración u Organismo garantizará la constancia, en cada asiento que
se practique, de un número, epígrafe expresivo de su naturaleza, fecha y hora de su presentación,
identificación del interesado, órgano administrativo remitente, si procede, y persona u órgano administrativo
al que se envía, y, en su caso, referencia al contenido del documento que se registra. Para ello, se emitirá
automáticamente un recibo consistente en una copia autenticada del documento de que se trate, incluyendo la
fecha y hora de presentación y el número de entrada de registro, así como un recibo acreditativo de otros
documentos que, en su caso, lo acompañen, que garantice la integridad y el no repudio de los mismos.
4. Los documentos que los interesados dirijan a los órganos de las Administraciones Públicas podrán
presentarse:

a) En el registro electrónico de la Administración u Organismo al que se dirijan, así como en los restantes
registros electrónicos de cualquiera de los sujetos a los que se refiere el artículo 2.1.
b) En las oficinas de Correos, en la forma que reglamentariamente se establezca.
c) En las representaciones diplomáticas u oficinas consulares de España en el extranjero.
d) En las oficinas de asistencia en materia de registros.
e) En cualquier otro que establezcan las disposiciones vigentes. Los registros electrónicos de todas y cada
una de las Administraciones, deberán ser plenamente interoperables, de modo que se garantice su
compatibilidad informática e interconexión, así como la transmisión telemática de los asientos registrales
y de los documentos que se presenten en cualquiera de los registros.

5. Los documentos presentados de manera presencial ante las Administraciones Públicas, deberán ser
digitalizados, de acuerdo con lo previsto en el artículo 27 y demás normativa aplicable, por la oficina de
asistencia en materia de registros en la que hayan sido presentados para su incorporación al expediente
administrativo electrónico, devolviéndose los originales al interesado, sin perjuicio de aquellos supuestos en
que la norma determine la custodia por la Administración de los documentos presentados o resulte obligatoria
la presentación de objetos o de documentos en un soporte específico no susceptibles de digitalización.
Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de presentar determinados
documentos por medios electrónicos para ciertos procedimientos y colectivos de personas físicas que, por
razón de su capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede acreditado que
tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios.
6. Podrán hacerse efectivos mediante transferencia dirigida a la oficina pública correspondiente cualesquiera
cantidades que haya que satisfacer en el momento de la presentación de documentos a las Administraciones
Públicas, sin perjuicio de la posibilidad de su abono por otros medios.
7. Las Administraciones Públicas deberán hacer pública y mantener actualizada una relación de las oficinas en
las que se prestará asistencia para la presentación electrónica de documentos.
8. No se tendrán por presentados en el registro aquellos documentos e información cuyo régimen especial
establezca otra forma de presentación.

Artículo 17. Archivo de documentos.
1. Cada Administración deberá mantener un archivo electrónico único de los documentos electrónicos que
correspondan a procedimientos finalizados, en los términos establecidos en la normativa reguladora aplicable.
2. Los documentos electrónicos deberán conservarse en un formato que permita garantizar la autenticidad,
integridad y conservación del documento, así como su consulta con independencia del tiempo transcurrido
desde su emisión. Se asegurará en todo caso la posibilidad de trasladar los datos a otros formatos y soportes
que garanticen el acceso desde diferentes aplicaciones. La eliminación de dichos documentos deberá ser
autorizada de acuerdo a lo dispuesto en la normativa aplicable.
3. Los medios o soportes en que se almacenen documentos, deberán contar con medidas de seguridad, de
acuerdo con lo previsto en el Esquema Nacional de Seguridad, que garanticen la integridad, autenticidad,
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confidencialidad, calidad, protección y conservación de los documentos almacenados. En particular,
asegurarán la identificación de los usuarios y el control de accesos, así como el cumplimiento de las garantías
previstas en la legislación de protección de datos.

Artículo 18. Colaboración de las personas.
1. Las personas colaborarán con la Administración en los términos previstos en la Ley que en cada caso resulte
aplicable, y a falta de previsión expresa, facilitarán a la Administración los informes, inspecciones y otros
actos de investigación que requieran para el ejercicio de sus competencias, salvo que la revelación de la
información solicitada por la Administración atentara contra el honor, la intimidad personal o familiar o
supusieran la comunicación de datos confidenciales de terceros de los que tengan conocimiento por la
prestación de servicios profesionales de diagnóstico, asesoramiento o defensa, sin perjuicio de lo dispuesto en
la legislación en materia de blanqueo de capitales y financiación de actividades terroristas.
2. Los interesados en un procedimiento que conozcan datos que permitan identificar a otros interesados que
no hayan comparecido en él tienen el deber de proporcionárselos a la Administración actuante.
3. Cuando las inspecciones requieran la entrada en el domicilio del afectado o en los restantes lugares que
requieran autorización del titular, se estará a lo dispuesto en el artículo 100.

Artículo 19. Comparecencia de las personas.
1. La comparecencia de las personas ante las oficinas públicas, ya sea presencialmente o por medios
electrónicos, sólo será obligatoria cuando así esté previsto en una norma con rango de ley.
2. En los casos en que proceda la comparecencia, la correspondiente citación hará constar expresamente el
lugar, fecha, hora, los medios disponibles y objeto de la comparecencia, así como los efectos de no atenderla.
3. Las Administraciones Públicas entregarán al interesado certificación acreditativa de la comparecencia
cuando así lo solicite.

Artículo 20. Responsabilidad de la tramitación.
1. Los titulares de las unidades administrativas y el personal al servicio de las Administraciones Públicas que
tuviesen a su cargo la resolución o el despacho de los asuntos, serán responsables directos de su tramitación y
adoptarán las medidas oportunas para remover los obstáculos que impidan, dificulten o retrasen el ejercicio
pleno de los derechos de los interesados o el respeto a sus intereses legítimos, disponiendo lo necesario para
evitar y eliminar toda anormalidad en la tramitación de procedimientos.
2. Los interesados podrán solicitar la exigencia de esa responsabilidad a la Administración Pública de que
dependa el personal afectado.

Artículo 21. Obligación de resolver.
1. La Administración está obligada a dictar resolución expresa y a notificarla en todos los procedimientos
cualquiera que sea su forma de iniciación. En los casos de prescripción, renuncia del derecho, caducidad del
procedimiento o desistimiento de la solicitud, así como de desaparición sobrevenida del objeto del
procedimiento, la resolución consistirá en la declaración de la circunstancia que concurra en cada caso, con
indicación de los hechos producidos y las normas aplicables. Se exceptúan de la obligación a que se refiere el
párrafo primero, los supuestos de terminación del procedimiento por pacto o convenio, así como los
procedimientos relativos al ejercicio de derechos sometidos únicamente al deber de declaración responsable o
comunicación a la Administración.
2. El plazo máximo en el que debe notificarse la resolución expresa será el fijado por la norma reguladora del
correspondiente procedimiento. Este plazo no podrá exceder de seis meses salvo que una norma con rango de
Ley establezca uno mayor o así venga previsto en el Derecho de la Unión Europea.
3. Cuando las normas reguladoras de los procedimientos no fijen el plazo máximo, éste será de tres meses.
Este plazo y los previstos en el apartado anterior se contarán:

a) En los procedimientos iniciados de oficio, desde la fecha del acuerdo de iniciación.
b) En los iniciados a solicitud del interesado, desde la fecha en que la solicitud haya tenido entrada en el
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registro electrónico de la Administración u Organismo competente para su tramitación.
4. Las Administraciones Públicas deben publicar y mantener actualizadas en el portal web, a efectos
informativos, las relaciones de procedimientos de su competencia, con indicación de los plazos máximos de
duración de los mismos, así como de los efectos que produzca el silencio administrativo. En todo caso, las
Administraciones Públicas informarán a los interesados del plazo máximo establecido para la resolución de
los procedimientos y para la notificación de los actos que les pongan término, así como de los efectos que
pueda producir el silencio administrativo. Dicha mención se incluirá en la notificación o publicación del
acuerdo de iniciación de oficio, o en la comunicación que se dirigirá al efecto al interesado dentro de los diez
días siguientes a la recepción de la solicitud iniciadora del procedimiento en el registro electrónico de la
Administración u Organismo competente para su tramitación. En este último caso, la comunicación indicará
además la fecha en que la solicitud ha sido recibida por el órgano competente.
5. Cuando el número de las solicitudes formuladas o las personas afectadas pudieran suponer un
incumplimiento del plazo máximo de resolución, el órgano competente para resolver, a propuesta razonada
del órgano instructor, o el superior jerárquico del órgano competente para resolver, a propuesta de éste,
podrán habilitar los medios personales y materiales para cumplir con el despacho adecuado y en plazo.
6. El personal al servicio de las Administraciones Públicas que tenga a su cargo el despacho de los asuntos, así
como los titulares de los órganos administrativos competentes para instruir y resolver son directamente
responsables, en el ámbito de sus competencias, del cumplimiento de la obligación legal de dictar resolución
expresa en plazo. El incumplimiento de dicha obligación dará lugar a la exigencia de responsabilidad
disciplinaria, sin perjuicio de la que hubiere lugar de acuerdo con la normativa aplicable.

Artículo 22. Suspensión del plazo máximo para resolver.
1. El transcurso del plazo máximo legal para resolver un procedimiento y notificar la resolución se podrá
suspender en los siguientes casos:

a) Cuando deba requerirse a cualquier interesado para la subsanación de deficiencias o la aportación de
documentos y otros elementos de juicio necesarios, por el tiempo que medie entre la notificación del
requerimiento y su efectivo cumplimiento por el destinatario, o, en su defecto, por el del plazo concedido,
todo ello sin perjuicio de lo previsto en el artículo 68 de la presente Ley.
b) Cuando deba obtenerse un pronunciamiento previo y preceptivo de un órgano de la Unión Europea, por
el tiempo que medie entre la petición, que habrá de comunicarse a los interesados, y la notificación del
pronunciamiento a la Administración instructora, que también deberá serles comunicada.
c) Cuando exista un procedimiento no finalizado en el ámbito de la Unión Europea que condicione
directamente el contenido de la resolución de que se trate, desde que se tenga constancia de su existencia,
lo que deberá ser comunicado a los interesados, hasta que se resuelva, lo que también habrá de ser
notificado.
d) Cuando se soliciten informes preceptivos a un órgano de la misma o distinta Administración, por el
tiempo que medie entre la petición, que deberá comunicarse a los interesados, y la recepción del informe,
que igualmente deberá ser comunicada a los mismos. Este plazo de suspensión no podrá exceder en
ningún caso de tres meses. En caso de no recibirse el informe en el plazo indicado, proseguirá el
procedimiento.
e) Cuando deban realizarse pruebas técnicas o análisis contradictorios o dirimentes propuestos por los
interesados, durante el tiempo necesario para la incorporación de los resultados al expediente.
f) Cuando se inicien negociaciones con vistas a la conclusión de un pacto o convenio en los términos
previstos en el artículo 86 de esta Ley, desde la declaración formal al respecto y hasta la conclusión sin
efecto, en su caso, de las referidas negociaciones, que se constatará mediante declaración formulada por la
Administración o los interesados.
g) Cuando para la resolución del procedimiento sea indispensable la obtención de un previo
pronunciamiento por parte de un órgano jurisdiccional, desde el momento en que se solicita, lo que habrá
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de comunicarse a los interesados, hasta que la Administración tenga constancia del mismo, lo que también
deberá serles comunicado.

2. El transcurso del plazo máximo legal para resolver un procedimiento y notificar la resolución se suspenderá
en los siguientes casos:

a) Cuando una Administración Pública requiera a otra para que anule o revise un acto que entienda que es
ilegal y que constituya la base para el que la primera haya de dictar en el ámbito de sus competencias, en el
supuesto al que se refiere el apartado 5 del artículo 39 de esta Ley, desde que se realiza el requerimiento
hasta que se atienda o, en su caso, se resuelva el recurso interpuesto ante la jurisdicción contencioso
administrativa. Deberá ser comunicado a los interesados tanto la realización del requerimiento, como su
cumplimiento o, en su caso, la resolución del correspondiente recurso contencioso-administrativo.
b) Cuando el órgano competente para resolver decida realizar alguna actuación complementaria de las
previstas en el artículo 87, desde el momento en que se notifique a los interesados el acuerdo motivado del
inicio de las actuaciones hasta que se produzca su terminación.
c) Cuando los interesados promuevan la recusación en cualquier momento de la tramitación de un
procedimiento, desde que ésta se plantee hasta que sea resuelta por el superior jerárquico del recusado.

Artículo 23. Ampliación del plazo máximo para resolver y notificar.
1. Excepcionalmente, cuando se hayan agotado los medios personales y materiales disponibles a los que se
refiere el apartado 5 del artículo 21, el órgano competente para resolver, a propuesta, en su caso, del órgano
instructor o el superior jerárquico del órgano competente para resolver, podrá acordar de manera motivada la
ampliación del plazo máximo de resolución y notificación, no pudiendo ser éste superior al establecido para la
tramitación del procedimiento.
2. Contra el acuerdo que resuelva sobre la ampliación de plazos, que deberá ser notificado a los interesados, no
cabrá recurso alguno.

Artículo 24. Silencio administrativo en procedimientos iniciados a solicitud del interesado.
1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, sin perjuicio de la resolución que la
Administración debe dictar en la forma prevista en el apartado 3 de este artículo, el vencimiento del plazo
máximo sin haberse notificado resolución expresa, legitima al interesado o interesados para entenderla
estimada por silencio administrativo, excepto en los supuestos en los que una norma con rango de ley o una
norma de Derecho de la Unión Europea o de Derecho internacional aplicable en España establezcan lo
contrario. Cuando el procedimiento tenga por objeto el acceso a actividades o su ejercicio, la ley que disponga
el carácter desestimatorio del silencio deberá fundarse en la concurrencia de razones imperiosas de interés
general. El silencio tendrá efecto desestimatorio en los procedimientos relativos al ejercicio del derecho de
petición, a que se refiere el artículo 29 de la Constitución, aquellos cuya estimación tuviera como consecuencia
que se transfirieran al solicitante o a terceros facultades relativas al dominio público o al servicio público,
impliquen el ejercicio de actividades que puedan dañar el medio ambiente y en los procedimientos de
responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas. El sentido del silencio también será
desestimatorio en los procedimientos de impugnación de actos y disposiciones y en los de revisión de oficio
iniciados a solicitud de los interesados. No obstante, cuando el recurso de alzada se haya interpuesto contra la
desestimación por silencio administrativo de una solicitud por el transcurso del plazo, se entenderá estimado
el mismo si, llegado el plazo de resolución, el órgano administrativo competente no dictase y notificase
resolución expresa, siempre que no se refiera a las materias enumeradas en el párrafo anterior de este
apartado.
2. La estimación por silencio administrativo tiene a todos los efectos la consideración de acto administrativo
finalizador del procedimiento. La desestimación por silencio administrativo tiene los solos efectos de permitir
a los interesados la interposición del recurso administrativo o contencioso-administrativo que resulte
procedente.
3. La obligación de dictar resolución expresa a que se refiere el apartado primero del artículo 21 se sujetará al
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siguiente régimen:
a) En los casos de estimación por silencio administrativo, la resolución expresa posterior a la producción
del acto sólo podrá dictarse de ser confirmatoria del mismo.
b) En los casos de desestimación por silencio administrativo, la resolución expresa posterior al
vencimiento del plazo se adoptará por la Administración sin vinculación alguna al sentido del silencio.

4. Los actos administrativos producidos por silencio administrativo se podrán hacer valer tanto ante la
Administración como ante cualquier persona física o jurídica, pública o privada. Los mismos producen efectos
desde el vencimiento del plazo máximo en el que debe dictarse y notificarse la resolución expresa sin que la
misma se haya expedido, y su existencia puede ser acreditada por cualquier medio de prueba admitido en
Derecho, incluido el certificado acreditativo del silencio producido. Este certificado se expedirá de oficio por el
órgano competente para resolver en el plazo de quince días desde que expire el plazo máximo para resolver el
procedimiento. Sin perjuicio de lo anterior, el interesado podrá pedirlo en cualquier momento, computándose
el plazo indicado anteriormente desde el día siguiente a aquél en que la petición tuviese entrada en el registro
electrónico de la Administración u Organismo competente para resolver.

Artículo 25. Falta de resolución expresa en procedimientos iniciados de oficio.
1. En los procedimientos iniciados de oficio, el vencimiento del plazo máximo establecido sin que se haya
dictado y notificado resolución expresa no exime a la Administración del cumplimiento de la obligación legal
de resolver, produciendo los siguientes efectos:

a) En el caso de procedimientos de los que pudiera derivarse el reconocimiento o, en su caso, la
constitución de derechos u otras situaciones jurídicas favorables, los interesados que hubieren
comparecido podrán entender desestimadas sus pretensiones por silencio administrativo.
b) En los procedimientos en que la Administración ejercite potestades sancionadoras o, en general, de
intervención, susceptibles de producir efectos desfavorables o de gravamen, se producirá la caducidad. En
estos casos, la resolución que declare la caducidad ordenará el archivo de las actuaciones, con los efectos
previstos en el artículo 95.

2. En los supuestos en los que el procedimiento se hubiera paralizado por causa imputable al interesado, se
interrumpirá el cómputo del plazo para resolver y notificar la resolución.

Artículo 26. Emisión de documentos por las Administraciones Públicas.
1. Se entiende por documentos públicos administrativos los válidamente emitidos por los órganos de las
Administraciones Públicas. Las Administraciones Públicas emitirán los documentos administrativos por
escrito, a través de medios electrónicos, a menos que su naturaleza exija otra forma más adecuada de
expresión y constancia.
2. Para ser considerados válidos, los documentos electrónicos administrativos deberán:

a) Contener información de cualquier naturaleza archivada en un soporte electrónico según un formato
determinado susceptible de identificación y tratamiento diferenciado.
b) Disponer de los datos de identificación que permitan su individualización, sin perjuicio de su posible
incorporación a un expediente electrónico.
c) Incorporar una referencia temporal del momento en que han sido emitidos.
d) Incorporar los metadatos mínimos exigidos.
e) Incorporar las firmas electrónicas que correspondan de acuerdo con lo previsto en la normativa
aplicable. Se considerarán válidos los documentos electrónicos, que cumpliendo estos requisitos, sean
trasladados a un tercero a través de medios electrónicos.

3. No requerirán de firma electrónica, los documentos electrónicos emitidos por las Administraciones Públicas
que se publiquen con carácter meramente informativo, así como aquellos que no formen parte de un
expediente administrativo. En todo caso, será necesario identificar el origen de estos documentos.

Artículo 27. Validez y eficacia de las copias realizadas por las Administraciones Públicas.

Temario en formato ley · Técnico Administración Especial (Temas Generales) · Cabildo Insular de 53

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



1. Cada Administración Pública determinará los órganos que tengan atribuidas las competencias de
expedición de copias auténticas de los documentos públicos administrativos o privados. Las copias auténticas
de documentos privados surten únicamente efectos administrativos. Las copias auténticas realizadas por una
Administración Pública tendrán validez en las restantes Administraciones. A estos efectos, la Administración
General del Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales podrán realizar copias auténticas
mediante funcionario habilitado o mediante actuación administrativa automatizada. Se deberá mantener
actualizado un registro, u otro sistema equivalente, donde constarán los funcionarios habilitados para la
expedición de copias auténticas que deberán ser plenamente interoperables y estar interconectados con los de
las restantes Administraciones Públicas, a los efectos de comprobar la validez de la citada habilitación. En este
registro o sistema equivalente constarán, al menos, los funcionarios que presten servicios en las oficinas de
asistencia en materia de registros.
2. Tendrán la consideración de copia auténtica de un documento público administrativo o privado las
realizadas, cualquiera que sea su soporte, por los órganos competentes de las Administraciones Públicas en las
que quede garantizada la identidad del órgano que ha realizado la copia y su contenido. Las copias auténticas
tendrán la misma validez y eficacia que los documentos originales.
3. Para garantizar la identidad y contenido de las copias electrónicas o en papel, y por tanto su carácter de
copias auténticas, las Administraciones Públicas deberán ajustarse a lo previsto en el Esquema Nacional de
Interoperabilidad, el Esquema Nacional de Seguridad y sus normas técnicas de desarrollo, así como a las
siguientes reglas:

a) Las copias electrónicas de un documento electrónico original o de una copia electrónica auténtica, con o
sin cambio de formato, deberán incluir los metadatos que acrediten su condición de copia y que se
visualicen al consultar el documento.
b) Las copias electrónicas de documentos en soporte papel o en otro soporte no electrónico susceptible de
digitalización, requerirán que el documento haya sido digitalizado y deberán incluir los metadatos que
acrediten su condición de copia y que se visualicen al consultar el documento. Se entiende por
digitalización, el proceso tecnológico que permite convertir un documento en soporte papel o en otro
soporte no electrónico en un fichero electrónico que contiene la imagen codificada, fiel e íntegra del
documento.
c) Las copias en soporte papel de documentos electrónicos requerirán que en las mismas figure la
condición de copia y contendrán un código generado electrónicamente u otro sistema de verificación, que
permitirá contrastar la autenticidad de la copia mediante el acceso a los archivos electrónicos del órgano u
Organismo público emisor.
d) Las copias en soporte papel de documentos originales emitidos en dicho soporte se proporcionarán
mediante una copia auténtica en papel del documento electrónico que se encuentre en poder de la
Administración o bien mediante una puesta de manifiesto electrónica conteniendo copia auténtica del
documento original. A estos efectos, las Administraciones harán públicos, a través de la sede electrónica
correspondiente, los códigos seguros de verificación u otro sistema de verificación utilizado.

4. Los interesados podrán solicitar, en cualquier momento, la expedición de copias auténticas de los
documentos públicos administrativos que hayan sido válidamente emitidos por las Administraciones Públicas.
La solicitud se dirigirá al órgano que emitió el documento original, debiendo expedirse, salvo las excepciones
derivadas de la aplicación de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, en el plazo de quince días a contar desde la
recepción de la solicitud en el registro electrónico de la Administración u Organismo competente. Asimismo,
las Administraciones Públicas estarán obligadas a expedir copias auténticas electrónicas de cualquier
documento en papel que presenten los interesados y que se vaya a incorporar a un expediente administrativo.
5. Cuando las Administraciones Públicas expidan copias auténticas electrónicas, deberá quedar expresamente
así indicado en el documento de la copia.
6. La expedición de copias auténticas de documentos públicos notariales, registrales y judiciales, así como de
los diarios oficiales, se regirá por su legislación específica.
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Artículo 28. Documentos aportados por los interesados al procedimiento administrativo.
1. Los interesados deberán aportar al procedimiento administrativo los datos y documentos exigidos por las
Administraciones Públicas de acuerdo con lo dispuesto en la normativa aplicable. Asimismo, los interesados
podrán aportar cualquier otro documento que estimen conveniente.
2. Los interesados tienen derecho a no aportar documentos que ya se encuentren en poder de la
Administración actuante o hayan sido elaborados por cualquier otra Administración. La administración
actuante podrá consultar o recabar dichos documentos salvo que el interesado se opusiera a ello. No cabrá la
oposición cuando la aportación del documento se exigiera en el marco del ejercicio de potestades
sancionadoras o de inspección. Las Administraciones Públicas deberán recabar los documentos
electrónicamente a través de sus redes corporativas o mediante consulta a las plataformas de intermediación
de datos u otros sistemas electrónicos habilitados al efecto. Cuando se trate de informes preceptivos ya
elaborados por un órgano administrativo distinto al que tramita el procedimiento, estos deberán ser remitidos
en el plazo de diez días a contar desde su solicitud. Cumplido este plazo, se informará al interesado de que
puede aportar este informe o esperar a su remisión por el órgano competente.
3. Las Administraciones no exigirán a los interesados la presentación de documentos originales, salvo que, con
carácter excepcional, la normativa reguladora aplicable establezca lo contrario. Asimismo, las
Administraciones Públicas no requerirán a los interesados datos o documentos no exigidos por la normativa
reguladora aplicable o que hayan sido aportados anteriormente por el interesado a cualquier Administración.
A estos efectos, el interesado deberá indicar en qué momento y ante qué órgano administrativo presentó los
citados documentos, debiendo las Administraciones Públicas recabarlos electrónicamente a través de sus
redes corporativas o de una consulta a las plataformas de intermediación de datos u otros sistemas
electrónicos habilitados al efecto, salvo que conste en el procedimiento la oposición expresa del interesado o
la ley especial aplicable requiera su consentimiento expreso. Excepcionalmente, si las Administraciones
Públicas no pudieran recabar los citados documentos, podrán solicitar nuevamente al interesado su
aportación.
4. Cuando con carácter excepcional, y de acuerdo con lo previsto en esta Ley, la Administración solicitara al
interesado la presentación de un documento original y éste estuviera en formato papel, el interesado deberá
obtener una copia auténtica, según los requisitos establecidos en el artículo 27, con carácter previo a su
presentación electrónica. La copia electrónica resultante reflejará expresamente esta circunstancia.
5. Excepcionalmente, cuando la relevancia del documento en el procedimiento lo exija o existan dudas
derivadas de la calidad de la copia, las Administraciones podrán solicitar de manera motivada el cotejo de las
copias aportadas por el interesado, para lo que podrán requerir la exhibición del documento o de la
información original.
6. Las copias que aporten los interesados al procedimiento administrativo tendrán eficacia, exclusivamente en
el ámbito de la actividad de las Administraciones Públicas.
7. Los interesados se responsabilizarán de la veracidad de los documentos que presenten. Se modifican los
apartados 2 y 3 por la disposición final 12 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre. Ref. BOE-
A-2018-16673#df-12

CAPÍTULO II Términos y plazos

Artículo 29. Obligatoriedad de términos y plazos.
Los términos y plazos establecidos en ésta u otras leyes obligan a las autoridades y personal al servicio de las
Administraciones Públicas competentes para la tramitación de los asuntos, así como a los interesados en los
mismos.

Artículo 30. Cómputo de plazos.
1. Salvo que por Ley o en el Derecho de la Unión Europea se disponga otro cómputo, cuando los plazos se
señalen por horas, se entiende que éstas son hábiles. Son hábiles todas las horas del día que formen parte de
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un día hábil. Los plazos expresados por horas se contarán de hora en hora y de minuto en minuto desde la
hora y minuto en que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate y no podrán tener una
duración superior a veinticuatro horas, en cuyo caso se expresarán en días.
2. Siempre que por Ley o en el Derecho de la Unión Europea no se exprese otro cómputo, cuando los plazos se
señalen por días, se entiende que éstos son hábiles, excluyéndose del cómputo los sábados, los domingos y los
declarados festivos. Cuando los plazos se hayan señalado por días naturales por declararlo así una ley o por el
Derecho de la Unión Europea, se hará constar esta circunstancia en las correspondientes notificaciones.
3. Los plazos expresados en días se contarán a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar la notificación
o publicación del acto de que se trate, o desde el siguiente a aquel en que se produzca la estimación o la
desestimación por silencio administrativo.
4. Si el plazo se fija en meses o años, éstos se computarán a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar
la notificación o publicación del acto de que se trate, o desde el siguiente a aquel en que se produzca la
estimación o desestimación por silencio administrativo. El plazo concluirá el mismo día en que se produjo la
notificación, publicación o silencio administrativo en el mes o el año de vencimiento. Si en el mes de
vencimiento no hubiera día equivalente a aquel en que comienza el cómputo, se entenderá que el plazo expira
el último día del mes.
5. Cuando el último día del plazo sea inhábil, se entenderá prorrogado al primer día hábil siguiente.
6. Cuando un día fuese hábil en el municipio o Comunidad Autónoma en que residiese el interesado, e inhábil
en la sede del órgano administrativo, o a la inversa, se considerará inhábil en todo caso.
7. La Administración General del Estado y las Administraciones de las Comunidades Autónomas, con sujeción
al calendario laboral oficial, fijarán, en su respectivo ámbito, el calendario de días inhábiles a efectos de
cómputos de plazos. El calendario aprobado por las Comunidades Autónomas comprenderá los días inhábiles
de las Entidades Locales correspondientes a su ámbito territorial, a las que será de aplicación. Dicho
calendario deberá publicarse antes del comienzo de cada año en el diario oficial que corresponda, así como en
otros medios de difusión que garanticen su conocimiento generalizado.
8. La declaración de un día como hábil o inhábil a efectos de cómputo de plazos no determina por sí sola el
funcionamiento de los centros de trabajo de las Administraciones Públicas, la organización del tiempo de
trabajo o el régimen de jornada y horarios de las mismas.

Artículo 31. Cómputo de plazos en los registros.
1. Cada Administración Pública publicará los días y el horario en el que deban permanecer abiertas las
oficinas que prestarán asistencia para la presentación electrónica de documentos, garantizando el derecho de
los interesados a ser asistidos en el uso de medios electrónicos.
2. El registro electrónico de cada Administración u Organismo se regirá a efectos de cómputo de los plazos, por
la fecha y hora oficial de la sede electrónica de acceso, que deberá contar con las medidas de seguridad
necesarias para garantizar su integridad y figurar de modo accesible y visible. El funcionamiento del registro
electrónico se regirá por las siguientes reglas:

a) Permitirá la presentación de documentos todos los días del año durante las veinticuatro horas.
b) A los efectos del cómputo de plazo fijado en días hábiles, y en lo que se refiere al cumplimiento de plazos
por los interesados, la presentación en un día inhábil se entenderá realizada en la primera hora del primer
día hábil siguiente salvo que una norma permita expresamente la recepción en día inhábil. Los
documentos se considerarán presentados por el orden de hora efectiva en el que lo fueron en el día inhábil.
Los documentos presentados en el día inhábil se reputarán anteriores, según el mismo orden, a los que lo
fueran el primer día hábil posterior.
c) El inicio del cómputo de los plazos que hayan de cumplir las Administraciones Públicas vendrá
determinado por la fecha y hora de presentación en el registro electrónico de cada Administración u
Organismo. En todo caso, la fecha y hora efectiva de inicio del cómputo de plazos deberá ser comunicada a
quien presentó el documento.
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3. La sede electrónica del registro de cada Administración Pública u Organismo, determinará, atendiendo al
ámbito territorial en el que ejerce sus competencias el titular de aquélla y al calendario previsto en el artículo
30.7, los días que se considerarán inhábiles a los efectos previstos en este artículo. Este será el único
calendario de días inhábiles que se aplicará a efectos del cómputo de plazos en los registros electrónicos, sin
que resulte de aplicación a los mismos lo dispuesto en el artículo 30.6.

Artículo 32. Ampliación.
1. La Administración, salvo precepto en contrario, podrá conceder de oficio o a petición de los interesados,
una ampliación de los plazos establecidos, que no exceda de la mitad de los mismos, si las circunstancias lo
aconsejan y con ello no se perjudican derechos de tercero. El acuerdo de ampliación deberá ser notificado a
los interesados.
2. La ampliación de los plazos por el tiempo máximo permitido se aplicará en todo caso a los procedimientos
tramitados por las misiones diplomáticas y oficinas consulares, así como a aquellos que, sustanciándose en el
interior, exijan cumplimentar algún trámite en el extranjero o en los que intervengan interesados residentes
fuera de España.
3. Tanto la petición de los interesados como la decisión sobre la ampliación deberán producirse, en todo caso,
antes del vencimiento del plazo de que se trate. En ningún caso podrá ser objeto de ampliación un plazo ya
vencido. Los acuerdos sobre ampliación de plazos o sobre su denegación no serán susceptibles de recurso, sin
perjuicio del procedente contra la resolución que ponga fin al procedimiento.
4. Cuando una incidencia técnica haya imposibilitado el funcionamiento ordinario del sistema o aplicación
que corresponda, y hasta que se solucione el problema, la Administración podrá determinar una ampliación
de los plazos no vencidos, debiendo publicar en la sede electrónica tanto la incidencia técnica acontecida
como la ampliación concreta del plazo no vencido.
5. Cuando como consecuencia de un ciberincidente se hayan visto gravemente afectados los servicios y
sistemas utilizados para la tramitación de los procedimientos y el ejercicio de los derechos de los interesados
que prevé la normativa vigente, la Administración podrá acordar la ampliación general de plazos de los
procedimientos administrativos.
Se añade el apartado 5 por la disposición final 21 del Real Decreto-ley 6/2022, de 29 de marzo. Ref. BOE-A-2022-4972#df-21

Artículo 33. Tramitación de urgencia.
1. Cuando razones de interés público lo aconsejen, se podrá acordar, de oficio o a petición del interesado, la
aplicación al procedimiento de la tramitación de urgencia, por la cual se reducirán a la mitad los plazos
establecidos para el procedimiento ordinario, salvo los relativos a la presentación de solicitudes y recursos.
2. No cabrá recurso alguno contra el acuerdo que declare la aplicación de la tramitación de urgencia al
procedimiento, sin perjuicio del procedente contra la resolución que ponga fin al procedimiento.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 7

1. Según el artículo 16 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, concluido el trámite del registro, ¿en qué plazo serán cursados los documentos?

A) En el plazo de tres días hábiles.

B) En el plazo de cinco días hábiles.

C) Sin dilación.

D) Al día siguiente de su recepción en el registro.
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2. La Ley 39/2015 en su artículo 27, determina que las copias auténticas realizadas por una Administración 
Pública:

A) Surten únicamente efectos administrativos

B) No tendrán ningún efecto administrativo

C) Únicamente tendrán validez en la misma Administración

D) Tendrán validez en las restantes Administraciones

3. LEY 39/2015, DE 1 DE OCTUBRE, DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMÚN DE LAS 
ADMINISTRACIONES PÚBLICAS. LA ADMINISTRACIÓN, EN UN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO, PODRÁ 
ABSTENERSE DE EMITIR RESOLUCIÓN:

A) En el supuesto de que no exista la suficiente previsión legal expresa aplicable al caso.

B) En el supuesto de imposibilidad material de continuar con el procedimiento.

C) En el supuesto de desistimiento del interesado que instó el procedimiento.

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta.

4. Sobre los documentos aportados por los interesados al procedimiento administrativo, el artículo 28 de la 
Ley 39/2015, establece que:

A) Los interesados no estarán obligados a aportar documentos que hayan sido elaborados por cualquier 
Administración, salvo se trate de documentos que tengan carácter facultativo en el procedimiento de que se 
trate.

B) Las Administraciones no exigirán a los interesados la presentación de documentos originales, salvo que, con 
carácter excepcional, la normativa reguladora aplicable establezca lo contrario.

C) De manera ordinaria las Administraciones podrán solicitar el cotejo de las copias aportadas por el interesado, 
para lo que podrán requerir la exhibición del documento o de la información original.

D) Las copias que aporten los interesados al procedimiento administrativo tendrán eficacia en el ámbito de sus 
relaciones con otros particulares.

5. Respecto del lugar de presentación de solicitudes en los procedimientos iniciados a instancia de parte, 
señala la respuesta correcta:

A) Sólo se podrán presentar en el registro del órgano administrativo a que se dirigen

B) Se podrán presentar siempre en cualquier registro de los órganos administrativos de las entidades locales que 
integran la administración local

C) Se podrán presentar en la Oficina de Correos

D) En ningún caso se podrán presentar en el registro de los órganos administrativos que pertenezcan a la 
Administración General del Estado.

6. En todo caso, y acorde a la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas:

A) La persona física no está obligada a relacionarse con la Administración Pública por medios electrónicos

B) Los notarios y registradores de la propiedad y mercantiles no están obligados a relacionarse a través de 
medios electrónicos con las Administraciones Públicas

C) Los empleados de otras Administraciones Públicas para los trámites y actuaciones que realicen con ellas por 
razón de su condición de empleado público, pueden optar en utilizar medios electrónicos o no

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
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7. Entre los lugares previstos en el artículo 16.4 de la Ley 39/2015, en que los interesados pueden presentar 
documentos dirigidos a los órganos de las Administraciones Públicas, no figura:

A) Las oficinas de Correos.

B) Los registros electrónicos de cualquiera de los sujetos a los que se refiere el artículo 2.1 de la Ley 39/2015 de 1 
de octubre.

C) Las representaciones diplomáticas u oficinas consulares en España.

D) Las oficinas de asistencia en materia de registros.

8. Los efectos del silencio administrativo, en materia de recursos administrativos son:

A) La caducidad del expediente.

B) La desestimación del recurso, en todo caso.

C) La estimación del recurso, en todo caso.

D) Ninguna de las respuestas anteriores es exacta.

9. En relación con el registro electrónico y de conformidad con el artículo 31.2 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, indique la incorrecta de 
las siguientes afirmaciones:

A) Permitirá la presentación de documentos todos los días del año durante las veinticuatro horas.

B) A los efectos del cómputo de plazo fijado en días hábiles, y en lo que se refiere al cumplimiento de plazos por 
los interesados, la presentación en un día inhábil se entenderá realizada, en todo caso, en la primera hora del 
primer día hábil siguiente.

C) El inicio del cómputo de los plazos que hayan de cumplir las Administraciones Públicas vendrá determinado 
por la fecha y hora de presentación en el registro electrónico de cada Administración u Organismo.

D) En todo caso, la fecha y hora efectiva de inicio del cómputo de plazos deberá ser comunicada a quien 
presentó el documento.

10. Conforme al artículo 33 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas, ¿se puede presentar algún recurso contra el acuerdo que declare la aplicación 
de la tramitación de urgencia en un procedimiento?

A) Recurso de alzada.

B) Recurso potestativo de reposición.

C) Recurso extraordinario de revisión.

D) No cabrá recurso alguno, sin perjuicio del procedente contra la resolución que ponga fin al procedimiento.

SOLUCIONES 1 C · 2 D · 3 D · 4 B · 5 C · 6 A · 7 C · 8 D · 9 B · 10 D

Te quedan 548 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 7, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 8

Ley 40/2015, de Régimen Jurídico del Sector Público: de los convenios: 
definición y tipo de convenios; contenido de los convenios; extinción 

de los convenios.

Ley 40/2015 régimen jurídico del sector público

LRJSP · BOE-A-2015-10566 · arts. 47 a 53 — 7 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR Disposiciones generales, principios de actuación y funcionamiento del 
sector

CAPÍTULO VI De los convenios

Artículo 47. Definición y tipos de convenios.
1. Son convenios los acuerdos con efectos jurídicos adoptados por las Administraciones Públicas, los
organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes o las Universidades públicas
entre sí o con sujetos de derecho privado para un fin común. No tienen la consideración de convenios, los
Protocolos Generales de Actuación o instrumentos similares que comporten meras declaraciones de intención
de contenido general o que expresen la voluntad de las Administraciones y partes suscriptoras para actuar con
un objetivo común, siempre que no supongan la formalización de compromisos jurídicos concretos y
exigibles. Los convenios no podrán tener por objeto prestaciones propias de los contratos. En tal caso, su
naturaleza y régimen jurídico se ajustará a lo previsto en la legislación de contratos del sector público.
2. Los convenios que suscriban las Administraciones Públicas, los organismos públicos y las entidades de
derecho público vinculados o dependientes y las Universidades públicas, deberán corresponder a alguno de
los siguientes tipos:

a) Convenios interadministrativos firmados entre dos o más Administraciones Públicas, o bien entre dos o
más organismos públicos o entidades de derecho público vinculados o dependientes de distintas
Administraciones públicas, y que podrán incluir la utilización de medios, servicios y recursos de otra
Administración Pública, organismo público o entidad de derecho público vinculado o dependiente, para el
ejercicio de competencias propias o delegadas. Quedan excluidos los convenios interadministrativos
suscritos entre dos o más Comunidades Autónomas para la gestión y prestación de servicios propios de las
mismas, que se regirán en cuanto a sus supuestos, requisitos y términos por lo previsto en sus respectivos
Estatutos de autonomía.
b) Convenios intradministrativos firmados entre organismos públicos y entidades de derecho público
vinculados o dependientes de una misma Administración Pública.
c) Convenios firmados entre una Administración Pública u organismo o entidad de derecho público y un
sujeto de Derecho privado.
d) Convenios no constitutivos ni de Tratado internacional, ni de Acuerdo internacional administrativo, ni
de Acuerdo internacional no normativo, firmados entre las Administraciones Públicas y los órganos,
organismos públicos o entes de un sujeto de Derecho internacional, que estarán sometidos al
ordenamiento jurídico interno que determinen las partes.

Artículo 48. Requisitos de validez y eficacia de los convenios.
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1. Las Administraciones Públicas, sus organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o
dependientes y las Universidades públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, podrán suscribir
convenios con sujetos de derecho público y privado, sin que ello pueda suponer cesión de la titularidad de la
competencia.
2. En el ámbito de la Administración General del Estado y sus organismos públicos y entidades de derecho
público vinculados o dependientes, podrán celebrar convenios los titulares de los Departamentos
Ministeriales y los Presidentes o Directores de las dichas entidades y organismos públicos.
3. La suscripción de convenios deberá mejorar la eficiencia de la gestión pública, facilitar la utilización
conjunta de medios y servicios públicos, contribuir a la realización de actividades de utilidad pública y cumplir
con la legislación de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera.
4. La gestión, justificación y resto de actuaciones relacionadas con los gastos derivados de los convenios que
incluyan compromisos financieros para la Administración Pública o cualquiera de sus organismos públicos o
entidades de derecho público vinculados o dependientes que lo suscriban, así como con los fondos
comprometidos en virtud de dichos convenios, se ajustarán a lo dispuesto en la legislación presupuestaria.
5. Los convenios que incluyan compromisos financieros deberán ser financieramente sostenibles, debiendo
quienes los suscriban tener capacidad para financiar los asumidos durante la vigencia del convenio.
6. Las aportaciones financieras que se comprometan a realizar los firmantes no podrán ser superiores a los
gastos derivados de la ejecución del convenio.
7. Cuando el convenio instrumente una subvención deberá cumplir con lo previsto en la Ley 38/2003, de 17 de
noviembre, General de Subvenciones y en la normativa autonómica de desarrollo que, en su caso, resulte
aplicable. Asimismo, cuando el convenio tenga por objeto la delegación de competencias en una Entidad
Local, deberá cumplir con lo dispuesto en Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local.
8. Los convenios se perfeccionan por la prestación del consentimiento de las partes. Los convenios suscritos
por la Administración General del Estado o alguno de sus organismos públicos o entidades de derecho público
vinculados o dependientes resultarán eficaces una vez inscritos, en el plazo de 5 días hábiles desde su
formalización, en el Registro Electrónico estatal de Órganos e Instrumentos de Cooperación del sector público
estatal, al que se refiere la disposición adicional séptima. Asimismo, serán publicados en el plazo de 10 días
hábiles desde su formalización en el «Boletín Oficial del Estado», sin perjuicio de su publicación facultativa en
el boletín oficial de la comunidad autónoma o de la provincia que corresponda a la otra administración
firmante.
9. Las normas del presente Capítulo no serán de aplicación a las encomiendas de gestión y los acuerdos de
terminación convencional de los procedimientos administrativos.
Se modifica el apartado 8 por la disposición final 2.1 del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17340#df-2

Artículo 49. Contenido de los convenios.
Los convenios a los que se refiere el apartado 1 del artículo anterior deberán incluir, al menos, las siguientes
materias:
a) Sujetos que suscriben el convenio y la capacidad jurídica con que actúa cada una de las partes.
b) La competencia en la que se fundamenta la actuación de la Administración Pública, de los organismos
públicos y las entidades de derecho público vinculados o dependientes de ella o de las Universidades públicas.
c) Objeto del convenio y actuaciones a realizar por cada sujeto para su cumplimiento, indicando, en su caso, la
titularidad de los resultados obtenidos.
d) Obligaciones y compromisos económicos asumidos por cada una de las partes, si los hubiera, indicando su
distribución temporal por anualidades y su imputación concreta al presupuesto correspondiente de acuerdo
con lo previsto en la legislación presupuestaria.
e) Consecuencias aplicables en caso de incumplimiento de las obligaciones y compromisos asumidos por cada
una de las partes y, en su caso, los criterios para determinar la posible indemnización por el incumplimiento.
f) Mecanismos de seguimiento, vigilancia y control de la ejecución del convenio y de los compromisos
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adquiridos por los firmantes. Este mecanismo resolverá los problemas de interpretación y cumplimiento que
puedan plantearse respecto de los convenios.
g) El régimen de modificación del convenio. A falta de regulación expresa la modificación del contenido del
convenio requerirá acuerdo unánime de los firmantes.
h) Plazo de vigencia del convenio teniendo en cuenta las siguientes reglas:

1.º Los convenios deberán tener una duración determinada, que no podrá ser superior a cuatro años, salvo
que normativamente se prevea un plazo superior.
2.º En cualquier momento antes de la finalización del plazo previsto en el apartado anterior, los firmantes
del convenio podrán acordar unánimemente su prórroga por un periodo de hasta cuatro años adicionales o
su extinción. En el caso de convenios suscritos por la Administración General del Estado o alguno de sus
organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes, esta prórroga deberá ser
comunicada al Registro Electrónico estatal de Órganos e Instrumentos de Cooperación al que se refiere la
disposición adicional séptima. Redactado la letra g) conforme a la corrección de errores publicada en BOE
núm. 306, de 23 de diciembre de 2015. Ref. BOE-A-2015-14020

Artículo 50. Trámites preceptivos para la suscripción de convenios y sus efectos.
1. Sin perjuicio de las especialidades que la legislación autonómica pueda prever, será necesario que el
convenio se acompañe de una memoria justificativa donde se analice su necesidad y oportunidad, su impacto
económico, el carácter no contractual de la actividad en cuestión, así como el cumplimiento de lo previsto en
esta Ley.
2. Los convenios que suscriba la Administración General del Estado o sus organismos públicos y entidades de
derecho público vinculados o dependientes se acompañarán además de:

a) El informe de su servicio jurídico, que deberá emitirse en un plazo máximo de siete días hábiles desde su
solicitud, transcurridos los cuales se continuará la tramitación. En todo caso, dicho informe deberá
emitirse e incorporarse al expediente antes de proceder al perfeccionamiento del convenio. No será
necesario solicitar este informe cuando el convenio se ajuste a un modelo normalizado informado
previamente por el servicio jurídico que corresponda.
b) Cualquier otro informe preceptivo que establezca la normativa aplicable, que deberá emitirse en un
plazo máximo de siete días hábiles desde su solicitud, transcurridos los cuales se continuará la tramitación.
En cualquier caso, deberán emitirse e incorporarse al expediente todos los informes preceptivos antes de
proceder al perfeccionamiento del convenio.
c) La autorización previa del Ministerio de Hacienda y Función Pública para su firma, modificación,
prórroga y resolución por mutuo acuerdo entre las partes, que deberá emitirse en un plazo máximo de siete
días hábiles desde la solicitud, transcurridos los cuales se continuará la tramitación. En todo caso dicha
autorización deberá emitirse e incorporarse al expediente antes de proceder al perfeccionamiento del
convenio. Cuando el convenio a suscribir esté excepcionado de la autorización a la que se refiere el párrafo
anterior, también lo estará del informe del Ministerio de Política Territorial. No obstante, en todo caso, será
preceptivo el informe del Ministerio de Política Territorial, respecto de los convenios que se suscriban
entre la Administración General del Estado y sus organismos públicos y entidades de derecho público
vinculados o dependientes, con las Comunidades Autónomas o con Entidades Locales o con sus
organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes, en los casos siguientes: 1.
Convenios cuyo objeto sea la cesión o adquisición de la titularidad de infraestructuras por la
Administración General del Estado. 2. Convenios que tengan por objeto la creación de consorcios previstos
en el artículo 123 de esta ley.
d) Cuando los convenios plurianuales suscritos entre Administraciones Públicas incluyan aportaciones de
fondos por parte del Estado para financiar actuaciones a ejecutar exclusivamente por parte de otra
Administración Pública y el Estado asuma, en el ámbito de sus competencias, los compromisos frente a
terceros, la aportación del Estado de anualidades futuras estará condicionada a la existencia de crédito en

Temario en formato ley · Técnico Administración Especial (Temas Generales) · Cabildo Insular de 62

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



los correspondientes presupuestos.
e) Los convenios interadministrativos suscritos con las Comunidades Autónomas serán remitidos al Senado
por el Ministerio de Política Territorial.

Se modifica el apartado 2 por la disposición final 27.1 de la Ley 22/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21653#df-27

Se modifica el apartado 2 por la disposición final 2.2 del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17340#df-2

Artículo 51. Extinción de los convenios.
1. Los convenios se extinguen por el cumplimiento de las actuaciones que constituyen su objeto o por incurrir
en causa de resolución.
2. Son causas de resolución:

a) El transcurso del plazo de vigencia del convenio sin haberse acordado la prórroga del mismo.
b) El acuerdo unánime de todos los firmantes.
c) El incumplimiento de las obligaciones y compromisos asumidos por parte de alguno de los firmantes. En
este caso, cualquiera de las partes podrá notificar a la parte incumplidora un requerimiento para que
cumpla en un determinado plazo con las obligaciones o compromisos que se consideran incumplidos. Este
requerimiento será comunicado al responsable del mecanismo de seguimiento, vigilancia y control de la
ejecución del convenio y a las demás partes firmantes. Si trascurrido el plazo indicado en el requerimiento
persistiera el incumplimiento, la parte que lo dirigió notificará a las partes firmantes la concurrencia de la
causa de resolución y se entenderá resuelto el convenio. La resolución del convenio por esta causa podrá
conllevar la indemnización de los perjuicios causados si así se hubiera previsto.
d) Por decisión judicial declaratoria de la nulidad del convenio.
e) Por cualquier otra causa distinta de las anteriores prevista en el convenio o en otras leyes.

Artículo 52. Efectos de la resolución de los convenios.
1. El cumplimiento y la resolución de los convenios dará lugar a la liquidación de los mismos con el objeto de
determinar las obligaciones y compromisos de cada una de las partes.
2. En el supuesto de convenios de los que deriven compromisos financieros, se entenderán cumplidos cuando
su objeto se haya realizado en los términos y a satisfacción de ambas partes, de acuerdo con sus respectivas
competencias, teniendo en cuenta las siguientes reglas:

a) Si de la liquidación resultara que el importe de las actuaciones ejecutadas por alguna de las partes fuera
inferior a los fondos que la misma hubiera recibido del resto de partes del convenio para financiar dicha
ejecución, aquella deberá reintegrar a estas el exceso que corresponda a cada una, en el plazo máximo de
un mes desde que se hubiera aprobado la liquidación. Transcurrido el plazo máximo de un mes,
mencionado en el párrafo anterior , sin que se haya producido el reintegro, se deberá abonar a dichas
partes, también en el plazo de un mes a contar desde ese momento , el interés de demora aplicable al
citado reintegro, que será en todo caso el que resulte de las disposiciones de carácter general reguladoras
del gasto público y de la actividad económico-financiera del sector público.
b) Si fuera superior, el resto de partes del convenio, en el plazo de un mes desde la aprobación de la
liquidación , deberá abonar a la parte de que se trate la diferencia que corresponda a cada una de ellas, con
el límite máximo de las cantidades que cada una de ellas se hubiera comprometido a aportar en virtud del
convenio. En ningún caso las partes del convenio tendrán derecho a exigir al resto cuantía alguna que
supere los citados límites máximos. Téngase en cuenta que se declaran contrarios al orden constitucional
de competencias, en los términos del fundamento jurídico 8.b), los incisos destacados del apartado 2, por
Sentencia del TC 132/2018, de 13 de diciembre. Ref. BOE-A-2019-457 3. No obstante lo anterior, si cuando
concurra cualquiera de las causas de resolución del convenio existen actuaciones en curso de ejecución, las
partes, a propuesta de la comisión de seguimiento, vigilancia y control del convenio o, en su defecto, del
responsable del mecanismo a que hace referencia la letra f) del artículo 49, podrán acordar la continuación
y finalización de las actuaciones en curso que consideren oportunas, estableciendo un plazo improrrogable
para su finalización, transcurrido el cual deberá realizarse la liquidación de las mismas en los términos
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establecidos en el apartado anterior. Se declaran contrarios al orden constitucional de competencias, en los
términos del fundamento jurídico 8.b), los incisos destacados del apartado 2, por Sentencia del TC
132/2018, de 13 de diciembre. Ref. BOE-A-2019-457

Artículo 53. Remisión de convenios al Tribunal de Cuentas.
1. Dentro de los tres meses siguientes a la suscripción de cualquier convenio cuyos compromisos económicos
asumidos superen los 600.000 euros, estos deberán remitirse electrónicamente al Tribunal de Cuentas u
órgano externo de fiscalización de la Comunidad Autónoma, según corresponda.
2. Igualmente se comunicarán al Tribunal de Cuentas u órgano externo de fiscalización de la Comunidad
Autónoma, según corresponda, las modificaciones, prórrogas o variaciones de plazos, alteración de los
importes de los compromisos económicos asumidos y la extinción de los convenios indicados.
3. Lo dispuesto en los apartados anteriores se entenderá sin perjuicio de las facultades del Tribunal de Cuentas
o, en su caso, de los correspondientes órganos de fiscalización externos de las Comunidades Autónomas, para
reclamar cuantos datos, documentos y antecedentes estime pertinentes con relación a los contratos de
cualquier naturaleza y cuantía.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 8

1. En relación con el plazo de vigencia de los convenios suscritos por las Administraciones Públicas, indique 
la respuesta correcta:

A) Deberá tener una duración determinada, que no podrá ser superior a tres años.

B) En cualquier momento antes de la finalización, los firmantes del convenio podrán acordar unánimemente su 
prórroga por un periodo de hasta dos años adicionales o su extinción.

C) No cabe la posibilidad de prorrogar un acuerdo con implicaciones económicas prestablecidas.

D) Deberá tener una duración determinada, que no podrá ser superior a cuatro años, salvo que normativamente 
se prevea un plazo superior.

2. Cuando el convenio tenga por objeto la delegación de competencias de una Entidad Local:

A) Deberá cumplir con lo dispuesto en la Directiva de la Unión Europea 2019/1937.

B) Deberá cumplir con lo dispuesto en la Ley de Funcionarios Civiles del Estado 315/1964.

C) Deberá cumplir con lo dispuesto en la Ley Orgánica de Libertad Sindical 11/1985.

D) Deberá cumplir con lo dispuesto en la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local.

3. De acuerdo con la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, y en relación con 
los convenios administrativos, cuál de las siguientes respuestas no es correcta:

A) Los convenios se perfeccionan por la prestación del consentimiento de las partes.

B) Los convenios deben contener, entre otros, los compromisos económicos a que están obligadas cada una de 
las partes.

C) Los convenios deben contener, entre otros, el plazo de vigencia, los sujetos que suscriben el convenio y la 
capacidad jurídica con la que actúa cada una de las partes.

D) Dentro de los cuatro meses siguientes a la suscripción de cualquier convenio, cuyos compromisos 
económicos asumidos superen los 600.000 euros, deberán remitirse electrónicamente al Tribunal de Cuentas u 
órgano externo de fiscalización de la Comunidad Autónoma, según corresponda.

Temario en formato ley · Técnico Administración Especial (Temas Generales) · Cabildo Insular de 64

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



4. En virtud de lo dispuesto en el artículo 48 de la LRJSP ¿cómo se perfeccionan los convenios?

A) Por la firma del convenio.

B) Por la prestación del consentimiento de las partes.

C) Por la publicación en el Boletín Oficial del Estado.

D) Por la publicación en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha.

5. Según el artículo 48, de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, del Régimen Jurídico del Sector Público, los 
convenios se perfeccionan por:

A) La firma del convenio por las partes.

B) El cumplimiento del convenio por las partes.

C) La prestación del consentimiento de las partes.

D) La publicación del convenio.

6. Los convenios que suscriban las Administraciones Públicas, los organismos públicos y las entidades de 
derecho público vinculados o dependientes y las Universidades públicas, según la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, deberán corresponder a alguno de los siguientes tipos:

A) Convenios interadministrativos firmados entre dos o más Administraciones Públicas o bien entre dos o más 
Comunidades Autónomas para la gestión y prestación de servicios propios de las mismas.

B) Convenios intradministrativos firmados entre organismos públicos y entidades de derecho privado 
vinculados o dependientes de una misma Administración Pública.

C) Convenios firmados entre una Administración Pública u organismo o entidad de derecho público y un sujeto 
de Derecho privado.

D) Convenios no constitutivos de Tratado internacional, de Acuerdo internacional administrativo, de Acuerdo 
internacional normativo, firmados entre las Administraciones Públicas y los órganos, organismos públicos o 
privados y entes de un sujeto de Derecho internacional.

7. Según el artículo 47 Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público:

A) Son convenios los acuerdos con efectos jurídicos adoptados por las Administraciones Públicas.

B) Son convenios los Protocolos Generales de Actuación o instrumentos similares que comporten meras 
declaraciones de intención.

C) Los convenios podrán tener por objeto prestaciones propias de los contratos, en cuyo caso se ajustarán a lo 
previsto en la legislación de contratos del sector público.

D) Todas son correctas.

8. De las causas de extinción de un convenio entre el Ayuntamiento y una Asociación Cultural del municipio, 
cuál no es correcta

A) Decisión unilateral de la Administración

B) Finalización del plazo de vigencia del convenio sin acuerdo de prórroga

C) Decisión judicial declaratoria de la nulidad del convenio

D) Incumplimiento de las obligaciones por parte de alguno de los firmantes

9. ¿Puede formalizarse válidamente un Convenio entre un Consorcio Administrativo y un sujeto de derecho 
privado?

A) No

B) Sí.

C) Sólo si las Administraciones Públicas consorciadas tienen naturaleza institucional.

D) Sólo si las Administraciones Locales consorciadas están constituidas en una mancomunidad de municipios.
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10. Los conflictos de atribuciones que surjan entre órganos de la misma Corporación Local se resolverán por:

A) El Pleno o el Presidente de la Corporación.

B) Por el Pleno, en todo caso.

C) Por la Junta de Gobierno Local.

D) Por la Asesoría Jurídica de la Corporación.

SOLUCIONES 1 D · 2 D · 3 D · 4 B · 5 C · 6 C · 7 A · 8 A · 9 B · 10 A

Te quedan 10 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 8, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 9

Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del sector público: 
las relaciones interadministrativas. Principios de las relaciones 

interadministrativas. Deber de colaboración entre las 
administraciones públicas. Técnicas de colaboración. Cooperación 

entre administraciones públicas. Técnicas de cooperación.

Ley 40/2015 régimen jurídico del sector público

LRJSP · BOE-A-2015-10566 · arts. 140 a 154 — 15 incluidos

TÍTULO III Relaciones interadministrativas

CAPÍTULO I Principios generales de las relaciones interadministrativas

Artículo 140. Principios de las relaciones interadministrativas.
1. Las diferentes Administraciones Públicas actúan y se relacionan con otras Administraciones y entidades u
organismos vinculados o dependientes de éstas de acuerdo con los siguientes principios:

a) Lealtad institucional.
b) Adecuación al orden de distribución de competencias establecido en la Constitución y en los Estatutos de
Autonomía y en la normativa del régimen local.
c) Colaboración, entendido como el deber de actuar con el resto de Administraciones Públicas para el logro
de fines comunes.
d) Cooperación, cuando dos o más Administraciones Públicas, de manera voluntaria y en ejercicio de sus
competencias, asumen compromisos específicos en aras de una acción común.
e) Coordinación, en virtud del cual una Administración Pública y, singularmente, la Administración
General del Estado, tiene la obligación de garantizar la coherencia de las actuaciones de las diferentes
Administraciones Públicas afectadas por una misma materia para la consecución de un resultado común,
cuando así lo prevé la Constitución y el resto del ordenamiento jurídico.
f) Eficiencia en la gestión de los recursos públicos, compartiendo el uso de recursos comunes, salvo que no
resulte posible o se justifique en términos de su mejor aprovechamiento.
g) Responsabilidad de cada Administración Pública en el cumplimiento de sus obligaciones y compromisos.
h) Garantía e igualdad en el ejercicio de los derechos de todos los ciudadanos en sus relaciones con las
diferentes Administraciones.
i) Solidaridad interterritorial de acuerdo con la Constitución.

2. En lo no previsto en el presente Título, las relaciones entre la Administración General del Estado o las
Administraciones de las Comunidades Autónomas con las Entidades que integran la Administración Local se
regirán por la legislación básica en materia de régimen local.

CAPÍTULO II Deber de colaboración

Artículo 141. Deber de colaboración entre las Administraciones Públicas.
1. Las Administraciones Públicas deberán:

a) Respetar el ejercicio legítimo por las otras Administraciones de sus competencias.
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b) Ponderar, en el ejercicio de las competencias propias, la totalidad de los intereses públicos implicados y,
en concreto, aquellos cuya gestión esté encomendada a las otras Administraciones.
c) Facilitar a las otras Administraciones la información que precisen sobre la actividad que desarrollen en
el ejercicio de sus propias competencias o que sea necesaria para que los ciudadanos puedan acceder de
forma integral a la información relativa a una materia.
d) Prestar, en el ámbito propio, la asistencia que las otras Administraciones pudieran solicitar para el eficaz
ejercicio de sus competencias.
e) Cumplir con las obligaciones concretas derivadas del deber de colaboración y las restantes que se
establezcan normativamente.

2. La asistencia y colaboración requerida sólo podrá negarse cuando el organismo público o la entidad del que
se solicita no esté facultado para prestarla de acuerdo con lo previsto en su normativa específica, no disponga
de medios suficientes para ello o cuando, de hacerlo, causara un perjuicio grave a los intereses cuya tutela
tiene encomendada o al cumplimiento de sus propias funciones o cuando la información solicitada tenga
carácter confidencial o reservado. La negativa a prestar la asistencia se comunicará motivadamente a la
Administración solicitante.
3. La Administración General del Estado, las de las Comunidades Autónomas y las de las Entidades Locales
deberán colaborar y auxiliarse para la ejecución de sus actos que hayan de realizarse o tengan efectos fuera de
sus respectivos ámbitos territoriales. Los posibles costes que pueda generar el deber de colaboración podrán
ser repercutidos cuando así se acuerde.

Artículo 142. Técnicas de colaboración.
Las obligaciones que se derivan del deber de colaboración se harán efectivas a través de las siguientes técnicas:
a) El suministro de información, datos, documentos o medios probatorios que se hallen a disposición del
organismo público o la entidad al que se dirige la solicitud y que la Administración solicitante precise disponer
para el ejercicio de sus competencias.
b) La colaboración a fin de proporcionar la inclusión en un sistema integrado de información de las
respectivas áreas personalizadas o carpetas ciudadanas, o determinadas funcionalidades de las mismas, de
forma que el interesado pueda acceder a sus contenidos, notificaciones o funcionalidades mediante
procedimientos seguros que garanticen la integridad y confidencialidad de los datos de carácter personal,
independientemente de cuál haya sido el punto de acceso.
c) El desarrollo de la Plataforma Digital de Colaboración entre las Administraciones Públicas como
instrumento destinado a facilitar las relaciones y el soporte electrónico de los órganos integrantes del sistema
de Conferencias Sectoriales y en general de los órganos de cooperación, así como de otras de plataformas
comunes para el intercambio de datos en el ámbito de todas las administraciones públicas.
d) La creación y mantenimiento de sistemas integrados de información administrativa con el fin de disponer
de datos actualizados, completos y permanentes referentes a los diferentes ámbitos de actividad
administrativa en todo el territorio nacional.
e) El deber de asistencia y auxilio, para atender las solicitudes formuladas por otras Administraciones para el
mejor ejercicio de sus competencias, en especial cuando los efectos de su actividad administrativa se
extiendan fuera de su ámbito territorial.
f) Cualquier otra prevista en una Ley.
Se modifica por la disposición final 22.1 del Real Decreto-ley 6/2022, de 29 de marzo. Ref. BOE-A-2022-4972#df-22

CAPÍTULO III Relaciones de cooperación

Sección 1.ª Técnicas de cooperación

Artículo 143. Cooperación entre Administraciones Públicas.
1. Las Administraciones cooperarán al servicio del interés general y podrán acordar de manera voluntaria la
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forma de ejercer sus respectivas competencias que mejor sirva a este principio.
2. La formalización de relaciones de cooperación requerirá la aceptación expresa de las partes, formulada en
acuerdos de órganos de cooperación o en convenios.

Artículo 144. Técnicas de Cooperación.
1. Se podrá dar cumplimiento al principio de cooperación de acuerdo con las técnicas que las
Administraciones interesadas estimen más adecuadas, como pueden ser:

a) La participación en órganos de cooperación, con el fin de deliberar y, en su caso, acordar medidas en
materias sobre las que tengan competencias diferentes Administraciones Públicas.
b) La participación en órganos consultivos de otras Administraciones Públicas.
c) La participación de una Administración Pública en organismos públicos o entidades dependientes o
vinculados a otra Administración diferente.
d) La prestación de medios materiales, económicos o personales a otras Administraciones Públicas.
e) La cooperación interadministrativa para la aplicación coordinada de la normativa reguladora de una
determinada materia.
f) La emisión de informes no preceptivos con el fin de que las diferentes Administraciones expresen su
criterio sobre propuestas o actuaciones que incidan en sus competencias.
g) Las actuaciones de cooperación en materia patrimonial, incluidos los cambios de titularidad y la cesión
de bienes, previstas en la legislación patrimonial.
h) Cualquier otra prevista en la Ley.

2. En los convenios y acuerdos en los que se formalice la cooperación se preverán las condiciones y
compromisos que asumen las partes que los suscriben.
3. Cada Administración Pública mantendrá actualizado un registro electrónico de los órganos de cooperación
en los que participe y de convenios que haya suscrito.

Sección 2.ª Técnicas orgánicas de cooperación

Artículo 145. Órganos de cooperación.
1. Los órganos de cooperación son órganos de composición multilateral o bilateral, de ámbito general o
especial, constituidos por representantes de la Administración General del Estado, de las Administraciones de
las Comunidades o Ciudades de Ceuta y Melilla o, en su caso, de las Entidades Locales, para acordar
voluntariamente actuaciones que mejoren el ejercicio de las competencias que cada Administración Pública
tiene.
2. Los órganos de cooperación se regirán por lo dispuesto en esta Ley y por las disposiciones específicas que
les sean de aplicación.
3. Los órganos de cooperación entre distintas Administraciones Públicas en los que participe la
Administración General del Estado, deberán inscribirse en el Registro estatal de Órganos e Instrumentos de
Cooperación para que resulte válida su sesión constitutiva.
4. Los órganos de cooperación, salvo oposición por alguna de las partes, podrán adoptar acuerdos a través de
un procedimiento simplificado y por suscripción sucesiva de las partes, por cualquiera de las formas
admitidas en Derecho, en los términos que se establezcan de común acuerdo.

Artículo 146. Conferencia de Presidentes.
1. La Conferencia de Presidentes es un órgano de cooperación multilateral entre el Gobierno de la Nación y los
respectivos Gobiernos de las Comunidades Autónomas y está formada por el Presidente del Gobierno, que la
preside, y por los Presidentes de las Comunidades Autónomas y de las Ciudades de Ceuta y Melilla.
2. La Conferencia de Presidentes tiene por objeto la deliberación de asuntos y la adopción de acuerdos de
interés para el Estado y las Comunidades Autónomas, estando asistida para la preparación de sus reuniones
por un Comité preparatorio del que forman parte un Ministro del Gobierno, que lo preside, y un Consejero de
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cada Comunidad Autónoma.

Artículo 147. Conferencias Sectoriales.
1. La Conferencia Sectorial es un órgano de cooperación, de composición multilateral y ámbito sectorial
determinado, que reúne, como Presidente, al miembro del Gobierno que, en representación de la
Administración General del Estado, resulte competente por razón de la materia, y a los correspondientes
miembros de los Consejos de Gobierno, en representación de las Comunidades Autónomas y de las Ciudades
de Ceuta y Melilla.
2. Las Conferencias Sectoriales, u órganos sometidos a su régimen jurídico con otra denominación, habrán de
inscribirse en el Registro Electrónico estatal de Órganos e Instrumentos de Cooperación para su válida
constitución.
3. Cada Conferencia Sectorial dispondrá de un reglamento de organización y funcionamiento interno
aprobado por sus miembros.

Artículo 148. Funciones de las Conferencias Sectoriales.
1. Las Conferencias Sectoriales pueden ejercer funciones consultivas, decisorias o de coordinación orientadas
a alcanzar acuerdos sobre materias comunes.
2. En particular, las Conferencias Sectoriales ejercerán, entre otras, las siguientes funciones:

a) Ser informadas sobre los anteproyectos de leyes y los proyectos de reglamentos del Gobierno de la
Nación o de los Consejos de Gobierno de las Comunidades Autónomas cuando afecten de manera directa al
ámbito competencial de las otras Administraciones Públicas o cuando así esté previsto en la normativa
sectorial aplicable, bien a través de su pleno o bien a través de la comisión o el grupo de trabajo mandatado
al efecto.
b) Establecer planes específicos de cooperación entre Comunidades Autónomas en la materia sectorial
correspondiente, procurando la supresión de duplicidades, y la consecución de una mejor eficiencia de los
servicios públicos.
c) Intercambiar información sobre las actuaciones programadas por las distintas Administraciones
Públicas, en ejercicio de sus competencias, y que puedan afectar a las otras Administraciones.
d) Establecer mecanismos de intercambio de información, especialmente de contenido estadístico.
e) Acordar la organización interna de la Conferencia Sectorial y de su método de trabajo.
f) Fijar los criterios objetivos que sirvan de base para la distribución territorial de los créditos
presupuestarios, así como su distribución al comienzo del ejercicio económico, de acuerdo con lo previsto
en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre.

Artículo 149. Convocatoria de las reuniones de las Conferencias Sectoriales.
1. Corresponde al Ministro que presida la Conferencia Sectorial acordar la convocatoria de las reuniones por
iniciativa propia, al menos una vez al año, o cuando lo soliciten, al menos, la tercera parte de sus miembros.
En este último caso, la solicitud deberá incluir la propuesta de orden del día.
2. La convocatoria, que deberá acompañarse de los documentos necesarios con la suficiente antelación,
deberá contener el orden del día previsto para cada sesión, sin que puedan examinarse asuntos que no figuren
en el mismo, salvo que todos los miembros de la Conferencia Sectorial manifiesten su conformidad. El orden
del día de cada reunión será propuesto por el Presidente y deberá especificar el carácter consultivo, decisorio
o de coordinación de cada uno de los asuntos a tratar.
3. Cuando la conferencia sectorial hubiera de reunirse con el objeto exclusivo de informar un proyecto
normativo, la convocatoria, la constitución y adopción de acuerdos podrá efectuarse por medios electrónicos,
telefónicos o audiovisuales, que garanticen la intercomunicación entre ellos y la unidad de acto, tales como la
videoconferencia o el correo electrónico, entendiéndose los acuerdos adoptados en el lugar donde esté la
presidencia, de acuerdo con el procedimiento que se establezca en el reglamento de funcionamiento interno
de la conferencia sectorial. De conformidad con lo previsto en este apartado la elaboración y remisión de actas
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podrá realizarse a través de medios electrónicos.

Artículo 150. Secretaría de las Conferencias Sectoriales.
1. Cada Conferencia Sectorial tendrá un secretario que será designado por el Presidente de la Conferencia
Sectorial.
2. Corresponde al secretario de la Conferencia Sectorial, al menos, las siguientes funciones:

a) Preparar las reuniones y asistir a ellas con voz pero sin voto.
b) Efectuar la convocatoria de las sesiones de la Conferencia Sectorial por orden del Presidente.
c) Recibir los actos de comunicación de los miembros de la Conferencia Sectorial y, por tanto, las
notificaciones, peticiones de datos, rectificaciones o cualquiera otra clase de escritos de los que deba tener
conocimiento.
d) Redactar y autorizar las actas de las sesiones.
e) Expedir certificaciones de las consultas, recomendaciones y acuerdos aprobados y custodiar la
documentación generada con motivo de la celebración de sus reuniones.
f) Cuantas otras funciones sean inherentes a su condición de secretario.

Artículo 151. Clases de decisiones de la Conferencia Sectorial.
1. La adopción de decisiones requerirá la previa votación de los miembros de la Conferencia Sectorial. Esta
votación se producirá por la representación que cada Administración Pública tenga y no por los distintos
miembros de cada una de ellas.
2. Las decisiones que adopte la Conferencia Sectorial podrán revestir la forma de:

a) Acuerdo: supone un compromiso de actuación en el ejercicio de las respectivas competencias. Son de
obligado cumplimiento y directamente exigibles de acuerdo con lo previsto en la Ley 29/1998, de 13 de
julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, salvo para quienes hayan votado en contra
mientras no decidan suscribirlos con posterioridad. El acuerdo será certificado en acta. Cuando la
Administración General del Estado ejerza funciones de coordinación, de acuerdo con el orden
constitucional de distribución de competencias del ámbito material respectivo, el Acuerdo que se adopte en
la Conferencia Sectorial, y en el que se incluirán los votos particulares que se hayan formulado, será de
obligado cumplimiento para todas las Administraciones Públicas integrantes de la Conferencia Sectorial,
con independencia del sentido de su voto, siendo exigibles conforme a lo establecido en la Ley 29/1998, de
13 de julio. El acuerdo será certificado en acta. Las Conferencias Sectoriales podrán adoptar planes
conjuntos, de carácter multilateral, entre la Administración General del Estado y la de las Comunidades
Autónomas, para comprometer actuaciones conjuntas para la consecución de los objetivos comunes, que
tendrán la naturaleza de Acuerdo de la conferencia sectorial y se publicarán en el «Boletín Oficial del
Estado». El acuerdo aprobatorio de los planes deberá especificar, según su naturaleza, los siguientes
elementos, de acuerdo con lo previsto en la legislación presupuestaria:

1.º Los objetivos de interés común a cumplir.
2.º Las actuaciones a desarrollar por cada Administración.
3.º Las aportaciones de medios personales y materiales de cada Administración.
4.º Los compromisos de aportación de recursos financieros.
5.º La duración, así como los mecanismos de seguimiento, evaluación y modificación.

b) Recomendación: tiene como finalidad expresar la opinión de la Conferencia Sectorial sobre un asunto
que se somete a su consulta. Los miembros de la Conferencia Sectorial se comprometen a orientar su
actuación en esa materia de conformidad con lo previsto en la Recomendación salvo quienes hayan votado
en contra mientras no decidan suscribirla con posterioridad. Si algún miembro se aparta de la
Recomendación, deberá motivarlo e incorporar dicha justificación en el correspondiente expediente.

Artículo 152. Comisiones Sectoriales y Grupos de trabajo.
1. La Comisión Sectorial es el órgano de trabajo y apoyo de carácter general de la Conferencia Sectorial,
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estando constituida por el Secretario de Estado u órgano superior de la Administración General del Estado
designado al efecto por el Ministro correspondiente, que la presidirá, y un representante de cada Comunidad
Autónoma, así como un representante de la Ciudad de Ceuta y de la Ciudad Melilla. El ejercicio de las
funciones propias de la secretaría de la Comisión Sectorial corresponderá a un funcionario del Ministerio
correspondiente. Si así se prevé en el reglamento interno de funcionamiento de la Conferencia Sectorial, las
comisiones sectoriales y grupos de trabajo podrán funcionar de forma electrónica o por medios telefónicos o
audiovisuales, que garanticen la intercomunicación entre ellos y la unidad de acto, tales como la
videoconferencia o el correo electrónico, entendiendo los acuerdos adoptados en el lugar donde esté la
presidencia, de acuerdo con el procedimiento que se establezca en el reglamento de funcionamiento interno
de la Conferencia Sectorial.
2. La Comisión Sectorial ejercerá las siguientes funciones:

a) La preparación de las reuniones de la Conferencia Sectorial, para lo que tratará los asuntos incluidos en
el orden del día de la convocatoria.
b) El seguimiento de los acuerdos adoptados por la Conferencia Sectorial.
c) El seguimiento y evaluación de los Grupos de trabajo constituidos.
d) Cualquier otra que le encomiende la Conferencia Sectorial.

3. Las Conferencias Sectoriales podrán crear Grupos de trabajo, de carácter permanente o temporal, formados
por Directores Generales, Subdirectores Generales o equivalentes de las diferentes Administraciones Públicas
que formen parte de dicha Conferencia, para llevar a cabo las tareas técnicas que les asigne la Conferencia
Sectorial o la Comisión Sectorial. A estos grupos de trabajo podrán ser invitados expertos de reconocido
prestigio en la materia a tratar. El director del Grupo de trabajo, que será un representante de la
Administración General del Estado, podrá solicitar con el voto favorable de la mayoría de sus miembros, la
participación en el mismo de las organizaciones representativas de intereses afectados, con el fin de recabar
propuestas o formular consultas.

Artículo 153. Comisiones Bilaterales de Cooperación.
1. Las Comisiones Bilaterales de Cooperación son órganos de cooperación de composición bilateral que
reúnen, por un número igual de representantes, a miembros del Gobierno, en representación de la
Administración General del Estado, y miembros del Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma o
representantes de la Ciudad de Ceuta o de la Ciudad de Melilla.
2. Las Comisiones Bilaterales de Cooperación ejercen funciones de consulta y adopción de acuerdos que
tengan por objeto la mejora de la coordinación entre las respectivas Administraciones en asuntos que afecten
de forma singular a la Comunidad Autónoma, a la Ciudad de Ceuta o a la Ciudad de Melilla.
3. Para el desarrollo de su actividad, las Comisiones Bilaterales de Cooperación podrán crear Grupos de trabajo
y podrán convocarse y adoptar acuerdos por videoconferencia o por medios electrónicos.
4. Las decisiones adoptadas por las Comisiones Bilaterales de Cooperación revestirán la forma de Acuerdos y
serán de obligado cumplimiento, cuando así se prevea expresamente, para las dos Administraciones que lo
suscriban y en ese caso serán exigibles conforme a lo establecido en la Ley 29/1998, de 13 de julio. El acuerdo
será certificado en acta.
5. Lo previsto en este artículo será de aplicación sin perjuicio de las peculiaridades que, de acuerdo con las
finalidades básicas previstas, se establezcan en los Estatutos de Autonomía en materia de organización y
funciones de las comisiones bilaterales.

Artículo 154. Comisiones Territoriales de Coordinación.
1. Cuando la proximidad territorial o la concurrencia de funciones administrativas así lo requiera, podrán
crearse Comisiones Territoriales de Coordinación, de composición multilateral, entre Administraciones cuyos
territorios sean coincidentes o limítrofes, para mejorar la coordinación de la prestación de servicios, prevenir
duplicidades y mejorar la eficiencia y calidad de los servicios. En función de las Administraciones afectadas
por razón de la materia, estas Comisiones podrán estar formadas por:
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a) Representantes de la Administración General del Estado y representantes de las Entidades Locales.
b) Representantes de las Comunidades Autónomas y representantes de las Entidades locales.
c) Representantes de la Administración General del Estado, representantes de las Comunidades Autónomas
y representantes de las Entidades Locales.

2. Las decisiones adoptadas por las Comisiones Territoriales de Cooperación revestirán la forma de Acuerdos,
que serán certificados en acta y serán de obligado cumplimiento para las Administraciones que lo suscriban y
exigibles conforme a lo establecido en la Ley 29/1998, de 13 de julio.
3. El régimen de las convocatorias y la secretaría será el mismo que el establecido para las Conferencias
Sectoriales en los artículos 149 y 150, salvo la regla prevista sobre quién debe ejercer las funciones de
secretario, que se designará según su reglamento interno de funcionamiento.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 9

1. Según el artículo 140 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, el 
principio de cooperación entre Administraciones Públicas es definido como:

A) La adecuación al orden de distribución de competencias establecido en la Constitución y en los Estatutos de 
Autonomía

B) El deber de actuar con el resto de Administraciones Públicas para el logro de fines comunes

C) Cuando dos o más Administraciones Públicas, de manera voluntaria y en ejercicio de sus competencias, 
asumen compromisos específicos en aras de una acción común

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

2. Como prevé el artículo 140 de Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, las 
diferentes Administraciones Públicas actúan y se relacionan con otras Administraciones y entidades u 
organismos vinculados o dependientes de éstas de acuerdo con los principios de (señale la respuesta 
incorrecta):

A) Coordinación: una Administración Pública (singularmente, la AGE) debe garantizar la coherencia de las 
actuaciones de las AAPP afectadas por una misma materia para un resultado común, si lo prevé la Constitución 
y el ordenamiento jurídico.

B) Cooperación, cuando dos o más Administraciones Públicas, de manera voluntaria, asumen compromisos 
específicos en aras de una acción común

C) Eficacia en la gestión de los recursos públicos, compartiendo el uso de recursos comunes, salvo que no 
resulte posible o se justifique en términos de su mejor aprovechamiento

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

3. Según la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público, las decisiones adoptadas por las Comisiones 
Territoriales de Cooperación revestirán la forma de:

A) Recomendaciones.

B) Acuerdos.

C) Instrucción.

D) Convenios.
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4. Según el artículo 141 de la Ley 40/2015 de 1 de octubre de Régimen Jurídico del Sector Público, relativo al 
deber de colaboración entre las Administraciones Públicas, la asistencia y colaboración requerida sólo podrá 
negarse cuando el organismo público o la entidad del que se solicita (señale la respuesta incorrecta):

A) No esté facultado para prestarla de acuerdo con lo previsto en la Ley 40/2015 de 1 de octubre.

B) No disponga de los medios suficientes para ello

C) Cuando la información solicitada tenga carácter confidencial o reservado

D) Cuando al hacerlo causar un perjuicio grave a los intereses cuya tutela tiene encomendada.

5. La LRJSP dispone que los órganos de cooperación, salvo oposición por alguna de las partes:

A) Podrán adoptar acuerdos a través de un procedimiento complejo y por suscripción sucesiva de las partes, por 
cualquiera de las formas admitidas en Derecho.

B) Podrán adoptar acuerdos a través de un procedimiento simplificado y por suscripción simultanea de las 
partes, por cualquiera de las formas admitidas en Derecho.

C) Podrán adoptar acuerdos a través de un procedimiento complejo y por suscripción simultanea de las partes, 
por cualquiera de las formas admitidas en Derecho.

D) Podrán adoptar acuerdos a través de un procedimiento simplificado y por suscripción sucesiva de las partes, 
por cualquiera de las formas admitidas en Derecho.

6. Conforme a la LRJSP, ¿cuál es el objeto principal de las funciones de las Comisiones Bilaterales de 
Cooperación?

A) La resolución de conflictos de competencias entre la Administración General del Estado y las Comunidades 
Autónomas.

B) La consulta y adopción de acuerdos para la mejora de la coordinación en asuntos que afecten de forma 
singular a la Comunidad Autónoma.

C) La elaboración de proyectos normativos de aplicación exclusiva en el ámbito territorial de la Comunidad 
Autónoma.

D) La supervisión del cumplimiento de la legislación estatal por parte de las Comunidades Autónomas.

7. En el ámbito de las relaciones interadministrativas, la prestación de medios materiales, económicos o 
personales a otras Administraciones Públicas se configura por la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, como:

A) Principios de las relaciones interadministrativas.

B) Deber de colaboración.

C) Técnica de colaboración.

D) Técnica de cooperación.

8. La cooperación entre Administraciones de carácter voluntario se articula a través de:

A) Convenios.

B) Consorcios.

C) Los dos anteriores.

D) La facultad de coordinación.
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9. A tenor del artículo 140 de la Ley 40/2015, de Régimen Jurídico del Sector Público, que regula los principios 
generales de las relaciones interadministrativas, señale el principio correctamente definido:

A) Colaboración, cuando dos o más Administraciones Públicas, de manera voluntaria y en ejercicio de sus 
competencias, asumen compromisos específicos en aras de una acción común.

B) Coordinación en la gestión de los recursos públicos, compartiendo el uso de recursos comunes, salvo que no 
resulte posible o se justifique en términos de su mejor aprovechamiento.

C) Cooperación, entendido como el deber de actuar con el resto de Administraciones Públicas para el logro de 
fines comunes.

D) Adecuación al orden de distribución de competencias establecido en la Constitución y en los Estatutos de 
Autonomía y en la normativa del régimen local.

10. Según la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público, las diferentes Administraciones Públicas actúan y se 
relacionan con otras Administraciones y entidades u organismos vinculados o dependientes de éstas de 
acuerdo con los siguientes principios:

A) Colaboración, entendido como el deber de actuar con el resto de Administraciones Públicas para el logro de 
fines comunes.

B) Cooperación, cuando varias Administraciones Públicas de manera obligatoria asumen compromisos en el 
ejercicio de sus competencias.

C) Jerarquía institucional.

D) Solidaridad territorial de acuerdo con lo dispuesto en sus respectivos Estatutos.

SOLUCIONES 1 C · 2 C · 3 B · 4 C · 5 D · 6 B · 7 D · 8 C · 9 D · 10 A

Te quedan 15 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 9, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 10

Ley 12/2014, de 26 de diciembre, de transparencia y acceso a la 
información pública: principios informadores. Obligación de la 

transparencia. Medios de acceso a la información. Unidades 
responsables de la información pública.

Ley 12/2014 transparencia de Canarias

LTBG-CAN · BOE-A-2015-1114 · arts. 6 a 7 · arts. 9 a 10 — 4 incluidos

TÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 6. Principios informadores.
En la interpretación y aplicación de la presente ley las entidades relacionadas en el artículo 2 se regirán por los
siguientes principios:
a) Principio de transparencia pública, en virtud del cual se ha de facilitar de oficio información permanente,
objetiva y veraz sobre la organización, funcionamiento y control de la actuación pública, en los términos y con
los límites establecidos en la ley.
b) Principio de libre acceso a la información pública, en virtud del cual cualquier persona puede solicitar el
acceso a la información pública, toda la información pública es en principio accesible y el acceso solo puede
restringirse en los supuestos previstos legalmente.
c) Principio de veracidad, en virtud del cual la información pública ha de ser cierta y exacta asegurando que
procede de documentos respecto de los que se ha verificado su autenticidad, fiabilidad, integridad,
disponibilidad y cadena de custodia.
d) Principio de accesibilidad, en virtud del cual la información se proporcionará por medios o en formatos
adecuados de manera que resulten accesibles y comprensibles, conforme al principio de accesibilidad
universal y diseño para todos.
e) Principio de gratuidad, en virtud del cual el acceso a la información y las solicitudes de acceso serán
gratuitos, sin perjuicio de las tasas previstas legalmente por la expedición de copias o la transposición de la
información a formatos diferentes del original.
f) Principio de reutilización, en virtud del cual se promoverá que la información sea publicada en formatos
que permitan su reutilización, de acuerdo con la legislación aplicable en materia de reutilización de la
información del sector público.

Artículo 7. Obligación de transparencia.
1. Las entidades relacionadas en el artículo 2 de la presente ley están sujetas a la obligación de transparencia
en su actividad pública.
2. Para el cumplimiento de la obligación de transparencia y en los términos previstos en esta ley, las entidades
mencionadas deben:

a) Elaborar, mantener actualizada y difundir, preferentemente por medios electrónicos, a través de sus
respectivas sedes electrónicas o páginas web, la información cuya divulgación se considere de mayor
relevancia para garantizar la transparencia de su actividad relacionada con el funcionamiento y control de
la actuación pública, en los términos que se establecen en el artículo 13 de la presente ley.
b) Elaborar y difundir un inventario de información pública que obre en su poder, con indicaciones claras
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de dónde puede encontrarse dicha información.
c) Establecer y mantener medios de consulta de la información solicitada.
d) Adoptar las medidas de gestión de la información que hagan fácilmente accesible su localización y
divulgación, así como la accesibilidad, la interoperabilidad, la calidad y la reutilización de la información
publicada.
e) Publicar la información sujeta a la obligación de transparencia de una manera clara, estructurada y
entendible para los interesados.
f) Publicar la información sujeta a la obligación de transparencia haciendo uso de un lenguaje no sexista ni
discriminatorio.
g) Publicar y difundir la información relativa al contenido del derecho de acceso a la información, al
procedimiento para su ejercicio y al órgano competente para resolver.
h) Difundir los derechos que reconoce esta ley a las personas, asesorar a las mismas para su correcto
ejercicio y asistirles en la búsqueda de información.
i) Facilitar la información solicitada en los plazos máximos y en la forma y formato elegido de acuerdo con
lo establecido en esta ley.

3. Toda la información prevista en esta ley estará a disposición de las personas con discapacidad en una
modalidad accesible, entendiendo por tal aquella que sea suministrada por medios o en formatos adecuados
de manera que resulten accesibles y comprensibles, conforme al principio de accesibilidad universal y diseño
para todos.

Artículo 9. Medios de acceso a la información.
1. Las entidades incluidas en el ámbito de aplicación de esta ley vienen obligadas a habilitar diferentes medios
para facilitar el ejercicio del derecho de acceso a la información pública y proporcionar información, de modo
que resulte garantizado el acceso a todas las personas, con independencia del lugar de residencia, formación,
recursos, circunstancias personales o condición o situación social.
2. En todo caso, la Administración pública de la Comunidad Autónoma de Canarias y los organismos y
entidades del sector público autonómico incluidas en el ámbito de aplicación de esta ley ofrecerán acceso a la
información pública de forma presencial, por Internet y por vía telefónica.

Artículo 10. Unidades responsables de la información pública.
1. En la Administración pública y demás entidades relacionadas en el artículo 2.1 de esta ley se establecerá por
el órgano competente la unidad responsable de la información pública.
2. En el ámbito de la Administración pública de la Comunidad Autónoma y de los organismos o entidades
públicas vinculadas o dependientes de la misma, la unidad administrativa responsable de la información
dependerá de la secretaría general técnica u órgano equivalente de cada departamento de la Administración
pública de la Comunidad Autónoma, o del órgano correspondiente de los organismos autónomos, entidades
públicas empresariales y demás entidades públicas vinculadas o dependientes de aquella.
3. Las unidades administrativas responsables de la información pública, en coordinación en su caso con las
unidades de archivo, y sin perjuicio de las que tengan atribuidas otros órganos o unidades administrativas,
ejercen las funciones siguientes:

a) La coordinación con la consejería competente en materia de información para el cumplimiento de la
obligación de publicación de la información establecida en esta ley, recabando la información necesaria de
los órganos competentes del departamento, organismo o entidad.
b) El seguimiento y control de la correcta tramitación de las solicitudes de acceso a la información y, en su
caso, de las reclamaciones que se interpongan.
c) El apoyo y asesoramiento técnico a los órganos competentes del departamento o entidad en la
tramitación y resolución de las solicitudes de acceso a la información.
d) La orientación a las personas que lo soliciten en el ejercicio del derecho de acceso y la asistencia a
aquellas en la búsqueda de la información, sin perjuicio de las funciones que tengan atribuidas otras
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unidades administrativas.
e) La inscripción en el registro de solicitudes de acceso.
f) La elaboración de los informes sobre el grado de aplicación de la ley en su ámbito competencial.
g) Las demás que le atribuya el ordenamiento jurídico y todas las que sean necesarias para asegurar la
aplicación de las disposiciones de esta ley.

4. Las fundaciones públicas, sociedades mercantiles y consorcios integrados en el sector público de la
Comunidad Autónoma deberán establecer el órgano o unidad de las mismas responsable de la información
pública, encargada de dar cumplimiento a las obligaciones de información establecidas en esta ley, así como a
facilitar la información que le sea requerida por el órgano competente de la Administración o entidad a la que
esté adscrita o vinculada para la resolución de las solicitudes de acceso a la información pública.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 10
Preguntas de refuerzo generadas con IA y revisadas a mano: este tema todavía no tiene preguntas de examen oficial en el banco. 
No proceden de un examen real.

1. En virtud del principio de gratuidad, el acceso a la información pública y las solicitudes de acceso serán:

A) Gratuitos, sin perjuicio de las tasas previstas legalmente por la expedición de copias o la transposición a 
formatos diferentes del original.

B) Gratuitos, sin perjuicio de las tasas previstas legalmente por cualquier consulta o solicitud de información 
pública.

C) Gratuitos únicamente cuando la información se facilite en el formato original y no requiera reproducción 
documental.

D) Sometidos a las tasas previstas legalmente, salvo cuando la información se solicite por medios electrónicos.

2. En relación con el principio de gratuidad, el acceso a la información pública y las solicitudes de acceso:

A) Serán gratuitos únicamente cuando la información se facilite en el formato original.

B) Podrán estar sujetos a tasas por la presentación de cualquier solicitud de acceso.

C) Serán gratuitos, salvo cuando la información solicitada tenga carácter reservado.

D) Serán gratuitos, sin perjuicio de las tasas previstas legalmente por la expedición de copias o la transposición 
de la información a formatos diferentes del original.

3. En virtud del principio de reutilización, se promoverá que la información pública sea publicada:

A) En formatos exclusivamente electrónicos que garanticen su consulta permanente por cualquier persona.

B) En formatos adecuados y comprensibles, conforme al principio de accesibilidad universal y diseño para 
todos.

C) En formatos que permitan su reutilización, de acuerdo con la legislación aplicable en materia de 
reutilización de la información del sector público.

D) En formatos originales que aseguren su autenticidad, fiabilidad, integridad, disponibilidad y cadena de 
custodia.
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4. En el ámbito de la Administración pública de la Comunidad Autónoma y de los organismos o entidades 
públicas vinculadas o dependientes de la misma, la unidad administrativa responsable de la información 
dependerá:

A) De la consejería competente en materia de información, en todos los departamentos y entidades públicas.

B) Del órgano competente en materia de archivos de cada departamento, organismo o entidad pública.

C) De la unidad administrativa que tramite las solicitudes de acceso a la información en cada departamento o 
entidad.

D) De la secretaría general técnica u órgano equivalente de cada departamento, o del órgano correspondiente de 
los organismos y entidades públicas vinculadas o dependientes.

5. En virtud del principio de veracidad, la información pública ha de:

A) Ser cierta y exacta, asegurando que procede de documentos cuya autenticidad, fiabilidad, integridad, 
disponibilidad y cadena de custodia hayan sido verificadas.

B) Proporcionarse por medios o en formatos adecuados que resulten accesibles y comprensibles, conforme al 
principio de accesibilidad universal y diseño para todos.

C) Facilitarse gratuitamente, salvo las tasas previstas legalmente por la expedición de copias o la transposición a 
formatos diferentes del original.

D) Facilitarse de oficio de forma permanente, objetiva y veraz sobre la organización, funcionamiento y control 
de la actuación pública.

6. En virtud del principio de veracidad, la información pública ha de ser:

A) Accesible y comprensible, conforme al principio de accesibilidad universal y diseño para todos.

B) Publicada en formatos que permitan su reutilización, de acuerdo con la legislación aplicable.

C) Facilitada de oficio de forma permanente, objetiva y veraz sobre la actuación pública.

D) Cierta y exacta, procedente de documentos cuya autenticidad, fiabilidad, integridad, disponibilidad y cadena 
de custodia hayan sido verificadas.

7. Las fundaciones públicas, sociedades mercantiles y consorcios integrados en el sector público de la 
Comunidad Autónoma deberán establecer:

A) El órgano común de información pública dependiente de la consejería competente en materia de 
transparencia.

B) La unidad administrativa de archivo encargada exclusivamente de tramitar las solicitudes de acceso.

C) El órgano o unidad responsable de la información pública de la propia entidad.

D) La comisión independiente encargada de resolver las reclamaciones sobre acceso a la información.

8. En el ámbito de la Administración pública de la Comunidad Autónoma y de los organismos o entidades 
públicas vinculadas o dependientes de la misma, la unidad administrativa responsable de la información 
dependerá:

A) De la consejería competente en materia de información, con carácter general, en todos los departamentos y 
entidades públicas.

B) Del órgano competente para resolver las solicitudes de acceso a la información en cada departamento u 
organismo.

C) De la secretaría general técnica u órgano equivalente de cada departamento, o del órgano correspondiente de 
las entidades públicas vinculadas o dependientes.

D) De las unidades de archivo de cada departamento, organismo o entidad pública, bajo la coordinación del 
órgano competente.
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9. En virtud del principio de gratuidad, el acceso a la información pública y las solicitudes de acceso serán:

A) Gratuitos, sin perjuicio de las tasas previstas legalmente por la expedición de copias o la transposición de la 
información a formatos diferentes del original.

B) Gratuitos únicamente cuando la información se facilite en formatos que permitan su reutilización.

C) Gratuitos, sin que puedan establecerse tasas por la expedición de copias o la transposición de la información 
a formatos diferentes del original.

D) Gratuitos solo para las personas físicas que soliciten información pública de carácter general.

10. En relación con las unidades administrativas responsables de la información pública, señale la opción 
CORRECTA:

A) Resuelven en todo caso las solicitudes de acceso a la información y las reclamaciones que se interpongan.

B) Elaboran exclusivamente los informes sobre el grado de aplicación de la ley en el ámbito de toda la 
Comunidad Autónoma.

C) Realizan el seguimiento y control de la correcta tramitación de las solicitudes de acceso a la información y, en 
su caso, de las reclamaciones que se interpongan.

D) Establecen directamente las obligaciones de publicación de la información para los órganos competentes del 
departamento, organismo o entidad.

SOLUCIONES 1 A · 2 D · 3 C · 4 D · 5 A · 6 D · 7 C · 8 C · 9 A · 10 C

Sigue practicando este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 10, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 11

Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de contratos del sector público: 
disposiciones generales: objeto y ámbito de aplicación de la ley. 

Contratos del sector público.

Ley 9/2017 contratos del sector público

LCSP · BOE-A-2017-12902 · arts. 1 a 27 — 27 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR Disposiciones generales

CAPÍTULO I Objeto y ámbito de aplicación de la Ley

Sección 1.ª Objeto y ámbito de aplicación

Artículo 1. Objeto y finalidad.
1. La presente Ley tiene por objeto regular la contratación del sector público, a fin de garantizar que la misma
se ajusta a los principios de libertad de acceso a las licitaciones, publicidad y transparencia de los
procedimientos, y no discriminación e igualdad de trato entre los licitadores; y de asegurar, en conexión con el
objetivo de estabilidad presupuestaria y control del gasto, y el principio de integridad, una eficiente utilización
de los fondos destinados a la realización de obras, la adquisición de bienes y la contratación de servicios
mediante la exigencia de la definición previa de las necesidades a satisfacer, la salvaguarda de la libre
competencia y la selección de la oferta económicamente más ventajosa.
2. Es igualmente objeto de esta Ley la regulación del régimen jurídico aplicable a los efectos, cumplimiento y
extinción de los contratos administrativos, en atención a los fines institucionales de carácter público que a
través de los mismos se tratan de realizar.
3. En toda contratación pública se incorporarán de manera transversal y preceptiva criterios sociales y
medioambientales siempre que guarde relación con el objeto del contrato, en la convicción de que su
inclusión proporciona una mejor relación calidad-precio en la prestación contractual, así como una mayor y
mejor eficiencia en la utilización de los fondos públicos. Igualmente se facilitará el acceso a la contratación
pública de las pequeñas y medianas empresas, así como de las empresas de economía social.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.
1. Son contratos del sector público y, en consecuencia, están sometidos a la presente Ley en la forma y
términos previstos en la misma, los contratos onerosos, cualquiera que sea su naturaleza jurídica, que
celebren las entidades enumeradas en el artículo 3. Se entenderá que un contrato tiene carácter oneroso en los
casos en que el contratista obtenga algún tipo de beneficio económico, ya sea de forma directa o indirecta.
2. Están también sujetos a la presente Ley, en los términos que en ella se señalan, los contratos
subvencionados por entidades que tengan la consideración de poderes adjudicadores que celebren otras
personas físicas o jurídicas en los supuestos previstos en el artículo 23 relativo a los contratos subvencionados
sujetos a una regulación armonizada.
3. La aplicación de esta Ley a los contratos que celebren las Comunidades Autónomas y las entidades que
integran la Administración Local, o los organismos dependientes de las mismas, así como a los contratos
subvencionados por cualquiera de estas entidades, se efectuará en los términos previstos en la Disposición
final primera de la presente Ley relativa a los títulos competenciales.
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4. A los efectos de identificar las prestaciones que son objeto de los contratos regulados en esta Ley, se utilizará
el «Vocabulario común de contratos públicos», aprobado por el Reglamento (CE) n.º 2195/2002 del Parlamento
Europeo y del Consejo de 5 de noviembre de 2002, por el que se aprueba el Vocabulario común de contratos
públicos (CPV), o normativa comunitaria que le sustituya.

Artículo 3. Ámbito subjetivo.
1. A los efectos de esta Ley, se considera que forman parte del sector público las siguientes entidades:

a) La Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades Autónomas, las
Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla y las Entidades que integran la Administración Local.
b) Las Entidades Gestoras y los Servicios Comunes de la Seguridad Social.
c) Los Organismos Autónomos, las Universidades Públicas y las autoridades administrativas
independientes.
d) Los consorcios dotados de personalidad jurídica propia a los que se refiere la Ley 40/2015, de 1 de
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, y la legislación de régimen local, así como los consorcios
regulados por la legislación aduanera.
e) Las fundaciones públicas. A efectos de esta Ley, se entenderá por fundaciones públicas aquellas que
reúnan alguno de los siguientes requisitos:

1.º Que se constituyan de forma inicial, con una aportación mayoritaria, directa o indirecta, de una o
varias entidades integradas en el sector público, o bien reciban dicha aportación con posterioridad a su
constitución.
2.º Que el patrimonio de la fundación esté integrado en más de un 50 por ciento por bienes o derechos
aportados o cedidos por sujetos integrantes del sector público con carácter permanente.
3.º Que la mayoría de derechos de voto en su patronato corresponda a representantes del sector público.

f) Las Mutuas colaboradoras con la Seguridad Social.
g) Las Entidades Públicas Empresariales a las que se refiere la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen
Jurídico del Sector Público, y cualesquiera entidades de derecho público con personalidad jurídica propia
vinculadas a un sujeto que pertenezca al sector público o dependientes del mismo.
h) Las sociedades mercantiles en cuyo capital social la participación, directa o indirecta, de entidades de
las mencionadas en las letras a), b), c), d), e), g) y h) del presente apartado sea superior al 50 por 100, o en
los casos en que sin superar ese porcentaje, se encuentre respecto de las referidas entidades en el supuesto
previsto en el artículo 5 del texto refundido de la Ley del Mercado de Valores, aprobado por Real Decreto
Legislativo 4/2015, de 23 de octubre.
i) Los fondos sin personalidad jurídica.
j) Cualesquiera entidades con personalidad jurídica propia, que hayan sido creadas específicamente para
satisfacer necesidades de interés general que no tengan carácter industrial o mercantil, siempre que uno o
varios sujetos pertenecientes al sector público financien mayoritariamente su actividad, controlen su
gestión, o nombren a más de la mitad de los miembros de su órgano de administración, dirección o
vigilancia.
k) Las asociaciones constituidas por las entidades mencionadas en las letras anteriores.
l) A los efectos de esta Ley, se entiende que también forman parte del sector público las Diputaciones
Forales y las Juntas Generales de los Territorios Históricos del País Vasco en lo que respecta a su actividad
de contratación.

2. Dentro del sector público, y a los efectos de esta Ley, tendrán la consideración de Administraciones Públicas
las siguientes entidades:

a) Las mencionadas en las letras a), b), c), y l) del apartado primero del presente artículo.
b) Los consorcios y otras entidades de derecho público, en las que dándose las circunstancias establecidas
en la letra d) del apartado siguiente para poder ser considerados poder adjudicador y estando vinculados a
una o varias Administraciones Públicas o dependientes de las mismas, no se financien mayoritariamente
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con ingresos de mercado. Se entiende que se financian mayoritariamente con ingresos de mercado cuando
tengan la consideración de productor de mercado de conformidad con el Sistema Europeo de Cuentas.

3. Se considerarán poderes adjudicadores, a efectos de esta Ley, las siguientes entidades:
a) Las Administraciones Públicas.
b) Las fundaciones públicas.
c) Las Mutuas colaboradoras con la Seguridad Social.
d) Todas las demás entidades con personalidad jurídica propia distintas de las expresadas en las letras
anteriores que hayan sido creadas específicamente para satisfacer necesidades de interés general que no
tengan carácter industrial o mercantil, siempre que uno o varios sujetos que deban considerarse poder
adjudicador de acuerdo con los criterios de este apartado 3, bien financien mayoritariamente su actividad;
bien controlen su gestión; o bien nombren a más de la mitad de los miembros de su órgano de
administración, dirección o vigilancia.
e) Las asociaciones constituidas por las entidades mencionadas en las letras anteriores.

4. Los partidos políticos, en el sentido definido en el artículo 1 de la Ley Orgánica 8/2007, de Financiación de
los Partidos Políticos; así como las organizaciones sindicales reguladas en la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de
agosto, de Libertad Sindical, y las organizaciones empresariales y asociaciones profesionales a las que se
refiere la Ley 19/1977, de 1 de abril, sobre regulación del derecho de asociación sindical, además de las
fundaciones y asociaciones vinculadas a cualquiera de ellos, cuando cumplan los requisitos para ser poder
adjudicador de acuerdo con la letra d) del apartado 3 del presente artículo, y respecto de los contratos sujetos a
regulación armonizada deberán actuar conforme a los principios de publicidad, concurrencia, transparencia,
igualdad y no discriminación sin perjuicio del respeto a la autonomía de la voluntad y de la confidencialidad
cuando sea procedente. Los sujetos obligados deberán aprobar unas instrucciones internas en materia de
contratación que se adecuarán a lo previsto en el párrafo anterior y a la normativa comunitaria, y que deberán
ser informadas antes de su aprobación por el órgano al que corresponda su asesoramiento jurídico. Estas
instrucciones deberán publicarse en sus respectivas páginas web.
5. Asimismo, quedarán sujetos a esta Ley las Corporaciones de derecho público cuando cumplan los requisitos
para ser poder adjudicador de acuerdo con el apartado tercero, letra d) del presente artículo.

Sección 2.ª Negocios y contratos excluidos

Artículo 4. Régimen aplicable a los negocios jurídicos excluidos.
Las relaciones jurídicas, negocios y contratos citados en esta sección quedan excluidos del ámbito de la
presente Ley, y se regirán por sus normas especiales, aplicándose los principios de esta Ley para resolver las
dudas y lagunas que pudieran presentarse.

Artículo 5. Negocios jurídicos y contratos excluidos en el ámbito de la Defensa y de la Seguridad.
1. Quedan excluidos del ámbito de la presente Ley los convenios incluidos en el ámbito del artículo 346 del
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea que se concluyan en el sector de la defensa y la seguridad.
2. Se excluyen, asimismo, del ámbito de la presente Ley los contratos de obras, suministros y servicios que se
celebren en el ámbito de la seguridad o de la defensa que estén comprendidos dentro del ámbito de aplicación
de la Ley 24/2011, de 1 de agosto, de contratos del sector público en los ámbitos de la defensa y de la seguridad;
así como los contratos a los que no resulte de aplicación la citada Ley en virtud de su artículo 7. Quedan
también excluidos los contratos de concesiones de obras y concesiones de servicios, que se celebren en el
ámbito de la seguridad y de la defensa, en los que concurra alguna de las circunstancias siguientes:

a) Que sean adjudicados en el marco de un programa de cooperación basado en la investigación y el
desarrollo de un nuevo producto y, en su caso, también relacionados con el ciclo de vida del mismo o partes
de dicho ciclo, siempre que participen en el programa al menos dos Estados miembros de la Unión
Europea.
b) Los que se adjudiquen en un tercer Estado no miembro de la Unión Europea para efectuar compras,
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incluidas las de carácter civil, cuando las Fuerzas Armadas estén desplegadas fuera del territorio de la
Unión y las necesidades operativas hagan necesario que estos contratos se concluyan con empresarios
situados en la zona de operaciones. A los efectos de esta Ley, se entenderán incluidos en la zona de
operaciones los territorios de influencia de esta y las bases logísticas avanzadas.
c) Las concesiones que se adjudiquen a otro Estado en relación con obras y servicios directamente
relacionados con el equipo militar sensible, u obras y servicios específicamente con fines militares, u obras
y servicios sensibles.

3. Lo establecido en los dos apartados anteriores se aplicará aún en el supuesto de que parte de las
prestaciones correspondientes estén sometidas a la presente Ley, y no se haya optado por adjudicar un
contrato separado por cada una de las distintas prestaciones que constituyan el objeto del contrato. No
obstante, constituirá una condición necesaria para la aplicación de lo señalado en el párrafo anterior el hecho
de que la opción entre adjudicar un único contrato o varios contratos por separado no se ejerza con el objetivo
de excluir el contrato o contratos del ámbito de aplicación de la presente Ley.
4. Quedan excluidos, también, del ámbito de la presente Ley los contratos y convenios que se celebren en los
ámbitos de la defensa o de la seguridad y que deban adjudicarse de conformidad con un procedimiento de
contratación específico que haya sido establecido de alguna de las siguientes maneras:

a) En virtud de un acuerdo o convenio internacional celebrado de conformidad con el Tratado de
Funcionamiento de la Unión Europea con uno o varios Estados no signatarios de este último, relativo a las
obras, suministros o servicios que resulten necesarios para la explotación o el desarrollo conjunto de un
proyecto por los Estados firmantes.
b) En virtud de un acuerdo o convenio internacional relativo al estacionamiento de tropas y que se refiera a
las empresas de un Estado Miembro de la Unión Europea o de un tercer Estado.
c) En virtud de las normas de contratación establecidas por una organización internacional o por una
institución financiera internacional, cuando además los contratos que se adjudiquen estén financiados
íntegramente o en su mayor parte por esa institución.

Artículo 6. Convenios y encomiendas de gestión.
1. Quedan excluidos del ámbito de la presente Ley los convenios, cuyo contenido no esté comprendido en el de
los contratos regulados en esta Ley o en normas administrativas especiales celebrados entre sí por la
Administración General del Estado, las Entidades Gestoras y los Servicios Comunes de la Seguridad Social, las
Universidades Públicas, las Comunidades Autónomas y las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla, las
Entidades locales, las entidades con personalidad jurídico pública de ellas dependientes y las entidades con
personalidad jurídico privada, siempre que, en este último caso, tengan la condición de poder adjudicador. Su
exclusión queda condicionada al cumplimiento de las siguientes condiciones:

a) Las entidades intervinientes no han de tener vocación de mercado, la cual se presumirá cuando realicen
en el mercado abierto un porcentaje igual o superior al 20 por ciento de las actividades objeto de
colaboración. Para el cálculo de dicho porcentaje se tomará en consideración el promedio del volumen de
negocios total u otro indicador alternativo de actividad apropiado, como los gastos soportados considerados
en relación con la prestación que constituya el objeto del convenio en los tres ejercicios anteriores a la
adjudicación del contrato. Cuando, debido a la fecha de creación o de inicio de actividad o a la
reorganización de las actividades, el volumen de negocios u otro indicador alternativo de actividad
apropiado, como los gastos, no estuvieran disponibles respecto de los tres ejercicios anteriores o hubieran
perdido su vigencia, será suficiente con demostrar que el cálculo del nivel de actividad se corresponde con
la realidad, en especial, mediante proyecciones de negocio.
b) Que el convenio establezca o desarrolle una cooperación entre las entidades participantes con la
finalidad de garantizar que los servicios públicos que les incumben se prestan de modo que se logren los
objetivos que tienen en común.
c) Que el desarrollo de la cooperación se guíe únicamente por consideraciones relacionadas con el interés
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público.
2. Estarán también excluidos del ámbito de la presente Ley los convenios que celebren las entidades del sector
público con personas físicas o jurídicas sujetas al derecho privado, siempre que su contenido no esté
comprendido en el de los contratos regulados en esta Ley o en normas administrativas especiales.
3. Asimismo, quedan excluidas del ámbito de la presente Ley las encomiendas de gestión reguladas en la
legislación vigente en materia de régimen jurídico del sector público.

Artículo 7. Negocios jurídicos y contratos excluidos en el ámbito internacional.
1. Se excluyen del ámbito de la presente Ley los acuerdos que celebre el Estado con otros Estados o con otros
sujetos de derecho internacional.
2. Estarán también excluidos del ámbito de la presente Ley los contratos que deban adjudicarse de
conformidad con un procedimiento de contratación específico que haya sido establecido en virtud de un
instrumento jurídico, celebrado de conformidad con el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea con
uno o varios Estados no signatarios de este último, que cree obligaciones de derecho internacional relativo a
las obras, suministros o servicios que resulten necesarios para la ejecución o la realización conjunta de un
proyecto por sus signatarios.
3. Asimismo, quedarán excluidos del ámbito de la presente Ley los contratos que deban adjudicarse de
conformidad con un procedimiento de contratación específico que haya sido establecido en virtud de las
normas de contratación aprobadas por una organización internacional o por una institución financiera
internacional, siempre y cuando estén financiados íntegramente o mayoritariamente por esa institución.

Artículo 8. Negocios y contratos excluidos en el ámbito de la Investigación, el Desarrollo y la Innovación.
Quedan excluidos de la presente Ley los contratos de investigación y desarrollo, excepto aquellos que además
de estar incluidos en los códigos CPV 73000000-2 (servicios de investigación y desarrollo y servicios de
consultoría conexos); 73100000-3 (servicio de investigación y desarrollo experimental); 73110000-6 (servicios
de investigación); 73111000-3 (servicios de laboratorio de investigación); 73112000-0 (servicios de investigación
marina); 73120000-9 (servicios de desarrollo experimental); 73300000-5 (diseño y ejecución en materia de
investigación y desarrollo); 73420000-2 (estudio de previabilidad y demostración tecnológica) y 73430000-5
(ensayo y evaluación), cumplan las dos condiciones siguientes:
a) Que los beneficios pertenezcan exclusivamente al poder adjudicador para su utilización en el ejercicio de su
propia actividad.
b) Que el servicio prestado sea remunerado íntegramente por el poder adjudicador.

Artículo 9. Relaciones jurídicas, negocios y contratos excluidos en el ámbito del dominio público y en el 
ámbito patrimonial.
1. Se encuentran excluidas de la presente Ley las autorizaciones y concesiones sobre bienes de dominio
público y los contratos de explotación de bienes patrimoniales distintos a los definidos en el artículo 14, que se
regularán por su legislación específica salvo en los casos en que expresamente se declaren de aplicación las
prescripciones de la presente Ley.
2. Quedan, asimismo, excluidos de la presente Ley los contratos de compraventa, donación, permuta,
arrendamiento y demás negocios jurídicos análogos sobre bienes inmuebles, valores negociables y
propiedades incorporales, a no ser que recaigan sobre programas de ordenador y deban ser calificados como
contratos de suministro o servicios, que tendrán siempre el carácter de contratos privados y se regirán por la
legislación patrimonial. En estos contratos solo podrán incluirse prestaciones que sean propias de los
contratos típicos regulados en la Sección 1.ª del Capítulo II del Título Preliminar, si el valor estimado de las
mismas no es superior al 50 por 100 del importe total del negocio y, a su vez, mantienen con la prestación
característica del contrato patrimonial relaciones de vinculación y complementariedad en los términos
previstos en el artículo 34.2.

Artículo 10. Negocios y contratos excluidos en el ámbito financiero.
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Están excluidos del ámbito de la presente Ley los contratos relativos a servicios financieros relacionados con la
emisión, compra, venta o transferencia de valores o de otros instrumentos financieros en el sentido de la
Directiva 2004/39/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de abril de 2004, relativa a los mercados de
instrumentos financieros, por la que se modifican las Directivas 85/611/CEE y 93/6/CEE, del Consejo y la
Directiva 2000/12/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo y se deroga la Directiva 93/22/ CEE, del Consejo.
Asimismo quedan excluidos los servicios prestados por el Banco de España y las operaciones realizadas con la
Facilidad Europea de Estabilización Financiera y el Mecanismo Europeo de Estabilidad y los contratos de
préstamo y operaciones de tesorería, estén o no relacionados con la emisión, venta, compra o transferencia de
valores o de otros instrumentos financieros.

Artículo 11. Otros negocios o contratos excluidos.
1. La relación de servicio de los funcionarios públicos y los contratos regulados en la legislación laboral queda
excluida del ámbito de la presente Ley.
2. Se excluyen, asimismo, de la presente Ley las relaciones jurídicas consistentes en la prestación de un
servicio público cuya utilización por los usuarios requiera el abono de una tarifa, tasa o precio público de
aplicación general.
3. Los contratos relativos a servicios de arbitraje y conciliación quedan excluidos de la presente Ley.
4. Asimismo, están excluidos los contratos por los que una entidad del sector público se obligue a entregar
bienes o derechos o a prestar algún servicio, sin perjuicio de que el adquirente de los bienes o el receptor de
los servicios, si es una entidad del sector público sujeta a esta Ley, deba ajustarse a sus prescripciones para la
celebración del correspondiente contrato.
5. Se encuentran, asimismo, excluidos los contratos que tengan por objeto servicios relacionados con
campañas políticas, incluidos en los códigos CPV 79341400-0, 92111230-3 y 92111240-6, cuando sean
adjudicados por un partido político.
6. Queda excluida de la presente Ley la prestación de servicios sociales por entidades privadas, siempre que
esta se realice sin necesidad de celebrar contratos públicos, a través, entre otros medios, de la simple
financiación de estos servicios o la concesión de licencias o autorizaciones a todas las entidades que cumplan
las condiciones previamente fijadas por el poder adjudicador, sin límites ni cuotas, y que dicho sistema
garantice una publicidad suficiente y se ajuste a los principios de transparencia y no discriminación.

CAPÍTULO II Contratos del sector público

Sección 1.ª Delimitación de los tipos contractuales

Artículo 12. Calificación de los contratos.
1. Los contratos de obras, concesión de obras, concesión de servicios, suministro y servicios que celebren las
entidades pertenecientes al sector público se calificarán de acuerdo con las normas contenidas en la presente
sección.
2. Los restantes contratos del sector público se calificarán según las normas de derecho administrativo o de
derecho privado que les sean de aplicación.

Artículo 13. Contrato de obras.
1. Son contratos de obras aquellos que tienen por objeto uno de los siguientes:

a) La ejecución de una obra, aislada o conjuntamente con la redacción del proyecto, o la realización de
alguno de los trabajos enumerados en el Anexo I.
b) La realización, por cualquier medio, de una obra que cumpla los requisitos fijados por la entidad del
sector público contratante que ejerza una influencia decisiva en el tipo o el proyecto de la obra.

2. Por «obra» se entenderá el resultado de un conjunto de trabajos de construcción o de ingeniería civil,
destinado a cumplir por sí mismo una función económica o técnica, que tenga por objeto un bien inmueble.
También se considerará «obra» la realización de trabajos que modifiquen la forma o sustancia del terreno o de
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su vuelo, o de mejora del medio físico o natural.
3. Los contratos de obras se referirán a una obra completa, entendiendo por esta la susceptible de ser
entregada al uso general o al servicio correspondiente, sin perjuicio de las ampliaciones de que
posteriormente pueda ser objeto y comprenderá todos y cada uno de los elementos que sean precisos para la
utilización de la obra. No obstante lo anterior, podrán contratarse obras definidas mediante proyectos
independientes relativos a cada una de las partes de una obra completa, siempre que estas sean susceptibles
de utilización independiente, en el sentido del uso general o del servicio, o puedan ser sustancialmente
definidas y preceda autorización administrativa del órgano de contratación que funde la conveniencia de la
referida contratación. Se podrán celebrar contratos de obras sin referirse a una obra completa en los
supuestos previstos en el apartado 4 del artículo 30 de la presente Ley cuando la responsabilidad de la obra
completa corresponda a la Administración por tratarse de un supuesto de ejecución de obras por la propia
Administración Pública.

Artículo 14. Contrato de concesión de obras.
1. La concesión de obras es un contrato que tiene por objeto la realización por el concesionario de algunas de
las prestaciones a que se refiere el artículo anterior, incluidas las de restauración y reparación de
construcciones existentes, así como la conservación y mantenimiento de los elementos construidos, y en el
que la contraprestación a favor de aquel consiste, o bien únicamente en el derecho a explotar la obra en el
sentido del apartado cuarto siguiente, o bien en dicho derecho acompañado del de percibir un precio.
2. El contrato podrá comprender, además, el siguiente contenido:

a) La adecuación, reforma y modernización de la obra para adaptarla a las características técnicas y
funcionales requeridas para la correcta prestación de los servicios o la realización de las actividades
económicas a las que sirve de soporte material.
b) Las actuaciones de reposición y gran reparación que sean exigibles en relación con los elementos que ha
de reunir cada una de las obras para mantenerse apta a fin de que los servicios y actividades a los que
aquellas sirven puedan ser desarrollados adecuadamente de acuerdo con las exigencias económicas y las
demandas sociales.

3. El contrato de concesión de obras podrá también prever que el concesionario esté obligado a proyectar,
ejecutar, conservar, reponer y reparar aquellas obras que sean accesorias o estén vinculadas con la principal y
que sean necesarias para que esta cumpla la finalidad determinante de su construcción y que permitan su
mejor funcionamiento y explotación, así como a efectuar las actuaciones ambientales relacionadas con las
mismas que en ellos se prevean. En el supuesto de que las obras vinculadas o accesorias puedan ser objeto de
explotación o aprovechamiento económico, estos corresponderán al concesionario conjuntamente con la
explotación de la obra principal, en la forma determinada por los pliegos respectivos.
4. El derecho de explotación de las obras, a que se refiere el apartado primero de este artículo, deberá implicar
la transferencia al concesionario de un riesgo operacional en la explotación de dichas obras abarcando el
riesgo de demanda o el de suministro, o ambos. Se entiende por riesgo de demanda el que se debe a la
demanda real de las obras o servicios objeto del contrato y riesgo de suministro el relativo al suministro de las
obras o servicios objeto del contrato, en particular el riesgo de que la prestación de los servicios no se ajuste a
la demanda. Se considerará que el concesionario asume un riesgo operacional cuando no esté garantizado
que, en condiciones normales de funcionamiento, el mismo vaya a recuperar las inversiones realizadas ni a
cubrir los costes en que hubiera incurrido como consecuencia de la explotación de las obras que sean objeto
de la concesión. La parte de los riesgos transferidos al concesionario debe suponer una exposición real a las
incertidumbres del mercado que implique que cualquier pérdida potencial estimada en que incurra el
concesionario no es meramente nominal o desdeñable.

Artículo 15. Contrato de concesión de servicios.
1. El contrato de concesión de servicios es aquel en cuya virtud uno o varios poderes adjudicadores
encomiendan a título oneroso a una o varias personas, naturales o jurídicas, la gestión de un servicio cuya
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prestación sea de su titularidad o competencia, y cuya contrapartida venga constituida bien por el derecho a
explotar los servicios objeto del contrato o bien por dicho derecho acompañado del de percibir un precio.
2. El derecho de explotación de los servicios implicará la transferencia al concesionario del riesgo operacional,
en los términos señalados en el apartado cuarto del artículo anterior.

Artículo 16. Contrato de suministro.
1. Son contratos de suministro los que tienen por objeto la adquisición, el arrendamiento financiero, o el
arrendamiento, con o sin opción de compra, de productos o bienes muebles.
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en la letra b) del apartado 3 de este artículo respecto de los contratos que
tengan por objeto programas de ordenador, no tendrán la consideración de contrato de suministro los
contratos relativos a propiedades incorporales o valores negociables.
3. En todo caso, se considerarán contratos de suministro los siguientes:

a) Aquellos en los que el empresario se obligue a entregar una pluralidad de bienes de forma sucesiva y por
precio unitario sin que la cuantía total se defina con exactitud al tiempo de celebrar el contrato, por estar
subordinadas las entregas a las necesidades del adquirente.
b) Los que tengan por objeto la adquisición y el arrendamiento de equipos y sistemas de
telecomunicaciones o para el tratamiento de la información, sus dispositivos y programas, y la cesión del
derecho de uso de estos últimos, en cualquiera de sus modalidades de puesta a disposición, a excepción de
los contratos de adquisición de programas de ordenador desarrollados a medida, que se considerarán
contratos de servicios.
c) Los de fabricación, por los que la cosa o cosas que hayan de ser entregadas por el empresario deban ser
elaboradas con arreglo a características peculiares fijadas previamente por la entidad contratante, aun
cuando esta se obligue a aportar, total o parcialmente, los materiales precisos.
d) Los que tengan por objeto la adquisición de energía primaria o energía transformada.

Artículo 17. Contrato de servicios.
Son contratos de servicios aquellos cuyo objeto son prestaciones de hacer consistentes en el desarrollo de una
actividad o dirigidas a la obtención de un resultado distinto de una obra o suministro, incluyendo aquellos en
que el adjudicatario se obligue a ejecutar el servicio de forma sucesiva y por precio unitario. No podrán ser
objeto de estos contratos los servicios que impliquen ejercicio de la autoridad inherente a los poderes públicos.

Artículo 18. Contratos mixtos.
1. Se entenderá por contrato mixto aquel que contenga prestaciones correspondientes a otro u otros de distinta
clase. Únicamente podrán celebrarse contratos mixtos en las condiciones establecidas en el artículo 34.2 de la
presente Ley. El régimen jurídico de la preparación y adjudicación de los contratos mixtos se determinará de
conformidad con lo establecido en este artículo; y el de sus efectos, cumplimiento y extinción se determinará
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 122.2. Para la determinación de las normas que regirán la
adjudicación de los contratos mixtos cuyo objeto contenga prestaciones de varios contratos regulados en esta
Ley, se estará a las siguientes reglas:

a) Cuando un contrato mixto comprenda prestaciones propias de dos o más contratos de obras, suministros
o servicios se atenderá al carácter de la prestación principal. En el caso de los contratos mixtos que
comprendan en parte servicios especiales del anexo IV, y en parte otros servicios, o en el caso de los
contratos mixtos compuestos en parte por servicios y en parte por suministros, el objeto principal se
determinará en función de cuál sea el mayor de los valores estimados de los respectivos servicios o
suministros.
b) Cuando el contrato mixto contenga prestaciones de los contratos de obras, suministros o servicios, por
una parte, y contratos de concesiones de obra o concesiones de servicios, de otra, se actuará del siguiente
modo:

1.º Si las distintas prestaciones no son separables se atenderá al carácter de la prestación principal.

Temario en formato ley · Técnico Administración Especial (Temas Generales) · Cabildo Insular de 88

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



2.º Si las distintas prestaciones son separables y se decide adjudicar un contrato único, se aplicarán las
normas relativas a los contratos de obras, suministros o servicios cuando el valor estimado de las
prestaciones correspondientes a estos contratos supere las cuantías establecidas en los artículos 20, 21 y
22 de la presente Ley, respectivamente. En otro caso, se aplicarán las normas relativas a los contratos de
concesión de obras y concesión de servicios.

2. Cuando el contrato mixto contemple prestaciones de contratos regulados en esta Ley con prestaciones de
otros contratos distintos de los regulados en la misma, para determinar las normas aplicables a su
adjudicación se atenderá a las siguientes reglas:

a) Si las distintas prestaciones no son separables se atenderá al carácter de la prestación principal.
b) Si las prestaciones son separables y se decide celebrar un único contrato, se aplicará lo dispuesto en esta
Ley.

3. No obstante lo establecido en el apartado 1, en los casos en que un elemento del contrato mixto sea una obra
y esta supere los 50.000 euros, deberá elaborarse un proyecto y tramitarse de conformidad con los artículos
231 y siguientes de la presente Ley. En el supuesto de que el contrato mixto contenga elementos de una
concesión de obras o de una concesión de servicios, deberá acompañarse del correspondiente estudio de
viabilidad y, en su caso, del anteproyecto de construcción y explotación de las obras previstos en los artículos
247, 248 y 285 de la presente Ley.

Sección 2.ª Contratos sujetos a una regulación armonizada

Artículo 19. Delimitación general.
1. Son contratos sujetos a una regulación armonizada los contratos de obras, los de concesión de obras, los de
concesión de servicios, los de suministro, y los de servicios, cuyo valor estimado, calculado conforme a las
reglas que se establecen en el artículo 101, sea igual o superior a las cuantías que se indican en los artículos
siguientes, siempre que la entidad contratante tenga el carácter de poder adjudicador. Tendrán también la
consideración de contratos sujetos a regulación armonizada los contratos subvencionados por estas entidades
a los que se refiere el artículo 23.
2. No obstante lo señalado en el apartado anterior, no se consideran sujetos a regulación armonizada,
cualquiera que sea su valor estimado, los contratos siguientes:

a) Los que tengan por objeto la adquisición, el desarrollo, la producción o la coproducción de programas
destinados a servicios de comunicación audiovisual o servicios de comunicación radiofónica, que sean
adjudicados por proveedores del servicio de comunicación audiovisual o radiofónica, o los relativos al
tiempo de radiodifusión o al suministro de programas que sean adjudicados a proveedores del servicio de
comunicación audiovisual o radiofónica. A efectos de la presente letra, por «servicio de comunicación
audiovisual» y «proveedor del servicio de comunicación» se entenderá, respectivamente, lo mismo que en
el artículo 1, apartado 1, letras a) y d), de la Directiva 2010/13/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de
10 de marzo de 2010, sobre la coordinación de determinadas disposiciones legales, reglamentarias y
administrativas de los Estados miembros relativas a la prestación de servicios de comunicación
audiovisual. Por «programa» se entenderá lo mismo que en el artículo 1, apartado 1, letra b), de dicha
Directiva, si bien se incluirán también los programas radiofónicos y los contenidos de los programas
radiofónicos. Además, a efectos de la presente disposición, «contenidos del programa» tendrá el mismo
significado que «programa».
b) Los incluidos dentro del ámbito definido por el artículo 346 del Tratado de Funcionamiento de la Unión
Europea que se concluyan en el sector de la defensa.
c) Los declarados secretos o reservados, o aquellos cuya ejecución deba ir acompañada de medidas de
seguridad especiales conforme a la legislación vigente, o en los que lo exija la protección de intereses
esenciales para la seguridad del Estado, cuando la protección de los intereses esenciales de que se trate no
pueda garantizarse mediante la aplicación de las normas que rigen los contratos sujetos a regulación
armonizada en esta Ley. La declaración de que concurre la circunstancia relativa a la protección de
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intereses esenciales para la seguridad del Estado deberá hacerse de forma expresa en cada caso por el
titular del Departamento ministerial del que dependa el órgano de contratación en el ámbito de la
Administración General del Estado, sus Organismos Autónomos, Entidades Gestoras y Servicios Comunes
de la Seguridad Social y demás entidades públicas integrantes del sector público estatal, por el órgano
competente de las Comunidades Autónomas, de las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla, o por el
órgano al que esté atribuida la competencia para celebrar el correspondiente contrato en las Entidades
locales. La competencia para efectuar esta declaración no será susceptible de delegación, salvo que una ley
expresamente lo autorice.
d) Aquellos cuyo objeto principal sea permitir a los órganos de contratación la puesta a disposición o la
explotación de redes públicas de comunicaciones o la prestación al público de uno o varios servicios de
comunicaciones electrónicas. A efectos del presente apartado «red pública de comunicaciones» y «servicio
de comunicaciones electrónicas» tendrán el mismo significado que el que figura en la Directiva 2002/21/CE,
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de marzo de 2002, relativa a un marco regulador común de las
redes y los servicios de comunicaciones electrónicas.
e) Aquellos que tengan por objeto cualquiera de los siguientes servicios jurídicos:

1.º La representación y defensa legal de un cliente por un procurador o un abogado, ya sea en un
arbitraje o una conciliación celebrada en un Estado o ante una instancia internacional de conciliación o
arbitraje, o ya sea en un procedimiento judicial ante los órganos jurisdiccionales o las autoridades
públicas de un Estado o ante órganos jurisdiccionales o instituciones internacionales.
2.º El asesoramiento jurídico prestado como preparación de uno de los procedimientos mencionados en
el apartado anterior de la presente letra, o cuando exista una probabilidad alta de que el asunto sobre el
que se asesora será objeto de dichos procedimientos, siempre que el asesoramiento lo preste un
abogado.
3.º Los servicios de certificación y autenticación de documentos que deban ser prestados por un notario
público.
4.º Los servicios jurídicos prestados por administradores, tutores u otros servicios jurídicos cuyos
prestadores sean designados por un órgano jurisdiccional o designados por ley para desempeñar
funciones específicas bajo la supervisión de dichos órganos jurisdiccionales.
5.º Otros servicios jurídicos que estén relacionados, incluso de forma ocasional, con el ejercicio del
poder público.

f) Los que tengan por objeto servicios de defensa civil, protección civil y prevención de riesgos laborales
prestados por organizaciones o asociaciones sin ánimo de lucro e incluidos en los siguientes códigos CPV:
75250000-3, 75251000-0, 75251100-1, 75251110-4, 75251120-7, 75252000-7, 75222000- 8; 98113100-9;
85143000-3, salvo los servicios de transporte en ambulancia de pacientes.
g) Los que tengan por objeto servicios públicos de transporte de viajeros por ferrocarril o en metro, así
como las concesiones de servicios de transporte de viajeros, sin perjuicio de la aplicación del Reglamento
(UE) n.º 1370/2007, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2007, sobre los servicios
públicos de transporte de viajeros por ferrocarril y carretera y por el que se derogan los Reglamentos (CEE)
n.º 1191/69 y (CEE) n.º 1107/70 del Consejo.
h) Los contratos de concesión adjudicados para:

1.º La puesta a disposición o la explotación de redes fijas destinadas a prestar un servicio al público en
relación con la producción, el transporte o la distribución de agua potable;
2.º El suministro de agua potable a dichas redes. Asimismo, tampoco se considerarán sujetos a
regulación armonizada los contratos de concesión que se refieran a uno de los objetos siguientes o a
ambos que estén relacionadas con una de las actividades contempladas en los números 1.º y 2.º
anteriores: I. Proyectos de ingeniería hidráulica, irrigación o drenaje, siempre que el volumen de agua
destinado al abastecimiento de agua potable represente más del 20 por ciento del volumen total de agua
disponible gracias a dichos proyectos o a dichas instalaciones de irrigación o drenaje, o II. Eliminación o
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tratamiento de aguas residuales.

Artículo 20. Contratos de obras, de concesión de obras y de concesión de servicios sujetos a una 
regulación armonizada: Umbral.
1. Están sujetos a regulación armonizada los contratos de obras, de concesión de obras y de concesión de
servicios cuyo valor estimado sea igual o superior a 5.404.000 euros.
2. En el supuesto previsto en el artículo 101.12 relativo al cálculo del valor estimado en los contratos de obras
que se adjudiquen por lotes separados, cuando el valor acumulado de los lotes en que se divida la obra iguale o
supere la cantidad indicada en el apartado anterior, se aplicarán las normas de la regulación armonizada a la
adjudicación de cada lote. No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, los órganos de contratación podrán
exceptuar de estas normas a los lotes cuyo valor estimado sea inferior a un millón de euros, siempre que el
importe acumulado de los lotes exceptuados no sobrepase el 20 por 100 del valor acumulado de la totalidad de
los mismos.
Se modifica el apartado 1 por el art. único.1.a) de la Orden HAC/1517/2025, de 18 de diciembre. Ref. BOE-A-2025-26605

Se modifica el apartado 1 por el art. único.1.a) de la Orden HFP/1352/2023, de 15 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25764

Se modifica el apartado 1 por el art. único.1.a) de la Orden HFP/1499/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21885

Se modifica el apartado 1 por el art. único.1 de la Orden HAC/1272/2019, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2019-18748

Se modifica el apartado 1 por el art. 2.a) de la Orden HFP/1298/2017, de 26 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-15717

Artículo 21. Contratos de suministro sujetos a una regulación armonizada: Umbral.
1. Están sujetos a regulación armonizada los contratos de suministro cuyo valor estimado sea igual o superior a
las siguientes cantidades:

a) 140.000 euros, cuando se trate de contratos adjudicados por la Administración General del Estado, sus
Organismos Autónomos, o las Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social. No obstante,
cuando los contratos se adjudiquen por órganos de contratación que pertenezcan al sector de la defensa,
este umbral solo se aplicará respecto de los contratos de suministro que tengan por objeto los productos
enumerados en el anexo II.
b) 216.000 euros, cuando se trate de contratos de suministro distintos, por razón del sujeto contratante o
por razón de su objeto, de los contemplados en la letra anterior.

2. En el supuesto previsto en el artículo 101.12 relativo al cálculo del valor estimado en los contratos que se
adjudiquen por lotes separados, cuando el valor acumulado de los lotes en que se divida el suministro iguale o
supere las cantidades indicadas en el apartado anterior, se aplicarán las normas de la regulación armonizada a
la adjudicación de cada lote. No obstante, los órganos de contratación podrán exceptuar de estas normas a los
lotes cuyo valor estimado sea inferior a 80.000 euros, siempre que el importe acumulado de los lotes
exceptuados no sobrepase el 20 por 100 del valor acumulado de la totalidad de los mismos.
Se modifica el apartado 1.a) y b) por el art. único.1.b) y c) de la Orden HAC/1517/2025, de 18 de diciembre. Ref. BOE-A-2025-26605

Se modifica el apartado 1.a) y b) por el art. único.1.c) y b) de la Orden HFP/1352/2023, de 15 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25764

Se modifica el apartado 1.b) y a) por el art. único.1.b) y c) de la Orden HFP/1499/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21885

Se modifica el apartado 1.a) y b) por el art. único.1 de la Orden HAC/1272/2019, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2019-18748

Se modifica el apartado 1.a) y b) por el art. 2.b) y c) de la Orden HFP/1298/2017, de 26 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-15717

Artículo 22. Contratos de servicios sujetos a una regulación armonizada: umbral.
1. Están sujetos a regulación armonizada los contratos de servicios cuyo valor estimado sea igual o superior a
las siguientes cantidades:

a) 140.000 euros, cuando los contratos hayan de ser adjudicados por la Administración General del Estado,
sus Organismos Autónomos, o las Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social.
b) 216.000 euros, cuando los contratos hayan de adjudicarse por entidades del sector público distintas a la
Administración General del Estado, sus Organismos Autónomos o las Entidades Gestoras y Servicios
Comunes de la Seguridad Social.
c) 750.000 euros, cuando se trate de contratos que tengan por objeto los servicios sociales y otros servicios
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específicos enumerados en el anexo IV.
2. En el supuesto previsto en el artículo 101.12 relativo al cálculo del valor estimado en los contratos que se
adjudiquen por lotes separados, cuando el valor acumulado de los lotes en que se divida la contratación de
servicios iguale o supere los importes indicados en el apartado anterior, se aplicarán las normas de la
regulación armonizada a la adjudicación de cada lote. No obstante, los órganos de contratación podrán
exceptuar de estas normas a los lotes cuyo valor estimado sea inferior a 80.000 euros, siempre que el importe
acumulado de los lotes exceptuados no sobrepase el 20 por 100 del valor acumulado de la totalidad de los
mismos.
Se modifica el apartado 1.b) y a) por el art. único.1.b) y c) de la Orden HAC/1517/2025, de 18 de diciembre. Ref. BOE-A-2025-26605

Se modifica el apartado 1.b) y a) por el art. único.1.b) y c) de la Orden HFP/1352/2023, de 15 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25764

Se modifica el apartado 1.b) y a) por el art. único.1.b) y c) de la Orden HFP/1499/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21885

Se modifica el apartado 1.a) y b) por el art. único.1 de la Orden HAC/1272/2019, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2019-18748

Se modifica el apartado 1.a) y b) por el art. 2.b) y c) de la Orden HFP/1298/2017, de 26 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-15717

Artículo 23. Contratos subvencionados sujetos a una regulación armonizada.
1. Son contratos subvencionados sujetos a una regulación armonizada los contratos de obras y los contratos de
servicios definidos conforme a lo previsto en los artículos 13 y 17, respectivamente, que sean subvencionados,
de forma directa y en más de un 50 por 100 de su importe, por entidades que tengan la consideración de
poderes adjudicadores, siempre que pertenezcan a alguna de las categorías siguientes:

a) Contratos de obras que tengan por objeto actividades de ingeniería civil de la sección F, división 45,
grupo 45.2 de la Nomenclatura General de Actividades Económicas de las Comunidades Europeas (NACE), o
la construcción de hospitales, centros deportivos, recreativos o de ocio, edificios escolares o universitarios
y edificios de uso administrativo, siempre que su valor estimado sea igual o superior a 5.404.000 euros.
b) Contratos de servicios vinculados a un contrato de obras de los definidos en la letra a), cuyo valor
estimado sea igual o superior a 216.000 euros.

2. Las normas previstas para los contratos subvencionados se aplicarán a aquellos celebrados por particulares
o por entidades del sector público que no tengan la consideración de poderes adjudicadores, en conjunción,
en este último caso, con las establecidas en el Título II del Libro Tercero de esta Ley. Cuando el contrato
subvencionado se adjudique por entidades del sector público que tengan la consideración de poder
adjudicador, se aplicarán las normas de contratación previstas para estas entidades, de acuerdo con su
naturaleza, salvo la relativa a la determinación de la competencia para resolver el recurso especial en materia
de contratación y para adoptar medidas cautelares en el procedimiento de adjudicación, que se regirá, en todo
caso, por la regla establecida en el apartado 2 del artículo 47.
Se modifica el apartado 1.a) y b) por el art. único.1.a) y b) de la Orden HAC/1517/2025, de 18 de diciembre. Ref. BOE-A-2025-26605

Se modifica el apartado 1.a) y b) por el art. único.1.a) y b) de la Orden HFP/1352/2023, de 15 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25764

Se modifica el apartado 1.a) y b) por el art. único.1.a) y b) de la Orden HFP/1499/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21885

Se modifica el apartado 1.a) y b) por el art. único.1 de la Orden HAC/1272/2019, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2019-18748

Se modifica el apartado 1.a) y b) por el art. 2.a) y b) de la Orden HFP/1298/2017, de 26 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-15717

Sección 3.ª Contratos administrativos y contratos privados

Artículo 24. Régimen jurídico aplicable a los contratos del sector público.
Los contratos del sector público podrán estar sometidos a un régimen jurídico de derecho administrativo o de
derecho privado.

Artículo 25. Contratos administrativos.
1. Tendrán carácter administrativo los contratos siguientes, siempre que se celebren por una Administración
Pública:

a) Los contratos de obra, concesión de obra, concesión de servicios, suministro y servicios. No obstante,
tendrán carácter privado los siguientes contratos:
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1.º Los contratos de servicios que tengan por objeto servicios financieros con número de referencia CPV
de 66100000-1 a 66720000-3 y los que tengan por objeto la creación e interpretación artística y literaria y
los de espectáculos con número de referencia CPV de 79995000-5 a 79995200-7, y de 92000000-1 a
92700000-8, excepto 92230000-2, 92231000-9 y 92232000-6.
2.º Aquellos cuyo objeto sea la suscripción a revistas, publicaciones periódicas y bases de datos.

b) Los contratos declarados así expresamente por una Ley, y aquellos otros de objeto distinto a los
expresados en la letra anterior, pero que tengan naturaleza administrativa especial por estar vinculados al
giro o tráfico específico de la Administración contratante o por satisfacer de forma directa o inmediata una
finalidad pública de la específica competencia de aquella.

2. Los contratos administrativos se regirán, en cuanto a su preparación, adjudicación, efectos, modificación y
extinción, por esta Ley y sus disposiciones de desarrollo; supletoriamente se aplicarán las restantes normas de
derecho administrativo y, en su defecto, las normas de derecho privado. No obstante, a los contratos
administrativos especiales a que se refiere la letra b) del apartado anterior les serán de aplicación, en primer
término, sus normas específicas.

Artículo 26. Contratos privados.
1. Tendrán la consideración de contratos privados:

a) Los que celebren las Administraciones Públicas cuyo objeto sea distinto de los referidos en las letras a) y
b) del apartado primero del artículo anterior.
b) Los celebrados por entidades del sector público que siendo poder adjudicador no reúnan la condición de
Administraciones Públicas.
c) Los celebrados por entidades del sector público que no reúnan la condición de poder adjudicador.

2. Los contratos privados que celebren las Administraciones Públicas se regirán, en cuanto a su preparación y
adjudicación, en defecto de normas específicas, por las Secciones 1.ª y 2.ª del Capítulo I del Título I del Libro
Segundo de la presente Ley con carácter general, y por sus disposiciones de desarrollo, aplicándose
supletoriamente las restantes normas de derecho administrativo o, en su caso, las normas de derecho privado,
según corresponda por razón del sujeto o entidad contratante. En lo que respecta a su efectos, modificación y
extinción, estos contratos se regirán por el derecho privado. No obstante lo establecido en el párrafo anterior,
a los contratos mencionados en los números 1.º y 2.º de la letra a) del apartado primero del artículo anterior,
les resultarán de aplicación, además del Libro Primero de la presente Ley, el Libro Segundo de la misma en
cuanto a su preparación y adjudicación. En cuanto a sus efectos y extinción les serán aplicables las normas de
derecho privado, salvo lo establecido en los artículos de esta Ley relativos a las condiciones especiales de
ejecución, modificación, cesión, subcontratación y resolución de los contratos, que les serán de aplicación
cuando el contrato esté sujeto a regulación armonizada.
3. Los contratos privados que celebren los poderes adjudicadores que no pertenezcan a la categoría de
Administraciones Públicas mencionados en la letra b) del apartado primero del presente artículo, cuyo objeto
esté comprendido en el ámbito de la presente Ley, se regirán por lo dispuesto en el Título I del Libro Tercero
de la misma, en cuanto a su preparación y adjudicación. En cuanto a sus efectos y extinción les serán
aplicables las normas de derecho privado, y aquellas normas a las que se refiere el párrafo primero del artículo
319 en materia medioambiental, social o laboral, de condiciones especiales de ejecución, de modificación del
contrato, de cesión y subcontratación, de racionalización técnica de la contratación; y la causa de resolución
del contrato referida a la imposibilidad de ejecutar la prestación en los términos inicialmente pactados,
cuando no sea posible modificar el contrato conforme a los artículos 204 y 205.
4. Los contratos que celebren las Entidades del Sector Público que no posean la condición de poder
adjudicador, se regirán por lo dispuesto en los artículos 321 y 322. En lo que se refiere a sus efectos,
modificación y extinción se regularán por las normas de derecho privado que les resulten de aplicación.

Artículo 27. Jurisdicción competente.
1. Serán competencia del orden jurisdiccional contencioso-administrativo las siguientes cuestiones:
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a) Las relativas a la preparación, adjudicación, efectos, modificación y extinción de los contratos
administrativos.
b) Las que se susciten en relación con la preparación y adjudicación de los contratos privados de las
Administraciones Públicas. Adicionalmente, respecto de los contratos referidos en los números 1.º y 2.º de
la letra a) del apartado primero del artículo 25 de la presente Ley que estén sujetos a regulación
armonizada, las impugnaciones de las modificaciones basadas en el incumplimiento de lo establecido en
los artículos 204 y 205 de la presente Ley, por entender que la modificación debió ser objeto de una nueva
adjudicación.
c) Las referidas a la preparación, adjudicación y modificaciones contractuales, cuando la impugnación de
estas últimas se base en el incumplimiento de lo establecido en los artículos 204 y 205 de la presente Ley,
cuando se entienda que dicha modificación debió ser objeto de una nueva adjudicación de los contratos
celebrados por los poderes adjudicadores que no tengan la consideración de Administración Pública.
d) Las relativas a la preparación y adjudicación de los contratos de entidades del sector público que no
tengan el carácter de poderes adjudicadores.
e) Los recursos interpuestos contra las resoluciones que se dicten por los órganos administrativos de
resolución de los recursos previstos en el artículo 44 de esta Ley, así como en el artículo 321.5.
f) Las cuestiones que se susciten en relación con la preparación, adjudicación y modificación de los
contratos subvencionados a que se refiere el artículo 23 de la presente Ley.

2. El orden jurisdiccional civil será el competente para resolver:
a) Las controversias que se susciten entre las partes en relación con los efectos y extinción de los contratos
privados de las entidades que tengan la consideración de poderes adjudicadores, sean o no
Administraciones Públicas, con excepción de las modificaciones contractuales citadas en las letras b) y c)
del apartado anterior.
b) De las cuestiones referidas a efectos y extinción de los contratos que celebren las entidades del sector
público que no tengan el carácter de poderes adjudicadores.
c) El conocimiento de las cuestiones litigiosas relativas a la financiación privada del contrato de concesión
de obra pública o de concesión de servicios, salvo en lo relativo a las actuaciones en ejercicio de las
obligaciones y potestades administrativas que, con arreglo a lo dispuesto en esta Ley, se atribuyen a la
Administración concedente, y en las que será competente el orden jurisdiccional contencioso-
administrativo.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 11

1. Según la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, ¿qué tipo de contrato es el 
arrendamiento, con o sin opción de compra, de productos o bienes muebles?

A) Contrato de suministro.

B) Contrato de concesión de servicios.

C) Contrato de servicios.

D) Contrato mixto.

2. Con base en lo dispuesto en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, cuál de los 
siguientes NO tiene consideración de poder adjudicador:

A) Las Administraciones Públicas.

B) Las fundaciones públicas.

C) Las Mutuas colaboradoras con la Seguridad Social.

D) Las asociaciones inscritas en el Registro Nacional de Asociaciones.

Temario en formato ley · Técnico Administración Especial (Temas Generales) · Cabildo Insular de 94

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



3. De acuerdo con el artículo 1 de la Ley de contratos del sector público, la contratación del sector público 
debe ajustarse, entre otros, a los principios de:

A) Publicidad y transparencia de los procedimientos

B) Libertad de acceso a las licitaciones

C) No discriminación e igualdad de trato entre los licitadores

D) Todas las anteriores son correctas

4. A tenor de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, en el artículo 1.3 se ordena 
que siempre que guarde relación con el objeto del contrato, en la convicción de que su inclusión proporciona 
una mejor relación calidad-precio en la relación contractual, así como una mayor y mejor eficiencia en la 
utilización de los fondos públicos, en toda contratación pública se incorporarán de manera transversal y 
objetiva criterios:

A) Económicos y financieros

B) Innovadores y tecnológicos

C) Sociales y medioambientales

D) Comunitarios y trasnacionales

5. De acuerdo con la Ley de Contratos del Sector Público:

A) Son contratos de suministro los que tienen por objeto la adquisición, el arrendamiento financiero o el 
arrendamiento, con o sin opción de compra, de productos o bienes muebles.

B) Los contratos de arrendamiento sin opción a compra tienen la consideración de contratos de servicios.

C) Cuando un contrato contenga prestaciones correspondientes a suministros y servicios, se atenderá, para la 
determinación de las normas que deban de observarse a su adjudicación, al contrato de suministros.

D) Los que tengan por objeto la adquisición de programas de ordenador desarrollados a medida se considerarán 
contratos de suministros.

6. Tendrán la consideración de contratos privados:

A) Los contratos de servicios que tengan por objeto servicios financieros

B) Los contratos declarados así expresamente por una Ley por estar vinculados al giro o tráfico específico de la 
Administración

C) Las dos respuestas son correctas

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

7. De acuerdo con el art. 16 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, los contratos 
de arrendamiento de bienes muebles son:

A) Contratos privados de arrendamiento.

B) Contratos de suministro.

C) Contratos de servicios.

D) Contratos patrimoniales.
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8. El contrato de concesión de servicios es aquel en cuya virtud uno o varios poderes adjudicadores 
encomiendan:

A) A título oneroso a una o varias personas jurídicas, la gestión de un servicio cuya prestación sea de su 
titularidad o competencia.

B) A título oneroso o gratuito a una o varias personas, naturales o jurídicas, la gestión de un servicio cuya 
prestación sea de su titularidad o competencia.

C) A título oneroso a una o varias personas, naturales o jurídicas, la gestión de un servicio cuya prestación sea 
de su titularidad o competencia.

D) A título oneroso o gratuito a una o varias personas jurídicas, la gestión de un servicio cuya prestación sea de 
su titularidad o competencia.

9. En la Ley 9/2017, se introduce una nueva figura contractual que es:

A) La gestión directa de los servicios públicos.

B) La concesión de servicios.

C) La gestión de servicios públicos.

D) La gestión indirecta de servicios públicos.

10. De acuerdo con la Ley 9/2017, ¿cuál de los siguientes enunciados es correcto en relación con la 
calificación de los contratos del sector público?

A) Tendrán la consideración de contratos administrativos todos aquellos celebrados por una administración 
pública, con independencia de su objeto, siempre que estén sujetos al derecho administrativo.

B) Los contratos de servicios, suministro y obras tendrán siempre la consideración de contratos administrativos, 
mientras que los contratos privados solo pueden ser celebrados por entidades del sector público que no tengan 
la consideración de administración pública.

C) Los contratos celebrados por las administraciones públicas tendrán la consideración de contratos privados 
cuando su objeto no esté directamente relacionado con una finalidad pública, con independencia de su 
tipología.

D) Tendrán consideración de contratos administrativos los de obra, concesión de obra, concesión de servicios, 
suministro y servicios celebrados por una AP, así como otros de naturaleza administrativa especial por estar 
vinculados al giro o tráfico específico de la AP contratante.

SOLUCIONES 1 A · 2 D · 3 D · 4 C · 5 A · 6 A · 7 B · 8 C · 9 B · 10 D

Te quedan 165 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 11, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 12

Ley 38/2003, de 17 de noviembre, general de subvenciones: 
procedimientos de concesión y gestión de las subvenciones: del 

procedimiento de concesión. Del procedimiento de concesión en 
régimen de concurrencia competitiva. Del procedimiento de 

concesión directa.

Ley 38/2003 general de subvenciones

LGS · BOE-A-2003-20977 · arts. 22 a 28 — 7 incluidos

TÍTULO I Procedimientos de concesión y gestión de las subvenciones

CAPÍTULO I Del procedimiento de concesión

Artículo 22. Procedimientos de concesión.
1. El procedimiento ordinario de concesión de subvenciones se tramitará en régimen de concurrencia
competitiva. A efectos de esta ley, tendrá la consideración de concurrencia competitiva el procedimiento
mediante el cual la concesión de las subvenciones se realiza mediante la comparación de las solicitudes
presentadas, a fin de establecer una prelación entre las mismas de acuerdo con los criterios de valoración
previamente fijados en las bases reguladoras y en la convocatoria, y adjudicar, con el límite fijado en la
convocatoria dentro del crédito disponible, aquellas que hayan obtenido mayor valoración en aplicación de los
citados criterios. En este supuesto, y sin perjuicio de las especialidades que pudieran derivarse de la capacidad
de autoorganización de las Administraciones públicas, la propuesta de concesión se formulará al órgano
concedente por un órgano colegiado a través del órgano instructor. La composición del órgano colegiado será
la que establezcan las correspondientes bases reguladoras. Excepcionalmente, siempre que así se prevea en
las bases reguladoras, el órgano competente procederá al prorrateo, entre los beneficiarios de la subvención,
del importe global máximo destinado a las subvenciones.
2. Podrán concederse de forma directa las siguientes subvenciones:

a) Las previstas nominativamente en los Presupuestos Generales del Estado, de las Comunidades
Autónomas o de las Entidades Locales, en los términos recogidos en los convenios y en la normativa
reguladora de estas subvenciones. A efectos de lo establecido en el párrafo anterior, se entiende por
subvención prevista nominativamente en los Presupuestos Generales del Estado aquella en que al menos
su dotación presupuestaria y beneficiario aparezcan determinados en los estados de gasto del Presupuesto.
El objeto de estas subvenciones deberá quedar determinado expresamente en el correspondiente convenio
de colaboración o resolución de concesión que, en todo caso, deberá ser congruente con la clasificación
funcional y económica del correspondiente crédito presupuestario.
b) Aquellas cuyo otorgamiento o cuantía venga impuesto a la Administración por una norma de rango legal,
que seguirán el procedimiento de concesión que les resulte de aplicación de acuerdo con su propia
normativa.
c) Con carácter excepcional, aquellas otras subvenciones en que se acrediten razones de interés público,
social, económico o humanitario, u otras debidamente justificadas que dificulten su convocatoria pública.

3. No podrán otorgarse subvenciones por cuantía superior a la que se determine en la convocatoria.
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Se modifica el apartado 2.a) por la disposición final 12 de la Ley 17/2012, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2012-15651 .

CAPÍTULO II Del procedimiento de concesión en régimen de concurrencia competitiva

Artículo 23. Iniciación.
1. El procedimiento para la concesión de subvenciones se inicia siempre de oficio.
2. La iniciación de oficio se realizará siempre mediante convocatoria aprobada por el órgano competente, que
desarrollará el procedimiento para la concesión de las subvenciones convocadas según lo establecido en este
capítulo y de acuerdo con los principios de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. La convocatoria deberá publicarse en
la BDNS y un extracto de la misma, en el "Boletín Oficial del Estado" de acuerdo con el procedimiento
establecido en el artículo 20.8. La convocatoria tendrá necesariamente el siguiente contenido: Téngase en
cuenta que esta redacción del primer párrafo del apartado 2 será de aplicación a las subvenciones convocadas
o concedidas a partir del 1 de enero de 2016, según establece la disposición transitoria 10 de la Ley 15/2014, de
16 de septiembre. Ref. BOE-A-2014-9467 . Redacción anterior: "La iniciación de oficio se realizará siempre
mediante convocatoria aprobada por el órgano competente, que desarrollará el procedimiento para la
concesión de las subvenciones convocadas según lo establecido en este capítulo y de acuerdo con los
principios de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, y tendrá necesariamente el siguiente contenido:"

a) Indicación de la disposición que establezca, en su caso, las bases reguladoras y del diario oficial en que
está publicada, salvo que en atención a su especificidad éstas se incluyan en la propia convocatoria.
b) Créditos presupuestarios a los que se imputa la subvención y cuantía total máxima de las subvenciones
convocadas dentro de los créditos disponibles o, en su defecto, cuantía estimada de las subvenciones.
c) Objeto, condiciones y finalidad de la concesión de la subvención.
d) Expresión de que la concesión se efectúa mediante un régimen de concurrencia competitiva.
e) Requisitos para solicitar la subvención y forma de acreditarlos.
f) Indicación de los órganos competentes para la instrucción y resolución del procedimiento.
g) Plazo de presentación de solicitudes, a las que serán de aplicación las previsiones contenidas en el
apartado 3 de este artículo.
h) Plazo de resolución y notificación.
i) Documentos e informaciones que deben acompañarse a la petición.
j) En su caso, posibilidad de reformulación de solicitudes de conformidad con lo dispuesto en el artículo 27
de esta ley.
k) Indicación de si la resolución pone fin a la vía administrativa y, en caso contrario, órgano ante el que ha
de interponerse recurso de alzada.
l) Criterios de valoración de las solicitudes.
m) Medio de notificación o publicación, de conformidad con lo previsto en el artículo 59 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

3. Las solicitudes de los interesados acompañarán los documentos e informaciones determinados en la norma
o convocatoria, salvo que los documentos exigidos ya estuvieran en poder de cualquier órgano de la
Administración actuante, en cuyo caso el solicitante podrá acogerse a lo establecido en el párrafo f) del
artículo 35 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, siempre que se haga constar la fecha y el órgano o dependencia en que
fueron presentados o, en su caso, emitidos, y cuando no hayan transcurrido más de cinco años desde la
finalización del procedimiento al que correspondan. En los supuestos de imposibilidad material de obtener el
documento, el órgano competente podrá requerir al solicitante su presentación, o, en su defecto, la
acreditación por otros medios de los requisitos a que se refiere el documento, con anterioridad a la
formulación de la propuesta de resolución. La presentación telemática de solicitudes y documentación
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complementaria se realizará en los términos previstos en la disposición adicional decimoctava de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común. A efectos de lo previsto en el apartado 3 de la citada disposición adicional
decimoctava, la presentación de la solicitud por parte del beneficiario conllevará la autorización al órgano
gestor para recabar los certificados a emitir por la Agencia Estatal de Administración Tributaria y por la
Tesorería General de la Seguridad Social.
4. A efectos de lo dispuesto en los apartados anteriores, la normativa reguladora de la subvención podrá
admitir la sustitución de la presentación de determinados documentos por una declaración responsable del
solicitante. En este caso, con anterioridad a la propuesta de resolución de concesión de la subvención se
deberá requerir la presentación de la documentación que acredite la realidad de los datos contenidos en la
citada declaración, en un plazo no superior a 15 días.
5. Si la solicitud no reúne los requisitos establecidos en la norma de convocatoria, el órgano competente
requerirá al interesado para que la subsane en el plazo máximo e improrrogable de 10 días, indicándole que si
no lo hiciese se le tendrá por desistido de su solicitud, previa resolución que deberá ser dictada en los
términos previstos en el artículo 71 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. Se modifica el primer párrafo del
apartado 2 por el art. 30.4 de la Ley 15/2014, de 16 de septiembre. Ref. BOE-A-2014-9467 . Téngase en cuenta
que esta modificación será de aplicación a las subvenciones convocadas o concedidas a partir del 1 de enero de
2016, según establece la disposición transitoria 10 de la citada Ley.

Artículo 24. Instrucción.
1. La instrucción del procedimiento de concesión de subvenciones corresponde al órgano que se designe en la
convocatoria.
2. El órgano competente para la instrucción realizará de oficio cuantas actuaciones estime necesarias para la
determinación, conocimiento y comprobación de los datos en virtud de los cuales debe formularse la
propuesta de resolución.
3. Las actividades de instrucción comprenderán:

a) Petición de cuantos informes estime necesarios para resolver o que sean exigidos por las normas que
regulan la subvención. En la petición se hará constar, en su caso, el carácter determinante de aquellos
informes que sean preceptivos. El plazo para su emisión será de 10 días, salvo que el órgano instructor,
atendiendo a las características del informe solicitado o del propio procedimiento, solicite su emisión en
un plazo menor o mayor, sin que en este último caso pueda exceder de dos meses. Cuando en el plazo
señalado no se haya emitido el informe calificado por disposición legal expresa como preceptivo y
determinante, o, en su caso, vinculante, podrá interrumpirse el plazo de los trámites sucesivos.
b) Evaluación de las solicitudes o peticiones, efectuada conforme con los criterios, formas y prioridades de
valoración establecidos en la norma reguladora de la subvención o, en su caso, en la convocatoria. La
norma reguladora de la subvención podrá contemplar la posibilidad de establecer una fase de
preevaluación en la que se verificará el cumplimiento de las condiciones impuestas para adquirir la
condición de beneficiario de la subvención.

4. Una vez evaluadas las solicitudes, el órgano colegiado al que se refiere el apartado 1 del artículo 22 de esta
ley deberá emitir informe en el que se concrete el resultado de la evaluación efectuada. El órgano instructor, a
la vista del expediente y del informe del órgano colegiado, formulará la propuesta de resolución provisional,
debidamente motivada, que deberá notificarse a los interesados en la forma que establezca la convocatoria, y
se concederá un plazo de 10 días para presentar alegaciones. Se podrá prescindir del trámite de audiencia
cuando no figuren en procedimiento ni sean tenidos en cuenta otros hechos ni otras alegaciones y pruebas que
las aducidas por los interesados. En este caso, la propuesta de resolución formulada tendrá el carácter de
definitiva. Examinadas las alegaciones aducidas en su caso por los interesados, se formulará la propuesta de
resolución definitiva, que deberá expresar el solicitante o la relación de solicitantes para los que se propone la
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concesión de la subvención, y su cuantía, especificando su evaluación y los criterios de valoración seguidos
para efectuarla. El expediente de concesión de subvenciones contendrá el informe del órgano instructor en el
que conste que de la información que obra en su poder se desprende que los beneficiarios cumplen todos los
requisitos necesarios para acceder a las mismas.
5. La propuesta de resolución definitiva, cuando resulte procedente de acuerdo con las bases reguladoras, se
notificará a los interesados que hayan sido propuestos como beneficiarios en la fase de instrucción, para que
en el plazo previsto en dicha normativa comuniquen su aceptación.
6. Las propuestas de resolución provisional y definitiva no crean derecho alguno a favor del beneficiario
propuesto, frente a la Administración, mientras no se le haya notificado la resolución de concesión.

Artículo 25. Resolución.
1. Una vez aprobada la propuesta de resolución definitiva, y de acuerdo con lo previsto en el artículo 89 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, y, en su caso, en la correspondiente norma o convocatoria, el órgano competente
resolverá el procedimiento.
2. La resolución se motivará de conformidad con lo que dispongan las bases reguladoras de la subvención
debiendo, en todo caso, quedar acreditados en el procedimiento los fundamentos de la resolución que se
adopte.
3. La resolución, además de contener el solicitante o relación de solicitantes a los que se concede la
subvención, hará constar, en su caso, de manera expresa, la desestimación del resto de las solicitudes.
4. El plazo máximo para resolver y notificar la resolución del procedimiento no podrá exceder de seis meses,
salvo que una norma con rango de ley establezca un plazo mayor o así venga previsto en la normativa de la
Unión Europea. El plazo se computará a partir de la publicación de la correspondiente convocatoria, salvo que
la misma posponga sus efectos a una fecha posterior. En el supuesto de subvenciones tramitadas por otras
Administraciones públicas en las que corresponda la resolución a la Administración General del Estado o a las
entidades de derecho público vinculadas o dependientes de ésta, este plazo se computará a partir del
momento en que el órgano otorgante disponga de la propuesta o de la documentación que la norma
reguladora de la subvención determine.
5. El vencimiento del plazo máximo sin haberse notificado la resolución legitima a los interesados para
entender desestimada por silencio administrativo la solicitud de concesión de la subvención.

Artículo 26. Notificación de la resolución.
La resolución del procedimiento se notificará a los interesados de acuerdo con lo previsto en el artículo 58 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común. La práctica de dicha notificación o publicación se ajustará a las disposiciones
contenidas en el artículo 59 de la citada ley.

Artículo 27. Reformulación de las solicitudes.
1. Cuando la subvención tenga por objeto la financiación de actividades a desarrollar por el solicitante y el
importe de la subvención de la propuesta de resolución provisional sea inferior al que figura en la solicitud
presentada, se podrá instar del beneficiario, si así se ha previsto en las bases reguladoras, la reformulación de
su solicitud para ajustar los compromisos y condiciones a la subvención otorgable.
2. Una vez que la solicitud merezca la conformidad del órgano colegiado, se remitirá con todo lo actuado al
órgano competente para que dicte la resolución.
3. En cualquier caso, la reformulación de solicitudes deberá respetar el objeto, condiciones y finalidad de la
subvención, así como los criterios de valoración establecidos respecto de las solicitudes o peticiones.

CAPÍTULO III Del procedimiento de concesión directa

Artículo 28. Concesión directa.
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1. La resolución de concesión y, en su caso, los convenios a través de los cuales se canalicen estas
subvenciones establecerán las condiciones y compromisos aplicables de conformidad con lo dispuesto en esta
ley. Los convenios serán el instrumento habitual para canalizar las subvenciones previstas nominativamente
en los Presupuestos Generales del Estado, o en los de las corporaciones locales, sin perjuicio de lo que a este
respecto establezca su normativa reguladora.
2. El Gobierno aprobará por real decreto, a propuesta del ministro competente y previo informe del Ministerio
de Hacienda, las normas especiales reguladoras de las subvenciones reguladas en el párrafo c) del apartado 2
del artículo 22 de esta ley.
3. El real decreto a que se hace referencia en el apartado anterior deberá ajustarse a las previsiones contenidas
en esta ley, salvo en lo que afecte a la aplicación de los principios de publicidad y concurrencia, y contendrá
como mínimo los siguientes extremos:

a) Definición del objeto de las subvenciones, con indicación del carácter singular de las mismas y las
razones que acreditan el interés público, social, económico o humanitario y aquéllas que justifican la
dificultad de su convocatoria pública.
b) Régimen jurídico aplicable.
c) Beneficiarios y modalidades de ayuda.
d) Procedimiento de concesión y régimen de justificación de la aplicación dada a las subvenciones por los
beneficiarios y, en su caso, entidades colaboradoras.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 12

1. El procedimiento de concesión de una subvención en concurrencia competitiva se inicia de oficio.

A) Sí, siempre.

B) Sólo cuando así se haya acordado en las bases reguladoras de la subvención.

C) No. Se inicia con la presentación de solicitudes por los interesados.

D) Cuando en el presupuesto municipal exista crédito adecuado y suficiente en el capítulo IV “Transferencias 
corrientes” del presupuesto municipal de gastos y así se establezca por el Pleno de la Corporación en las bases 
de ejecución del presupuesto.

2. Señale la afirmación correcta de acuerdo con lo establecido en el artículo 24 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, en relación con la instrucción del procedimiento de subvenciones 
públicas:

A) Se podrá prescindir del trámite de audiencia cuando no figuren en el procedimiento ni sean tenidos en 
cuenta otros hechos ni otras alegaciones y pruebas que las aducidas por los interesados.

B) El órgano instructor, a la vista del expediente y del informe del órgano colegiado, formulará la propuesta de 
resolución provisional, motivada, que deberá notificarse a los interesados en la forma que establezca la 
convocatoria, y se concederá un plazo de 15 días para presentar alegaciones.

C) Se podrá prescindir del trámite de audiencia cuando figuren en el procedimiento otros hechos y pruebas 
además de las aducidas por los interesados.

D) En ningún caso se podrá prescindir del trámite de audiencia.
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3. Señale la afirmación correcta respecto a la actividad subvencional de las entidades locales:

A) La competencia para ejercer el control financiero de las subvenciones concedidas por las corporaciones 
locales y los organismos públicos de ellas dependientes corresponderá a los órganos o funcionarios que tengan 
atribuidas las funciones de fe pública y asesoramiento legal preceptivo

B) La Base de Datos Nacional de Subvenciones operará como sistema regional de publicidad de subvenciones

C) El procedimiento ordinario de concesión de subvenciones se tramitará en régimen de concurrencia 
competitiva

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

4. Conforme a la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, ¿cuáles de los siguientes son 
procedimientos de concesión de subvenciones?

A) El procedimiento ordinario de concesión directa, y el de régimen de concurrencia competitiva.

B) Las subvenciones previstas nominativamente en los presupuestos, y aquellas cuyo otorgamiento o cuantía 
venga impuesto por una norma de rango legal.

C) El procedimiento ordinario de régimen de concurrencia competitiva, y las concedidas de forma directa.

D) El convenio de colaboración entre el órgano administrativo concedente y la entidad colaboradora.

5. Según el artículo 22 de la Ley General de Subvenciones, ¿qué tipo de procedimiento es el régimen de 
concurrencia competitiva?

A) Ordinario.

B) Excepcional.

C) Directo.

D) Opcional.

6. Según lo dispuesto en la Ley General de Subvenciones, el plazo máximo para resolver y notificar la 
resolución del procedimiento de concesión de subvenciones, salvo que una norma con rango de ley 
establezca un plazo mayor o así venga previsto en la normativa de la Unión Europea, no podrá exceder de:

A) Un mes.

B) Dos meses.

C) Seis meses.

D) Un año.

7. De acuerdo con la Ley 38/2003, ¿cuál de los siguientes sistemas de concesión tiene carácter ordinario?

A) Concesión en régimen de concurrencia competitiva.

B) Concesión directa por razones de interés público.

C) Concesión por adjudicación directa discrecional.

D) Concesión mediante convenio.

8. Atendiendo a lo establecido en el artículo 25 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones, el plazo máximo para resolver y notificar la resolución del procedimiento de concesión de 
subvenciones no podrá sobrepasar:

A) Los seis meses, salvo que una norma legal o reglamentaria establezca un plazo mayor o así venga previsto en 
la normativa de la Unión Europea.

B) Los seis meses, salvo que una norma con rango de ley establezca un plazo mayor o así venga previsto en la 
normativa de la Unión Europea.

C) Los nueve meses, salvo que una norma legal o reglamentaria establezca un plazo máximo o así venga previsto 
en la normativa de la Unión Europea.

D) Los nueve meses, salvo que una norma con rango de ley establezca un plazo máximo o así venga previsto en 
la normativa de la Unión Europea.
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9. Según lo establecido en el artículo 25 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, en 
los procedimientos de concesión de subvenciones, ¿qué ocurre si vence el plazo máximo para resolver sin 
haberse notificado la resolución?

A) El procedimiento prescribe.

B) Se entiende desestimada la solicitud por silencio administrativo.

C) Se entiende estimada la solicitud por silencio administrativo.

D) Se ampliará el plazo de resolución por el órgano competente.

10. La instrucción del procedimiento de concesión de subvenciones corresponde al/a la:

A) Alcalde.

B) Pleno de la Corporación.

C) Junta de Gobierno Local.

D) Órgano que se designe en la convocatoria.

SOLUCIONES 1 A · 2 A · 3 C · 4 C · 5 A · 6 C · 7 A · 8 B · 9 B · 10 D

Te quedan 14 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 12, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 13

Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de datos 
personales y garantía de los derechos digitales: Título I: disposiciones 

generales. Título II: principios de protección de datos. Título III: 
derechos de las personas.

LO 3/2018 protección de datos

LOPDGDD · BOE-A-2018-16673 · arts. 1 a 18 — 18 incluidos

TÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto de la ley.
La presente ley orgánica tiene por objeto:
a) Adaptar el ordenamiento jurídico español al Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y el
Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento
de sus datos personales y a la libre circulación de estos datos, y completar sus disposiciones. El derecho
fundamental de las personas físicas a la protección de datos personales, amparado por el artículo 18.4 de la
Constitución, se ejercerá con arreglo a lo establecido en el Reglamento (UE) 2016/679 y en esta ley orgánica.
b) Garantizar los derechos digitales de la ciudadanía conforme al mandato establecido en el artículo 18.4 de la
Constitución.

Artículo 2. Ámbito de aplicación de los Títulos I a IX y de los artículos 89 a 94.
1. Lo dispuesto en los Títulos I a IX y en los artículos 89 a 94 de la presente ley orgánica se aplica a cualquier
tratamiento total o parcialmente automatizado de datos personales, así como al tratamiento no automatizado
de datos personales contenidos o destinados a ser incluidos en un fichero.
2. Esta ley orgánica no será de aplicación:

a) A los tratamientos excluidos del ámbito de aplicación del Reglamento general de protección de datos por
su artículo 2.2, sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados 3 y 4 de este artículo.
b) A los tratamientos de datos de personas fallecidas, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 3.
c) A los tratamientos sometidos a la normativa sobre protección de materias clasificadas.

3. Los tratamientos a los que no sea directamente aplicable el Reglamento (UE) 2016/679 por afectar a
actividades no comprendidas en el ámbito de aplicación del Derecho de la Unión Europea, se regirán por lo
dispuesto en su legislación específica si la hubiere y supletoriamente por lo establecido en el citado
reglamento y en la presente ley orgánica. Se encuentran en esta situación, entre otros, los tratamientos
realizados al amparo de la legislación orgánica del régimen electoral general, los tratamientos realizados en el
ámbito de instituciones penitenciarias y los tratamientos derivados del Registro Civil, los Registros de la
Propiedad y Mercantiles.
4. El tratamiento de datos llevado a cabo con ocasión de la tramitación por los órganos judiciales de los
procesos de los que sean competentes, así como el realizado dentro de la gestión de la Oficina Judicial, se
regirán por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 y la presente ley orgánica, sin perjuicio de las
disposiciones de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 julio, del Poder Judicial, que le sean aplicables.
5. El tratamiento de datos llevado a cabo con ocasión de la tramitación por el Ministerio Fiscal de los procesos
de los que sea competente, así como el realizado con esos fines dentro de la gestión de la Oficina Fiscal, se
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regirán por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 y la presente Ley Orgánica, sin perjuicio de las
disposiciones de la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, reguladora del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, la
Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial y de las normas procesales que le sean aplicables.
Se añade el apartado 5 por la disposición final 4.1 de la Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo. Ref. BOE-A-2021-8806#df-4

Artículo 3. Datos de las personas fallecidas.
1. Las personas vinculadas al fallecido por razones familiares o de hecho así como sus herederos podrán
dirigirse al responsable o encargado del tratamiento al objeto de solicitar el acceso a los datos personales de
aquella y, en su caso, su rectificación o supresión. Como excepción, las personas a las que se refiere el párrafo
anterior no podrán acceder a los datos del causante, ni solicitar su rectificación o supresión, cuando la
persona fallecida lo hubiese prohibido expresamente o así lo establezca una ley. Dicha prohibición no afectará
al derecho de los herederos a acceder a los datos de carácter patrimonial del causante.
2. Las personas o instituciones a las que el fallecido hubiese designado expresamente para ello podrán
también solicitar, con arreglo a las instrucciones recibidas, el acceso a los datos personales de este y, en su
caso su rectificación o supresión. Mediante real decreto se establecerán los requisitos y condiciones para
acreditar la validez y vigencia de estos mandatos e instrucciones y, en su caso, el registro de los mismos.
3. En caso de fallecimiento de menores, estas facultades podrán ejercerse también por sus representantes
legales o, en el marco de sus competencias, por el Ministerio Fiscal, que podrá actuar de oficio o a instancia de
cualquier persona física o jurídica interesada. En caso de fallecimiento de personas con discapacidad, estas
facultades también podrán ejercerse, además de por quienes señala el párrafo anterior, por quienes hubiesen
sido designados para el ejercicio de funciones de apoyo, si tales facultades se entendieran comprendidas en las
medidas de apoyo prestadas por el designado.

TÍTULO II Principios de protección de datos

Artículo 4. Exactitud de los datos.
1. Conforme al artículo 5.1.d) del Reglamento (UE) 2016/679 los datos serán exactos y, si fuere necesario,
actualizados.
2. A los efectos previstos en el artículo 5.1.d) del Reglamento (UE) 2016/679, no será imputable al responsable
del tratamiento, siempre que este haya adoptado todas las medidas razonables para que se supriman o
rectifiquen sin dilación, la inexactitud de los datos personales, con respecto a los fines para los que se tratan,
cuando los datos inexactos:

a) Hubiesen sido obtenidos por el responsable directamente del afectado.
b) Hubiesen sido obtenidos por el responsable de un mediador o intermediario en caso de que las normas
aplicables al sector de actividad al que pertenezca el responsable del tratamiento establecieran la
posibilidad de intervención de un intermediario o mediador que recoja en nombre propio los datos de los
afectados para su transmisión al responsable. El mediador o intermediario asumirá las responsabilidades
que pudieran derivarse en el supuesto de comunicación al responsable de datos que no se correspondan
con los facilitados por el afectado.
c) Fuesen sometidos a tratamiento por el responsable por haberlos recibido de otro responsable en virtud
del ejercicio por el afectado del derecho a la portabilidad conforme al artículo 20 del Reglamento (UE)
2016/679 y lo previsto en esta ley orgánica.
d) Fuesen obtenidos de un registro público por el responsable.

Artículo 5. Deber de confidencialidad.
1. Los responsables y encargados del tratamiento de datos así como todas las personas que intervengan en
cualquier fase de este estarán sujetas al deber de confidencialidad al que se refiere el artículo 5.1.f) del
Reglamento (UE) 2016/679.
2. La obligación general señalada en el apartado anterior será complementaria de los deberes de secreto
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profesional de conformidad con su normativa aplicable.
3. Las obligaciones establecidas en los apartados anteriores se mantendrán aun cuando hubiese finalizado la
relación del obligado con el responsable o encargado del tratamiento.

Artículo 6. Tratamiento basado en el consentimiento del afectado.
1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 4.11 del Reglamento (UE) 2016/679, se entiende por
consentimiento del afectado toda manifestación de voluntad libre, específica, informada e inequívoca por la
que este acepta, ya sea mediante una declaración o una clara acción afirmativa, el tratamiento de datos
personales que le conciernen.
2. Cuando se pretenda fundar el tratamiento de los datos en el consentimiento del afectado para una
pluralidad de finalidades será preciso que conste de manera específica e inequívoca que dicho consentimiento
se otorga para todas ellas.
3. No podrá supeditarse la ejecución del contrato a que el afectado consienta el tratamiento de los datos
personales para finalidades que no guarden relación con el mantenimiento, desarrollo o control de la relación
contractual.

Artículo 7. Consentimiento de los menores de edad.
1. El tratamiento de los datos personales de un menor de edad únicamente podrá fundarse en su
consentimiento cuando sea mayor de catorce años. Se exceptúan los supuestos en que la ley exija la asistencia
de los titulares de la patria potestad o tutela para la celebración del acto o negocio jurídico en cuyo contexto se
recaba el consentimiento para el tratamiento.
2. El tratamiento de los datos de los menores de catorce años, fundado en el consentimiento, solo será lícito si
consta el del titular de la patria potestad o tutela, con el alcance que determinen los titulares de la patria
potestad o tutela.

Artículo 8. Tratamiento de datos por obligación legal, interés público o ejercicio de poderes públicos.
1. El tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado en el cumplimiento de una obligación
legal exigible al responsable, en los términos previstos en el artículo 6.1.c) del Reglamento (UE) 2016/679,
cuando así lo prevea una norma de Derecho de la Unión Europea o una norma con rango de ley, que podrá
determinar las condiciones generales del tratamiento y los tipos de datos objeto del mismo así como las
cesiones que procedan como consecuencia del cumplimiento de la obligación legal. Dicha norma podrá
igualmente imponer condiciones especiales al tratamiento, tales como la adopción de medidas adicionales de
seguridad u otras establecidas en el capítulo IV del Reglamento (UE) 2016/679.
2. El tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado en el cumplimiento de una misión
realizada en interés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable, en los términos
previstos en el artículo 6.1 e) del Reglamento (UE) 2016/679, cuando derive de una competencia atribuida por
una norma con rango de ley.

Artículo 9. Categorías especiales de datos.
1. A los efectos del artículo 9.2.a) del Reglamento (UE) 2016/679, a fin de evitar situaciones discriminatorias, el
solo consentimiento del afectado no bastará para levantar la prohibición del tratamiento de datos cuya
finalidad principal sea identificar su ideología, afiliación sindical, religión, orientación sexual, creencias u
origen racial o étnico. Lo dispuesto en el párrafo anterior no impedirá el tratamiento de dichos datos al
amparo de los restantes supuestos contemplados en el artículo 9.2 del Reglamento (UE) 2016/679, cuando así
proceda.
2. Los tratamientos de datos contemplados en las letras g), h) e i) del artículo 9.2 del Reglamento (UE) 2016/679
fundados en el Derecho español deberán estar amparados en una norma con rango de ley, que podrá
establecer requisitos adicionales relativos a su seguridad y confidencialidad. En particular, dicha norma podrá
amparar el tratamiento de datos en el ámbito de la salud cuando así lo exija la gestión de los sistemas y
servicios de asistencia sanitaria y social, pública y privada, o la ejecución de un contrato de seguro del que el
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afectado sea parte.

Artículo 10. Tratamiento de datos de naturaleza penal.
1. El tratamiento de datos personales relativos a condenas e infracciones penales, así como a procedimientos y
medidas cautelares y de seguridad conexas, para fines distintos de los de prevención, investigación, detección
o enjuiciamiento de infracciones penales o de ejecución de sanciones penales, solo podrá llevarse a cabo
cuando se encuentre amparado en una norma de Derecho de la Unión, en esta ley orgánica o en otras normas
de rango legal.
2. El registro completo de los datos referidos a condenas e infracciones penales, así como a procedimientos y
medidas cautelares y de seguridad conexas a que se refiere el artículo 10 del Reglamento (UE) 2016/679, podrá
realizarse conforme con lo establecido en la regulación del Sistema de registros administrativos de apoyo a la
Administración de Justicia.
3. Fuera de los supuestos señalados en los apartados anteriores, los tratamientos de datos referidos a condenas
e infracciones penales, así como a procedimientos y medidas cautelares y de seguridad conexas solo serán
posibles cuando sean llevados a cabo por abogados y procuradores y tengan por objeto recoger la información
facilitada por sus clientes para el ejercicio de sus funciones.

TÍTULO III Derechos de las personas

CAPÍTULO I Transparencia e información

Artículo 11. Transparencia e información al afectado.
1. Cuando los datos personales sean obtenidos del afectado el responsable del tratamiento podrá dar
cumplimiento al deber de información establecido en el artículo 13 del Reglamento (UE) 2016/679 facilitando
al afectado la información básica a la que se refiere el apartado siguiente e indicándole una dirección
electrónica u otro medio que permita acceder de forma sencilla e inmediata a la restante información.
2. La información básica a la que se refiere el apartado anterior deberá contener, al menos:

a) La identidad del responsable del tratamiento y de su representante, en su caso.
b) La finalidad del tratamiento.
c) La posibilidad de ejercer los derechos establecidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679.
Si los datos obtenidos del afectado fueran a ser tratados para la elaboración de perfiles, la información
básica comprenderá asimismo esta circunstancia. En este caso, el afectado deberá ser informado de su
derecho a oponerse a la adopción de decisiones individuales automatizadas que produzcan efectos
jurídicos sobre él o le afecten significativamente de modo similar, cuando concurra este derecho de
acuerdo con lo previsto en el artículo 22 del Reglamento (UE) 2016/679.

3. Cuando los datos personales no hubieran sido obtenidos del afectado, el responsable podrá dar
cumplimiento al deber de información establecido en el artículo 14 del Reglamento (UE) 2016/679 facilitando a
aquel la información básica señalada en el apartado anterior, indicándole una dirección electrónica u otro
medio que permita acceder de forma sencilla e inmediata a la restante información. En estos supuestos, la
información básica incluirá también:

a) Las categorías de datos objeto de tratamiento.
b) Las fuentes de las que procedieran los datos.

CAPÍTULO II Ejercicio de los derechos

Artículo 12. Disposiciones generales sobre ejercicio de los derechos.
1. Los derechos reconocidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679, podrán ejercerse
directamente o por medio de representante legal o voluntario.
2. El responsable del tratamiento estará obligado a informar al afectado sobre los medios a su disposición para
ejercer los derechos que le corresponden. Los medios deberán ser fácilmente accesibles para el afectado. El
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ejercicio del derecho no podrá ser denegado por el solo motivo de optar el afectado por otro medio.
3. El encargado podrá tramitar, por cuenta del responsable, las solicitudes de ejercicio formuladas por los
afectados de sus derechos si así se estableciere en el contrato o acto jurídico que les vincule.
4. La prueba del cumplimiento del deber de responder a la solicitud de ejercicio de sus derechos formulado
por el afectado recaerá sobre el responsable.
5. Cuando las leyes aplicables a determinados tratamientos establezcan un régimen especial que afecte al
ejercicio de los derechos previstos en el Capítulo III del Reglamento (UE) 2016/679, se estará a lo dispuesto en
aquellas.
6. En cualquier caso, los titulares de la patria potestad podrán ejercitar en nombre y representación de los
menores de catorce años los derechos de acceso, rectificación, cancelación, oposición o cualesquiera otros
que pudieran corresponderles en el contexto de la presente ley orgánica.
7. Serán gratuitas las actuaciones llevadas a cabo por el responsable del tratamiento para atender las
solicitudes de ejercicio de estos derechos, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 12.5 y 15.3 del
Reglamento (UE) 2016/679 y en los apartados 3 y 4 del artículo 13 de esta ley orgánica.

Artículo 13. Derecho de acceso.
1. El derecho de acceso del afectado se ejercitará de acuerdo con lo establecido en el artículo 15 del
Reglamento (UE) 2016/679. Cuando el responsable trate una gran cantidad de datos relativos al afectado y este
ejercite su derecho de acceso sin especificar si se refiere a todos o a una parte de los datos, el responsable
podrá solicitarle, antes de facilitar la información, que el afectado especifique los datos o actividades de
tratamiento a los que se refiere la solicitud.
2. El derecho de acceso se entenderá otorgado si el responsable del tratamiento facilitara al afectado un
sistema de acceso remoto, directo y seguro a los datos personales que garantice, de modo permanente, el
acceso a su totalidad. A tales efectos, la comunicación por el responsable al afectado del modo en que este
podrá acceder a dicho sistema bastará para tener por atendida la solicitud de ejercicio del derecho. No
obstante, el interesado podrá solicitar del responsable la información referida a los extremos previstos en el
artículo 15.1 del Reglamento (UE) 2016/679 que no se incluyese en el sistema de acceso remoto.
3. A los efectos establecidos en el artículo 12.5 del Reglamento (UE) 2016/679 se podrá considerar repetitivo el
ejercicio del derecho de acceso en más de una ocasión durante el plazo de seis meses, a menos que exista
causa legítima para ello.
4. Cuando el afectado elija un medio distinto al que se le ofrece que suponga un coste desproporcionado, la
solicitud será considerada excesiva, por lo que dicho afectado asumirá el exceso de costes que su elección
comporte. En este caso, solo será exigible al responsable del tratamiento la satisfacción del derecho de acceso
sin dilaciones indebidas.

Artículo 14. Derecho de rectificación.
Al ejercer el derecho de rectificación reconocido en el artículo 16 del Reglamento (UE) 2016/679, el afectado
deberá indicar en su solicitud a qué datos se refiere y la corrección que haya de realizarse. Deberá acompañar,
cuando sea preciso, la documentación justificativa de la inexactitud o carácter incompleto de los datos objeto
de tratamiento.

Artículo 15. Derecho de supresión.
1. El derecho de supresión se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el artículo 17 del Reglamento (UE)
2016/679.
2. Cuando la supresión derive del ejercicio del derecho de oposición con arreglo al artículo 21.2 del
Reglamento (UE) 2016/679, el responsable podrá conservar los datos identificativos del afectado necesarios con
el fin de impedir tratamientos futuros para fines de mercadotecnia directa.

Artículo 16. Derecho a la limitación del tratamiento.
1. El derecho a la limitación del tratamiento se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el artículo 18 del
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Reglamento (UE) 2016/679.
2. El hecho de que el tratamiento de los datos personales esté limitado debe constar claramente en los sistemas
de información del responsable.

Artículo 17. Derecho a la portabilidad.
El derecho a la portabilidad se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el artículo 20 del Reglamento (UE)
2016/679.

Artículo 18. Derecho de oposición.
El derecho de oposición, así como los derechos relacionados con las decisiones individuales automatizadas,
incluida la realización de perfiles, se ejercerán de acuerdo con lo establecido, respectivamente, en los artículos
21 y 22 del Reglamento (UE) 2016/679.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 13

1. Los tratamientos a los que no sea directamente aplicable el Reglamento (UE) 2016/679 por afectar a 
actividades no comprendidas en el ámbito de aplicación del Derecho de la Unión Europea, se regirán por lo 
dispuesto en:

A) Su legislación específica si la hubiere y supletoriamente por lo establecido en el citado reglamento y en la ley 
orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales.

B) Lo establecido en el citado reglamento y en la ley orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos 
Personales y garantía de los derechos digitales y supletoriamente por su legislación específica si la hubiere.

C) Lo establecido en el citado reglamento y supletoriamente por la ley orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de 
Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales y su legislación específica si la hubiere.

D) La ley orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos 
digitales y supletoriamente por lo establecido en el citado reglamento y su legislación específica si la hubiere.

2. En qué Título de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de 
los derechos digitales se regulan los derechos de las personas:

A) En el Título I

B) En el Título II

C) En el Título III

D) En ninguno de los anteriores.

3. ¿Qué principio establece la Ley 3/2018 respecto al tratamiento de datos personales que deben ser 
adecuados, pertinentes y limitados a lo necesario en relación con los fines para los que son tratados?

A) Principio de responsabilidad proactiva.

B) Principio de minimización de datos.

C) Principio de exactitud.

D) Principio de transparencia.
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4. Con respecto al consentimiento de los menores de edad para el tratamiento de los datos personales que les 
afecten, la LO 3/2018 de 5 de diciembre de protección de datos personales y garantía de los derechos 
digitales, establece que (art. 7):

A) El tratamiento de los datos personales de un menor de edad únicamente podrá fundarse en su 
consentimiento cuando sea mayor de dieciséis años.

B) El tratamiento de los datos personales de un menor de edad únicamente podrá fundarse en su 
consentimiento cuando sea mayor de catorce años.

C) El tratamiento de los datos personales de un menor de edad únicamente podrá fundarse en su 
consentimiento cuando sea mayor de quince años.

D) El tratamiento de los datos personales de un menor de edad únicamente podrá fundarse en su 
consentimiento cuando sea mayor de diecisiete años.

5. El Reglamento General de Protección de Datos (UE) 2016/679, de 27 de abril, protege

A) Las personas físicas

B) Las personas jurídicas

C) Las personas físicas, las personas jurídicas, los entes creados al amparo del marco del marco de 
oportunidades del mercado digital

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

6. Conforme a la Ley Orgánica 3/2018, de Protección de datos de carácter personal y garantía de los derechos 
digitales, con carácter general el tratamiento de datos de un menor de edad únicamente podrá fundarse en su 
consentimiento cuando:

A) Sea mayor de 5 años

B) Sea mayor de 16 años

C) Sea mayor de 14 años

D) Sea mayor de 3 años

7. En cuanto al tratamiento de datos basado en el consentimiento del afectado y según establece la LO 3/2018 
de 5 de diciembre de protección de datos personales y garantía de los derechos digitales (art. 6):

A) Se entiende por consentimiento del afectado toda manifestación de voluntad libre, específica, informada e 
inequívoca por la que éste acepta, ya sea mediante una declaración o una clara acción afirmativa, el tratamiento 
de datos personales que le conciernen.

B) Sólo es necesario el consentimiento del afectado para el uso de datos personales donde aparezca el domicilio 
y documento de identidad de éste, pudiendo utilizarse cualquier otro tipo de datos para expedientes dentro del 
ámbito de la Administración Pública.

C) Se entiende por consentimiento del afectado toda manifestación de voluntad de carácter general, de tal 
manera que pueda deducirse que acepta el uso de sus datos personales por tiempo indeterminado y 
exclusivamente para un objetivo basado en el bien general.

D) La LO 3/2018 de 5 de diciembre de protección de datos personales y garantía de los derechos digitales, deja la 
regulación del consentimiento del afectado a un posible desarrollo reglamentario.

8. Según lo establecido en el artículo 9 de la Ley 3/2018 de Protección de datos personales y garantía de los 
derechos digitales se consideran categorías especiales de datos:

A) Los que permitan identificar la ideología

B) Los que permitan identificar la afiliación sindical

C) Los que permitan identificar el origen racial o étnico

D) Todas son correctas
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9. Según el artículo 7 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y 
garantía de los derechos digitales, el tratamiento de los datos personales de un menor de edad únicamente 
podrá fundarse en su consentimiento:

A) Cuando sea mayor de dieciséis años.

B) Cuando sea mayor de quince años.

C) Cuando sea mayor de catorce años.

D) Cuando sea mayor de trece años.

10. El tratamiento de los datos personales de un menor de edad, según el artículo 7.1 de la Ley Orgánica 
3/2018, de 5 de diciembre, de protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales, únicamente 
podrá fundarse en su consentimiento cuando:

A) Sea mayor de dieciséis años.

B) Los titulares de la patria potestad lo acepten.

C) Sea mayor de catorce años.

D) El menor esté próximo a cumplir la mayoría de edad.

SOLUCIONES 1 A · 2 C · 3 B · 4 B · 5 A · 6 C · 7 A · 8 D · 9 C · 10 C

Te quedan 122 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 13, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 14

La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de 
mujeres y hombres: objeto y ámbito de aplicación. El principio de 

igualdad y trato entre mujeres y hombres. Consecuencias jurídicas de 
las conductas discriminatorias. Criterios generales de actuación de los 

poderes públicos. Ley canaria de igualdad entre mujeres y hombres: 
principios generales.

LO 3/2007 igualdad efectiva

LO-Igualdad · BOE-A-2007-6115 · arts. 1 a 14 — 14 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR Objeto y ámbito de la Ley

Artículo 1. Objeto de la Ley.
1. Las mujeres y los hombres son iguales en dignidad humana, e iguales en derechos y deberes. Esta Ley tiene
por objeto hacer efectivo el derecho de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres, en
particular mediante la eliminación de la discriminación de la mujer, sea cual fuere su circunstancia o
condición, en cualesquiera de los ámbitos de la vida y, singularmente, en las esferas política, civil, laboral,
económica, social y cultural para, en el desarrollo de los artículos 9.2 y 14 de la Constitución, alcanzar una
sociedad más democrática, más justa y más solidaria.
2. A estos efectos, la Ley establece principios de actuación de los Poderes Públicos, regula derechos y deberes
de las personas físicas y jurídicas, tanto públicas como privadas, y prevé medidas destinadas a eliminar y
corregir en los sectores público y privado, toda forma de discriminación por razón de sexo.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.
1. Todas las personas gozarán de los derechos derivados del principio de igualdad de trato y de la prohibición
de discriminación por razón de sexo.
2. Las obligaciones establecidas en esta Ley serán de aplicación a toda persona, física o jurídica, que se
encuentre o actúe en territorio español, cualquiera que fuese su nacionalidad, domicilio o residencia.

TÍTULO I El principio de igualdad y la tutela contra la discriminación

Artículo 3. El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres.
El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres supone la ausencia de toda discriminación, directa
o indirecta, por razón de sexo, y, especialmente, las derivadas de la maternidad, la asunción de obligaciones
familiares y el estado civil.

Artículo 4. Integración del principio de igualdad en la interpretación y aplicación de las normas.
La igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres es un principio informador del
ordenamiento jurídico y, como tal, se integrará y observará en la interpretación y aplicación de las normas
jurídicas.

Artículo 5.
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Igualdad de trato y de oportunidades en el acceso al empleo, en la formación y en la promoción profesionales,
y en las condiciones de trabajo. El principio de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres,
aplicable en el ámbito del empleo privado y en el del empleo público, se garantizará, en los términos previstos
en la normativa aplicable, en el acceso al empleo, incluso al trabajo por cuenta propia, en la formación
profesional, en la promoción profesional, en las condiciones de trabajo, incluidas las retributivas y las de
despido, y en la afiliación y participación en las organizaciones sindicales y empresariales, o en cualquier
organización cuyos miembros ejerzan una profesión concreta, incluidas las prestaciones concedidas por las
mismas. No constituirá discriminación en el acceso al empleo, incluida la formación necesaria, una diferencia
de trato basada en una característica relacionada con el sexo cuando, debido a la naturaleza de las actividades
profesionales concretas o al contexto en el que se lleven a cabo, dicha característica constituya un requisito
profesional esencial y determinante, siempre y cuando el objetivo sea legítimo y el requisito proporcionado.

Artículo 6. Discriminación directa e indirecta.
1. Se considera discriminación directa por razón de sexo la situación en que se encuentra una persona que sea,
haya sido o pudiera ser tratada, en atención a su sexo, de manera menos favorable que otra en situación
comparable.
2. Se considera discriminación indirecta por razón de sexo la situación en que una disposición, criterio o
práctica aparentemente neutros pone a personas de un sexo en desventaja particular con respecto a personas
del otro, salvo que dicha disposición, criterio o práctica puedan justificarse objetivamente en atención a una
finalidad legítima y que los medios para alcanzar dicha finalidad sean necesarios y adecuados.
3. En cualquier caso, se considera discriminatoria toda orden de discriminar, directa o indirectamente, por
razón de sexo.

Artículo 7. Acoso sexual y acoso por razón de sexo.
1. Sin perjuicio de lo establecido en el Código Penal, a los efectos de esta Ley constituye acoso sexual cualquier
comportamiento, verbal o físico, de naturaleza sexual que tenga el propósito o produzca el efecto de atentar
contra la dignidad de una persona, en particular cuando se crea un entorno intimidatorio, degradante u
ofensivo.
2. Constituye acoso por razón de sexo cualquier comportamiento realizado en función del sexo de una
persona, con el propósito o el efecto de atentar contra su dignidad y de crear un entorno intimidatorio,
degradante u ofensivo.
3. Se considerarán en todo caso discriminatorios el acoso sexual y el acoso por razón de sexo.
4. El condicionamiento de un derecho o de una expectativa de derecho a la aceptación de una situación
constitutiva de acoso sexual o de acoso por razón de sexo se considerará también acto de discriminación por
razón de sexo.

Artículo 8. Discriminación por embarazo o maternidad.
Constituye discriminación directa por razón de sexo todo trato desfavorable a las mujeres relacionado con el
embarazo o la maternidad.

Artículo 9. Indemnidad frente a represalias.
También se considerará discriminación por razón de sexo cualquier trato adverso o efecto negativo que se
produzca en una persona como consecuencia de la presentación por su parte de queja, reclamación,
denuncia, demanda o recurso, de cualquier tipo, destinados a impedir su discriminación y a exigir el
cumplimiento efectivo del principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres.

Artículo 10. Consecuencias jurídicas de las conductas discriminatorias.
Los actos y las cláusulas de los negocios jurídicos que constituyan o causen discriminación por razón de sexo
se considerarán nulos y sin efecto, y darán lugar a responsabilidad a través de un sistema de reparaciones o
indemnizaciones que sean reales, efectivas y proporcionadas al perjuicio sufrido, así como, en su caso, a
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través de un sistema eficaz y disuasorio de sanciones que prevenga la realización de conductas
discriminatorias.

Artículo 11. Acciones positivas.
1. Con el fin de hacer efectivo el derecho constitucional de la igualdad, los Poderes Públicos adoptarán
medidas específicas en favor de las mujeres para corregir situaciones patentes de desigualdad de hecho
respecto de los hombres. Tales medidas, que serán aplicables en tanto subsistan dichas situaciones, habrán de
ser razonables y proporcionadas en relación con el objetivo perseguido en cada caso.
2. También las personas físicas y jurídicas privadas podrán adoptar este tipo de medidas en los términos
establecidos en la presente Ley.

Artículo 12. Tutela judicial efectiva.
1. Cualquier persona podrá recabar de los tribunales la tutela del derecho a la igualdad entre mujeres y
hombres, de acuerdo con lo establecido en el artículo 53.2 de la Constitución, incluso tras la terminación de la
relación en la que supuestamente se ha producido la discriminación.
2. La capacidad y legitimación para intervenir en los procesos civiles, sociales y contencioso-administrativos
que versen sobre la defensa de este derecho corresponden a las personas físicas y jurídicas con interés
legítimo, determinadas en las Leyes reguladoras de estos procesos.
3. La persona acosada será la única legitimada en los litigios sobre acoso sexual y acoso por razón de sexo.

Artículo 13. Prueba.
1. De acuerdo con las Leyes procesales, en aquellos procedimientos en los que las alegaciones de la parte
actora se fundamenten en actuaciones discriminatorias, por razón de sexo, corresponderá a la persona
demandada probar la ausencia de discriminación en las medidas adoptadas y su proporcionalidad. A los
efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, el órgano judicial, a instancia de parte, podrá recabar, si lo
estimase útil y pertinente, informe o dictamen de los organismos públicos competentes.
2. Lo establecido en el apartado anterior no será de aplicación a los procesos penales.

TÍTULO II Políticas públicas para la igualdad

CAPÍTULO I Principios generales

Artículo 14. Criterios generales de actuación de los Poderes Públicos.
A los fines de esta Ley, serán criterios generales de actuación de los Poderes Públicos:
1. El compromiso con la efectividad del derecho constitucional de igualdad entre mujeres y hombres.
2. La integración del principio de igualdad de trato y de oportunidades en el conjunto de las políticas
económica, laboral, social, cultural y artística, con el fin de evitar la segregación laboral y eliminar las
diferencias retributivas, así como potenciar el crecimiento del empresariado femenino en todos los ámbitos
que abarque el conjunto de políticas y el valor del trabajo de las mujeres, incluido el doméstico.
3. La colaboración y cooperación entre las distintas Administraciones públicas en la aplicación del principio
de igualdad de trato y de oportunidades.
4. La participación equilibrada de mujeres y hombres en las candidaturas electorales y en la toma de
decisiones.
5. La adopción de las medidas necesarias para la erradicación de la violencia de género, la violencia familiar y
todas las formas de acoso sexual y acoso por razón de sexo.
6. La consideración de las singulares dificultades en que se encuentran las mujeres de colectivos de especial
vulnerabilidad como son las que pertenecen a minorías, las mujeres migrantes, las niñas, las mujeres con
discapacidad, las mujeres mayores, las mujeres viudas y las mujeres víctimas de violencia de género, para las
cuales los poderes públicos podrán adoptar, igualmente, medidas de acción positiva.
7. La protección de la maternidad, con especial atención a la asunción por la sociedad de los efectos derivados
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del embarazo, parto y lactancia.
8. El establecimiento de medidas que aseguren la conciliación del trabajo y de la vida personal y familiar de las
mujeres y los hombres, así como el fomento de la corresponsabilidad en las labores domésticas y en la
atención a la familia.
9. El fomento de instrumentos de colaboración entre las distintas Administraciones públicas y los agentes
sociales, las asociaciones de mujeres y otras entidades privadas.
10. El fomento de la efectividad del principio de igualdad entre mujeres y hombres en las relaciones entre
particulares.
11. La implantación de un lenguaje no sexista en el ámbito administrativo y su fomento en la totalidad de las
relaciones sociales, culturales y artísticas.
12. Todos los puntos considerados en este artículo se promoverán e integrarán de igual manera en la política
española de cooperación internacional para el desarrollo.

Ley 1/2010 canaria de igualdad entre mujeres y hombres

Igualdad-CAN · BOE-A-2010-4518 · art. 4 — 1 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR Disposiciones generales

Artículo 4. Principios generales que informan la actuación de la Administración pública.
Para la consecución del objeto de esta ley, serán principios generales de actuación de los poderes públicos de
Canarias, en el marco de sus competencias:
1. La igualdad de trato entre mujeres y hombres, que supone la ausencia de toda discriminación, directa o
indirecta, por razón de sexo, en el ámbito educativo, económico, político, social, laboral y cultural, en
particular, en lo que se refiere al empleo, a la formación profesional y a las condiciones de trabajo.
2. La igualdad de oportunidades mediante la adopción de las medidas necesarias para la eliminación de la
discriminación y especialmente, aquellas que incidan en la creciente feminización de la pobreza.
3. El reconocimiento de la maternidad como un valor social, evitando los efectos negativos en los derechos de
las mujeres, y la consideración de la paternidad en un contexto familiar y social de corresponsabilidad, de
acuerdo con los nuevos modelos de familia.
4. El fomento de la corresponsabilidad, a través del reparto equilibrado entre mujeres y hombres de las
responsabilidades familiares, de las tareas domésticas y del cuidado de las personas en situación de
dependencia en cualquier circunstancia en que se encuentren ambos progenitores de matrimonio,
separación, divorcio, nulidad o convivencia de hecho.
5. La adopción de las medidas específicas necesarias destinadas a eliminar las desigualdades de hecho por
razón de sexo que pudieran existir en los diferentes ámbitos.
6. La especial protección del derecho a la igualdad de trato de aquellas mujeres o colectivos de mujeres que se
encuentren en riesgo de padecer múltiples situaciones de discriminación o de exclusión.
7. La promoción del acceso a los recursos de todo tipo a las mujeres que viven en el medio rural y su
participación plena, igualitaria y efectiva en la economía y en la sociedad.
8. El fomento de la participación o composición equilibrada entre mujeres y hombres en los distintos órganos
de representación y de toma de decisiones.
9. El impulso de las relaciones entre las distintas administraciones, instituciones y agentes sociales
sustentadas en los principios de colaboración, coordinación y cooperación, para garantizar la igualdad entre
mujeres y hombres.
10. La adopción de las medidas necesarias para eliminar el uso sexista del lenguaje, garantizar y promover la
utilización de una imagen de las mujeres y los hombres fundamentada en la igualdad de sexos, en todos los
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ámbitos de la vida pública y privada.
11. El impulso de la efectividad del principio de igualdad en las relaciones entre particulares.
12. La incorporación del principio de igualdad de género y la coeducación en el sistema educativo y en
cualquier modalidad de acción formativa.
13. El respeto a las diferencias, que debe ser potenciado por las administraciones, poniendo los medios
necesarios para que el proceso hacia la igualdad de sexos se realice respetando tanto la diversidad y las
diferencias existentes entre mujeres y hombres en cuanto a su biología, condiciones de vida, aspiraciones y
necesidades, como la diversidad y diferencias existentes dentro de los propios colectivos de mujeres y
hombres.
14. La integración de la perspectiva de género en todas sus políticas y acciones, de manera que establezcan en
todas ellas el objetivo general de eliminar las desigualdades y promover la igualdad entre mujeres y hombres.
15. La transversalidad, principio que comporta aplicar la perspectiva de género en las fases de planificación,
ejecución y evaluación de todas las políticas llevadas a cabo por las administraciones públicas con la finalidad
de eliminar las desigualdades entre mujeres y hombres.
16. La obligación de diseñar, presupuestar y poner en marcha sistemas de protección, información y
acompañamiento a todas mujeres víctimas de la violencia de género, facilitando la coordinación de los
distintos cuerpos y fuerzas policiales que operan en Canarias en el ejercicio de las funciones que legalmente
les corresponden.
17. La coordinación, entendida como la ordenada gestión de competencias entre las administraciones públicas
en materia de igualdad entre mujeres y hombres, con la finalidad de lograr una mayor eficacia tanto en las
políticas a aplicar como en la ejecución del presupuesto, donde se debe tender a su optimización y evitar la
duplicidad de gastos para los mismos fines.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 14

1. Según el art. 3 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la Igualdad efectiva de mujeres y hombres, 
el principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres supone:

A) No constituirá discriminación en el acceso al empleo.

B) Un principio informador del ordenamiento jurídico y, como tal, se integrará y observará en la interpretación 
y aplicación de las normas jurídicas.

C) La ausencia de toda discriminación, directa o indirecta, por razón de sexo, y, especialmente, las derivadas de 
la maternidad, la asunción de obligaciones familiares y el estado civil.

D) Será aplicable en el ámbito del empleo privado y en el del empleo público.

2. Según establece el artículo 2 de la Ley Orgánica para la igualdad efectiva de mujeres y hombres:

A) Todas las personas gozarán de los derechos derivados del principio de igualdad de trato y de la prohibición de 
discriminación por razón de sexo.

B) Sólo los españoles y las españolas gozarán de los derechos derivados del principio de igualdad de trato y de la 
prohibición de discriminación por razón de sexo.

C) Las obligaciones establecidas en esta Ley serán de aplicación a toda persona física o jurídica, que se 
encuentre o actúe en territorio español, cualquiera que fuese su nacionalidad, domicilio o residencia.

D) Las respuestas A y C son correctas.
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3. La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres tiene por objeto:

A) Hacer efectivo el derecho de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres

B) Promover las condiciones para que la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y 
efectivas

C) El pleno reconocimiento de la igualdad formal ante la Ley

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

4. La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, considera 
discriminación indirecta por razón de sexo:

A) Cualquier comportamiento relativo al micromachismo.

B) Una construcción social y cultural que asigna comportamientos, actividades y atributos a las personas 
diferenciándolos según su sexo.

C) La situación en que se encuentra una persona que sea, haya sido o pudiera ser tratada, en atención a su sexo, 
de manera menos favorable que otra en situación comparable.

D) Situación en que disposición, criterio o práctica aparentemente neutros ponen a personas de un sexo en 
desventaja particular respecto a personas del otro, salvo que puedan justificarse objetivamente por una finalidad 
legítima y los medios para alcanzarla sean necesarios y adecuados.

5. Según la Ley Orgánica 3/2007 para la Igualdad Efectiva de Mujeres y Hombres, ¿qué tipo de discriminación 
por razón de sexo será la situación en que se encuentra una persona que sea, haya sido o pudiera ser tratada, 
en atención a su sexo, de manera menos favorable que otra en situación comparable?

A) Directa.

B) Indirecta.

C) Total.

D) Plena.

6. La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, establece que las 
obligaciones contenidas en esta ley son de aplicación:

A) A toda persona física o jurídica, que se encuentre o actúe en territorio español, cualquiera que sea su 
nacionalidad, domicilio o residencia.

B) A toda persona física, que se encuentre o actúe en territorio español, cualquiera que sea su nacionalidad, 
domicilio o residencia.

C) A toda persona física o jurídica, que se encuentre o actúe en territorio español, y tenga la nacionalidad 
española.

D) A toda persona física o jurídica, que se encuentre o actúe en territorio español, y tenga la nacionalidad 
española y su domicilio o residencia esté ubicado en territorio español.

7. El artículo 5 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la Igualdad efectiva de mujeres y hombres, 
define el principio de igualdad de trato y oportunidades en el empleo. ¿Qué prohíbe específicamente este 
artículo en el ámbito laboral?

A) Cualquier trato diferencial basado en la antigüedad del empleado.

B) La discriminación, directa o indirecta, por razón de sexo, en el acceso al empleo y en la formación 
profesional.

C) La contratación de personas de un solo sexo para cualquier puesto de trabajo.

D) La mención de requisitos formativos específicos en las ofertas de empleo.
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8. Las obligaciones establecidas en la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de 
mujeres y hombres, serán de aplicación:

A) A toda persona, física o jurídica, que se encuentre o actúe en territorio español, cualquiera que fuese su 
nacionalidad, domicilio o residencia.

B) Sólo a las personas, físicas o jurídicas, que tengan su domicilio o residencia en territorio español, cualquiera 
que fuese su nacionalidad.

C) Sólo a las personas físicas o jurídicas, que tengan nacionalidad española y que se encuentren o actúen en 
territorio español, cualquiera que fuese su domicilio o residencia.

D) Sólo a las personas, físicas o jurídicas, de nacionalidad española, que tengan su domicilio o residencia en 
territorio español.

9. Según el artículo 3 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y 
hombres el principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres supone:

A) La ausencia de toda discriminación directa hacia las mujeres y, especialmente, la basada en estereotipos 
sociales.

B) La adopción de medidas directas o indirectas para garantizar un trato favorable a las mujeres, por razón de su 
sexo, especialmente las relacionadas con el embarazo o la maternidad.

C) La ausencia de toda discriminación, directa o indirecta, por razón de sexo, y, especialmente, las derivadas de 
la maternidad, la asunción de obligaciones familiares y el estado civil.

D) La adopción de medidas directas e indirectas en favor de las mujeres, para corregir situaciones patentes de 
desigualdad respecto de los hombres.

10. Según el artículo 7.1 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y 
hombres, constituye acoso sexual:

A) Cualquier comportamiento, verbal o físico, de naturaleza sexual, que tenga el propósito o produzca el efecto 
de atentar contra la dignidad de una persona.

B) Cualquier comportamiento realizado en función del sexo de una persona, con el propósito o el efecto de 
atentar contra su dignidad y de crear un entorno intimidatorio, degradante u ofensivo.

C) Cualquier comportamiento realizado en función del sexo de una persona, con el propósito de atentar contra 
su intimidad.

D) Cualquier comportamiento verbal de naturaleza sexual, que tenga el propósito o produzca el efecto de 
atentar contra la dignidad de una persona.

SOLUCIONES 1 C · 2 D · 3 A · 4 D · 5 A · 6 A · 7 B · 8 A · 9 C · 10 A

Te quedan 126 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 14, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 15

Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de medidas de protección 
integral contra la violencia de género: derechos de las mujeres 

víctimas de violencia de género.

LO 1/2004 violencia de género

LO-VG · BOE-A-2004-21760 · arts. 17 a 28 — 15 incluidos

TÍTULO II Derechos de las mujeres víctimas de violencia de género

CAPÍTULO I Derecho a la información, a la asistencia social integral y a la asistencia jurídica

Artículo 17. Garantía de los derechos de las víctimas.
1. Todas las mujeres víctimas de violencia de género tienen garantizados los derechos reconocidos en esta ley,
sin que pueda existir discriminación en el acceso a los mismos.
2. La información, la asistencia social integral y la asistencia jurídica a las víctimas de la violencia de género,
en los términos regulados en este capítulo, contribuyen a hacer reales y efectivos sus derechos
constitucionales a la integridad física y moral, a la libertad y seguridad y a la igualdad y no discriminación por
razón de sexo.
3. Los servicios de información y orientación, atención psicosocial inmediata, telefónica y en línea,
asesoramiento jurídico 24 horas, los servicios de acogida y asistencia social integral, consistentes en
orientación jurídica, psicológica y social destinadas a las víctimas de violencias contra las mujeres tendrán
carácter de servicios esenciales. En caso de que concurra cualquier situación que dificulte el acceso o la
prestación de tales servicios, las administraciones públicas competentes adoptarán las medidas necesarias
para garantizar su normal funcionamiento y su adaptación, si fuera necesario, a las necesidades específicas de
las víctimas derivadas de la situación de dicha situación excepcional. Igualmente, se garantizará el normal
funcionamiento y prestación del sistema de seguimiento por medios telemáticos del cumplimiento de las
medidas cautelares y penas de prohibición de aproximación en materia de violencia de género.
Se modifica, con efectos desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 9.2 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre. Ref. BOE-
A-2022-14630#df-9

Artículo 18. Derecho a la información.
1. Las mujeres víctimas de violencia de género tienen derecho a recibir plena información y asesoramiento
adecuado a su situación personal, sin que pueda existir discriminación en el acceso a los mismos, a través de
los servicios, organismos u oficinas que puedan disponer las administraciones públicas. Dicha información
comprenderá las medidas contempladas en esta ley relativas a su protección y seguridad, y los derechos y
ayudas previstos en la misma, así como la referente al lugar de prestación de los servicios de atención,
emergencia, apoyo y recuperación integral.
2. Se garantizará, a través de los medios necesarios, que las mujeres con discapacidad víctimas de violencia de
género tengan acceso integral a la información sobre sus derechos y sobre los recursos existentes. Esta
información deberá ofrecerse en formato accesible y comprensible a las personas con discapacidad, tales
como lengua de signos u otras modalidades u opciones de comunicación, incluidos los sistemas alternativos y
aumentativos.
3. Asimismo, se articularán los medios necesarios para que las mujeres víctimas de violencia de género que
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por sus circunstancias personales y sociales puedan tener una mayor dificultad para el acceso integral a la
información, tengan garantizado el ejercicio efectivo de este derecho. La información deberá ser accesible
para las mujeres que desconozcan el castellano o, en su caso, la otra lengua oficial de su territorio de
residencia.
Se modifica, con efectos desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 9.3 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre. Ref. BOE-
A-2022-14630#df-9

Artículo 19. Derecho a la atención integral.
1. Las mujeres víctimas de violencia de género tienen derecho a servicios sociales de atención, de emergencia,
de apoyo y acogida y de recuperación integral. La organización de estos servicios por parte de las
comunidades autónomas y las Corporaciones Locales responderá a los principios de atención permanente,
actuación urgente, especialización de prestaciones y multidisciplinariedad profesional.
2. La atención multidisciplinar implicará especialmente:

a) Información a las víctimas.
b) Atención psicológica.
c) Apoyo social.
d) Seguimiento de las reclamaciones de los derechos de la mujer.
e) Apoyo educativo a la unidad familiar.
f) Formación preventiva en los valores de igualdad dirigida a su desarrollo personal y a la adquisición de
habilidades en la resolución no violenta de conflictos.
g) Apoyo a la formación e inserción laboral.

3. Los servicios adoptarán fórmulas organizativas que, por la especialización de su personal, por sus
características de convergencia e integración de acciones, garanticen la efectividad de los indicados
principios, asegurando, en todo caso, la disponibilidad, accesibilidad y calidad de los mismos. En todo caso, se
procurará una distribución territorial equitativa de los servicios y se garantizará su accesibilidad a las mujeres
de las zonas rurales y otras zonas alejadas.
4. Estos servicios actuarán coordinadamente y en colaboración con los Cuerpos de Seguridad, los Juzgados de
Violencia sobre la Mujer, los servicios sanitarios y las instituciones encargadas de prestar asistencia jurídica a
las víctimas del ámbito geográfico correspondiente. Estos servicios podrán solicitar al órgano judicial las
medidas urgentes que consideren necesarias.
5. También tendrán derecho a la asistencia social integral a través de estos servicios sociales los menores que
se encuentren bajo la patria potestad o guarda y custodia de la persona agredida, o convivan en contextos
familiares en los que se cometen actos de violencia de género. A estos efectos, los servicios sociales deberán
contar con personal específicamente formado para atender a los menores, con el fin de prevenir y evitar de
forma eficaz las situaciones que puedan comportar daños psíquicos y físicos a los menores que viven en
entornos familiares donde existe violencia de género. En particular, deberán contar con profesionales de la
psicología infantil para la atención de las hijas e hijos menores víctimas de violencia de género, incluida la
violencia vicaria.
6. En los instrumentos y procedimientos de cooperación entre la Administración General del Estado y la
Administración de las comunidades autónomas en las materias reguladas en este artículo, se incluirán
compromisos de aportación, por parte de la Administración General del Estado, de recursos financieros
referidos específicamente a la prestación de los servicios.
7. Los organismos de igualdad orientarán y valorarán los programas y acciones que se lleven a cabo y emitirán
recomendaciones para su mejora.
Se modifica, con efectos desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 9.4 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre. Ref. BOE-
A-2022-14630#df-9

Artículo 19 bis. Derecho a la atención sanitaria.
1. El Sistema Público de Salud garantizará a las mujeres víctimas de violencia de género, así como a sus hijos e

Temario en formato ley · Técnico Administración Especial (Temas Generales) · Cabildo Insular de 120

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



hijas, el derecho a la atención sanitaria, con especial atención psicológica y psiquiátrica, y al seguimiento de la
evolución de su estado de salud hasta su total recuperación, en lo concerniente a la sintomatología o las
secuelas psíquicas y físicas derivadas de la situación de violencia sufrida. Asimismo, los servicios sanitarios
deberán contar con psicólogos infantiles para la atención de los hijos e hijas menores que sean víctimas de
violencia vicaria.
2. Estos servicios se prestarán, garantizando la privacidad y la intimidad de las mujeres y el respeto, en todo
caso, a las decisiones que ellas tomen en relación a su atención sanitaria.
3. Asimismo, se establecerán medidas específicas para la detección, intervención y asistencia en situaciones
de violencia contra mujeres con discapacidad, mujeres con problemas de salud mental, adicciones u otras
problemáticas u otros casos de adicciones derivadas o añadidas a la violencia.
Se añade, con efectos desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 9.5 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre. Ref. BOE-
A-2022-14630#df-9

Artículo 20. Asistencia jurídica.
1. Las víctimas de violencia de género tienen derecho a recibir asesoramiento jurídico gratuito en el momento
inmediatamente previo a la interposición de la denuncia, y a la defensa y representación gratuitas por
abogado y procurador en todos los procesos y procedimientos administrativos que tengan causa directa o
indirecta en la violencia padecida. En estos supuestos, una misma dirección letrada deberá asumir la defensa
de la víctima, siempre que con ello se garantice debidamente su derecho de defensa. Este derecho asistirá
también a los causahabientes en caso de fallecimiento de la víctima, siempre que no fueran partícipes en los
hechos. En todo caso, se garantizará la defensa jurídica, gratuita y especializada de forma inmediata a todas las
víctimas de violencia de género que lo soliciten.
2. En todo caso, cuando se trate de garantizar la defensa y asistencia jurídica a las víctimas de violencia de
género, se procederá de conformidad con lo dispuesto en la Ley 1/1996, de 10 enero, de Asistencia Jurídica
Gratuita.
3. Los Colegios de Abogados, cuando exijan para el ejercicio del turno de oficio cursos de especialización,
asegurarán una formación específica que coadyuve al ejercicio profesional de una defensa eficaz en materia de
violencia de género.
4. Igualmente, los Colegios de Abogados adoptarán las medidas necesarias para la designación urgente de
letrado o letrada de oficio en los procedimientos que se sigan por violencia de género y para asegurar su
inmediata presencia y asistencia a las víctimas.
5. Los Colegios de Procuradores adoptarán las medidas necesarias para la designación urgente de procurador
o procuradora en los procedimientos que se sigan por violencia de género cuando la víctima desee personarse
como acusación particular.
6. El abogado o abogada designado para la víctima tendrá también habilitación legal para la representación
procesal de aquella hasta la designación del procurador o procuradora, en tanto la víctima no se haya
personado como acusación conforme a lo dispuesto en el apartado siguiente. Hasta entonces cumplirá el
abogado o abogada el deber de señalamiento de domicilio a efectos de notificaciones y traslados de
documentos.
7. Las víctimas de violencia de género podrán personarse como acusación particular en cualquier momento
del procedimiento si bien ello no permitirá retrotraer ni reiterar las actuaciones ya practicadas antes de su
personación, ni podrá suponer una merma del derecho de defensa del acusado.
Se modifica el apartado 4 y se añaden los apartados 5 a 7 por el art. único.1 del Real Decreto-ley 9/2018, de 3 de agosto. Ref. BOE-
A-2018-11135#au

Se modifica el apartado 1 por la disposición final 6 de la Ley 42/2015, de 5 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10727#dfsexta . Redactado el apartado 1
conforme a la corrección de errores del BOE núm. 87, del 12 de abril de 2005. Ref. BOE-A-2005-5835

CAPÍTULO II Derechos laborales y prestaciones de la Seguridad Social

Artículo 21. Derechos laborales y de Seguridad Social.
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1. La trabajadora víctima de violencia de género tendrá derecho, en los términos previstos en el Estatuto de los
Trabajadores, a la reducción o a la reordenación de su tiempo de trabajo, a la movilidad geográfica, al cambio
de centro de trabajo, a la adaptación de su puesto de trabajo y a los apoyos que precise por razón de su
discapacidad para su reincorporación, a la suspensión de la relación laboral con reserva de puesto de trabajo y
a la extinción del contrato de trabajo.
2. En los términos previstos en la Ley General de la Seguridad Social y en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de
enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, la suspensión y la
extinción del contrato de trabajo previstas en el apartado anterior darán lugar a situación legal de desempleo.
El tiempo de suspensión se considerará como periodo de cotización efectiva a efectos de prestaciones de
Seguridad Social y de desempleo.
3. Las empresas que formalicen contratos de interinidad, para sustituir a trabajadoras víctimas de violencia de
género que hayan suspendido su contrato de trabajo o ejercitado su derecho a la movilidad geográfica o al
cambio de centro de trabajo, tendrán derecho a una bonificación del 100 por 100 de las cuotas empresariales a
la Seguridad Social por contingencias comunes, durante todo el período de suspensión de la trabajadora
sustituida o durante seis meses en los supuestos de movilidad geográfica o cambio de centro de trabajo.
Cuando se produzca la reincorporación, ésta se realizará en las mismas condiciones existentes en el momento
de la suspensión del contrato de trabajo, garantizándose los ajustes razonables que se puedan precisar por
razón de discapacidad.
4. Las ausencias o faltas de puntualidad al trabajo motivadas por la situación física o psicológica derivada de la
violencia de género se considerarán justificadas y serán remuneradas, cuando así lo determinen los servicios
sociales de atención o servicios de salud, según proceda, sin perjuicio de que dichas ausencias sean
comunicadas por la trabajadora a la empresa a la mayor brevedad.
5. A las trabajadoras por cuenta propia víctimas de violencia de género que cesen en su actividad para hacer
efectiva su protección o su derecho a la asistencia social integral, se les considerará en situación de cese
temporal de la actividad en los términos previstos en el texto refundido de la Ley General de la Seguridad
Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, y se les suspenderá la obligación de
cotización durante un período de seis meses, que les serán considerados como de cotización efectiva a efectos
de las prestaciones de Seguridad Social. Asimismo, su situación será considerada como asimilada al alta. A los
efectos de lo previsto en el párrafo anterior, se tomará una base de cotización equivalente al promedio de las
bases cotizadas durante los seis meses previos a la suspensión de la obligación de cotizar.
Se modifica, con efectos desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 9.6 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre. Ref. BOE-
A-2022-14630#df-9

Artículo 22. Programa específico de empleo.
1. En el marco de los planes anuales de empleo a los que se refiere el artículo 11 del texto refundido de la Ley
de Empleo, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2015, de 23 de octubre, se desarrollará un programa de
acción específico para las víctimas de violencia de género inscritas como demandantes de empleo. Este
programa incluirá medidas para favorecer el inicio de una nueva actividad por cuenta propia.
Se modifica, con efectos desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 9.7 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre. Ref. BOE-
A-2022-14630#df-9

Artículo 23. Acreditación de situaciones de violencia de género.
Las situaciones de violencia de género que dan lugar al reconocimiento de los derechos regulados en esta ley
se acreditarán mediante una sentencia condenatoria por cualquiera de las manifestaciones de la violencia
contra las mujeres previstas en esta ley, una orden de protección o cualquier otra resolución judicial que
acuerde una medida cautelar a favor de la víctima, o bien por el informe del Ministerio Fiscal que indique la
existencia de indicios de que la demandante es víctima de violencia de género. También podrán acreditarse las
situaciones de violencia contra las mujeres mediante informe de los servicios sociales, de los servicios
especializados, o de los servicios de acogida de la Administración Pública competente destinados a las
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víctimas de violencia de género, o por cualquier otro título, siempre que ello esté previsto en las disposiciones
normativas de carácter sectorial que regulen el acceso a cada uno de los derechos y recursos. En el caso de
víctimas menores de edad, la acreditación podrá realizarse, además, por documentos sanitarios oficiales de
comunicación a la Fiscalía o al órgano judicial. El Gobierno y las comunidades autónomas, en el marco de la
Conferencia Sectorial de Igualdad, diseñarán, de común acuerdo, los procedimientos básicos que permitan
poner en marcha los sistemas de acreditación de las situaciones de violencia de género.
Se modifica, con efectos desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 9.8 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre. Ref. BOE-
A-2022-14630#df-9

Se modifica por el art. único.2 del Real Decreto-ley 9/2018, de 3 de agosto. Ref. BOE-A-2018-11135#au

CAPÍTULO III Derechos de las funcionarias públicas

Artículo 24. Ámbito de los derechos.
La funcionaria víctima de violencia de género tendrá derecho a la reducción o a la reordenación de su tiempo
de trabajo, a la movilidad geográfica de centro de trabajo y a la excedencia en los términos que se determinen
en su legislación específica.

Artículo 25. Justificación de las faltas de asistencia.
Las ausencias totales o parciales al trabajo motivadas por la situación física o psicológica derivada de la
violencia de género sufrida por una mujer funcionaria se considerarán justificadas en los términos que se
determine en su legislación específica.

Artículo 26. Acreditación de las situaciones de violencia de género ejercida sobre las funcionarias.
La acreditación de las circunstancias que dan lugar al reconocimiento de los derechos de movilidad geográfica
de centro de trabajo, excedencia, y reducción o reordenación del tiempo de trabajo, se realizará en los
términos establecidos en el artículo 23.

CAPÍTULO IV Derechos económicos

Artículo 27. Ayudas sociales.
1. Cuando las víctimas de violencia de género careciesen de rentas superiores, en cómputo mensual, al 75 por
100 del salario mínimo interprofesional, excluida la parte proporcional de dos pagas extraordinarias, recibirán
una ayuda de pago único, siempre que se presuma que debido a su edad, falta de preparación general o
especializada y circunstancias sociales, la víctima tendrá especiales dificultades para obtener un empleo y por
dicha circunstancia no participará en los programas de empleo establecidos para su inserción profesional.
2. El importe de esta ayuda será equivalente al de seis meses de subsidio por desempleo. Cuando la víctima de
la violencia ejercida contra la mujer tuviera reconocida oficialmente una discapacidad en grado igual o
superior al 33 por 100, el importe será equivalente a doce meses de subsidio por desempleo.
3. Estas ayudas, financiadas con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, serán concedidas por las
Administraciones competentes en materia de servicios sociales. En la tramitación del procedimiento de
concesión, deberá incorporarse informe del Servicio Público de Empleo referido a la previsibilidad de que por
las circunstancias a las que se refiere el apartado 1 de este artículo, la aplicación del programa de empleo no
incida de forma sustancial en la mejora de la empleabilidad de la víctima. La concurrencia de las
circunstancias de violencia se acreditará de conformidad con lo establecido en el artículo 23 de esta Ley.
4. En el caso de que la víctima tenga responsabilidades familiares, su importe podrá alcanzar el de un período
equivalente al de 18 meses de subsidio, o de 24 meses si la víctima o alguno de los familiares que conviven con
ella tiene reconocida oficialmente una minusvalía en grado igual o superior al 33 por 100, en los términos que
establezcan las disposiciones de desarrollo de la presente Ley.
5. Estas ayudas serán compatibles con cualquiera de las previstas en la Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de
Ayudas y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual, así como con cualquier otra
ayuda económica de carácter autonómico o local concedida por la situación de violencia de género. Se
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modifican los apartados 2 y 5 por el art. único.3 del Real Decreto-ley 9/2018, de 3 de agosto. Ref. BOE-
A-2018-11135#au

CAPÍTULO V Derecho a la reparación

Artículo 28. Acceso a la vivienda y residencias públicas para mayores.
Las mujeres víctimas de violencia de género serán consideradas colectivos prioritarios en el acceso a viviendas
protegidas y residencias públicas para mayores, en los términos que determine la legislación aplicable.

Artículo 28 bis. Alcance y garantía del derecho.
Las víctimas de violencia de género tienen derecho a la reparación, lo que comprende la compensación
económica por los daños y perjuicios derivados de la violencia, las medidas necesarias para su completa
recuperación física, psíquica y social, las acciones de reparación simbólica y las garantías de no repetición.
Se añade, con efectos desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 9.9 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre. Ref. BOE-
A-2022-14630#df-9

Artículo 28 ter. Medidas para garantizar el derecho a la reparación.
1. Las víctimas de violencia de género tienen derecho a la reparación, lo que comprende la indemnización a la
que se refiere el apartado siguiente, las medidas necesarias para su completa recuperación física, psíquica y
social, las acciones de reparación simbólica y las garantías de no repetición.
2. Las administraciones públicas asegurarán que las víctimas tengan acceso efectivo a la indemnización que
corresponda por los daños y perjuicios, que deberá garantizar la satisfacción económicamente evaluable de, al
menos, los siguientes conceptos:

a) El daño físico y psicológico, incluido el daño moral y el daño a la dignidad.
b) La pérdida de oportunidades, incluidas las oportunidades de educación, empleo y prestaciones sociales.
c) Los daños materiales y la pérdida de ingresos, incluido el lucro cesante.
d) El daño social, entendido como el daño al proyecto de vida.
e) El tratamiento terapéutico, social y de salud sexual y reproductiva.

3. La indemnización será satisfecha por la o las personas civil o penalmente responsables, de acuerdo con la
normativa vigente.
4. Las administraciones públicas garantizarán la completa recuperación física, psíquica y social de las víctimas
a través de la red de recursos de atención integral previstos en el Título II. Asimismo, con el objetivo de
garantizar la recuperación simbólica, promoverán el restablecimiento de su dignidad y reputación, la
superación de cualquier situación de estigmatización y el derecho de supresión aplicado a buscadores en
Internet y medios de difusión públicos. Asimismo, las administraciones públicas podrán establecer ayudas
complementarias destinadas a las víctimas que, por la especificidad o gravedad de las secuelas derivadas de la
violencia, no encuentren una respuesta adecuada o suficiente en la red de recursos de atención y
recuperación. En particular, dichas víctimas podrán recibir ayudas adicionales para financiar los tratamientos
sanitarios adecuados, incluyendo los tratamientos de reconstrucción genital femenina, si fueran necesarios.
5. Con el objetivo de cumplir las garantías de no repetición, las administraciones públicas, en el marco de sus
respectivas competencias, impulsarán las medidas necesarias para que las víctimas cuenten con protección
efectiva ante represalias o amenazas.
6. Las administraciones públicas promoverán, a través de homenajes y de acciones de difusión pública, el
compromiso colectivo frente a la violencia contra las mujeres y el respeto por las víctimas.
Se añade, con efectos desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 9.9 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre. Ref. BOE-
A-2022-14630#df-9
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PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 15

1. ¿Cómo se acredita la situación de violencia de género en el caso de víctimas mayores de edad, según la Ley 
Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género? 
(Señalar la opción de respuesta incorrecta):

A) Informe del Ministerio Fiscal.

B) Orden de protección.

C) Informe de los servicios sociales.

D) Documentos sanitarios oficiales.

2. ¿Según la LO 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, a 
partir de qué momento las víctimas de violencia de género tienen derecho a recibir asesoramiento jurídico 
gratuito?

A) En el momento de interponer la denuncia.

B) En el momento inmediatamente previo a la interposición de la denuncia.

C) En cualquier momento.

D) Únicamente, una vez admitida la denuncia.

3. A tenor de lo dispuesto en la Ley Orgánica 1/2004, de Protección Integral contra la Violencia de Género, en 
relación a los derechos de las funcionarias públicas, es correcto afirmar:

A) Las ausencias totales o parciales al trabajo motivadas por la situación física o psicológica derivada de la 
violencia de género sufrida por una mujer funcionaria se considerarán justificadas.

B) La funcionaria víctima de violencia de género no tendrá derecho a la reducción de su tiempo; no obstante, sí 
a la reordenación de este.

C) La funcionaria víctima de violencia de género tendrá derecho a la movilidad geográfica de centro de trabajo 
siempre y cuando implique cambio de provincia.

D) Los derechos de la funcionaria víctima de violencia de género estarán subordinados a las necesidades del 
servicio y tendrá la duración que dicha funcionaria solicite.

4. La Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de 
Género, reconoce a las víctimas de la mujer víctima de violencia de género, los siguientes derechos, cuál de 
ello NO es uno de ellos:

A) Asistencia jurídica gratuita.

B) Asistencia social integral.

C) Justificación de las faltas de asistencia al trabajo por cualquier motivo.

D) Acceso prioritario a residencias para mayores.

5. Según el artículo 27 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral 
contra la Violencia de Género, en el caso de que la víctima tenga responsabilidades familiares, el importe de 
la ayuda a las víctimas de violencia de género podrá alcanzar el de un período equivalente al de:

A) 12 meses de subsidio, o de 18 meses si la víctima o alguno de los familiares que conviven con ella tiene 
reconocida oficialmente una minusvalía en grado igual o superior al 33 por 100.

B) 18 meses de subsidio, o de 20 meses si la víctima o alguno de los familiares que conviven con ella tiene 
reconocida oficialmente una minusvalía en grado igual o superior al 33 por 100.

C) 12 meses de subsidio, o de 24 meses si la víctima o alguno de los familiares

D) 18 meses de subsidio, o de 24 meses si la víctima o alguno de los familiares que conviven con ella tiene 
reconocida oficialmente una minusvalía en grado igual o superior al 33 por 100.
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6. De conformidad con el artículo 21 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección 
Integral contra la Violencia de Género, la trabajadora víctima de violencia de género tendrá derecho, en los 
términos previstos en el Estatuto de los Trabajadores:

A) A la movilidad funcional

B) A la extinción de la relación laboral dando lugar a la situación legal de jubilación

C) A la reducción o a la reordenación de su tiempo de trabajo

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

7. La Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de medidas de protección integral contra la violencia de 
género ¿qué documento, entre otros, puede servir para acreditar las situaciones de violencia de género a 
efectos de acceder a los derechos establecidos en la ley?

A) Un informe de un médico privado sin visado oficial.

B) Una denuncia verbal sin ratificación judicial posterior.

C) Una sentencia condenatoria por un delito de violencia de género o una orden de protección.

D) Un certificado de empadronamiento conjunto que acredite la convivencia con el agresor.

8. El derecho de las mujeres víctimas de violencia de género a servicios sociales de atención, de emergencia, 
de apoyo y acogida según la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral 
contra la Violencia de Género, hace referencia

A) Derecho a la información.

B) Derecho a la atención integral.

C) Derecho a la atención sanitaria.

D) Derechos laborales y de Seguridad Social.

9. Según el artículo 19 bis de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral 
contra la Violencia de Género, señale la respuesta correcta:

A) Los Juzgados de familia garantizarán a las mujeres víctimas de violencia de género, así como a sus hijos e 
hijas, el derecho a la atención sanitaria, con especial atención psicológica y psiquiátrica, y al seguimiento de la 
evolución de su estado de salud hasta su total recuperación, en lo concerniente a la sintomatología o las 
secuelas psíquicas y físicas derivadas de la situación de violencia sufrida. Los servicios sanitarios podrán contar 
con psicólogos para la atención de las hijas menores que sean víctimas de violencia vicaria.

B) El Sistema Público de Salud garantizará a las mujeres víctimas de violencia de género, así como a sus hijas, el 
derecho a la atención sanitaria, con especial atención psicológica y psiquiátrica.

C) Los Juzgados de familia garantizarán a las mujeres víctimas de violencia de género, así como a sus hijos e 
hijas, el derecho a la atención psicológica y psiquiátrica, y al seguimiento de la evolución de su estado de salud 
hasta su total recuperación, en lo concerniente a la sintomatología o las secuelas psíquicas y físicas derivadas de 
la situación de violencia física y psíquica sufrida. Asimismo, los servicios sanitarios podrán contar con 
psicólogos infantiles para la atención de los hijos e hijas menores que sean víctimas de violencia vicaria.

D) El Sistema Público de Salud garantizará a las mujeres víctimas de violencia de género, así como a sus hijos e 
hijas, el derecho a la atención sanitaria, con especial atención psicológica y psiquiátrica, y al seguimiento de la 
evolución de su estado de salud hasta su total recuperación, en lo concerniente a la sintomatología o las 
secuelas psíquicas y físicas derivadas de la situación de violencia sufrida.
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10. Conforme se establece en el artículo 23 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de 
Protección Integral contra la violencia de género, el reconocimiento de los derechos de movilidad geográfica 
del centro de trabajo debido a situaciones de violencia de género ejercidas sobre las funcionarias deberá 
acreditarse mediante:

A) Denuncia formulada ante los Juzgados de Violencia sobre la Mujer.

B) Sentencia condenatoria por un delito de violencia de género.

C) Parte de lesiones graves emitido por un funcionario competente y adscrito al Instituto de Medicina Legal.

D) Parte médico de baja que acredite la incapacidad laboral por violencia sobre la mujer.

SOLUCIONES 1 D · 2 B · 3 A · 4 C · 5 D · 6 C · 7 C · 8 B · 9 D · 10 B

Te quedan 12 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 15, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 16

Estatuto básico del empleado público. El personal al servicio de las 
entidades locales: concepto y clases de empleados públicos. Derechos 
de los empleados públicos. Deberes de los empleados públicos. Código 

de conducta. Principios éticos y de conducta.

RDLeg 5/2015 Estatuto Básico del Empleado Público

TREBEP · BOE-A-2015-11719 · arts. 1 a 7 · arts. 8 a 12 · arts. 14 a 15 · arts. 52 a 54 — 17 incluidos

TÍTULO I Objeto y ámbito de aplicación

Artículo 1. Objeto.
1. El presente Estatuto tiene por objeto establecer las bases del régimen estatutario de los funcionarios
públicos incluidos en su ámbito de aplicación.
2. Asimismo tiene por objeto determinar las normas aplicables al personal laboral al servicio de las
Administraciones Públicas.
3. Este Estatuto refleja, del mismo modo, los siguientes fundamentos de actuación:

a) Servicio a los ciudadanos y a los intereses generales.
b) Igualdad, mérito y capacidad en el acceso y en la promoción profesional.
c) Sometimiento pleno a la ley y al Derecho.
d) Igualdad de trato entre mujeres y hombres.
e) Objetividad, profesionalidad e imparcialidad en el servicio garantizadas con la inamovilidad en la
condición de funcionario de carrera.
f) Eficacia en la planificación y gestión de los recursos humanos.
g) Desarrollo y cualificación profesional permanente de los empleados públicos.
h) Transparencia.
i) Evaluación y responsabilidad en la gestión.
j) Jerarquía en la atribución, ordenación y desempeño de las funciones y tareas.
k) Negociación colectiva y participación, a través de los representantes, en la determinación de las
condiciones de empleo.
l) Cooperación entre las Administraciones Públicas en la regulación y gestión del empleo público.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.
1. Este Estatuto se aplica al personal funcionario y en lo que proceda al personal laboral al servicio de las
siguientes Administraciones Públicas:

a) La Administración General del Estado.
b) Las Administraciones de las comunidades autónomas y de las ciudades de Ceuta y Melilla.
c) Las Administraciones de las entidades locales.
d) Los organismos públicos, agencias y demás entidades de derecho público con personalidad jurídica
propia, vinculadas o dependientes de cualquiera de las Administraciones Públicas.
e) Las Universidades Públicas.

2. En la aplicación de este Estatuto al personal de investigación se podrán dictar normas singulares para
adecuarlo a sus peculiaridades.
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3. El personal docente y el personal estatutario de los Servicios de Salud se regirán por la legislación específica
dictada por el Estado y por las comunidades autónomas en el ámbito de sus respectivas competencias y por lo
previsto en el presente Estatuto, excepto el capítulo II del título III, salvo el artículo 20, y los artículos 22.3, 24 y
84.
4. Cada vez que este Estatuto haga mención al personal funcionario de carrera se entenderá comprendido el
personal estatutario de los Servicios de Salud.
5. El presente Estatuto tiene carácter supletorio para todo el personal de las Administraciones Públicas no
incluido en su ámbito de aplicación.
Se modifica el apartado 2 por la disposición final 3 de la Ley 17/2022, de 5 de septiembre. Ref. BOE-A-2022-14581#df-3

Artículo 3. Personal funcionario de las Entidades Locales.
1. El personal funcionario de las entidades locales se rige por la legislación estatal que resulte de aplicación, de
la que forma parte este Estatuto y por la legislación de las comunidades autónomas, con respeto a la
autonomía local.
2. Los Cuerpos de Policía Local se rigen también por este Estatuto y por la legislación de las comunidades
autónomas, excepto en lo establecido para ellos en la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y
Cuerpos de Seguridad.

Artículo 4. Personal con legislación específica propia.
Las disposiciones de este Estatuto sólo se aplicarán directamente cuando así lo disponga su legislación
específica al siguiente personal:
a) Personal funcionario de las Cortes Generales y de las asambleas legislativas de las comunidades autónomas.
b) Personal funcionario de los demás Órganos Constitucionales del Estado y de los órganos estatutarios de las
comunidades autónomas.
c) Jueces, Magistrados, Fiscales y demás personal funcionario al servicio de la Administración de Justicia.
d) Personal militar de las Fuerzas Armadas.
e) Personal de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.
f) Personal retribuido por arancel.
g) Personal del Centro Nacional de Inteligencia.
h) Personal del Banco de España y del Fondo de Garantía de Depósitos de Entidades de Crédito.

Artículo 5. Personal de la Sociedad Estatal Correos y Telégrafos.
El personal funcionario de la Sociedad Estatal Correos y Telégrafos se regirá por sus normas específicas y
supletoriamente por lo dispuesto en este Estatuto. Su personal laboral se regirá por la legislación laboral y
demás normas convencionalmente aplicables.

Artículo 6. Leyes de Función Pública.
En desarrollo de este Estatuto, las Cortes Generales y las asambleas legislativas de las comunidades autónomas
aprobarán, en el ámbito de sus competencias, las leyes reguladoras de la Función Pública de la Administración
General del Estado y de las comunidades autónomas.

Artículo 7. Normativa aplicable al personal laboral.
El personal laboral al servicio de las Administraciones públicas se rige, además de por la legislación laboral y
por las demás normas convencionalmente aplicables, por los preceptos de este Estatuto que así lo dispongan.
No obstante, en materia de permisos de nacimiento, adopción, del progenitor diferente de la madre biológica,
de lactancia y parental, el personal laboral al servicio de las Administraciones públicas se regirá por lo
previsto en el presente Estatuto, no siendo de aplicación a este personal, por tanto, las previsiones del texto
refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores sobre las suspensiones de los contratos de trabajo que, en
su caso, corresponderían por los mismos supuestos de hecho.
Se modifica el párrafo segundo por el art. 2.1 del Real Decreto-ley 9/2025, de 29 de julio. Ref. BOE-A-2025-15741
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Se modifica por el art. 3.1 del Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo. Ref. BOE-A-2019-3244#a3

TÍTULO II Personal al servicio de las Administraciones Públicas

CAPÍTULO I Clases de personal

Artículo 8. Concepto y clases de empleados públicos.
1. Son empleados públicos quienes desempeñan funciones retribuidas en las Administraciones Públicas al
servicio de los intereses generales.
2. Los empleados públicos se clasifican en:

a) Funcionarios de carrera.
b) Funcionarios interinos.
c) Personal laboral, ya sea fijo, por tiempo indefinido o temporal.
d) Personal eventual.

Artículo 9. Funcionarios de carrera.
1. Son funcionarios de carrera quienes, en virtud de nombramiento legal, están vinculados a una
Administración Pública por una relación estatutaria regulada por el Derecho Administrativo para el
desempeño de servicios profesionales retribuidos de carácter permanente.
2. En todo caso, el ejercicio de las funciones que impliquen la participación directa o indirecta en el ejercicio
de las potestades públicas o en la salvaguardia de los intereses generales del Estado y de las Administraciones
Públicas corresponden exclusivamente a los funcionarios públicos, en los términos que en la ley de desarrollo
de cada Administración Pública se establezca.

Artículo 10. Funcionarios interinos.
1. Son funcionarios interinos los que, por razones expresamente justificadas de necesidad y urgencia, son
nombrados como tales con carácter temporal para el desempeño de funciones propias de funcionarios de
carrera, cuando se dé alguna de las siguientes circunstancias:

a) La existencia de plazas vacantes, cuando no sea posible su cobertura por funcionarios de carrera, por un
máximo de tres años, en los términos previstos en el apartado 4.
b) La sustitución transitoria de los titulares, durante el tiempo estrictamente necesario.
c) La ejecución de programas de carácter temporal, que no podrán tener una duración superior a tres años,
ampliable hasta doce meses más por las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este
Estatuto.
d) El exceso o acumulación de tareas por plazo máximo de nueve meses, dentro de un periodo de dieciocho
meses.

2. Los procedimientos de selección del personal funcionario interino serán públicos, rigiéndose en todo caso
por los principios de igualdad, mérito, capacidad, publicidad y celeridad, y tendrán por finalidad la cobertura
inmediata del puesto. El nombramiento derivado de estos procedimientos de selección en ningún caso dará
lugar al reconocimiento de la condición de funcionario de carrera.
3. En todo caso, la Administración formalizará de oficio la finalización de la relación de interinidad por
cualquiera de las siguientes causas, además de por las previstas en el artículo 63, sin derecho a compensación
alguna:

a) Por la cobertura reglada del puesto por personal funcionario de carrera a través de cualquiera de los
procedimientos legalmente establecidos.
b) Por razones organizativas que den lugar a la supresión o a la amortización de los puestos asignados.
c) Por la finalización del plazo autorizado expresamente recogido en su nombramiento.
d) Por la finalización de la causa que dio lugar a su nombramiento.

4. En el supuesto previsto en el apartado 1.a), las plazas vacantes desempeñadas por personal funcionario
interino deberán ser objeto de cobertura mediante cualquiera de los mecanismos de provisión o movilidad
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previstos en la normativa de cada Administración Pública. No obstante, transcurridos tres años desde el
nombramiento del personal funcionario interino se producirá el fin de la relación de interinidad, y la vacante
solo podrá ser ocupada por personal funcionario de carrera, salvo que el correspondiente proceso selectivo
quede desierto, en cuyo caso se podrá efectuar otro nombramiento de personal funcionario interino.
Excepcionalmente, el personal funcionario interino podrá permanecer en la plaza que ocupe temporalmente,
siempre que se haya publicado la correspondiente convocatoria dentro del plazo de los tres años, a contar
desde la fecha del nombramiento del funcionario interino y sea resuelta conforme a los plazos establecidos en
el artículo 70 del TREBEP. En este supuesto podrá permanecer hasta la resolución de la convocatoria, sin que
su cese dé lugar a compensación económica.
5. Al personal funcionario interino le será aplicable el régimen general del personal funcionario de carrera en
cuanto sea adecuado a la naturaleza de su condición temporal y al carácter extraordinario y urgente de su
nombramiento, salvo aquellos derechos inherentes a la condición de funcionario de carrera. Se modifica por
el art. 1.1 de la Ley 20/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21651#a1 Véase, en cuanto a los efectos, lo
establecido en la disposición transitoria segunda de la citada Ley. Se modifica por el art. 1.1 del Real Decreto-
ley 14/2021, de 6 de julio. Ref. BOE-A-2021-11233#a1 Téngase en cuenta, en cuanto a los efectos, lo establecido
en la disposición transitoria segunda del citado Real Decreto-ley.

Artículo 11. Personal laboral.
1. Es personal laboral el que en virtud de contrato de trabajo formalizado por escrito, en cualquiera de las
modalidades de contratación de personal previstas en la legislación laboral, presta servicios retribuidos por
las Administraciones Públicas. En función de la duración del contrato éste podrá ser fijo, por tiempo
indefinido o temporal.
2. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto establecerán los criterios para la
determinación de los puestos de trabajo que pueden ser desempeñados por personal laboral, respetando en
todo caso lo establecido en el artículo 9.2.
3. Los procedimientos de selección del personal laboral serán públicos, rigiéndose en todo caso por los
principios de igualdad, mérito y capacidad. En el caso del personal laboral temporal se regirá igualmente por
el principio de celeridad, teniendo por finalidad atender razones expresamente justificadas de necesidad y
urgencia. Se añade el apartado 3 por el art. 1.2 de la Ley 20/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21651#a1
Téngase en cuenta que este apartado 3 ya fue añadido por el Real Decreto-ley 14/2021, de 6 de julio. Véase, en
cuanto a los efectos, lo establecido en la disposición transitoria segunda de la citada Ley. Se añade el apartado
3 por el art. 1.2 del Real Decreto-ley 14/2021, de 6 de julio. Ref. BOE-A-2021-11233#a1 Téngase en cuenta, en
cuanto a los efectos, lo establecido en la disposición transitoria segunda del citado Real Decreto-ley.

Artículo 12. Personal eventual.
1. Es personal eventual el que, en virtud de nombramiento y con carácter no permanente, sólo realiza
funciones expresamente calificadas como de confianza o asesoramiento especial, siendo retribuido con cargo
a los créditos presupuestarios consignados para este fin.
2. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto determinarán los órganos de
gobierno de las Administraciones Públicas que podrán disponer de este tipo de personal. El número máximo
se establecerá por los respectivos órganos de gobierno. Este número y las condiciones retributivas serán
públicas.
3. El nombramiento y cese serán libres. El cese tendrá lugar, en todo caso, cuando se produzca el de la
autoridad a la que se preste la función de confianza o asesoramiento.
4. La condición de personal eventual no podrá constituir mérito para el acceso a la Función Pública o para la
promoción interna.
5. Al personal eventual le será aplicable, en lo que sea adecuado a la naturaleza de su condición, el régimen
general de los funcionarios de carrera.
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TÍTULO III Derechos y deberes. Código de conducta de los empleados públicos

CAPÍTULO I Derechos de los empleados públicos

Artículo 14. Derechos individuales.
Los empleados públicos tienen los siguientes derechos de carácter individual en correspondencia con la
naturaleza jurídica de su relación de servicio:
a) A la inamovilidad en la condición de funcionario de carrera.
b) Al desempeño efectivo de las funciones o tareas propias de su condición profesional y de acuerdo con la
progresión alcanzada en su carrera profesional.
c) A la progresión en la carrera profesional y promoción interna según principios constitucionales de
igualdad, mérito y capacidad mediante la implantación de sistemas objetivos y transparentes de evaluación.
d) A percibir las retribuciones y las indemnizaciones por razón del servicio.
e) A participar en la consecución de los objetivos atribuidos a la unidad donde preste sus servicios y a ser
informado por sus superiores de las tareas a desarrollar.
f) A la defensa jurídica y protección de la Administración Pública en los procedimientos que se sigan ante
cualquier orden jurisdiccional como consecuencia del ejercicio legítimo de sus funciones o cargos públicos.
g) A la formación continua y a la actualización permanente de sus conocimientos y capacidades profesionales,
preferentemente en horario laboral.
h) Al respeto de su intimidad, orientación e identidad sexual, expresión de género, características sexuales,
propia imagen y dignidad en el trabajo, especialmente frente al acoso sexual y por razón de sexo, de
orientación e identidad sexual, expresión de género o características sexuales, moral y laboral.
i) A la no discriminación por razón de nacimiento, origen racial o étnico, género, sexo u orientación e
identidad sexual, expresión de género, características sexuales, religión o convicciones, opinión,
discapacidad, edad o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.
j) A la adopción de medidas que favorezcan la conciliación de la vida personal, familiar y laboral. j bis) A la
intimidad en el uso de dispositivos digitales puestos a su disposición y frente al uso de dispositivos de
videovigilancia y geolocalización, así como a la desconexión digital en los términos establecidos en la
legislación vigente en materia de protección de datos personales y garantía de los derechos digitales.
k) A la libertad de expresión dentro de los límites del ordenamiento jurídico.
l) A recibir protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo.
m) A las vacaciones, descansos, permisos y licencias.
n) A la jubilación según los términos y condiciones establecidas en las normas aplicables.
o) A las prestaciones de la Seguridad Social correspondientes al régimen que les sea de aplicación.
p) A la libre asociación profesional.
q) A los demás derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico. Se modifican las letras h) e i) por la
disposición final 16.1 de la Ley 4/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5366#df-16
Se añade la letra j bis) por la disposición final 14 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre. Ref. BOE-A-2018-16673#df-14

Artículo 15. Derechos individuales ejercidos colectivamente.
Los empleados públicos tienen los siguientes derechos individuales que se ejercen de forma colectiva:
a) A la libertad sindical.
b) A la negociación colectiva y a la participación en la determinación de las condiciones de trabajo.
c) Al ejercicio de la huelga, con la garantía del mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad.
d) Al planteamiento de conflictos colectivos de trabajo, de acuerdo con la legislación aplicable en cada caso.
e) Al de reunión, en los términos establecidos en el artículo 46 de este Estatuto.

CAPÍTULO VI Deberes de los empleados públicos. Código de Conducta

Artículo 52. Deberes de los empleados públicos.
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Código de Conducta. Los empleados públicos deberán desempeñar con diligencia las tareas que tengan
asignadas y velar por los intereses generales con sujeción y observancia de la Constitución y del resto del
ordenamiento jurídico, y deberán actuar con arreglo a los siguientes principios: objetividad, integridad,
neutralidad, responsabilidad, imparcialidad, confidencialidad, dedicación al servicio público, transparencia,
ejemplaridad, austeridad, accesibilidad, eficacia, honradez, promoción del entorno cultural y
medioambiental, y respeto a la igualdad entre mujeres y hombres, que inspiran el Código de Conducta de los
empleados públicos configurado por los principios éticos y de conducta regulados en los artículos siguientes.
Los principios y reglas establecidos en este capítulo informarán la interpretación y aplicación del régimen
disciplinario de los empleados públicos.

Artículo 53. Principios éticos.
1. Los empleados públicos respetarán la Constitución y el resto de normas que integran el ordenamiento
jurídico.
2. Su actuación perseguirá la satisfacción de los intereses generales de los ciudadanos y se fundamentará en
consideraciones objetivas orientadas hacia la imparcialidad y el interés común, al margen de cualquier otro
factor que exprese posiciones personales, familiares, corporativas, clientelares o cualesquiera otras que
puedan colisionar con este principio.
3. Ajustarán su actuación a los principios de lealtad y buena fe con la Administración en la que presten sus
servicios, y con sus superiores, compañeros, subordinados y con los ciudadanos.
4. Su conducta se basará en el respeto de los derechos fundamentales y libertades públicas, evitando toda
actuación que pueda producir discriminación alguna por razón de nacimiento, origen racial o étnico, género,
sexo, orientación e identidad sexual, expresión de género, características sexuales, religión o convicciones,
opinión, discapacidad, edad o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.
5. Se abstendrán en aquellos asuntos en los que tengan un interés personal, así como de toda actividad privada
o interés que pueda suponer un riesgo de plantear conflictos de intereses con su puesto público.
6. No contraerán obligaciones económicas ni intervendrán en operaciones financieras, obligaciones
patrimoniales o negocios jurídicos con personas o entidades cuando pueda suponer un conflicto de intereses
con las obligaciones de su puesto público.
7. No aceptarán ningún trato de favor o situación que implique privilegio o ventaja injustificada, por parte de
personas físicas o entidades privadas.
8. Actuarán de acuerdo con los principios de eficacia, economía y eficiencia, y vigilarán la consecución del
interés general y el cumplimiento de los objetivos de la organización.
9. No influirán en la agilización o resolución de trámite o procedimiento administrativo sin justa causa y, en
ningún caso, cuando ello comporte un privilegio en beneficio de los titulares de los cargos públicos o su
entorno familiar y social inmediato o cuando suponga un menoscabo de los intereses de terceros.
10. Cumplirán con diligencia las tareas que les correspondan o se les encomienden y, en su caso, resolverán
dentro de plazo los procedimientos o expedientes de su competencia.
11. Ejercerán sus atribuciones según el principio de dedicación al servicio público absteniéndose no solo de
conductas contrarias al mismo, sino también de cualesquiera otras que comprometan la neutralidad en el
ejercicio de los servicios públicos.
12. Guardarán secreto de las materias clasificadas u otras cuya difusión esté prohibida legalmente, y
mantendrán la debida discreción sobre aquellos asuntos que conozcan por razón de su cargo, sin que puedan
hacer uso de la información obtenida para beneficio propio o de terceros, o en perjuicio del interés público.
Se modifica el apartado 4 por la disposición final 16.6 de la Ley 4/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5366#df-16

Artículo 54. Principios de conducta.
1. Tratarán con atención y respeto a los ciudadanos, a sus superiores y a los restantes empleados públicos.
2. El desempeño de las tareas correspondientes a su puesto de trabajo se realizará de forma diligente y
cumpliendo la jornada y el horario establecidos.
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3. Obedecerán las instrucciones y órdenes profesionales de los superiores, salvo que constituyan una
infracción manifiesta del ordenamiento jurídico, en cuyo caso las pondrán inmediatamente en conocimiento
de los órganos de inspección procedentes.
4. Informarán a los ciudadanos sobre aquellas materias o asuntos que tengan derecho a conocer, y facilitarán
el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.
5. Administrarán los recursos y bienes públicos con austeridad, y no utilizarán los mismos en provecho propio
o de personas allegadas. Tendrán, asimismo, el deber de velar por su conservación.
6. Se rechazará cualquier regalo, favor o servicio en condiciones ventajosas que vaya más allá de los usos
habituales, sociales y de cortesía, sin perjuicio de lo establecido en el Código Penal.
7. Garantizarán la constancia y permanencia de los documentos para su transmisión y entrega a sus
posteriores responsables.
8. Mantendrán actualizada su formación y cualificación.
9. Observarán las normas sobre seguridad y salud laboral.
10. Pondrán en conocimiento de sus superiores o de los órganos competentes las propuestas que consideren
adecuadas para mejorar el desarrollo de las funciones de la unidad en la que estén destinados. A estos efectos
se podrá prever la creación de la instancia adecuada competente para centralizar la recepción de las
propuestas de los empleados públicos o administrados que sirvan para mejorar la eficacia en el servicio.
11. Garantizarán la atención al ciudadano en la lengua que lo solicite siempre que sea oficial en el territorio.

Ley 7/1985 bases del régimen local

LBRL · BOE-A-1985-5392 · arts. 89 a 92 · arts. 103 a 104 — 9 incluidos

TÍTULO VII Personal al servicio de las Entidades locales

CAPÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 89.
El personal al servicio de las entidades locales estará integrado por funcionarios de carrera, contratados en
régimen de derecho laboral y personal eventual que desempeña puestos de confianza o asesoramiento
especial.

Artículo 90.
1. Corresponde a cada Corporación local aprobar anualmente, a través del Presupuesto, la plantilla, que
deberá comprender todos los puestos de trabajo reservados a funcionarios, personal laboral y eventual. Las
plantillas deberán responder a los principios de racionalidad, economía y eficiencia y establecerse de acuerdo
con la ordenación general de la economía, sin que los gastos de personal puedan rebasar los límites que se
fijen con carácter general.
2. Las Corporaciones locales formarán la relación de todos los puestos de trabajo existentes en su
organización, en los términos previstos en la legislación básica sobre función pública. Corresponde al Estado
establecer las normas con arreglo a las cuales hayan de confeccionarse las relaciones de puestos de trabajo, la
descripción de puestos de trabajo tipo y las condiciones requeridas para su creación, así como las normas
básicas de la carrera administrativa, especialmente por lo que se refiere a la promoción de los funcionarios a
niveles y grupos superiores.
3. Las Corporaciones locales constituirán Registros de personal, coordinados con los de las demás
Administraciones públicas, según las normas aprobadas por el Gobierno. Los datos inscritos en tal Registro
determinarán las nóminas, a efectos de la debida justificación de todas las retribuciones.
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Artículo 91.
1. Las Corporaciones locales formarán públicamente su oferta de empleo, ajustándose a los criterios fijados en
la normativa básica estatal.
2. La selección de todo el personal, sea funcionario o laboral, debe realizarse de acuerdo con la oferta de
empleo público, mediante convocatoria pública y a través del sistema de concurso, oposición o concurso-
oposición libre en los que se garanticen, en todo caso, los principios constitucionales de igualdad, mérito y
capacidad, así como el de publicidad.

CAPÍTULO II Disposiciones comunes a los funcionarios de carrera

Artículo 92. Funcionarios al servicio de la Administración local.
1. Los funcionarios al servicio de la Administración local se rigen, en lo no dispuesto en esta Ley, por la Ley
7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público, por la restante legislación del Estado en
materia de función pública, así como por la legislación de las Comunidades Autónomas, en los términos del
artículo 149.1.18.ª de la Constitución.
2. Con carácter general, los puestos de trabajo en la Administración local y sus Organismos Autónomos serán
desempeñados por personal funcionario.
3. Corresponde exclusivamente a los funcionarios de carrera al servicio de la Administración local el ejercicio
de las funciones que impliquen la participación directa o indirecta en el ejercicio de las potestades públicas o
en la salvaguardia de los intereses generales. Igualmente son funciones públicas, cuyo cumplimiento queda
reservado a funcionarios de carrera, las que impliquen ejercicio de autoridad, y en general, aquellas que en
desarrollo de la presente Ley, se reserven a los funcionarios para la mejor garantía de la objetividad,
imparcialidad e independencia en el ejercicio de la función.
Se modifica por el art. 1.24 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

Se deroga, con el alcance establecido en la disposición final cuarta, por la disposición derogatoria única.e) de la Ley 7/2007, de 12 de abril. Ref.
BOE-A-2007-7788#ddunica

Artículo 92 bis. Funcionarios de administración local con habilitación de carácter nacional.
1. Son funciones públicas necesarias en todas las Corporaciones locales, cuya responsabilidad administrativa
está reservada a funcionarios de administración local con habilitación de carácter nacional:

a) La de Secretaría, comprensiva de la fe pública y el asesoramiento legal preceptivo.
b) El control y la fiscalización interna de la gestión económico-financiera y presupuestaria, y la
contabilidad, tesorería y recaudación. No obstante, en los municipios de gran población se tendrá en
cuenta lo dispuesto en el Título X de la presente Ley y en los municipios de Madrid y de Barcelona la
regulación contenida en las Leyes 22/2006, de 4 de julio, de Capitalidad y de Régimen Especial de Madrid y
1/2006, de 13 de marzo, por la que se regula el Régimen Especial del municipio de Barcelona
respectivamente.

2. La escala de funcionarios de administración local con habilitación de carácter nacional se subdivide en las
siguientes subescalas:

a) Secretaría, a la que corresponden las funciones contenidas en el apartado 1.a) anterior.
b) Intervención-tesorería, a la que corresponden las funciones contenidas en el apartado 1.b).
c) Secretaría-intervención a la que corresponden las funciones contenidas en los apartados 1.a) y 1.b).

3. Los funcionarios de las subescalas de Secretaría e Intervención-tesorería estarán integrados en una de estas
dos categorías: entrada o superior.
4. El Gobierno, mediante real decreto, regulará las especialidades de la creación, clasificación y supresión de
puestos reservados a funcionarios de administración local con habilitación de carácter nacional así como las
que puedan corresponder a su régimen disciplinario y de situaciones administrativas.
5. La aprobación de la oferta de empleo público, selección, formación y habilitación de los funcionarios de
administración local con habilitación de carácter nacional corresponde al Estado, a través del Ministerio de
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Hacienda y Administraciones Públicas, conforme a las bases y programas aprobados reglamentariamente.
6. El Gobierno, mediante real decreto, regulará las especialidades correspondientes de la forma de provisión
de puestos reservados a funcionarios de administración local con habilitación de carácter nacional. En todo
caso, el concurso será el sistema normal de provisión de puestos de trabajo. El ámbito territorial de los
concursos será de carácter estatal. Los méritos generales, de preceptiva valoración, se determinarán por la
Administración del Estado, y su puntuación alcanzará un mínimo del 80% del total posible conforme al
baremo correspondiente. Los méritos correspondientes a las especialidades de la Comunidad Autónoma se
fijarán por cada una de ellas y su puntuación podrá alcanzar hasta un 15% del total posible. Los méritos
correspondientes a las especialidades de la Corporación local se fijarán por ésta, y su puntuación alcanzará
hasta un 5% del total posible. Existirán dos concursos anuales: el concurso ordinario y el concurso unitario,
que tendrá naturaleza supletoria. El concurso unitario será convocado por la Administración del Estado. Las
Corporaciones locales con puestos vacantes aprobarán las bases del concurso ordinario, de acuerdo con el
modelo de convocatoria y bases comunes que se aprueben en el real decreto previsto en el apartado anterior, y
efectuarán las convocatorias, remitiéndolas a la correspondiente Comunidad Autónoma para su publicación
simultánea en los diarios oficiales. Excepcionalmente, en las Entidades Locales incluidas en el ámbito
subjetivo definido en los artículos 111 y 135 del texto refundido de la Ley Reguladora de Haciendas Locales,
aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, así como las Diputaciones Provinciales, Áreas
Metropolitanas, Cabildos y Consejos Insulares y las ciudades con estatuto de autonomía de Ceuta y Melilla, los
puestos de trabajo con funciones reservadas a funcionarios de administración local con habilitación de
carácter nacional se podrán cubrir por el sistema de libre designación entre funcionarios de la subescala y
categoría correspondiente. También se podrán cubrir por este sistema los puestos de trabajo de los titulares de
los órganos directivos a los que se refiere el artículo 130 de esta Ley, a los que no correspondan aquellas
funciones reservadas. En los supuestos de cese de aquellos funcionarios que tengan asignadas las funciones
contenidas en el apartado 1 de este artículo y que hubieran sido nombrados por libre designación, el acuerdo
del cese deberá ser comunicado al órgano competente de la Administración General del Estado en materia de
Función Pública. Esta comunicación deberá incluir la correspondiente motivación del cese referido al
desempeño profesional del funcionario. Acordado el cese en un puesto de libre designación, la Corporación
local deberá asignar al funcionario cesado un puesto de trabajo de su mismo grupo de titulación.
7. Las Comunidades Autónomas efectuarán, de acuerdo con la normativa establecida por la Administración
del Estado, los nombramientos provisionales de funcionarios con habilitación de carácter nacional, así como
las comisiones de servicios, acumulaciones, nombramientos de personal interino y de personal accidental.
8. Los funcionarios deberán permanecer en cada puesto de trabajo, obtenido por concurso, un mínimo de dos
años para poder participar en los concursos de provisión de puestos de trabajo o ser nombrados con carácter
provisional en otro puesto de trabajo, salvo en el ámbito de una misma Entidad Local. Excepcionalmente,
antes del transcurso de dicho plazo, se podrán efectuar nombramientos con carácter provisional por el
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, siempre que existan razones y circunstancias que
requieran la cobertura del puesto con carácter urgente por estos funcionarios, y la imposibilidad de efectuar
un nombramiento provisional conforme a lo establecido en el párrafo anterior. Reglamentariamente se
establecerán las circunstancias excepcionales que justifiquen la solicitud de un nombramiento provisional,
debiendo tenerse en cuenta, en todo caso, el posible perjuicio o menoscabo que se generaría en la Entidad
Local en la que se ocupe el puesto en el momento de la solicitud.
9. En el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas existirá un Registro de funcionarios de
administración local con habilitación de carácter nacional integrado con las Comunidades Autónomas, donde
se inscribirán y anotarán todos los actos que afecten a la vida administrativa de estos funcionarios.
10. Son órganos competentes para la incoación de expedientes disciplinarios a los funcionarios de
administración local con habilitación de carácter nacional los siguientes:

a) El órgano correspondiente de la Corporación donde el funcionario hubiera cometido los hechos que se le
imputan, cuando pudieran ser constitutivos de falta leve.
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b) La Comunidad Autónoma respecto a funcionarios de corporaciones locales en su ámbito territorial,
salvo cuando los hechos denunciados pudieran ser constitutivos de faltas muy graves tipificadas en la
normativa básica estatal.
c) El Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas cuando los hechos denunciados pudieran ser
constitutivos de faltas muy graves, tipificadas en la normativa básica estatal. El órgano competente para
acordar la incoación del expediente lo será también para nombrar instructor del mismo y decretar o alzar
la suspensión provisional del expedientado, así como para instruir diligencias previas antes de decidir
sobre tal incoación. La instrucción del expediente se efectuará por un funcionario de carrera de cualquiera
de los Cuerpos o Escalas del Subgrupo A1 de titulación, incluida la Escala de Funcionarios con Habilitación
de carácter nacional, que cuente con conocimientos en la materia a la que se refiera la infracción.

11. Son órganos competentes para la imposición de sanciones disciplinarias a los funcionarios de
administración local con habilitación de carácter nacional los siguientes:

a) El Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, cuando la sanción que recaiga sea por falta muy
grave, tipificada en la normativa básica estatal.
b) La Comunidad Autónoma, cuando se trate de imponer sanciones de suspensión de funciones y
destitución, no comprendidas en el párrafo anterior.
c) El órgano local competente, cuando se trate de imponer sanciones por faltas leves. La sanción impuesta
se ejecutará en sus propios términos, aun cuando en el momento de la ejecución, el funcionario se
encontrara ocupando un puesto distinto a aquel en el que se produjeron los hechos que dieron lugar a la
sanción. La sanción de destitución implicará la pérdida del puesto de trabajo, con la prohibición de obtener
destino en la misma Corporación en la que tuvo lugar la sanción, en el plazo que se fije, con el máximo de
seis años, para las faltas muy graves, y de tres años para las faltas graves. La sanción de suspensión de
funciones tendrá una duración máxima de seis años, para las faltas muy graves, y de tres años para las
faltas graves.

Se modifica el apartado 6 por la disposición final 1 del Real Decreto-ley 13/2026, de 2 de junio. Ref. BOE-A-2026-11848#df .

Se modifica el apartado 2 por el art. 3 del Real Decreto-ley 10/2015, de 11 de septiembre. Ref. BOE-A-2015-9801 .

Se añade por el art. 1.25 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

CAPÍTULO V Del personal laboral y eventual

Artículo 103.
El personal laboral será seleccionado por la propia Corporación ateniéndose, en todo caso, a lo dispuesto en el
artículo 91 y con el máximo respeto al principio de igualdad de oportunidades de cuantos reúnan los
requisitos exigidos.

Artículo 103 bis. Masa salarial del personal laboral del sector público local.
1. Las Corporaciones locales aprobarán anualmente la masa salarial del personal laboral del sector público
local respetando los límites y las condiciones que se establezcan con carácter básico en la correspondiente Ley
de Presupuestos Generales del Estado.
2. La aprobación indicada en el apartado anterior comprenderá la referente a la propia Entidad Local,
organismos, entidades públicas empresariales y demás entes públicos y sociedades mercantiles locales de ella
dependientes, así como las de los consorcios adscritos a la misma en virtud de lo previsto en la legislación
básica de régimen jurídico de las Administraciones Públicas y de las fundaciones en las que concurra alguna
de las siguientes circunstancias:

a) Que se constituyan con una aportación mayoritaria, directa o indirecta, de las entidades citadas en este
apartado.
b) Que su patrimonio fundacional, con un carácter de permanencia, esté formado en más de un 50 por 100
por bienes o derechos aportados o cedidos por las referidas entidades.

3. La masa salarial aprobada será publicada en la sede electrónica de la Corporación y en el Boletín Oficial de
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la Provincia o, en su caso, de la Comunidad Autónoma uniprovincial en el plazo de 20 días.
Se añade por el art. 1.27 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

Artículo 104.
1. El número, características y retribuciones del personal eventual será determinado por el Pleno de cada
Corporación, al comienzo de su mandato. Estas determinaciones sólo podrán modificarse con motivo de la
aprobación de los presupuestos anuales.
2. El nombramiento y cese de estos funcionarios es libre y corresponde al Alcalde o al Presidente de la entidad
local correspondiente. Cesan automáticamente en todo caso cuando se produzca el cese o expire el mandato
de la autoridad a la que presten su función de confianza o asesoramiento.
3. Los nombramientos de funcionarios de empleo, el régimen de sus retribuciones y su dedicación se
publicarán en el «Boletín Oficial» de la Provincia y, en su caso, en el propio de la Corporación.

Artículo 104 bis. Personal eventual de las Entidades Locales.
1. Las dotaciones de puestos de trabajo cuya cobertura corresponda a personal eventual en los Ayuntamientos
deberán ajustarse a los siguientes límites y normas:

a) Los Municipios de población entre 2.000 a 5.000 habitantes podrán excepcionalmente contar con un
puesto de trabajo cuya cobertura corresponda a personal eventual cuando no haya miembros de la
corporación local con dedicación exclusiva.
b) Los Ayuntamientos de Municipios con población superior a 5.000 y no superior a 10.000 habitantes
podrán incluir en sus plantillas puestos de trabajo de personal eventual por un número que no podrá
exceder de uno.
c) Los Ayuntamientos de Municipios con población superior a 10.000 y no superior a 20.000 habitantes
podrán incluir en sus plantillas puestos de trabajo de personal eventual por un número que no podrá
exceder de dos.
d) Los Ayuntamientos de Municipios con población superior a 20.000 y no superior a 50.000 habitantes
podrán incluir en sus plantillas puestos de trabajo de personal eventual por un número que no podrá
exceder de siete.
e) Los Ayuntamientos de Municipios con población superior a 50.000 y no superior a 75.000 habitantes
podrán incluir en sus plantillas puestos de trabajo de personal eventual por un número que no podrá
exceder de la mitad de concejales de la Corporación local.
f) Los Ayuntamientos de Municipios con población superior a 75.000 y no superior a 500.000 habitantes
podrán incluir en sus plantillas puestos de trabajo de personal eventual por un número que no podrá
exceder del número de concejales de la Corporación local.
g) Los Ayuntamientos de Municipios con población superior a 500.000 habitantes podrán incluir en sus
plantillas puestos de trabajo de personal eventual por un número que no podrá exceder al 0,7 por ciento del
número total de puestos de trabajo de la plantilla de las respectivas Entidades Locales, considerando, a
estos efectos, los entes que tengan la consideración de Administración pública en el marco del Sistema
Europeo de Cuentas. Estos Ayuntamientos, si lo fueran del Municipio de mayor población dentro de un
Área Metropolitana, podrán incluir en sus plantillas un número adicional de puestos de trabajo de personal
eventual, que no podrá exceder del siguiente número: – Seis, si el Municipio tiene una población entre
500.000 y 1.000.000 de habitantes. – Doce, si el Municipio tiene una población entre 1.000.001 y 1.500.000
habitantes. – Dieciocho, si el Municipio tiene una población de más de 1.500.000 habitantes. Téngase en
cuenta que el segundo párrafo, añadido por la disposición final 19 de la Ley 48/2015, de 29 de octubre. Ref.
BOE-A-2015-11644#dfdecimanovena . entra en vigor el 1 de enero de 2016.

2. El número de puestos de trabajo cuya cobertura corresponda a personal eventual en las Diputaciones
provinciales será el mismo que el del tramo correspondiente a la Corporación del Municipio más poblado de
su Provincia. En el caso de los Consejos y Cabildos insulares, no podrá exceder de lo que resulte de aplicar el
siguiente criterio: en las islas con más de 800.000 habitantes, se reduce en 2 respecto al número actual de

Temario en formato ley · Técnico Administración Especial (Temas Generales) · Cabildo Insular de 138

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



miembros de cabildo, y, en las de menos de 800.000 habitantes, el 60% de los cargos electos en cada Cabildo o
Consejo Insular.
3. (Anulado).
4. (Anulado).
5. Las Corporaciones locales publicarán semestralmente en su sede electrónica y en el Boletín Oficial de la
Provincia o, en su caso, de la Comunidad Autónoma uniprovincial el número de los puestos de trabajo
reservados a personal eventual.
6. El Presidente de la Entidad Local informará al Pleno con carácter trimestral del cumplimiento de lo previsto
en este artículo. Se declaran inconstitucionales y nulos los apartados 3 y 4 en la redacción dada por la Ley
27/2013, de 27 de diciembre, por Sentencia del TC 54/2017, de 11 de mayo. Ref. BOE-A-2017-6850 Se añade el
segundo un párrafo al apartado 1.g), con efectos de 1 de enero de 2016, por la disposición final 19 de la Ley
48/2015, de 29 de octubre. Ref. BOE-A-2015-11644#dfdecimanovena . Se añade por el art. 1.28 de la Ley 27/2013,
de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 . Téngase en cuenta para la aplicación de las limitaciones referidas
al número de personal eventual con dedicación exclusiva, la disposición transitoria décima de la citada Ley.

RDLeg 781/1986 texto refundido régimen local

TRRL · BOE-A-1986-9865 · art. 130 · arts. 167 a 177 — 13 incluidos

TITULO VII Personal al servicio de las Entidades locales

CAPITULO II Disposiciones comunes a los funcionarios de carrera

Artículo 130.
1. Son funcionarios de la Administración Local las personas vinculadas a ella por una relación de servicios
profesionales y retribuidos, regulada por el Derecho Administrativo.
2. Son funcionarios de carrera de la Administración Local los que, en virtud de nombramiento legal,
desempeñen servicios de carácter permanente en una Entidad local, figuren en las correspondientes plantillas
y perciban sueldos o asignaciones fijas con cargo a las consignaciones de personal del presupuesto de las
Corporaciones.

CAPITULO IV De los demás funcionarios de carrera

Artículo 167.
1. Los funcionarios de carrera de la Administración local que no tengan habilitación de carácter nacional se
integrarán en las escalas de Administración General y Administración Especial de cada Corporación, que
quedarán agrupadas conforme a lo dispuesto en la legislación básica del Estado sobre función pública, en los
grupos que éste determine, de acuerdo con la titulación exigida para su ingreso.
2. La escala de administración general se divide en las subescalas siguientes:

a) Técnica.
b) De gestión.
c) Administrativa.
d) Auxiliar.
e) Subalterna.

3. La Escala de Administración Especial se divide en las Subescalas siguientes:
a) Técnica.
b) De Servicios Especiales.

4. La creación de Escalas, Subescalas y clases de funcionarios y la clasificación de los mismos dentro de cada
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una de ellas, se hará por cada Corporación, de acuerdo con lo previsto en esta Ley.
Se modifica el apartado 2 por el art. 60.1 de la Ley 53/2002, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2002-25412

Artículo 168.
La provisión de puestos de trabajo que, de conformidad con la relación aprobada, estén reservados o puedan
ser desempeñados por funcionarios de carrera, se regirá por las normas que, en desarrollo de la legislación
básica en materia de función pública local, dicte la Administración del Estado.

Artículo 169.
1. Corresponde a los funcionarios de la Escala de Administración General el desempeño de funciones
comunes al ejercicio de la actividad administrativa. En consecuencia, los puestos de trabajo
predominantemente burocráticos habrán de ser desempeñados por funcionarios técnicos, de gestión,
administrativos o auxiliares de Administración General. La Administración del Estado fijará los criterios de
población, clasificación de la Secretaría respectiva, y demás que sirvan para la determinación de las
Corporaciones en que puedan existir puestos de trabajo a desempeñar por funcionarios de cada una de las
Subescalas de la Escala de Administración General.

a) Pertenecerán a la Subescala Técnica de Administración General, los funcionarios que realicen tareas de
gestión, estudio y propuesta de carácter administrativo de nivel superior.
b) Pertenecerán a la subescala de gestión de Administración General los funcionarios que realicen tareas
de apoyo a las funciones de nivel superior.
c) Pertenecerán a la Subescala Administrativa de Administración General, los funcionarios que realicen
tareas administrativas, normalmente de trámite y colaboración.
d) Pertenecerán a la Subescala Auxiliar de Administración General, los funcionarios que realicen tareas de
mecanografía, taquigrafía, despacho de correspondencia, cálculo sencillo, manejo de máquinas, archivo
de documentos y otros similares.
e) Pertenecerán a la Subescala de Subalternos de Administración General, los funcionarios que realicen
tareas de vigilancia y custodia interior de oficinas, así como misiones de Conserje, Ujier, Portero u otras
análogas en edificios y servicios de la Corporación. Podrá establecerse la normativa adecuada para que los
puestos de trabajo atribuidos a esta Subescala puedan ser desempeñados por funcionarios de Servicios
Especiales que, por edad u otras razones, tengan disminuida su capacidad para misiones de particular
esfuerzo o penosidad, pero que conserven la requerida para las tareas de Subalterno.

2. Hasta tanto se dicten las normas reglamentarias previstas en el artículo 100.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril,
la selección de los funcionarios a que se refiere el número anterior se ajustará a las siguientes reglas:

a) El ingreso en la Subescala Técnica se hará por oposición libre y se precisará estar en posesión del título
de Licenciado en Derecho, en Ciencias Políticas, Económicas o Empresariales, Intendente Mercantil o
Actuario. No obstante, se reservarán para promoción interna el 25 por 100 de los puestos de trabajo para
Administrativos de la propia Corporación que posean la titulación indicada, cuenten, como mínimo, con
cinco años de servicios en la Subescala de procedencia y superen las pruebas selectivas correspondientes.
b) El ingreso en la Subescala Administrativa se hará por oposición libre, y se precisará estar en posesión del
título de Bachiller, Formación Profesional de segundo grado, o equivalente. No obstante, se reservarán para
promoción interna el 50 por 100 de los puestos de trabajo existentes para los pertenecientes a la Subescala
de Auxiliares de Administración General que posean la titulación indicada, y cuenten con cinco años de
servicios en la SubescaIa.
c) El ingreso en la Subescala Auxiliar se hará por oposición libre, con exigencia, en todo caso, de título de
Graduado Escolar, Formación Profesional de primer grado, o equivalente.
d) El ingreso en la Subescala Subalterna se hará por concurso, oposición o concurso-oposición libre, según
acuerdo de la Corporación, y con exigencia del certificado de escolaridad.

Se modifica el párrafo primero del apartado 1, se añade el apartado 1.b) y se reordenan las letras existentes del mismo apartado por los arts. 60.2 y
3 de la Ley 53/2002, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2002-25412
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Artículo 170.
1. Tendrán la consideración de funcionarios de Administración Especial los que tengan atribuido el
desempeño de las funciones que constituyen el objeto peculiar de una carrera, profesión, arte u oficio.
2. Los puestos de trabajo a desempeñar por funcionarios de servicios especiales podrán existir en cualquier
clase de Corporación.
3. El personal que forme parte de los Servicios de Informática de las Corporaciones locales, que no resulte
incluido en las Subescalas de Administración General, será clasificado según la naturaleza de su especialidad y
los títulos exigidos para su ingreso, en la clase que corresponda de las Subescalas Técnicas o de Servicios
Especiales.

Artículo 171.
1. Pertenecerán a la Subescala Técnica de Administración Especial, los funcionarios que desarrollen tareas que
son objeto de una carrera para cuyo ejercicio exigen las leyes estar en posesión de determinados títulos
académicos o profesionales. En atención al carácter y nivel del título exigido, dichos funcionarios se dividen
en Técnicos Superiores, Medios y Auxiliares, y, a su vez, cada clase podrá comprender distintas ramas y
especialidades.
2. El ingreso en esta Subescala se hará por oposición, concurso o concurso-oposición libre, según acuerde la
Corporación respectiva, y se requerirá estar en posesión del título académico o profesional correspondiente a
la clase o especialidad de que se trate; todo ello sin perjuicio de las normas que pueda dictar la Administración
del Estado, en uso de la autorización contenida en el artículo 100.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril.
3. En todo caso, la provisión de plazas de Médicos de la Beneficencia Provincial podrá hacerse de acuerdo con
su regulación específica o mediante los procedimientos regulados en este artículo.

Artículo 172.
1. Pertenecerán a la Subescala de Servicios Especiales, los funcionarios que desarrollen tareas que requieran
una aptitud específica, y para cuyo ejercicio no se exija, con carácter general, la posesión de títulos
académicos o profesionales determinados.
2. Se comprenderán en esta Subescala, y sin perjuicio de las peculiaridades de cada Corporación, las
siguientes clases:

a) Policía Local y sus auxiliares.
b) Servicio de Extinción de Incendios.
c) Plazas de Cometidos Especiales.
d) Personal de Oficios.
e) Agentes forestales y medioambientales.

3. El ingreso en la Subescala de Servicios Especiales se hará por oposición, concurso o concurso-oposición
libre, según acuerde la Corporación respectiva, sin perjuicio de lo que dispongan las normas específicas de
aplicación a los funcionarios de Policía Local y del Servicio de Extinción de Incendios.
Se añade la letra e) al apartado 2 por la disposición final 1.1 de la Ley 4/2024, de 8 de noviembre. Ref. BOE-A-2024-23271#df

Artículo 173.
La Policía Local ejercerá sus funciones de acuerdo con lo previsto en el Título V de la Ley Orgánica de Fuerzas
y Cuerpos de Seguridad.
Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 165, de 11 de julio de 1986. Ref. BOE-A-1986-18436

Artículo 174.
Se comprenderán en la clase de cometidos especiales al personal de las Bandas de Música y los restantes
funcionarios que realicen tareas de carácter predominantemente no manual, no comprendidas en el artículo
171.1, en las diversas ramas o sectores de actuación de las Corporaciones locales, subdividiéndolas en
categorías, según el nivel de titulación exigido.
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Artículo 175.
1. Se integrarán en la clase de Personal de Oficios, los funcionarios que realicen tareas de carácter
predominantemente manual, en los diversos sectores de actuación de las Corporaciones locales, referidas a un
determinado oficio, industria o arte.
2. Se clasificarán, dentro de cada oficio, industria o arte, en Encargado, Maestro, Oficial, Ayudante y Operario,
según el grado de responsabilidad o de especialización, y siendo necesario, en todo caso, poseer la titulación
exigida para el ingreso, conforme a lo dispuesto por la legislación básica de función pública.
3. Lo dispuesto en los apartados anteriores se entiende sin perjuicio de que estas tareas no tengan la
consideración de funciones públicas a que se refiere el artículo 92.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril.

Artículo 175 bis.
Se integrarán en la clase de agentes forestales y medioambientales las personas funcionarias que tengan
asignadas funciones de vigilancia, policía y custodia de bienes medioambientales y forestales. El acceso a la
misma requerirá disponer de la titulación exigida, en función del subgrupo de clasificación de los previstos en
el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, aprobado por el Real Decreto Legislativo
5/2015, de 30 de octubre, en el que se incluya la categoría correspondiente.
Se añade por la disposición final 1.2 de la Ley 4/2024, de 8 de noviembre. Ref. BOE-A-2024-23271#df

CAPITULO V Personal eventual y laboral

Artículo 176.
1. El personal eventual se rige por lo establecido en el artículo 104 de la Ley 7/1985, de 2 de abril.
2. Los puestos de trabajo reservados a este tipo de personal deberán figurar en la plantilla de personal de la
Corporación.
3. Podrán ser desempeñados por personal eventual determinados puestos de trabajo de carácter directivo,
incluidos en la relación de puestos de trabajo de la Corporación, de acuerdo con lo que dispongan las normas
que dicte el Estado para su confección. En estos supuestos, el personal eventual deberá reunir las condiciones
específicas que se exijan a los funcionarios que puedan desempeñar dichos puestos.
4. En ningún caso el desempeño de un puesto de trabajo reservado a personal eventual constituirá mérito para
el acceso a la función pública o a la promoción interna.

Artículo 177.
1. La selección del personal laboral se rige por lo establecido en el artículo 103 de la Ley 7/1985, de 2 de abril.
2. La contratación laboral puede ser por tiempo indefinido, de duración determinada, a tiempo parcial, y
demás modalidades previstas en la legislación laboral. El régimen de tales relaciones será, en su integridad, el
establecido en las normas de Derecho Laboral.
3. Será nulo el contrato laboral por tiempo indefinido celebrado por una Entidad local con persona incursa en
alguna de las causas de incapacidad específica que sean de aplicación a los funcionarios y al personal interino.

Ley 2/1987, de 30 de marzo, de la Función Pública Canaria

LFP-CAN · BOE-A-1987-11921 · arts. 86 a 92 — 7 incluidos

TÍTULO VIII De la Función Pública de las Corporaciones Locales Canarias

Artículo 86.
Las Corporaciones locales canarias realizarán las relaciones de puestos de trabajo, en las que deberán estar
incluidas las retribuciones del personal de sus respectivas Administraciones, atendiendo a los criterios
establecidos en la legislación básica del Estado, y comunicándolas a la Administración de la Comunidad
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Autónoma.

Artículo 87.
En el Registro de Personal de cada Corporación local se inscribirán todas las personas a su servicio, se
anotarán los actos que afecten a la vida administrativa de la relación de servicios de aquéllas, en los términos
definidos por los reglamentos dictados por la Administración del Estado y, en su caso, por la Comunidad
Autónoma, de acuerdo con la legislación estatal básica, y se tomará razón de los actos a que se refiere el
artículo 20 de esta Ley.

Artículo 88.
1. El procedimiento de selección de los funcionarios de las Corporaciones Locales Canarias, en lo no previsto
por la legislación básica del Estado, se ajustará a lo dispuesto en esta Ley y a las normas que puedan dictarse
para regular el ingreso en la Función Pública de la Comunidad Autónoma.
2. Los acuerdos de las Corporaciones locales que determinen el procedimiento de ingreso en las subescalas de
Administración Especial, deberán comunicarse a la Consejería de la Presidencia.
3. Las Corporaciones Locales Canarias, por acuerdo del Pleno, podrán solicitar de la Consejería de la
Presidencia la selección de su personal por los procedimientos que regulen el ingreso en la función pública de
la Comunidad Autónoma.

Artículo 89.
Los funcionarios de las Corporaciones Locales Canarias tendrán derecho a las recompensas, permisos,
licencias y vacaciones retribuidas previstas en esta Ley.

Artículo 90.
Los funcionarios de las Corporaciones Locales Canarias tendrán las obligaciones que en esta Ley se
determinan para los funcionarios de la Comunidad Autónoma.

Artículo 91.
Los funcionarios a los que se refiere el apartado 2 del artículo 31 de esta Ley, cuando desempeñen un puesto
de trabajo de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma, percibirán sus retribuciones por los
mismos conceptos y en las mismas cuantías que los que correspondan a un funcionario del mismo grupo de la
Comunidad Autónoma en un puesto similar.

Artículo 92.
1. La tramitación del expediente disciplinario a que puedan verse sometidos los funcionarios de las
Corporaciones Locales Canarias, se ajustará en todo caso a lo dispuesto en las normas que regulen dicho
procedimiento para los funcionarios de la Comunidad Autónoma.
2. Las faltas muy graves serán tipificadas por la legislación básica del Estado. En cuanto a las faltas graves,
leves y a la cancelación de las sanciones en general, se estará a lo previsto en la sección 8.ª, capítulo IV, del
título IV.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 16

1. En relación con el personal eventual, ¿cuál de las siguientes afirmaciones no es correcta?

A) Realizan funciones de confianza.

B) Su nombramiento es libre.

C) Si cesa la autoridad que lo nombró, él no cesa.

D) Ninguna es correcta.
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2. El personal laboral al servicio de las Administraciones Públicas, se rige:

A) Por el Estatuto de los Trabajadores

B) Por la legislación laboral y por los preceptos del Estatuto Básico de los Empleados Públicos que así lo 
dispongan

C) Por la legislación laboral, las demás normas convencionales aplicables y por los preceptos del Estatuto Básico 
de los Empleados Públicos que así lo dispongan

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

3. Una de las singularidades del personal eventual es:

A) Se le realiza un contrato laboral temporal

B) El número de personal eventual en una Administración es ilimitado

C) Debe realizar funciones protocolarias

D) El nombramiento y cese serán libres.

4. Según lo previsto en el artículo 92 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen 
Local, el ejercicio de las funciones que impliquen la participación directa e indirecta en el ejercicio de las 
potestades públicas o en la salvaguardia de los intereses generales, corresponde:

A) A todo el personal al servicio de las entidades locales.

B) Exclusivamente a los funcionarios de carrera al servicio de la Administración Local.

C) A los funcionarios de carrera y al personal laboral fijo.

D) A los funcionarios de carrera, funcionarios interinos, personal laboral fijo y personal eventual.

5. En relación con los derechos individuales previstos en el art. 14 del TREBEP, ¿cuál es la afirmación 
CORRECTA?

A) Los empleados públicos tienen derecho a la inamovilidad en la condición de funcionario de carrera.

B) Los funcionarios tienen derecho a la movilidad en la condición de funcionario de carrera.

C) Los empleados públicos tienen derecho a la inamovilidad en la condición de funcionario de carrera o 
personal laboral fijo.

D) Los empleados públicos tienen derecho a la movilidad en la condición de funcionario de carrera.

6. ¿Cuál es un derecho individual de los empleados públicos? Ayuntamiento de Guarromán (Jaén)

A) El derecho de huelga.

B) La inamovilidad en la condición de funcionario de carrera.

C) La libertad sindical.

D) El derecho de reunión.

7. Son funcionarios interinos los que, por razones expresamente justificadas de necesidad y urgencia, son 
nombrados como tales con carácter temporal para el desempeño de funciones propias de funcionarios de 
carrera, cuando se dé alguna de las siguientes circunstancias:

A) La existencia de plazas vacantes, cuando no sea posible su cobertura por funcionarios de carrera, por un 
máximo de dos años, en los términos previstos en el apartado 4.

B) La sustitución transitoria de los titulares, durante el plazo máximo de tres años.

C) El exceso o acumulación de tareas por plazo máximo de nueve meses, dentro de un periodo de dieciocho 
meses.

D) La ejecución de programas de carácter temporal, que no podrán tener una duración superior a tres años, 
ampliable hasta seis meses más por las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto.
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8. Los empleados públicos, de acuerdo al artículo 14 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, 
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público tienen, entre 
otros, el siguiente derecho de carácter individual:

A) A la movilidad en la condición de funcionario de carrera.

B) A la progresión en la carrera profesional y promoción interna según principios constitucionales de igualdad, 
mérito y capacidad mediante la implantación de sistemas objetivos y transparentes de evaluación.

C) A percibir las retribuciones básicas y complementarias pero no las indemnizaciones por razón del servicio.

D) A la formación continua y a la actualización permanente de sus conocimientos y capacidades profesionales 
preferentemente fuera del horario laboral.

9. En relación con los deberes de los empleados públicos y, concretamente, con los principios éticos y de 
conducta que configuran el Código de Conducta previsto en el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico 
del Empleado Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, indique cuál de los 
siguientes es uno de los principios éticos previstos en el artículo 53 de la citada Ley:

A) No aceptarán ningún trato de favor o situación que implique privilegio o ventaja injustificada, por parte de 
personas físicas o entidades privadas.

B) Tratarán con atención y respeto a los ciudadanos, a sus superiores y a los restantes empleados públicos.

C) Garantizarán la atención al ciudadano en la lengua que lo solicite siempre que sea oficial en el territorio.

D) Informarán a los ciudadanos sobre aquellas materias o asuntos que tengan derecho a conocer, y facilitarán el 
ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.

10. En la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, indica que la selección de todo 
el personal, sea funcionario o laboral, debe realizarse teniendo en cuenta los siguientes principios:

A) Igualdad, mérito, capacidad y publicidad.

B) Igualdad, mérito y estabilidad.

C) Igualdad, mérito, consolidación.

D) Igualdad, mérito, antigüedad.

SOLUCIONES 1 C · 2 C · 3 D · 4 B · 5 A · 6 B · 7 C · 8 B · 9 A · 10 A

Te quedan 280 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 16, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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